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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Alvear Valenzuela, Soledad

--Arancibia Reyes, Jorge

--Bianchi Chelech, Carlos
--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo
--Espina Otero, Alberto

--Flores Labra, Fernando

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo
--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos 

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro

--Muñoz Barra, Roberto

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Victor
--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Vásquez Úbeda, Guillermo

--Zaldívar Larraín, Adolfo

Concurrieron, además, los señores Ministros de Educación, don Martín Zilic Hrepic, y del Trabajo y Previsión Social, don Osvaldo Andrade Lara; el señor Subsecretario del Trabajo, don Zarko Luksic Sandoval, y el asesor de ese Ministerio, señor Francisco del Río Correa.
Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:20, en presencia de 18 señores Senadores.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 24ª, ordinaria, en 20 de junio; 25ª y 26ª, especiales, y 27ª, ordinaria, en 21 de junio, todas del año en curso, que no han sido observadas.


(Véanse en los Anexos las Actas aprobadas).
IV. CUENTA

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensaje



De Su Excelencia la Presidenta de la República, con el que inicia un proyecto sobre modificación de la ley Nº 18.314 a fin de establecer cuándo constituirán delitos terroristas los ilícitos que contempla (boletín Nº 4.298-07). (Véase en los Anexos, documento 1)


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Oficios



Tres de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero comunica que ha dado su aprobación al proyecto de ley que establece como medida cautelar la retención de la licencia de conducir, en caso de un cuasidelito como consecuencia del manejo de un vehículo (boletín 4.125-07). (Véase en los Anexos, documento 2)


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con el segundo informa que aprobó, con las enmiendas que indica, el proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo, respecto de la admisión de menores de edad al empleo y del cumplimiento de la obligación escolar (boletín Nº 3.235-13). (Véase en los Anexos, documento 3)


--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



Con el tercero comunica que ha prestado su aprobación al informe de la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras con motivo de la tramitación del proyecto de ley que establece un sistema nacional de aseguramiento de la calidad de la educación superior, con urgencia calificada de “suma” (boletín Nº 3.224-04).



--Queda para tabla.



Del señor Contralor General de la República, por medio del cual contesta un oficio remitido en nombre del Honorable señor García, sobre la naturaleza jurídica del contrato que vincula a los profesores y funcionarios del Liceo Experimental Manuel de Salas con su empleador.



Dos de la señora Ministra de Defensa Nacional:



Con el primero da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable señor Kuschel, respecto de la finalización de las obras de construcción del camino que une Caleta Pichanco con Caleta Gonzalo, comuna de Palena.



Con el segundo contesta un oficio remitido en nombre del Honorable señor Allamand, en cuanto a la instalación de una Tenencia de Carabineros en el sector de Las Ánimas, comuna de Valdivia.



Dos de la señora Ministra Secretaria General de la Presidencia:



Con el primero responde un oficio enviado en nombre del Honorable señor García, relativo a la petición de las Voluntarias de Hospital “Damas de Rojo”, filial Villarrica.



Con el segundo contesta un oficio dirigido en nombre del Honorable señor Navarro, referido a la posibilidad de hacer presente la urgencia para el despacho del proyecto que modifica la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones, con el objeto de regular la instalación de antenas emisoras y receptoras y el tendido de cables aéreos de suministro de señales y energía.



De la señora Ministra de Economía, Fomento y Reconstrucción, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre de los Honorables señores Horvath y Prokurica, atinente a la pesca de investigación de algas en las costas de la Primera a la Cuarta Regiones.



Cuatro del señor Ministro de Obras Públicas:



Con los dos primeros contesta igual número de oficios remitidos en nombre del Honorable señor Longueira, concernientes a la Sociedad Concesionaria Costanera Norte.



Con el tercero responde un oficio dirigido en nombre del Honorable señor Ruiz-Esquide, en relación con los daños experimentados por el emisario de Lebu.



Con el cuarto da respuesta a dos oficios enviados en nombre del Honorable señor Horvath, acerca de la concesión de la variante Vespucio-El Salto-Kennedy.



Del señor Ministro de Agricultura, mediante el cual contesta un oficio remitido en nombre del Honorable señor Bianchi, respecto de la distribución de los ingresos que generan los parques nacionales.



De la señora Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo, con el que responde un oficio enviado en nombre del Honorable señor Bianchi, tocante a los montos destinados a subsidios de agua y gas en la Región de Magallanes y de la Antártica Chilena.



De la señora Subsecretaria de Educación, mediante el cual contesta un oficio dirigido en nombre del Honorable señor Horvath, sobre la subvención educacional que se otorga a las comunas y sectores rurales de baja población.



De la señora Superintendenta de Administradoras de Fondos de Pensiones, por medio del cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable señor Naranjo, relativo al cierre de la oficina de la AFP Provida en la ciudad de Cauquenes.



Del señor Coordinador General de Concesiones, con el que contesta un oficio remitido en nombre del Honorable señor Romero, referente a la Concesionaria Nororiente y la construcción del enlace Centenario.



De la señora Secretaria Regional Ministerial de Transportes y Telecomunicaciones de Atacama, mediante el cual responde un oficio dirigido en nombre del Honorable señor Núñez, respecto de accidente ferroviario en la comuna de Diego de Almagro.



Del señor Gerente General de la Compañía Distribuidora de Energía Eléctrica CODINER Limitada, por medio del cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable señor Espina, relativo al precio por consumo de energía eléctrica que se cobra a los vecinos de la localidad de Cajón, comuna de Vilcún.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informe



De la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, recaído en el proyecto, iniciado en moción del Honorable señor Orpis, que modifica la ley Nº 18.838, sobre Consejo Nacional de Televisión, con el objeto de prohibir el empleo del sistema de medición de audiencia en línea (boletín Nº 3.543-15). (Véase en los Anexos, documento 4)


--Queda para tabla.

Moción



De los Honorables señores Núñez, Escalona, Letelier y Navarro, con la que inician un proyecto sobre modificación de la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones, en cuanto a la publicación de las resoluciones que asignan concesiones de radiodifusión radial (boletín Nº 4.299-15). (Véase en los Anexos, documento 5)


--Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.

Proyectos de acuerdo



De los Honorables señores Arancibia, Espina, García, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Novoa, Prokurica, Romero y Ruiz-Esquide, mediante el cual proponen solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República que instruya al señor Ministro de Relaciones Exteriores a fin de condenar y requerir al Gobierno de Cuba que ponga fin a las detenciones por motivos ideológicos y deje en libertad a todas las personas apresadas por ser contrarias a ese régimen político (boletín Nº S 873-12). (Véase en los Anexos, documento 6)


De los Honorables señores Allamand, Horvath, Longueira y Navarro, por medio del cual proponen adoptar diversas medidas en beneficio de la conservación de las ballenas y la preservación de los ecosistemas oceánicos (boletín Nº S 874-12). (Véase en los Anexos, documento 7)


--Quedan para el Tiempo de Votaciones de la próxima sesión ordinaria.

Declaraciones de inadmisibilidad



Moción del Honorable señor Bianchi, con la que inicia un proyecto de ley que modifica la base de cálculo para la asignación de zona que perciben los funcionarios municipales.



--Se declara inadmisible por corresponder a materias de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el Nº 4º del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.



Moción del Honorable señor Bianchi, con la que inicia un proyecto que modifica la ley Nº 19.418, sobre Juntas de Vecinos y demás Organizaciones Comunitarias, y la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, con el fin de establecer nuevas atribuciones y competencias.



--Se declara inadmisible por corresponder a materias de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, conforme a lo dispuesto en el Nº 2º del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la Cuenta.

)-----------------(

El señor BIANCHI.- Pido la palabra sobre la Cuenta, señor Presidente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Puede hacer uso de ella Su Señoría.

El señor BIANCHI.- Solicito que se pida al Ejecutivo el patrocinio de los dos proyectos declarados inadmisibles.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se enviará el oficio pertinente en nombre del Honorable señor Bianchi…

El señor HORVATH.- Y del Comité Renovación Nacional.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si no hay objeciones, se procederá en esos términos.



--Así se acuerda.

)-----------------(

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En la Cuenta se incluye el informe de Comisión Mixta relativo al proyecto de ley que establece un sistema nacional de aseguramiento de la calidad de la educación superior, aprobado hoy en la mañana por la Cámara de Diputados(boletín Nº 3.224-04) (Véase en los Anexos documento 8).



Si le parece a la Sala, ese asunto se agregará a la tabla de la presente sesión.



--Así se acuerda.

)-------------------(

El señor HORVATH.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría. 

El señor HORVATH.- Señor Presidente, Senadores de la Unión Demócrata Independiente y de Renovación Nacional presentamos ayer un proyecto de acuerdo respecto de las personas detenidas en Cuba, de modo que solicitamos que se vote hoy.

El señor PROKURICA.- Es lo que corresponde, reglamentariamente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Como ello se incluyó en la Cuenta de hoy día, debe quedar para la sesión ordinaria siguiente.

El señor PROKURICA.- Los proyectos de acuerdo siempre se votan al día siguiente de su ingreso.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se incorporan en la Cuenta y quedan para el Tiempo de Votaciones de la próxima sesión ordinaria.


V. ORDEN DEL DÍA


MARCO JURÍDICO PARA TRABAJOS EN RÉGIMEN DE SUBCONTRATACIÓN Y EN EMPRESAS DE SERVICIOS TEMPORARIOS. VETO

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Corresponde tratar las observaciones de Su Excelencia la Presidenta de la República, en primer trámite constitucional, al proyecto de ley sobre el trabajo en régimen de subcontratación, el funcionamiento de las empresas de servicios transitorios y el contrato de trabajo de servicios transitorios, con informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social y urgencia calificada de “suma”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (2943-13) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 1ª, en 21 de mayo de 2002.


En tercer trámite, sesión 58ª, en 17 de enero de 2006.


Observaciones en primer trámite, sesión 24ª, en 20 de junio de 2006.


Informes de Comisión:


Trabajo, sesión 15ª, en 29 de julio de 2003.


Trabajo (segundo), sesión 35ª, en 2 de marzo de 2004.


Trabajo (tercer trámite), sesión 16ª, en 16 de mayo de 2006.


Trabajo (observaciones), sesión 28ª, en 4 de julio de 2006.


Discusión general:




Sesiones 30ª, en 2 de septiembre de 2003 (queda pendiente su discusión general); 35ª, en 16 de septiembre de 2003 (queda para segunda discusión); 1ª, en 7 de octubre de 2003 (se aprueba en general).


Discusión particular:




Sesiones 36ª, en 3 de marzo de 2004 (queda para segunda discusión); 37ª, en 9 de marzo de 2004 (queda pendiente su discusión particular); 38ª y 40ª, en 10 y 17 de marzo de 2004, respectivamente (se aplaza su votación); 41ª, en 30 de marzo de 2004 (queda pendiente su discusión particular); 43ª, en 31 de marzo de 2004 (se aprueba en particular). 


Discusión en tercer trámite, sesión 18ª, en 17 de mayo de 2006 (se aprueba).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Las observaciones son tres y dicen relación a las siguientes materias:


1) La exclusión del ámbito de la subcontratación de las obras o servicios discontinuos o esporádicos;



2) El ámbito de responsabilidad de la empresa principal;



3) La certificación del cumplimiento de las obligaciones laborales y previsionales de los contratistas y subcontratistas;



4) La ampliación del giro de las empresas de servicios transitorios;



5) La disminución del monto de la multa aplicable a las empresas contratistas y de la consignación exigida para apelar de la resolución pertinente;



6) La reducción del monto de la garantía que se exige a las empresas de servicios transitorios, y



7) La uniformidad, en el proyecto de ley, de los términos “mandante” por “empresa principal” y “temporarios” por “transitorios”.



La Comisión aprobó las tres observaciones en forma unánime, con los votos de los Senadores señora Alvear y señores Allamand, Letelier, Longueira y Muñoz Aburto.



La observación número 1), letra c), referida a la obligación del Ministerio del Trabajo y Previsión Social de dictar un reglamento para la certificación del cumplimiento de las obligaciones laborales y previsionales de las empresas contratistas y subcontratistas, contó con el voto unánime de los Senadores señora Alvear y señores Allamand, Longueira y Muñoz Aburto.



Cabe tener presente que la observación número 1), letra f), numeral ii), que recae en el inciso tercero del artículo 183-I, y la observación número 3), en lo que se refiere a los artículos 183-H, 183-K, 183-L y 183-M, requieren quórum orgánico constitucional para su aprobación, esto es, el voto conforme de 21 señores Senadores.



Por su parte, la observación número 2), en cuanto al inciso primero del artículo 183-E y al artículo 7º del proyecto, debe aprobarse con quórum calificado: en este caso, 19 señores Senadores.



De conformidad con el artículo 188 del Reglamento, las observaciones tendrán discusión general y particular a la vez y serán objeto de pronunciamiento separado, sin que proceda dividir la votación.



Por último, Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado dividido en cuatro columnas, que transcriben, la primera, las normas pertinentes del Código del Trabajo; la segunda, el texto del proyecto aprobado por el Congreso; la tercera, las observaciones formuladas por la Presidenta de la República, y la cuarta, el texto final de la iniciativa si estas últimas se aprobaran.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- 
Solicito la anuencia de la Sala para que asistan a la sesión el Subsecretario del Trabajo, señor Zarko Luksic, y el asesor del Ministerio señor Francisco Del Río.



Tiene la palabra el Honorable señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, tal como lo expresé ayer, me opuse a una petición de esa índole porque no había obtenido respuesta a oficios que solicité remitir hace aproximadamente tres meses, pero, como los señores Senadores habrán podido observar en la Cuenta de hoy, el inconveniente se subsanó en forma rápida. De manera que a partir de este momento no hay ningún reparo para el ingreso de los Subsecretarios.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Por lo tanto, se accede.



En discusión general y particular las observaciones de la Primera Mandataria.



Tiene la palabra el señor Presidente de la Comisión de Trabajo.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, el veto en análisis forma parte de un acuerdo político al que se arribó en el marco del debate de este trascendental proyecto sobre regulación del trabajo en régimen de subcontratación, el funcionamiento de las empresas de servicios transitorios y el contrato de trabajo de servicios transitorios. 



Como recordarán Sus Señorías, la iniciativa, en la discusión de su parte esencial, llevó al establecimiento de las definiciones de la subcontratación y de los suministros de servicios en ese ámbito. Durante el análisis surgió la inquietud respecto de la precisión de ese primer concepto y de si se hallaba más o menos acotado.



La observación sobre el particular, a mi juicio, no hace más que materializar el consenso registrado con motivo de la aprobación que tuvo lugar en el primer trámite constitucional, en el sentido de que no quedarán sujetas a la norma de la subcontratación las obras o servicios que se ejecuten o presten de manera discontinua o esporádica. En ningún momento se tuvo la intención de que fueran parte del concepto, lo que queda claramente establecido en el veto. 



Adicionalmente, la otra parte que generó dudas decía relación a las consecuencias, a partir de la definición, de la responsabilidad solidaria -que es la regla general- de la empresa principal para con las empresas contratistas. Con el veto se ha pretendido despejar dichas inquietudes, dejándose constancia de que el alcance de las obligaciones laborales y previsionales es el propio de las de dar.



Y en cuanto a la interrogante acerca de la extensión de las obligaciones solidarias en materia de eventuales indemnizaciones legales y contractuales, se eliminó este último término, debido a la posibilidad de algún abuso, en determinado momento, por algún acuerdo del dueño de una empresa contratista con sus trabajadores, en perjuicio de la empresa principal.



Sobre tales temas existía absoluto consenso, pero se han clarificado a través del veto.



Por otro lado, la letra c) de la observación número 1) se refiere al reglamento que se acordó, vinculado a la ley en proyecto -en particular, para determinar el momento en que se pasa de la responsabilidad solidaria, que es la regla general, repito, a la responsabilidad subsidiaria-, para cuando el dueño de la empresa principal se preocupe de recabar información y retener pagos. Se establece el plazo de 90 días para su dictación, precisándose sus alcances.



El reglamento deberá fijar el procedimiento, plazo y efectos con que la Inspección del Trabajo respectiva emitirá dichos certificados, instrumentos verificadores que la empresa principal procurará tener a su disposición. Asimismo, definirá la forma o mecanismos a través de los cuales las entidades o instituciones competentes podrán otorgar la certificación debida a través de los medios más idóneos, como se planteó. Ello, más allá de lo que puede corresponder a la Inspección de Trabajo, en relación con otras instituciones, a fin de deslindar la responsabilidad solidaria de la subsidiaria.



En lo anterior hubo absoluto acuerdo. A todos nos interesaba dejar definido en forma clara lo concerniente al plazo.



La cuarta modificación, que es consecuencia de un punto anterior y se refiere a las indemnizaciones, deja claramente establecido que las obligaciones de la empresa principal están vinculadas a las eventuales indemnizaciones legales que tienen que ver con el término de la relación laboral.



Adicionalmente, a partir de la letra e) pasamos a la definición de la empresa de servicios transitorios.



En la Cámara de Diputados hubo voluntad de asegurar que no existiera un vínculo indebido entre la empresa usuaria y la suministradora de trabajadores. En ese contexto, se trató de evitar que entre una y otra estuvieran relacionadas.



En el marco del debate, surgió la inquietud de si las empresas suministradoras debían tener un giro único, ya que éstas plantearon su interés en desarrollar también actividades de capacitación, así como de selección de recursos humanos. Sobre el particular, hubo absoluta decisión para ampliar el rubro de las empresas suministradoras dentro de ese ámbito, aspecto que fue recogido por el veto.



Es importante subrayar lo siguiente: se produjo una discusión en lo referente a la letra e)  respecto del alcance del concepto que se agrega, en el sentido de que  las empresas suministradoras también podrán participar en “la selección, capacitación y formación de trabajadores, así como otras actividades afines en el ámbito de los recursos humanos.”.



Para la historia de la ley, es relevante consignar que con la introducción de esta modificación en ningún momento se aspira a que las empresas suministradoras de trabajadores se transformen en organismos técnicos de capacitación (OTEC). No es ése el sentido ni alcance. Sin duda, aquéllas podrán hacer uso de las franquicias del SENCE para capacitar a sus propios trabajadores; pero no dedicarse, mediante el empleo de recursos provenientes de franquicias tributarias, a la capacitación de trabajadores de terceros. Ese punto quedó claramente establecido y sobre él hubo unanimidad.



Las letras f) y g) de la observación número 1) se refieren al incumplimiento de la ley por parte de las empresas suministradoras de servicios transitorios, que no deben estar vinculadas con la empresa usuaria. Si se produce esa relación, se establecen infracciones. En este aspecto, se bajó el monto de la multa de 20 a 10 UTM por cada trabajador contratado. De la misma forma, se redujo el monto de la consignación que se debe hacer cuando se apela de la resolución por infracción a esta norma. Sobre este punto hubo pleno consenso y fue lo que gatilló el acuerdo en su momento.



El numeral i) de la letra g) se refiere al cambio de los requisitos para las suministradoras de trabajadores. Como se recordará, todas las empresas que lleven a cabo la función de arriendo o suministro de personas deben estar inscritas en un registro y, además, constituir una boleta de garantía. Ésta tendrá un valor cuando se trate de 100 o menos trabajadores. Por sobre esa cifra, se fija un incremento de 0,7 unidades de fomento por cada uno.



La boleta de garantía base baja su valor de 500 a 250 UF,  lo que forma parte del acuerdo político a que se llegó en este punto.



En cuanto a la periodicidad para el ajuste del monto de la garantía, inicialmente el proyecto disponía que ello se efectuaría cada tres meses. Como ello nos pareció inadecuado, se prefirió aumentar el plazo a doce meses.



Finalmente, las observaciones números 2) y 3) están relacionadas con aspectos formales de redacción. El Senador señor Allamand había planteado con cierta insistencia el cambio de la expresión "el mandante" por "la empresa principal". La otra enmienda, destinada a uniformar el texto, sustituye el término "temporarios" por "transitorios".



Señor Presidente, en la Comisión votamos todas las observaciones favorablemente, conforme al acuerdo político adoptado, aunque, por momentos, se llevó a cabo una discusión formal sobre cómo proceder a la votación de ellas.



El señor Secretario ha insinuado -si no entendí mal- que estamos en presencia de tres vetos. No obstante en la Comisión hubo interpretación en cuanto a que algunas letras abordan temas distintos, por lo que podría considerarse que son más las observaciones del Ejecutivo.



Dejo planteado el punto -que se discutió en la Comisión-, respecto del cual algunos funcionarios de la Corporación comparten ese mismo juicio. Si bien no tiene incidencia en la discusión actual, dado que existe acuerdo unánime, sería importante que se precisara para futuras votaciones si corresponde pronunciarse por numerales, por letras, por temas o por puntos. Es importante clarificar el asunto.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, mediante el veto se cumple el compromiso asumido por parte del Ejecutivo en orden a perfeccionar el proyecto que nos ocupa, que busca ampliar la tutela que la ley laboral otorga a formas no típicas de contratación.



Sin perjuicio de apoyar nuevamente esta importante iniciativa que terminará con los abusos cometidos en torno de estas figuras, es necesario ahora entrar a revisar la situación que afecta a los trabajadores del sector público, que están al margen de esta normativa y que muchas veces se encuentran en condiciones tanto o más precarias en sus relaciones laborales con su empleador: el Estado.



Por eso, debo reiterar mi petición, ya efectuada en esta Sala, en orden a que, junto con el término de este proceso, se inicie con la mayor prontitud y fuerza la revisión y regularización  de la ya reconocida figura de tercerización, muchas veces irregular, en el ámbito público de nuestro país.



Cabe recordar que la solicitud que estoy formulando ya fue objeto de un proyecto de acuerdo del Senado, por medio del cual solicitamos a la señora Presidenta de la República la adopción de todas las medidas necesarias para terminar en un plazo no superior a  tres años con las irregularidades existentes.



Dentro de este mismo espíritu, especial preocupación me provoca la situación que afecta al personal de esta Corporación, que desde el año 1994 se encuentra en un proceso de reestructuración de su estructura administrativa, a fin de adecuarla a las nuevas realidades de funciones y de personal. Hasta la fecha ésta se encuentra inconclusa.



Me parece que los responsables de los distintos Poderes del Estado no pueden ser tan indolentes al predicar y establecer normas para la ciudadanía o para las empresas privadas y, al mismo tiempo, eludir sus propias responsabilidades, por lo que vuelvo a hacer un llamado a la coherencia de todo el cuerpo político, para que enfrentemos, con la misma fuerza y dedicación con que se asumió la regulación del sector privado, la necesaria puesta al día que nuestra institucionalidad estatal requiere.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, la bancada de Senadores de la Unión Demócrata Independiente respaldará íntegramente el veto presidencial al proyecto sobre subcontratación y funcionamiento  de las empresas de servicios transitorios.



No podemos dejar de recordar que las observaciones del Ejecutivo son fruto de una negociación y de un acuerdo político que perfecciona, precisa y evita judicializar la relación laboral entre la empresa y los trabajadores y también entre las empresas subcontratistas o las de servicios transitorios.



Los cambios que se introducen son muy sustanciales, por cuanto no sólo precisan claramente en qué consisten varios de los artículos aprobados por la Cámara de Diputados en el segundo trámite constitucional, sino que adicionalmente se corrigen algunos defectos de redacción  que se plantearon durante la discusión en el Senado, dando con ello origen a un gran cuerpo legal.



Lo primero que se debe destacar es que estamos en presencia de una muy buena ley, que va a permitir que el mundo de la empresa privada del país cuente con todos los instrumentos necesarios para enfrentar la globalización, tercerizar las cosas naturales y obvias, y contratar trabajadores a través de empresas de servicios transitorios.



Creo que también ponemos atajo a los abusos cometidos y a las malas prácticas realizadas durante mucho tiempo, que se permitieron probablemente debido al gran aumento de la cesantía. El proyecto termina en forma definitiva con unos y otras y posibilita que los buenos empresarios que requieran ese tipo de instrumentos dispongan de ellos y compitan en el mundo.



La primera modificación introducida por el veto recoge uno de los puntos planteados por la Alianza por Chile, en el sentido de que es fundamental precisar en la ley que queden fuera del régimen de la subcontratación las faenas o trabajos discontinuos o esporádicos.



Dada la forma en que la Cámara de Diputados redactó la normativa, era obvio y entendible enmendarla, porque de otra manera podían generarse discusiones eternas y, finalmente, litigios en muchas faenas o trabajos eventuales, esporádicos o discontinuos. Y por eso se precisa de modo claro que las disposiciones pertinentes no serán aplicables cuando se dé tal situación.



En segundo lugar, el veto establece claramente en qué consiste la exigencia del “mandante”, término que, para una mejor redacción -como se dijo aquí- fue cambiado por la expresión “empresa principal”. En definitiva, se dispone que la obligación solidaria se refiere a obligaciones laborales y previsionales, y eventualmente, a indemnizaciones legales.



Por lo tanto, el ente mandante o principal no está asumiendo otros derechos laborales. Éstos quedan circunscritos a la empresa en la cual se desempeña el trabajador, y por eso aquélla va a responder solidariamente por las obligaciones “de dar” -como señala el veto-, retirándose el calificativo “contractuales” a las indemnizaciones, porque podría originar diversas figuras fraudulentas. Por ello, quedó muy bien precisado en qué consiste la responsabilidad solidaria que adquieren las empresas principales.



El tercer punto abordado por el veto es muy importante, porque agregará tranquilidad en el cumplimiento de la ley. El mayor problema que tenía el cuerpo legal en proyecto era que finalmente los certificados de las Inspecciones del Trabajo no se emitieran en forma oportuna y que, dada la mayor exigencia que se va a aplicar a las certificaciones, ello generara una cadena de complejidades y burocracia.



En consecuencia, se establece la existencia de entidades o instituciones competentes para la acreditación del cumplimiento de los compromisos laborales, de acuerdo con un reglamento que -como dispone el veto- deberá dictarse dentro del plazo de 90 días. Por lo tanto, simultáneamente con la puesta en marcha de la ley, vamos a contar con una normativa complementaria que permitirá a entidades o instituciones competentes certificar debidamente, por medios idóneos, las obligaciones laborales y previsionales de las empresas contratistas o de servicios transitorios.



Creo que este punto fortalece, agiliza y vigoriza el cumplimiento de la ley y, por ende, pone término a los abusos laborales que han existido por mucho tiempo.



La cuarta materia que se incorpora como fruto del veto y que es un poco la consecuencia de lo anterior, se refiere a precisar que también están incluidas las indemnizaciones legales, las que no se consideraban anteriormente.



Asimismo, se establece un tema planteado por las empresas de servicios transitorios, en cuanto a que éstas no solamente tendrán un objeto social exclusivo en el sentido de prestar trabajadores, sino que, además, su giro se amplía a la selección, capacitación y formación de ellos, dado que son su gran capital y activo.



Estimamos fundamental incorporar distintas opciones en el giro de estas empresas. Conviene precisar que tal materia fue parte del debate en la Comisión de Trabajo, donde  planteé que diversas futuras empresas de servicios transitorios tenían dudas acerca de si podían ser a la vez organismos técnicos de capacitación. Se aclaró que van a poder hacer uso de la franquicia del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo y capacitar a sus propios trabajadores. Sin embargo, como establece la ley del SENCE, no podrán ser OTEC de terceros, pues éstos son de giro único. Es decir, no podrán usar la franquicia del SENCE para capacitar a terceras empresas, aunque sí a sus propios trabajadores, que en algunas de ellas son miles. Por lo tanto, me parece muy sano haber extendido el giro de estas empresas a la capacitación y al perfeccionamiento.



Una quinta materia relevante del veto consiste en reducir el monto para que las empresas de servicios transitorios constituyan una garantía. Hoy día, varias de ellas son el inicio de la cadena empresarial. Muchos jóvenes y pequeños empresarios que de alguna forma desarrollan distintos oficios y actividades van a poder constituir una empresa de servicios transitorios. En la discusión se argumentó que establecer una garantía de 500 UF para tal efecto era un exceso, pues la suma se acercaba a los 10 millones de pesos. En definitiva, se rebajó a 250 UF.



No olvidemos que estas empresas  deben agregar cierto monto adicional a esa garantía, en función del número de sus trabajadores. Si tienen hasta 100, no deben hacerlo; pero, si superan esa cantidad, tienen que añadir una UF adicional por cada uno; 0,7 unidad de fomento por cada trabajador transitorio contratado por sobre 150, y 0,3 por sobre 200.



Por lo tanto, la cifra se adecuó a un nivel razonable. 



También se extendió el plazo para ajustar la garantía, dado que el proyecto original establecía que todas las empresas de servicios transitorios debían hacerlo cada tres meses en la Dirección del Trabajo. Ello se estimo excesivo y burocrático, porque basta con que lo hagan cada doce meses. El veto recogió este punto de vista.



Por último, se salvó la cuestión de inconstitucionalidad que los Senadores de la Alianza planteamos durante el trámite en el Senado en cuanto a cómo proceder frente a las multas con que se sanciona a las empresas relacionadas que se presten servicios entre ellas. Ninguna empresa de servicios transitorios podrá ser una matriz, filial o coligada relacionada, ni tener interés directo o indirecto con la usuaria, porque, como primera sanción, se elimina del Registro, y como segunda, se aplica  una multa de 10 unidades tributarias mensuales (antes era de 20).



Adicionalmente, al rebajar la multa de 20 a 10 UTM y al disminuir de la mitad a la tercera parte el monto que previamente deben consignar las empresas afectadas para poder recurrir a la Corte de Apelaciones, el veto recogió nuestro planteamiento y salvó la inconstitucionalidad, asegurando a todos el derecho al debido proceso en los tribunales.



A continuación, deseo hacer mención a dos cambios que resultan importantes para una mejor redacción y presentación del proyecto. En efecto, en todas las disposiciones donde se utilicen los vocablos “el mandante” o “del mandante” han de reemplazarse por la expresión “la empresa principal”. Asimismo, en todos los preceptos en que se emplee la palabra “temporarios” deberá sustituirse por “transitorios”.



Señor Presidente, quiero señalar una vez más que hay una materia que sí quedó pendiente, y esperamos que el Ejecutivo la califique con urgencia y la patrocine en la eventualidad de que así se requiera. Se trata de garantizar el mismo derecho a los trabajadores de empresas subcontratistas o de servicios transitorios que realicen labores para el Estado.



No estamos hablando de funcionarios estatales o públicos. Nos  referimos a que estamos terminando la tramitación de un proyecto de ley que, a través de un derecho solidario, garantiza a los trabajadores de empresas subcontratistas o de servicios transitorios que la empresa principal va a responder por las remuneraciones, las cotizaciones previsionales y la indemnización pertinente en caso de que aquéllas no lo hagan.





No vemos razón alguna para que, por ejemplo, quienes se desempeñen en una empresa subcontratista, o en una que se adjudicó un contrato del Ministerio de Obras Públicas o de cualquiera de los servicios de salud, no tengan también garantizado ese derecho.



Por eso, esperamos que, conforme a la iniciativa que presentamos los Senadores de la Alianza, todos los trabajadores subcontratados o pertenecientes a empresas de servicios transitorios que realizan labores para el Estado estén cubiertos por la misma legislación que rige para los del sector privado.



Por todas esas razones, la bancada de Senadores de la Unión Demócrata Independiente anuncia su voto favorable al veto presidencial.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, ante todo, quiero expresar la satisfacción que embarga a la bancada de la Democracia Cristiana por hallarnos ya en la etapa final de la tramitación de una iniciativa legal tan importante para un número significativo de trabajadores del país.



En cada oportunidad que uno tiene de recorrer comunas o Regiones se encuentra con que muchos trabajadores laboran en condiciones lamentables y, en muchos casos, de explotación, debido a que algunos empresarios se amparan en el régimen de subcontratación.



Como el proyecto ya ha sido informado en forma acuciosa por los señores Senadores que me antecedieron en el uso de la palabra, deseo destacar sólo tres aspectos.



El primero de ellos dice relación a la posibilidad de que las empresas de servicios transitorios realicen cursos de formación a sus respectivos trabajadores, lo cual no significa que éstas se transformen en organismos técnicos de capacitación (OTEC). Eso quedó claramente explicitado en la Comisión luego de un diálogo e intercambio de ideas entre los distintos señores Senadores.



El segundo tiene ver con la garantía permanente que se debe constituir a nombre de la Dirección del Trabajo, la cual se rebajó de 500 a 250 unidades de fomento.



Deseo recordar, señor Presidente, que en su momento usted y yo, como miembro de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, entregamos al señor Ministro del ramo un conjunto de observaciones que la Democracia Cristiana tenía en torno al proyecto, una de las cuales era nuestra preocupación por las pequeñas y las micro empresas en cuanto a esta especie de “garantía” que se precisa constituir ante la Dirección del Trabajo. A nuestro entender, esta inquietud fue bien recogida en el veto.



Por último, deseo aludir a un aspecto que nos parece fundamental y que no se halla consignado en el veto. En la Comisión escuchamos al señor Ministro del Trabajo adquirir un compromiso sobre el particular y me gustaría que lo asumiera nuevamente al momento de intervenir en la Sala. Me refiero al hecho de que cada tres meses se entregue un informe que nos permita evaluar los efectos de la normativa en proyecto, toda vez que muchos tenían la inquietud de que pudiera perjudicar a las pequeñas y micro empresas.



Si realizamos dicho seguimiento y cada tres meses conocemos sus resultados vamos a poder despejar las dudas que muchos tuvimos al momento de revisar la iniciativa legal y el veto.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, cuando debatimos hace unas semanas este proyecto en la Sala tuve la oportunidad de exponer en representación de Renovación Nacional y sostuve que éste sería un buen ejemplo de la actitud que las autoridades de Gobierno podían esperar de nosotros: ser siempre una oposición alternativa y constructiva a la vez. 



El hecho de que en este minuto nos encontremos discutiendo este veto presidencial recoge esos dos conceptos. Porque, como se dijo con anterioridad, las observaciones del Ejecutivo conllevan un acuerdo político sustantivo, de gran trascendencia en esta materia, que permite, desde nuestro punto de vista, avanzar en una legislación que es extraordinariamente importante para el país y para los trabajadores.



En su momento señalamos que había un conjunto de desafíos conceptuales que abordar.



En primer lugar, que era necesario legislar respecto de una materia que en general no se encontraba normada.



En segundo término, consideramos muy importante que dicha legislación pudiera atajar o poner coto a un conjunto de abusos en que se estaba incurriendo.



Y, por último, estimamos fundamental que las normas que emergieran del debate legislativo, en definitiva, no afectaran la actividad económica y no impactaran en forma negativa y adversa en las pequeñas y medianas empresas.



A los Senadores de la Alianza por Chile  nos parecía que el texto que venía desde la Cámara de Diputados no permitía cumplir con tales propósitos. Pero, a nuestro juicio, sí se logra mediante el conjunto de correcciones sustantivas que se le han introducido a través del veto.



En muy rápida síntesis, para no reiterar conceptos ya señalados, deseo referirme en forma muy sucinta a las siguientes materias.



En cuanto a la observación número 1), recaída en el artículo 3º del proyecto, la letra a) precisa una definición que era técnicamente muy defectuosa. El hecho de que se haya incorporado expresa y explícitamente que el concepto de subcontratación, o de trabajo en régimen de subcontratación, no se vincula a los servicios que se ejecutan de manera discontinua o esporádica es, por supuesto, una clarificación muy importante. En nuestra opinión, haber mantenido la definición proveniente de la Cámara Baja habría sido incorrecto y hubiera generado un conjunto de dificultades.



Las letras b) y d) de la observación número 1) discurren sobre la base -y así lo señala específicamente el veto- de acotar la responsabilidad de las empresas que se encuentran involucradas -por así decirlo- en los servicios de subcontratación. Se trataba, básicamente, de especificar que tal responsabilidad aludía a las obligaciones "de dar" y no a las "de hacer" y "no hacer", lo cual hubiese sido conceptualmente muy difícil de definir; y también de restringir el ámbito de esa responsabilidad a las indemnizaciones legales y, por consiguiente, excluir –corrección que se hizo en el texto- las contractuales. 



Habría sido imposible para cualquier empleador cerciorarse de las eventuales indemnizaciones contractuales que podrían haber sido suscritas sin conocimiento de las empresas contratantes. 



Por lo tanto,  las letras b) y d) acotan en forma correcta el ámbito de la responsabilidad que se halla envuelta en la normativa en proyecto.



La letra c) de la observación número 1) -como se ha señalado aquí- es de extraordinaria importancia, porque no debemos perder de vista que la mecánica operativa que dispone la iniciativa puede devenir en una sobrecarga difícil de manejar para la Dirección del Trabajo.



Entonces, con la dictación de un reglamento que establezca el sistema operativo del otorgamiento de los certificados y, en especial, que entidades privadas distintas de la Dirección del Trabajo puedan emitir esos documentos, se garantiza la fluidez de dicha mecánica y la rapidez que requiere el cumplimiento de la legislación. De lo contrario, la iniciativa hubiera sufrido un grave problema de funcionamiento, en el sentido de que se habría generado quizás una sobrecarga absolutamente difícil de manejar para la Dirección del Trabajo.



Nosotros tenemos plena confianza en que el Ministerio del ramo dictará tal reglamento en los plazos establecidos y, sobre todo, en que fijará un mecanismo de acción para que el otorgamiento de certificados se haga de manera fluida.



Posteriormente, la letra e) de la observación número 1) reviste la importancia de expandir lo que podemos denominar el “giro exclusivo" que, por la razón explicada por el Presidente de la Comisión del Trabajo, había quedado desde nuestro punto de vista en un ámbito excesivamente restringido.



En consecuencia, sin que ello genere debate en términos de que no se trata de construir una OTEC, lo cierto es que el giro queda como corresponde a una empresa de servicios transitorios.



La letra f) de la observación número 1) dice relación a dos temas ya expuestos en la Sala: por un lado, a una multa que podría considerarse exorbitante y, por otro, al hecho de que al consignar un valor desmedido de aquélla, en la práctica la debida defensa, que siempre cabe garantizar frente a eventuales incumplimientos, se transformaría en un derecho ilusorio y generaría, a nuestro juicio, un serio problema de constitucionalidad.



La letra g) se refiere a la disminución de la garantía permanente que toda empresa de servicios transitorios debe constituir ante la Dirección del Trabajo. En reiteradas ocasiones se habla de las graves y negativas consecuencias que tienen los fenómenos de concentración económica, pero muchas veces en forma indeseada la legislación contribuye a que se generen tales efectos. El solicitar una garantía desmesurada -tal como expresa el texto del veto- habría provocado, ni más ni menos, una barrera de entrada innecesaria, abultada, excesiva que perjudicaría la actividad económica y el incremento del empleo, tema del cual estamos hablando.



Asimismo, el hecho de que la garantía tenga un ajuste anual y no trimestral constituye una norma expedita, práctica, que impide que se genere una situación de entrabamiento,  a fin de no obligar, tanto a la Dirección del Trabajo como a las empresas, a encontrarse permanentemente en una especie de ajuste perpetuo de la garantía sin mediar un plazo razonable.



Por otra parte, en lo que respecta a la observación número 2) fue necesario recurrir a una majadería para que la expresión "mandante" se cambiara por "empresa principal". Tengo la impresión de que quedó mejor de esa manera, pues la voz "mandante" no calzaba precisamente con la figura de la subcontratación. Por lo tanto, también hubo progreso en esa  materia.



Asimismo, resolvimos un aspecto menor, pero importante, en el sentido de redactar con mayor prolijidad el texto, en términos de que no se hablara de empresas de servicios “temporarios" y empresas de servicios "transitorios" con apenas dos líneas de diferencia entre una y otra expresión.



Insisto en que los fundamentos del veto y la explicación dada por el señor Ministro del Trabajo acerca de algunos de los aspectos debatidos en la Comisión, se ajustan íntegra y completamente al acuerdo político que sobre la materia suscribimos.



Asimismo, deseo reiterar dos elementos.



No alcanzamos acuerdo respecto de la nueva definición o concepto de “empresa" que incorpora la ley en proyecto. Hemos señalado, junto con otros Senadores de la Alianza por Chile, que recurriremos ante el Tribunal Constitucional, porque nos parece que tal definición vulnera un conjunto de garantías constitucionales, como lo haremos ver en el requerimiento correspondiente.



Por último, quiero insistir -como manifestaron los Senadores señores Longueira y Bianchi- en la importancia de que el Gobierno patrocine el proyecto que presentamos para hacer extensivas y aplicables todas las normas de subcontratación a las empresas del Estado.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).-  Tiene la palabra el Honorable señor  Muñoz Aburto.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, celebro y valoro la flexibilidad que ha tenido el Ejecutivo para generar un espacio político donde las diferentes fuerzas políticas que componen el Senado han podido llegar a un Protocolo de Acuerdo, a fin de que el proyecto sobre subcontratación y funcionamiento de empresas de trabajadores transitorios pueda ser aprobado.



Vaya también mi reconocimiento a aquellos visionarios del Gobierno del entonces Presidente Ricardo Lagos que presentaron este proyecto de ley en 2001. Sin embargo, las conocidas reformas al Código del Trabajo que tenían por objeto perfeccionar todo lo que dice relación a sindicalización, negociación colectiva y al concepto de "empresa" -que sacó a colación el Senador señor  Allamand-, debieron ser retiradas, porque en ese momento no estaban dadas las condiciones políticas para que la iniciativa legal pudiese ser acogida por ambas Cámaras.



No obstante, se hizo con posterioridad un nuevo intento y el proyecto aprobado en primer trámite constitucional en el Senado fue -diría- profundamente modificado en la Cámara Baja. Por eso quiero valorar el trabajo de los señores Diputados y de los representantes del Ejecutivo, pues ello permitió que muchas indicaciones se incorporaran al texto de la iniciativa que nos ocupa.



Asimismo, hago presente mi reconocimiento a muchos Diputados que compartían gran parte de los aspectos del proyecto y a aquellos que, discrepando de sus contenidos, hicieron presentes sus diferencias.



La iniciativa en debate -como manifestaron algunos señores Senadores que me precedieron en el uso de la palabra- viene a regularizar las precarias e injustas condiciones en que viven miles de trabajadores a lo largo del país que laboran bajo el régimen de subcontratación.



Estamos dando un paso importante para regularizar una situación absolutamente anormal. Y creo que el Gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet -en particular el Ministro del ramo, señor Osvaldo Andrade- no tendrá inconveniente en abordar otros temas pendientes sobre la materia, a los cuales podemos abocarnos y enfrentar.



No tengo la menor duda de la sensibilidad social de la Primera Mandataria y, por supuesto, del Ministro del Trabajo. Por eso, considero que algunos aspectos planteados en la Sala deberán ser objeto de análisis y de estudio durante los próximos meses.



Al igual que a los Honorables señores Longueira, Allamand y Bianchi, me preocupa la situación de los empleados públicos que se hallan a honorarios o a contrata.



También me inquieta la situación de los trabajadores en régimen de subcontratación que prestan servicios en empresas del Estado. Por eso, no me cabe la menor duda de que el Ejecutivo se hará cargo de las apreciaciones que hemos formulado en tal sentido.



Asimismo, deseo valorar el veto y el Protocolo de Acuerdo a que se ha llegado con la Oposición. Se trata -como señalé en un principio- de un acuerdo político que da cuenta de ciertos aspectos que precisan de mejor manera el contenido de la iniciativa. Sería demasiado jactancioso de nuestra parte decir que se perfecciona su texto.



Éste es un proyecto que venía muy bueno. Pero quisimos que se le hicieran precisiones. Y fuimos generosos con la Oposición para aceptar las que planteó, porque consideramos que el fin más importante es resolver el problema de miles de trabajadores que se hallan en situación bastante precaria.



No me parece acertado, eso sí, que después del protocolo suscrito y del largo diálogo habido entre las fuerzas políticas del Senado, con la intervención del Ministro, del Subsecretario y de todo el equipo del Ministerio del Trabajo, se recurra al Tribunal Constitucional alegando la inconstitucionalidad del concepto de “empresa” en materia de subcontratación. Creo que ése es un ardid que nuevamente pone en jaque al proyecto, el que, si el requerimiento es aceptado, no valdrá nada.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor ANDRADE (Ministro del Trabajo y Previsión Social).- Señor Presidente, agradezco a los señores Senadores que han manifestado su disposición a votar favorablemente las observaciones formuladas por la Presidenta de la República.



Además, quiero señalar, a propósito de la intervención de la Honorable señora Alvear, que la comisión que comprometimos para dar seguimiento a la ley una vez que se halle en régimen está en franca constitución. Ya recibimos tanto la representación de los trabajadores como la de los empresarios.



Por tanto, me permito expresar, no sólo que hemos cumplido nuestra palabra, sino además que ya se encuentra en curso la instalación del referido organismo, de lo cual estaremos informando con la periodicidad establecida en el propio compromiso.



Muchas gracias, señor Presidente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, después de un tiempo relativamente extenso -el proyecto ingresó al Congreso Nacional el año 2002-, estamos llegando a la etapa final de aprobación.



Rescato la experiencia -considero que ha sido valiosa- de poder concordar y aprobar los contenidos de una iniciativa que al comienzo tenía un alto grado de desacuerdo y que, gracias al esfuerzo recíproco realizado en esta Corporación, ha desembocado en un acuerdo sustantivo.



En tal sentido, independiente de los cuatro años transcurridos, valió la pena que al final el Senado -y entiendo, con este concepto, las corrientes políticas fundamentales del país- asumiera que las normas del texto original -enviado, repito, el año 2002- se justificaban. Su contenido apuntaba a mejorar las relaciones laborales, en la perspectiva de hacer de Chile un país más justo y, al mismo tiempo, más competitivo. Hoy, en el mundo globalizado no compiten las empresas por separado: compiten los países. En consecuencia, todo lo que tienda a optimizar dichas relaciones y a establecer las condiciones de un nuevo trato laboral reforzará las posibilidades de insertarnos en la economía mundial.



Ahora bien, de las intervenciones de los Senadores de Oposición se advierte su acuerdo con los lineamientos del proyecto. Por lo mismo, y sin ánimo de abrir polémica, deseo invitar a los Parlamentarios que anunciaron su intención de recurrir al Tribunal Constitucional a que se abstengan de hacerlo. En vista de que los contenidos esenciales de la iniciativa son completamente compartidos, parece innecesario, tal vez, acudir a esa instancia, teniendo presente -insisto- el ambiente de entendimiento construido aquí.



Señor Presidente, siento que, desde el restablecimiento de la democracia y la reinstalación del Parlamento en 1990, ésta es una de las iniciativas más relevantes en el ámbito laboral. Y esto demuestra la evolución del país.



Muchas veces se especula con respecto a quién ha evolucionado más en Chile: si la Derecha, el Centro o la Izquierda.



No importa. Eso lo podemos dejar a los analistas. Lo significativo es que se ha registrado una evolución y que los contenidos fundamentales puestos a disposición del Congreso Nacional se aprueban en este proyecto.



En lo personal, como Senador de la Décima Región Sur, me interesa resaltar los preceptos que dicen relación a la seguridad en el trabajo.



El artículo 183-X, el 183-AB y otros establecen con nitidez que la usuaria será subsidiariamente responsable de las obligaciones laborales y previsionales, así como que será responsable directa del cumplimiento de las normas referidas a la higiene y seguridad en el trabajo, incluidas las disposiciones legales y reglamentarias relativas al Seguro Social contra Riesgos de Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales de la ley Nº 16.744.



Señalo eso, señor Presidente, porque en la industria más pujante de la Décima Región en el ámbito de la acuicultura, cual es la salmonicultura -según datos entregados el año 2005, ha aportado a la economía nacional un volumen de exportaciones que supera la barrera de los 1.700 millones de dólares-, se han registrado innumerables accidentes laborales, con resultado fatal en 18 casos. Esta situación afecta a trabajadores que realizan su actividad en las profundidades marítimas; en concreto, a buzos contratados precisamente por empresas que hacen uso de las disposiciones legales de los contratistas. Por supuesto, existen empresas principales que responden por las condiciones laborales de los trabajadores; pero en la abrumadora mayoría de los casos no se atienden con suficiente rigor las normas de seguridad que los buzos deben tener para llevar adelante sus tareas en el fondo marino.



Ése es uno de los aspectos que afectan el prestigio y la autoridad social y, al mismo tiempo, causan un daño país, ya que, justamente debido a la precariedad de las condiciones de higiene y seguridad existentes en el sector, Chile se arriesga incluso a acusaciones de dumping social, pues de por medio está, además del trabajo digno y decente de las personas, su propia vida.



En esa perspectiva, quiero subrayar, para todos los efectos, que todas las fuerzas políticas representadas en el Congreso -de Gobierno y de Oposición, sin distingo- coincidimos en que la empresa principal es directamente responsable de las condiciones de seguridad de las personas que participan en las faenas productivas. Y en el caso que comenté, de acuerdo con los contenidos de la ley en proyecto, la empresa principal es responsable directa de la seguridad de los buzos de la salmonicultura que laboran en el fondo marino.



Espero que esa definición legal tan contundente y clara ayude a las autoridades a arbitrar medidas, desde los puntos de vista tanto reglamentario como de la fiscalización, que permitan que este importante avance no quede sólo en una buena intención de los legisladores que han comprometido su confianza frente al país, sino que también pase a ser parte de la actividad práctica y cotidiana de los organismos respectivos, con el objeto de, por ejemplo, asegurar que la lamentable cifra registrada sólo este año en la Décima Región -18 buzos fallecidos- se detenga drásticamente y no continúen perdiéndose valiosas vidas humanas debido a la precariedad y debilidad de la seguridad en el trabajo, y, al mismo tiempo, contribuir a prestigiar una actividad productiva importante para el país, que influye en la economía nacional y que debe ser capaz de deshacerse del grave lastre que la acompaña.



Insisto en que ojalá no sólo coincidiéramos en los aspectos aquí señalados -responsabilidad de la empresa principal ante las obligaciones laborales, previsionales y de seguridad-, sino que, además, quienes hicieron el anuncio no recurrieran al Tribunal Constitucional, a fin de que despachemos un proyecto de ley que prestigie al Congreso Nacional y que, con su respaldo, tenga la potencia necesaria para la implementación posterior.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, deseo resaltar que estamos despachando las observaciones del Ejecutivo al proyecto de subcontratación y que lo hacemos sin ningún trauma y en el marco de un trámite netamente constitucional, como lo habría sido el de Comisión Mixta si en el tercer trámite hubiéramos rechazado las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados. No habría existido ningún drama. Sin embargo, muchos Senadores querían que despacháramos el proyecto tal como venía de la otra rama del Parlamento.



En el fondo, todos estábamos de acuerdo con la iniciativa. ¿Qué se perseguía con ella? Que a los trabajadores de empresas subcontratistas se les pagaran sus remuneraciones y se les enteraran las imposiciones -¡eso era todo!-, y que, de no hacerlo, se gatillaran varias disposiciones para forzar al mandante directo y al indirecto a cumplir tales obligaciones.



Durante la tramitación del proyecto se produjeron muchas situaciones inconvenientes, pues se prestaban para abusos y estafas. Entonces, había que solucionarlas. Sin embargo, cuando tratábamos de advertir sobre ellas, se nos objetaba y se nos criticaba como si estuviésemos en contra de los trabajadores.



¡Cómo no iba a ser sano hacer correcciones en lo atinente a la solidaridad! ¿Hasta dónde llega ésta?



Ahora, ¿es adecuado que personas que llevan trabajando dos meses reciban de sus empleadores una indemnización a todo evento de 10 millones de pesos, fijada en sus contratos, si son despedidas? Aquí se ha corregido dicho problema: ahora se pagará sólo la indemnización legal correspondiente a esos dos meses.



Igualmente, el Ejecutivo formuló una observación para bajar el valor de la multa -era sumamente alto- de 20 a 10 UTM.



En materia de certificación, todo el mundo quiere cumplir. Pero cuando se está contratando a alguien, ¿quién certifica que los trabajadores se hallan finiquitados en orden? Entonces, se estableció aquí que esa función fuera realizada por la Inspección del Trabajo y, asimismo, por organismos externos. Es decir, se está haciendo claridad para quienes contraten el día de mañana.



Asimismo, se rebajó de 500 a 250 UF el capital de garantía que deberán tener las empresas subcontratistas. Ello abre la posibilidad de que pequeños y medianos subcontratistas sigan desarrollando su actividad. De lo contrario, las subcontrataciones habrían estado destinadas sólo a las grandes empresas, que darían más garantías a los mandantes.



Por eso, me alegro de que hoy día estemos aprobando casi por unanimidad las observaciones del Ejecutivo, que son una instancia constitucional. Y ojalá nosotros podamos ejercer siempre nuestra función, ya sea a través de una Comisión Mixta o de los vetos, con el fin último de que todos los proyectos sean despachados en la mejor forma posible, como ocurrirá con el que ahora nos ocupa.



Anuncio que votaremos a favor de las observaciones.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



Corresponde votar.

El señor GAZMURI.- ¿Cuántos votos se necesitan, señor Presidente?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Veintiuno.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Hay 25 señores Senadores en la Sala.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, ¿puede incluir mi voto, por favor? Porque quiero dejar testimonio de mi compromiso con los trabajadores.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Ya está incluido, Su Señoría.



Si le parece a la Sala, se aprobarán las observaciones.



--Se aprueban (25 votos), dejándose constancia de que se reunió el quórum constitucional requerido.

ENMIENDA A párrafo 4 de Reglas de Financiación
ANEXAS A ESTATUTOS de Organización Mundial del Turismo

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional y con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, que aprueba la modificación al párrafo 4 de las Reglas de Financiación anexas a los Estatutos de la Organización Mundial del Turismo, adoptada en 2001 durante la XIV Asamblea General de la Organización.


--Los antecedentes sobre el proyecto (3896-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de acuerdo:


En segundo trámite, sesión 60ª, en 7 de marzo de 2006.


Informe de Comisión:


Relaciones Exteriores, sesión 28ª, en 4 de julio de 2006.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- El objetivo principal del proyecto de acuerdo es establecer el euro como moneda contable, presupuestaria y de pago de las contribuciones de los miembros de la Organización Mundial del Turismo.



La Comisión de Relaciones Exteriores aprobó la iniciativa en general y particular por la unanimidad de sus integrantes (Senadores señores Coloma, Gazmuri, Muñoz Barra, Pizarro y Romero), en los mismos términos en que lo hizo la Cámara de Diputados.



Finalmente, cabe señalar que dicho órgano técnico propone al señor Presidente que el proyecto de acuerdo sea aprobado en general y particular a la vez, de conformidad con lo preceptuado en el artículo 127 del Reglamento.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión general y particular el proyecto de acuerdo.



Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Barra, Presidente de la Comisión de Relaciones Exteriores.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, este proyecto de acuerdo recoge la reforma al párrafo 4 de las Reglas de Financiación anexas a los Estatutos de la Organización Mundial del Turismo, mediante la cual se establece el euro como moneda contable, presupuestaria y de pago de las contribuciones de los miembros de dicho ente. Ello, en consideración a que la mayor parte de los gastos de la OMT se están efectuando en euros, en condiciones satisfactorias, desde 2002, y a la serie de ventajas que presenta, tanto para los miembros como para la Secretaría, la adopción del euro como moneda única de cuenta y de pago de dicha Organización.



Habiéndose aprobado la aludida modificación a las Reglas de Financiación anexas a los Estatutos de la OMT, es menester que los Estados miembros procedan a hacer lo propio y a notificar de ello al depositario permanente de los Estatutos. Lo anterior, a los efectos de la correspondiente entrada en vigor internacional de la citada enmienda.



La Organización Mundial del Turismo tiene carácter intergubernamental; cuenta con 150 miembros, y el Estado de Chile es miembro efectivo de ella desde el 9 de abril de 1974. Asimismo, es un organismo asesor de las Naciones Unidas. Su objetivo fundamental es promover el turismo con miras a contribuir al desarrollo económico, la comprensión internacional, la paz, la prosperidad y el respeto universal, y la observancia de los derechos humanos y las libertades fundamentales para todos, sin distinción de raza, sexo, lugar o religión.



Sus Estatutos fueron promulgados en Chile por medio de un decreto supremo del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en diciembre de 1974.



Cabe hacer presente que la enmienda en comento consiste en un cambio contable que no significa costo adicional para el país.



Sometido a votación el proyecto de acuerdo en la Comisión, fue aprobado en general y particular por la unanimidad de sus integrantes.



Es cuanto puedo informar, señor Presidente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



Si le parece a la Sala, se aprobará en general y particular el proyecto de acuerdo.



--Así se resuelve.

)-----------------(

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Ha llegado a la Mesa un proyecto de acuerdo de los Senadores señora Alvear y señores Escalona, Espina, Frei, Gómez, Larraín y Muñoz Barra, mediante el cual proponen solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República el envío de un proyecto de ley que establezca un Consejo Económico y Social.



También se recibió un proyecto de acuerdo, suscrito por diversos señores Senadores, mediante el cual se plantea pedir a Su Excelencia la Presidenta de la República que el Ministerio de Salud, en el plazo que se indica, establezca para quienes trabajen o hayan trabajado a honorarios en el sector salud los mismos beneficios laborales y previsionales de que gozan los funcionarios de planta o a contrata.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Quedan para el Tiempo de Votaciones de la próxima sesión ordinaria

Creación de sistema nacional de aseguramiento de calidad de educación superior. Informe de Comisión Mixta
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Informe de Comisión Mixta recaído en el proyecto que establece un Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior, con urgencia calificada de “suma”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (3224-04) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 35ª, en 2 de marzo de 2004.


En trámite de Comisión Mixta, sesión 11ª, en 2 de mayo de 2006.


Informes de Comisión:


Educación, sesión 11ª, en 13 de julio de 2004.


Educación (segundo), sesión 44ª, en 2 de noviembre de 2005.


Educación (complementario del segundo), sesión 42ª, en 18 de octubre de 2005.


Hacienda, sesión 42ª, en 18 de octubre de 2005.


Certificado de la Comisión de Educación, sesión 50ª, en 14 de diciembre de 2005.


Mixta, sesión 29ª, en 5 de julio de 2006.


Discusión general:



Sesiones 13ª, en 20 de julio de 2004 (queda pendiente su discusión general); 14ª, en 21 de julio de 2004 (se aprueba en general).

Discusión particular:



Sesiones 48ª, en 13 de diciembre de 2005 (vuelve a Comisión de Educación); 50ª, en 14 de diciembre de 2005 (queda para segunda discusión); 51ª y 52ª, en 20 y 21 de diciembre de 2005 (queda pendiente su discusión particular); 53ª, en 21 de diciembre de 2005 (se aplaza su discusión particular); 55ª, en 3 de enero de 2006 (queda pendiente su discusión particular); 56ª, en 4 de enero de 2006 (se aplaza su discusión particular); 58ª, en 17 de enero de 2006 (se aprueba en particular).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- La controversia entre ambas ramas del Congreso se originó en el rechazo de la Honorable Cámara de Diputados, en el tercer trámite constitucional, de algunas de las enmiendas efectuadas por el Senado en el segundo trámite.



El informe de la Comisión Mixta formula la proposición destinada a resolver las divergencias entre ambas Corporaciones.



Corresponde indicar que dicho órgano adoptó una parte de sus acuerdos por unanimidad y la otra, por mayoría.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado dividido en seis columnas. Las dos últimas transcriben la proposición de la Comisión Mixta y el texto que resultaría de ser aprobada.



Cabe tener presente que los artículos 3º; 4º; 7º, letras g) e i); 8º, letras a), c) y d); 31; 42, y 55 tienen el rango de normas orgánicas constitucionales, por lo que requieren para su aprobación, al día de hoy, el voto conforme de 21 señores Senadores.



La Honorable Cámara de Diputados dio ya su aprobación a la propuesta de la Comisión Mixta en sesión celebraba hoy.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión el informe de la Comisión Mixta.



Tiene la palabra el señor Ministro de Educación.

El señor ZILIC (Ministro de Educación).- Señor Presidente, quiero agradecer a todos los Parlamentarios que participaron en el enriquecimiento de este proyecto, que, sin lugar a dudas, va a compatibilizar mejor la calidad y la regulación en esta materia, y nos permitirá en el futuro trabajar de forma más óptima para generar procesos de calidad en la educación superior.



Por lo tanto, solicito a los señores Senadores de Gobierno y de Oposición que den la unanimidad para aprobar la proposición de la Comisión Mixta.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Pido la palabra.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, en mi condición de Presidente de la Comisión de Educación y, también, de la Comisión Mixta, lo primero que quiero señalar es que la mayoría de los acuerdos que se adoptaron fueron por unanimidad.



El segundo aspecto relevante es que, en las votaciones en que se registró discrepancia, en general no actuó un bloque de Oposición versus uno de Gobierno; al contrario, hubo mucho voto cruzado, incluso entre Senado y Cámara de Diputados. Esto muestra que, más que un tema conceptual, se presentaron muchas materias puramente de organicidad -o sea, de cómo funciona la nueva institucionalidad- y, además, de carácter técnico.



En síntesis, el proyecto establece un Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior, que contempla cuatro funciones:



Primero, la de licenciamiento, que se refiere a la evaluación, aprobación y supervisión de las nuevas entidades de educación superior.



Estoy haciendo un resumen muy estricto.



Segundo, la de acreditación institucional, que dice relación al análisis periódico de los mecanismos existentes al interior de las instituciones autónomas de educación superior para asegurar su calidad. Dicha acreditación, según señala el proyecto, será voluntaria, salvo para las carreras de Medicina y Pedagogía.



Tercero, la de acreditación de carreras o programas, que consiste en la verificación de la calidad de unas u otros ofrecidos por las mencionadas instituciones de enseñanza. Aquí -reitero- hubo mucha discusión de Senadores y Diputados, en orden a que esto debería ser obligatorio para todas las carreras. Sin embargo, la proposición aprobada por la Comisión Mixta señala que dicha obligatoriedad sólo se aplicará a Medicina y a Pedagogía.



Y, por último, la función de información, que tendrá por objeto la identificación, recolección y difusión de los antecedentes necesarios para la gestión del sistema.



Desde el punto de vista de la institucionalidad, el proyecto considera la creación de la Comisión Nacional de Acreditación, que estará formada, según lo establecido en los artículos pertinentes, por representantes de instituciones tanto públicas como privadas, procurando que éstos sean de calidad y del más alto nivel. Esta diversidad institucional y pluralidad deberían dar garantías de imparcialidad y transparencia. Dicha Comisión será autónoma.



En este sentido, creemos que el proyecto es bueno, y sería útil y conveniente que el Senado lo aprobara, ojalá por unanimidad.



He dicho.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Pido autorización a la Sala para iniciar la votación, ya que varios señores Senadores se han acercado a solicitarla.



Si les pareciera a Sus Señorías, así se procedería.



Acordado.



Comenzaremos con los Senadores inscritos y luego seguiremos en el orden correspondiente.



En votación nominal el informe de la Comisión Mixta.



--(Durante la votación).

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, sólo quiero reiterar que los Senadores de la Alianza hemos concurrido con nuestro trabajo para aportar a la idea de mejorar la acreditación de la calidad de la educación superior en Chile al establecer mecanismos que, partiendo de la filosofía opcional, posibiliten una acreditación fiscal previa, toda vez que se requieran recursos estatales en ciertas áreas.



De hecho, pese a que no hay legislación todavía, hoy día más del 90 por ciento de las instituciones de educación universitaria están incorporadas al sistema que ha estado operando. Por lo tanto, la voluntad de los actores es la de establecer activamente este régimen, lo cual dará a las instituciones que trabajan en este ámbito mucha solvencia y a nosotros la tranquilidad de que efectivamente se velará hasta donde sea posible por la calidad de la educación superior.



Nos habría gustado regular de manera distinta algunas materias; pero, en aras de sacar adelante el proyecto y reconociendo también que ha habido voluntad para aceptar algunos de nuestros planteamientos, a pesar de que varias disposiciones se aprobaron con votación  dividida, hemos concurrido, primero en la Cámara y ahora en el Senado, a apoyar esta iniciativa.

El señor HOFFMANN (Secretario).- ¿Cómo vota, Su Señoría?

El señor LARRAÍN.- A favor.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Muñoz Barra.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, quiero señalar que nosotros también votaremos favorablemente el proyecto, y celebro que la Comisión Mixta haya encontrado los consensos necesarios.



Estamos frente a una iniciativa que ha sido una de las decisiones más revolucionarias que se han tomado en materia educacional, porque se camina hacia la calidad de la educación, hacia su acreditación y hacia otros aspectos, como el financiamiento, donde no sólo se apunta a la educación pública o tradicional, sino también a un amplio sector de la educación de nivel superior.



Vale la pena recordar que hay un total de 64 universidades en el país, 540 sedes universitarias y más de 140 institutos profesionales. En buena hora estamos apuntando hacia la calidad, la acreditación y el financiamiento de la educación, pues en poco tiempo más habrá un millón de jóvenes postulando a estos niveles educacionales. En 1990 eran cerca de 95 mil estudiantes y hoy día vamos en 600 mil. En pocos años más llegaremos a un millón 200 mil.



Espero que, al final, todas las carreras sean acreditadas. Pienso que se camina hacia allá. Porque las que no lo hagan no podrán contar con el aval del Estado para la entrega de créditos a un sector importante de jóvenes del país. De hecho, el 50 por ciento de los que ingresan a la educación superior no terminan sus carreras, fundamentalmente por razones de tipo económico. Y ahí, lamentablemente, estamos perdiendo recursos tanto del ámbito público como del privado.



Por esta razón, señor Presidente, voto a favor.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Gazmuri.

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, voto favorablemente el informe. 



Sólo quiero señalar que en realidad no tengo otra opción, pues estamos frente a una…

El señor PIZARRO.- ¡Siempre se puede votar en contra...!

El señor GAZMURI.- ¿Me deja fundar el voto, señor Senador?

El señor PIZARRO.- Por supuesto.

El señor GAZMURI.- Muchas gracias.



Señor Presidente, la verdad es que, sin perjuicio de que el proyecto avanza en el sentido de establecer criterios, instituciones y mecanismos de acreditación, yo estoy en desacuerdo -y es un desacuerdo bastante radical- con una materia esencial: el carácter opcional de la acreditación, salvo en lo que respecta a las pocas excepciones que se logró introducir, básicamente en el área de la salud.



Como tengo una visión muy crítica sobre lo que ha sido el desarrollo de la educación superior en nuestro país durante los últimos veintitantos años, debo decir que hay una proliferación excesiva de centros de enseñanza superior que en realidad no tienen tal calidad. Existen muchas instituciones que se llaman “universidad” y que otorgan títulos universitarios que en cualquier país de mediano desarrollo no tendrían tal denominación.



Dado que es muy difícil retroceder a la reforma introducida al sistema de educación superior durante el Régimen militar, por el conjunto de situaciones, instituciones e intereses que se han creado, no hay duda de que el principio de acreditación, como norma obligatoria en Chile, es el único que se ajusta a una política que, junto con reconocer las realidades de ese nivel de educación -extraordinariamente fragmentada, pues existe gran libertad para crear institutos de ese tipo-, garantizaría una mínima calidad.



Yo, por lo menos, soy testigo cotidiano de la frustración de muchas familias y de estudiantes que, con tremendo esfuerzo, accedieron a institutos de educación superior pensando que eran de calidad, pero que en realidad no la tenían. En ese sentido, me parece que hemos sido muy irresponsables como sociedad al no exigir estándares de calidad dignos.



Estamos pagando ahí un costo.



Me alegro mucho de la gran ampliación de matrícula universitaria que ha habido en el país en los últimos años. Ése es un factor de progreso muy significativo. Tengo la impresión de que a veces no nos damos cuenta de la magnitud de los cambios sociales que este fenómeno producirá en pocos años más. No obstante, en parte importante de la educación superior -sobre todo, en la particular- no existen, salvo contadas excepciones, estándares de calidad que aseguren un nivel de formación universitaria.



Desgraciadamente, esta normativa también será una ley de “parche”, porque no va al fondo del problema de manera radical. Pero, como constituye un avance, igual votaré a favor.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, en primer lugar, me sumo a la reflexión del Senador señor Gazmuri. Algunos somos partidarios de que el Sistema Nacional de Acreditación tenga un carácter más obligatorio, porque creemos que el Estado debe velar por ciertos estándares y dar garantías a la sociedad en aquellos ámbitos donde el mercado, por sí solo, no siempre asegura el bien público comprometido.



Sin duda, la iniciativa constituye un avance; pero algunos no nos sentimos plenamente identificados.



En todo caso, deseo subrayar la importancia de una materia en la cual se ha avanzado y que dice relación a una modificación que contempla el proyecto: qué pasa con las universidades estatales -para no hablar de las privadas- que abren sucursales en diferentes ciudades del país y en las cuales hoy se evidencia una situación inadecuada flagrante.



Y quiero poner un ejemplo. Algunas universidades están instalando sedes en distintas ciudades para formar profesores de Estado y otorgan el título pertinente -imagino que el señor Ministro de Educación en algo nos podrá ilustrar sobre el asunto- luego de impartir clases ¡los días sábados!, ¡una vez a la semana! 



Es evidente que, a través de un procedimiento de habilitación de personas a las que se educa, se termina causando un brutal daño a la sociedad. Algunos podrán argumentar: “Es que fueron los seremis de Educación los que autorizaron esto antes u hoy”. La verdad es que el sistema es tremendamente perverso y les hace un flaco favor al país y a los jóvenes. Por cierto, mejora la empleabilidad de aquellos que quieren dedicarse a la educación, pero constituye un atentado contra los derechos de los alumnos y una competencia desleal hacia quienes han tenido una formación universitaria adecuada.



¿Qué permitirá esta normativa que no posibilita la ley existente? Hay sedes que están en manos de personas que no informan o que se dedican a esta extensión universitaria, porque universidades no son. Pero para poder actuar sobre aquéllas sólo cabe clausurar la universidad, quitarle la acreditación y sancionarla en su conjunto. Sin embargo, la iniciativa en estudio permitirá que las sedes que no cumplan con las normas mínimas sean objeto de una acción específica -yo espero que la de clausura de la carrera-, a fin de garantizar el bien público, que es brindar educación con ciertos estándares básicos necesarios para una acreditación apropiada.



Eso ocurre también con las universidades privadas. Pero más me preocupan las fiscales. Hay una que desde el norte se ha expandido hasta el sur y otra que desde el sur se ha expandido hasta el norte. Y también están presentes en la zona central. 



Señor Presidente, considero que de esa forma se engaña a los jóvenes y a sus padres. Y, sobre todo, eso constituye un daño para las carreras de pedagogías, pues se pretende formar profesores mediante cursos impartidos los días sábados. A mi juicio, ello se podrá evitar con el nuevo procedimiento que se plantea.



Por eso, entre otras razones, apoyamos el proyecto.



Por último, debo decir que la forma como se resolvió la incorporación de representantes de los estamentos estudiantiles -fue parte del debate- me parece positiva, por cuanto permite que los diferentes actores involucrados emitan su opinión. Ello, sin duda, también es un avance.



Voto a favor.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Cantero, último Senador inscrito.

El señor CANTERO.- Señor Presidente, deseo manifestar que hubo un amplio y rico debate de Diputados y Senadores al interior de la Comisión Mixta, donde se plantearon puntos de vista conducentes a dar cauce a un buen Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior. 



En general, se consensuaron el Consejo Superior de Educación, el Comité de Coordinación y la Comisión Nacional de Acreditación, en cuanto a composición, organización y patrimonio susceptible de incorporar.



En esas instituciones colegiadas, se buscó la representación más amplia de académicos de distintos niveles de educación superior y de diferentes áreas. Se incorporó también a gente del sector productivo. Y se logró acuerdo para integrar a delegados estudiantiles con excelencia académica.



Por otra parte, se trató de cautelar mediante diversas normas una mayor transparencia en el proceso de la educación superior.



También se concordó un plazo máximo de acreditación, de siete años, pudiendo establecerse algunos períodos menores, de acuerdo a la calificación de la acreditación que se efectúe.



Se reconocen distintos centros universitarios, instituciones de educación superior y centros de educación superior con carácter de instituto.



Se pueden acreditar las carreras o la institución propiamente tal.



El proceso de acreditación involucra tanto los aspectos de pregrado como de posgrado.



Y se establece un criterio de evaluación externa, con pares evaluadores.



Todo lo anterior conlleva la lógica de determinar la mayor transparencia en un sistema de información pública, de alcance nacional, que permita ir apreciando la evolución del proceso de educación universitaria.



Y se despejó la controversia respecto de eventuales cuestionamientos en la acreditación de una carrera o una sede, en el sentido de que aquélla se podrá quitar a una o a otra, pero sin que ello afecte a la personalidad jurídica de la institución. En consecuencia, la universidad podrá actuar en otro frente, donde mantendrá la calidad que se requiere.



En general, fue un proceso participativo, transversal -como se ha señalado-, que logró despejar los temas de mayor discusión.



Se han hecho presentes otros aspectos, como la definición del concepto de universidad, lo que escapa a esta iniciativa. Ello más bien corresponde a la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza, para efectivamente establecer un criterio al respecto y precisar qué significa en cuanto a la labor docente, la extensión y la investigación. Porque con dicha denominación existen entidades de diversa naturaleza, algunas de las cuales sólo efectúan la docencia con extrema precariedad y no cumplen las funciones de investigación o de extensión, que constituyen complementos fundamentales para desempeñar su rol y ostentar la calidad de universidad. Ésos son temas que deberán tratarse en el momento en que se estime pertinente avanzar en perfeccionamientos del cuerpo legal citado.



Voto a favor.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- No hay ningún otro Senador inscrito. Por consiguiente, se continuará tomando la votación en el orden correspondiente.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, hace unos minutos intervine como informante de la Comisión.



Voy a votar a favor, pero quiero señalar que no estoy de acuerdo con la voluntariedad establecida en la ley en proyecto, salvo el caso de las carreras de medicina y de pedagogía.



Más allá de cualquier problema de constitucionalidad que se pudiera discutir, pienso que, en la medida en que la acreditación no sea de carácter obligatorio, no se obtendrá el resultado que de ella se espera. Y la razón es muy simple. El argumento que se entrega para hacerla voluntaria es que será el mercado el que en definitiva determinará que los muchachos opten por una universidad porque está acreditada, de modo que les va a ir bien. Ergo, las instituciones que no se encuentren acreditadas buscarán estarlo por la vía del mejoramiento de sus condiciones.



Señor Presidente, no soy un “mercadista” en absoluto, pero creo que, además, las políticas de mercado no han resultado en educación.



Si algo ha dejado en claro el análisis que lleva adelante el Consejo Asesor nombrado por la Presidenta -integrado por personas de todas las condiciones políticas y profesionales-, es que aquellas normas que en la propia LOCE o en otros textos han permitido en mayor medida una política de mercado son las que han hecho más fuertemente negativo el desarrollo de la calidad de la educación.



Por lo expuesto, a la luz de los artículos 26, 27 y 28 del proyecto, voy a votar a favor. Ello, porque fue el consenso mayoritario en la Comisión. No tuvimos opción de lograr una norma distinta. En realidad, constituye un avance; pero hubiera querido que fuese más sustancial.



Voto que sí.

El señor HOFFMANN (Secretario).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NAVARRO.- Pido la palabra, señor Presidente.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- La tiene, Su Señoría.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, éste ha sido un proyecto de difícil trámite, largamente esperado y extendido.



Quiero mencionar el anhelo de quienes participamos de la promoción y aprobación -por supuesto- de la normativa, en particular de su artículo 27, que establece que las carreras o programas que se acrediten podrán obtener recursos del Estado a fin de que sus alumnos opten a los beneficios pertinentes o a la garantía de financiamiento. Si no se acreditan, no existirá dicha garantía. Fue una decisión que muchos consideraron discrecional, autoritaria, impositiva, pero es claramente la única manera de establecer un criterio de incentivo para la acreditación.



La acreditación es la que garantiza que la enseñanza y su calidad sean acordes con el pago que efectúan los estudiantes y sus padres. Cuando los padres invierten en los estudios de sus hijos, les están dando la posibilidad de una opción de vida mejor a través del valor agregado que es la educación. Pero esta educación debe contar con cierta garantía.



Son miles los padres y apoderados que han financiado carreras en instituciones que posteriormente, o no han sido acreditadas o han terminado disolviéndose, lo que ha generado no sólo frustración, sino también un alto grado de endeudamiento. 



Esta iniciativa permitirá prestigiar mucho más la educación superior y diferenciar entre los que cumplen y los que no lo hacen. Se ha establecido un plazo de dos años para la acreditación, y cabría esperar que todas las instituciones que aún no la logran pudieran conseguirla en dicho lapso, para evitar que otras generaciones de jóvenes sufran el estigma de estudiar en una entidad no acreditada y que padres y apoderados -pero especialmente los futuros profesionales- experimenten un severo daño patrimonial y afectivo.



Voto que sí, señor Presidente, esperando que las instituciones se acojan a la brevedad a la ley en proyecto.

El señor HOFFMANN (Secretario).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el informe de la Comisión Mixta, dejándose constancia, para los efectos del quórum constitucional exigido, de que 34 señores Senadores se pronunciaron a favor.



Votaron los señores Allamand, Alvear, Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Larraín, Letelier, Longueira, Matthei, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Zaldívar.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor ZILIC (Ministro de Educación).- Señor Presidente, agradezco la aprobación unánime del texto. Creo que éste, como lo dije inicialmente, importa un avance notable en el mejoramiento de la calidad de la educación superior.



Espero que, con miras a ese propósito, sigamos trabajando en conjunto, como hasta ahora, con los señores Senadores tanto de Gobierno cuanto de Oposición.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminado el Orden del Día.

VI. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS

El señor HOFFMANN (Secretario).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)----------------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor BIANCHI:



Al señor Ministro de Hacienda, con el objeto de solicitar un informe sobre PARTIDAS PRESUPUESTARIAS PARA FNDR DE MAGALLANES Y RECURSOS DE FONDEMA.


Del señor CHADWICK:



Al señor Ministro de Justicia, para hacer presente la conveniencia de un PROFESIONAL FORENSE DE TURNO DE FIN DE SEMANA EN SERVICIO MÉDICO LEGAL DE RANCAGUA.



Del señor FREI (don Eduardo):



Al señor Ministro del Interior, para requerir antecedentes sobre MARGINACIÓN DE BENEFICIOS DE LEY Nª 19.234 EN CASO DE PORTUARIOS EXONERADOS POLÍTICOS; al señor Ministro de Relaciones Exteriores, en cuanto a AUMENTO DE CUOTA DE CARNE BOVINA EXPORTABLE A UNIÓN EUROPEA; al señor Ministro de Justicia, con el objeto de plantear CREACIÓN DE CORTE DE APELACIONES DE OSORNO; a los señores Ministro de Obras Públicas y Director de Vialidad de la Décima Región, para solicitar PAVIMENTACIÓN DE RUTA MÁFIL-MALIHUE; a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, a fin de que se consideren MEDIDAS EN FAVOR DE DEUDORES INTEGRANTES DE AGRUPACIÓN NACIONAL DE DERECHOS HABITACIONALES; al señor Ministro de Agricultura, con el objeto de que informe sobre EFECTOS DE ALIANZA ENTRE NESTLÉ Y SOPROLE EN INDUSTRIA LÁCTEA DE ZONA SUR; a la señora Ministra de Bienes Nacionales, solicitando MODIFICACIÓN DE ley Nº 19.568 para REPARACIÓN A DUEÑOS DE PREDIOS CONFISCADOS; a la señora Superintendenta de Seguridad Social, respecto de SITUACIÓN PREVISIONAL DE SEÑORES HUGO ENRIQUE CRUZ QUIROZ Y JULIO CÉSAR ESPINOZA MORALES; al señor Director Nacional del Instituto de Normalización Previsional, pidiendo información sobre APLICACIÓN DE PROTOCOLO ENTRE COMANDO DE EXONERADOS DE CHILE A.G. Y GOBIERNO PARA AUMENTO DE PENSIONES; a la señora Directora del Servicio del Adulto Mayor, en cuanto a INTERPRETACIÓN DE LEY SOBRE JUNTAS DE VECINOS PARA ASEGURAMIENTO DE PARTICIPACIÓN DEL ADULTO MAYOR; al señor Director Nacional de Aguas, solicitando un pronunciamiento acerca de NECESIDAD DE ENMIENDA DE LEGISLACIÓN SOBRE AGUA POTABLE RURAL, y al señor Director Nacional de Vialidad, a fin de pedir PRIORIZACIÓN DE ASFALTADO DE RUTAS CH-203 Y CH-201, COMUNA DE PANGUIPULLI.



Del señor GARCÍA:



A los señores Ministros de Hacienda y de Educación, con el objeto de que se envíe PROYECTO DE LEY PARA FINANCIAMIENTO MUNICIPAL DE INDEMNIZACIÓN EN JUBILACIÓN DE PROFESORES; a la señora Ministra Secretaria General de la Presidencia, planteando la necesidad de CREACIÓN DE MINISTERIO DE TURISMO; a la señora Ministra de Planificación y Cooperación, para que se proporcionen antecedentes sobre LABOR DE COORDINACIÓN DE POLÍTICAS INDÍGENAS y ACUERDOS DE TIERRAS ENTRE 11 DE MARZO DE 2000 Y 31 DE DICIEMBRE DE 2002; a los señores Ministro de Educación e Intendente de la Novena Región, para requerir INFORME SOBRE reposición de establecimiento educacional “reino de suecia”, en puerto saaVedra; al señor Ministro de Obras Públicas, para pedir INFORME SOBRE PROYECTO DE ASFALTADO LOS PRADOS-TROVOLHUE, EN CARAHUE, y FECHA DE LICITACIÓN E INICIO DE FAENAS DE DIVERSAS OBRAS DE INFRAESTRUCTURA VIAL EN NOVENA REGIÓN; a la señora Ministra de Salud, para que se envíen antecedentes acerca de NORMALIZACIÓN DE HOSPITAL DE VILLARRICA; al señor Ministro de Agricultura, a fin de solicitar información sobre TRAMITACIÓN DE PROYECTO DE LEY QUE CREA FONDO DE TIERRAS PARA PEQUEÑOS CAMPESINOS; a la señora Ministra de Minería y Presidenta de la Comisión Nacional de Energía, con el objeto de obtener antecedentes sobre CONSTRUCCIÓN DE CENTRALES HIDROELÉCTRICAS EN COÑARIPE; al señor Superintendente de Servicios Sanitarios, a fin de plantear la REFORMULACIÓN, POR POSIBLE DAÑO AMBIENTAL, DE PROYECTO DE PLANTA DE TRATAMIENTO PRIMARIO EN VILLARRICA; a la señora Directora Regional de CONAMA de La Araucanía, para que se informe sobre MEDIDAS ANTE ALTOS ÍNDICES DE POLUCIÓN EN TEMUCO Y PADRE LAS CASAS; al señor Secretario Regional Ministerial de Salud de La Araucanía, a la señora Alcaldesa de Padre Las Casas y al señor Alcalde de Temuco, para recabar información acerca de EFECTOS EN DEMANDA EN SALUD POR ALTOS ÍNDICES DE POLUCIÓN EN TEMUCO Y PADRE LAS CASAS, y al señor Director del Serviu de la Novena Región, requiriendo antecedentes sobre PRESENTACIÓN DE CENTRO DE PADRES Y APODERADOS GRUPO JUVENIL G. S. SAINT GEORGE DE TEMUCO.



Del señor HORVATH:



A los señores Ministros del Interior y de Transportes y al señor Intendente de Aisén, solicitando información acerca de MANTENIMIENTO DE BARCAZA “PILCHERO” Y EVALUACIÓN DE POSIBLE REEMPLAZO (Undécima Región); a los señores Ministros de Educación y de Planificación y Cooperación, Director Ejecutivo de CONAMA, Presidenta de la Comisión Nacional de Energía e Intendente de Aisén, requiriendo considerar INTERCONEXIÓN DE TRAMOS PENDIENTES Y CAPACITACIÓN DE HABITANTES Y EMPRESAS LOCALES EN CASO DE instalación de centrales hidroeléctricas en aisén; a la señora Ministra de Bienes Nacionales, pidiendo la NÓMINA DE SOLICITUDES PARA BENEFICIOS DE LEY SOBRE REGULARIZACIÓN DE POSESIÓN Y OCUPACIÓN DE INMUEBLES FISCALES EN REGIONES DE LOS LAGOS Y AISÉN; a los señores Director Ejecutivo de la Corporación Nacional Forestal y Director Nacional del Servicio Agrícola y Ganadero, a fin de que se estudie IMPLEMENTACIÓN DE BRIGADA ESPECIAL DE CONAF EN PALENA, y al señor Director de Vialidad de la Región de Aisén, pidiendo considerar el REESTUDIO DE PASO DE DUCTO DE ALCANTARILLADO EN PUERTO INGENIERO IBÁÑEZ (Undécima Región).



Del señor NARANJO:



Al señor Ministro de Justicia, solicitándole NÓMINA ACTUALIZADA DE DIRECTORES Y SOCIOS DE CORPORACIONES DE EDUCACIÓN SUPERIOR; a la señora Ministra de Salud, requiriendo INFORME SOBRE AUTORIZACIÓN PARA REAPERTURA DE HOSPITAL DE VILLA BAVIERA Y SU PERSONAL y MOTIVOS DE RETRASO EN PREPARACIÓN DE REGLAMENTO DE LEY DEL TABACO; al señor Ministro de Agricultura, para que se envíen antecedentes sobre IMPLEMENTACIÓN DE CENTRO EXPERIMENTAL DE LA FRAMBUESA, EN VILLA ALEGRE, POR INSTITUTO DE INVESTIGACIONES AGROPECUARIAS (Séptima Región); al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, pidiendo detallar medidas para FISCALIZACIÓN DE IMPRESIÓN DE DEBERES Y DERECHOS DE USUARIOS EN PASAJES DE MEDIOS DE TRANSPORTE; al señor Subsecretario de Telecomunicaciones, para solicitar antecedentes sobre descarga DE SERVICIOS ANEXOS EN telefonía celular; a los señores Subsecretario de Telecomunicaciones y Director Nacional del SERNAC, a fin de que informen sobre EXISTENCIA DE NORMATIVA OBLIGATORIA PARA EMPRESAS DE CONTAR CON OFICINAS DE ATENCIÓN DE USUARIOS DE TELÉFONOS Y TELEVISIÓN POR CABLE; al señor Presidente de BancoEstado, para consultar acerca de COBRO DE COMISIÓN A POSEEDORES DE LIBRETA DE AHORRO PARA VIVIENDA, y a la señora Directora de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, a los efectos de saber si existe una AUTORIZACIÓN DE APERTURA DE JARDÍN INFANTIL EN VILLA BAVIERA (Séptima Región).


Del señor NÚÑEZ:



Al señor Subsecretario de Marina, pidiendo informar sobre SOLICITUDES DE CONCESIONES MARÍTIMAS Y DE ACUICULTURA OTORGADAS O EN TRAMITACIÓN EN PROVINCIA DE HUASCO (Tercera Región).



Del señor ROMERO:



A los señores Ministros de Hacienda y de Obras Públicas, solicitando información sobre TRÁMITE DE PAGO A ASOCIACIÓN CANAL MAUCO POR EXPROPIACIÓN DE TERRENO EN QUINTERO, y a los señores Ministro de Obras Públicas y Director de Vialidad, pidiendo antecedentes acerca de FINALIZACIÓN DE TRAMO EN RUTA E-765, COMUNA DE SAN ESTEBAN (Quinta Región).
)----------------(

El señor NARANJO (Vicepresidente).- En Incidentes, el primer turno corresponde al Comité Renovación Nacional.



Tiene la palabra el Senador señor Romero.

CRISIS ENERGÉTICA

El señor ROMERO.- Señor Presidente, Chile enfrenta hoy un escenario complejo en su dependencia energética.



Por una parte, Bolivia, en un convenio con Argentina, ha establecido normativas que constituyen un virtual boicot, al considerar el artículo 3° de ese instrumento una cláusula “candado”, en la medida en que especifica que, “sin el acuerdo de las partes, no se podrá autorizar exportación de gas a terceros países”.



Todo ello transgrede las normas de comercio internacional vigentes, tanto del GATT como de la Organización Mundial del Comercio, colocando obstáculos innecesarios que evidencian un espíritu de crear imposiciones agraviantes para una relación bilateral que debiera ser normal, conciliadora.



El Ministro de Hidrocarburos de Bolivia, Andrés Soliz, ha confirmado que guardan el gas “para la negociación marítima con Chile”. Con ello se reedita el eslogan “gas por mar” que acuñara el ex Presidente Carlos Mesa, lo que naturalmente sorprende por la perseverancia en mantener una política de esta naturaleza.



Por otra parte, en nuestro país asombran las declaraciones gubernamentales en orden a que nada se debe temer respecto del consumo domiciliario, que representa no más de 8 por ciento del nacional, en circunstancias de que existen claras evidencias de que el mayor costo del gas boliviano será traspasado a los usuarios chilenos. Y los sectores productivos parecen no importar, pese a que utilizan más de 90 por ciento del gas natural.



A su vez, se debe alertar a la opinión pública, ya que nuestro mayor proveedor domiciliario de gas natural deberá solicitar, el próximo año, que Argentina le renueve la autorización para importar dicho producto. Y esto debemos relacionarlo con lo declarado por el Ministro de Hidrocarburos boliviano, quien dijo que “Argentina no puede dar más autorizaciones de exportación a Chile mientras tengamos el tema marítimo abierto”.



Por si eso fuera poco, hemos tenido conocimiento de que altas autoridades chilenas habían asegurado que la mencionada cláusula "candado" no sería aceptada por los negociadores argentinos. Pero ocurrió, lamentablemente, lo que se había anunciado. Y frente a este escenario, que nos plantea una situación compleja, debemos expresar nuestra preocupación por la seguridad energética, que empieza a adquirir ciertos caracteres críticos.



No se advierte una definición de política de seguridad e independencia energéticas lo suficientemente clara que dé tranquilidad ante el creciente temor de vernos enfrentados a una crisis que afectaría el desarrollo mismo del país. A las mayores cuentas por concepto de bencina y petróleo, dado el impuesto específico que grava a esos combustibles, y la situación internacional en el rubro, se sumarán ahora mayores cuentas por gas y electricidad.



Pero este tema tiene una connotación que hoy quisiera resaltar. Porque, sin duda, entre todos los efectos que se han planteado está el del impacto ambiental, al que deseo referirme.



Resulta que el escenario que se presenta genera una situación extraordinariamente preocupante, por cuanto las limitaciones de abastecimiento de gas natural están provocando que se eche mano a combustibles menos limpios, como carbón, petcoke y otros, lo que sin duda nos preocupa, por sus alcances medioambientales.



Y, en ese sentido, debo informar que ayer hubo un debate muy importante en nuestra Comisión de Medio Ambiente, a la cual aprovecho de felicitar y agradecer por haber abordado el tema del proyecto de construcción de una central termoeléctrica en el valle de Puchuncaví-Quintero, que operaría con petcoke. En ella tuvimos la ocasión de escuchar valiosas intervenciones, no sólo de los interesados en construir la central -que reviste extraordinaria relevancia, por la seguridad e independencia energéticas que representa para Chile-, sino también de los vecinos, de los representantes del Consejo Ecológico de la zona y de las autoridades de la CONAMA, lo cual nos permitió conocer sus puntos de vista.



Yo nunca he sido contrario a que el país cuente con centrales termoeléctricas. Sin embargo, siento que hemos de ser muy cuidadosos en esta materia, y particularmente respecto de un valle como el de Puchuncaví-Quintero, que posee una connotación muy especial. En  la década de los sesenta se construyó allí una fundición de cobre, que fue administrada durante muchos años por ENAMI-Ventanas. Y, como consecuencia de la contaminación producida por las instalaciones -al igual como ocurrió en su oportunidad con la Fundición Chagres, en Catemu-, se generó una situación en extremo grave, porque suelos destinados a cultivos hortofrutícolas de primer nivel son hoy prácticamente terrenos yermos.



En ese aspecto, estamos haciendo un trabajo de gran relevancia, con la participación transversal de muchos personeros de distintos sectores. Hoy, en particular, con el Diputado Alfonso Vargas, y en su oportunidad con el ex Parlamentario Federico Ringeling, con quien llevamos a cabo la “campaña de la ola limpia”, para convencer a las autoridades de ENAMI-Ventanas de cambiar el horno de reverbero por un horno flash que, al incorporar nueva tecnología, permitiera eliminar o por lo menos disminuir en forma drástica la contaminación del valle. No obstante, los efectos del funcionamiento de aquel horno, no sólo sobre la salud humana y animal, sino también sobre los sectores hortícolas de la zona, desgraciadamente dejaron una huella que va a costar muchos años borrar.



Logramos atenuar esa situación. Y lo mismo en la Fundición Chagres, en Catemu. En ese tiempo estaba la Exxon, con la cual conseguimos que se cambiaran todos los hornos de reverbero por otros mucho más modernos, que producían menor contaminación.



Igual planteamiento hicimos, en su momento, respecto de la instalación de centrales termoeléctricas relacionadas con Quillota y La Calera.



Reitero que no estoy en contra del funcionamiento de centrales termoeléctricas. Muy por el contrario. Soy partidario de contar con independencia energética. Pero hay que ser muy cuidadosos respecto del lugar de emplazamiento. Y, desde esa perspectiva, hemos hecho presente la necesidad de tomar en cuenta la ubicación territorial y, especialmente, la acumulación, que provoca una recarga sobre los niveles de saturación.



Es preciso recordar que ese lugar fue declarado “zona saturada” a partir de 1993. Y, por ello, no es posible considerar un proyecto en forma individual o aislada, sino que se debe examinar la carga de la totalidad de los proyectos que existen en la zona. Porque, en definitiva, la acumulación de todos ellos provoca una contaminación que no es recomendable ni racional.



Otro aspecto muy importante es que el monitoreo de la calidad del aire se efectúe en términos independientes y que los interesados puedan acceder a esa información cuando sea necesario. Porque muchas veces se anuncia que habrá monitoreos; sin embargo, éstos no se dan a conocer a los propios interesados, e incluso, con frecuencia se les impide participar en la práctica.



Francamente, señor Presidente, es imprescindible abrir las posibilidades de independizar nuestra matriz energética; pero, al mismo tiempo, debemos ser muy cuidadosos con la salud de las personas y, sobre todo, con las condiciones que requerimos para nuestro territorio.



Por eso, sentí que era fundamental que la Sala del Senado conociera estos antecedentes, porque las autoridades de la CONAMA tienen ahora una gran responsabilidad: analizar esta clase de proyectos detenidamente y en términos muy prudentes, en el sentido que hemos señalado. Porque no cabe la menor duda de que, ante la contingencia que el país está viviendo con la restricción del gas natural, nos vamos a ver constreñidos, en el futuro inmediato, a utilizar otro tipo de combustibles que no son tan limpios como el gas natural.



Este punto amerita, por supuesto, una posición nacional, una posición de Estado: Chile requiere, de manera imperiosa, diversificar su matriz energética. Y para ello debe imitar a Brasil y a otras naciones que, en forma pragmática y exitosa, han impulsado a la iniciativa privada, nacional o internacional, a explorar e investigar nuevos recursos de hidrocarburos. Creo que nosotros perfectamente podemos hacer compatibles ambas cosas.


Es efectivo que en el extremo sur del país algunas personas podrían poner restricciones,  por tener una cantidad amplia de terreno;  pero no son dueñas del territorio nacional ni pueden tomar decisiones respecto de energía hidroeléctrica, pues ellas competen al Chile soberano e independiente. 



Lógicamente, siempre habrá que cuidar el medio ambiente. Y no tengo la menor duda de que debemos ir en esa dirección.



He dicho.

)----------------(

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Solicito autorización de la Sala para que el Honorable señor Gazmuri me reemplace en la testera, ya que voy a intervenir.



--Pasa a dirigir la sesión el Senador señor Gazmuri, en calidad de Presidente accidental.

)---------------(
El señor GAZMURI (Presidente accidental).- En el turno del Comité Socialista, tiene la palabra el Honorable señor Naranjo.

PREOCUPACIÓN POR JÓVENES CHILENOS DETENIDOS EN BARCELONA. OFICIOS
El señor NARANJO.- Señor Presidente, he creído pertinente intervenir en este momento para poner en conocimiento del Senado la situación extraordinariamente grave por que atraviesan dos jóvenes compatriotas nuestros en Barcelona.



En efecto, el día 4 de febrero del año en curso, a raíz de un confuso incidente público en esa ciudad, dos chilenos, Alex Cisterna y Rodrigo Lanza, junto a un ciudadano argentino y seis europeos, fueron aprehendidos por la policía local. Curiosamente, después de cierto tiempo, los únicos que quedaron detenidos fueron los tres sudamericanos. Los otros seis, en cambio, fueron eximidos de cualquier responsabilidad en el incidente, en el cual, por desgracia, un policía sufrió una lesión. 



Además, en el proceso se constatan un sinnúmero de irregularidades, las cuales dejan de manifiesto que ha habido una clara intención de responsabilizar a nuestros compatriotas y al ciudadano argentino, con actitudes verdaderamente xenófobas. Y, lo que es aun más grave, los dos jóvenes chilenos se han visto permanentemente enfrentados a apremios ilegítimos -torturas físicas y psicológicas- por parte de los oficiales de la policía. 



Por eso, señor Presidente, solicito que se oficie -en nombre de la Sala, si es posible; si no, en el del Comité Socialista- al Congreso de los Diputados y al Senado de España, para hacerles ver nuestra inquietud ante la situación por que atraviesan esos dos compatriotas; a nuestro Embajador en España, a fin de conocer cuáles son las gestiones que ha estado llevando a cabo la representación diplomática chilena, en particular el Cónsul de nuestro país en Barcelona, quien ha sido duramente criticado por los familiares de los detenidos; al Alcalde de la ciudad mencionada, manifestándole nuestra preocupación por los hechos descritos, y, en idéntico sentido, a nuestro Ministro de Relaciones Exteriores y al Embajador de España en Chile.



Cabe hacer notar que esos dos jóvenes iniciaron hace pocos días una huelga de hambre, a la cual se ha sumado la madre de uno de ellos, a los efectos de poner la situación en evidencia y generar mayor solidaridad y sensibilidad en la opinión pública española.



Señor Presidente, estos casos, que no son nuevos, deben obligar al Congreso Nacional a manifestar su preocupación.

El señor GAZMURI (Presidente accidental).- Señor Senador, sugiero que los oficios se envíen en su nombre y en el de la Mesa accidental; no en el de la Sala, porque no tenemos quórum para adoptar acuerdos.

El señor NARANJO.- Conforme, señor Presidente.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del Senador señor Naranjo, conforme al Reglamento, y de la Mesa accidental del Senado.
El señor GAZMURI (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Aburto.

HOMENAJE A LICEO POLIVALENTE “SARA BRAUN”, DE PUNTA ARENAS, EN SU CENTENARIO. COMUNICACIÓN
El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, Honorables colegas: 



Quiero aprovechar esta ocasión para rendir homenaje al Liceo Polivalente “Sara Braun”, de Punta Arenas, que conmemorará mañana jueves 100 años desde el inicio de sus actividades, un 6 de julio de 1906.



Su historia nos habla de la visión de las autoridades de la época para poner en funcionamiento un plantel educacional laico para mujeres en los albores del siglo pasado. 



También nos muestra el esfuerzo de sus gestores, docentes, funcionarios y alumnas, quienes lo pusieron en marcha en poco tiempo, sin contar siquiera con infraestructura y mobiliario suficientes para desarrollar de manera adecuada las actividades académicas. 



Ello sólo vino a mejorar a partir de 1928, cuando doña Sara Braun donó un local para el plantel, el que sin embargo resultaba lejano para las alumnas, lo que hizo necesario que el Ministerio de Educación lo destinara finalmente al Liceo Industrial, pero compensando, algunos años después, al Liceo de Niñas con terrenos anexos a su emplazamiento, en la esquina de las calles Colón y O´Higgins, donde actualmente se encuentra ubicado. 



Mucho tiempo ha transcurrido y numerosas generaciones de profesores y alumnas han pasado por sus aulas, recordándose con especial orgullo la gestión que entre 1918 y 1920 realizó como Directora doña Lucila Godoy Alcayaga, quien años después, como sabemos, recibiría el Premio Nóbel de Literatura bajo el seudónimo de Gabriela Mistral.



El Liceo “Sara Braun” ha tenido importantes cambios en este siglo de vida. Tal como muchos otros establecimientos educacionales de esa índole de la zona y del país, dejó su carácter de internado, conforme los medios de transporte no hacían indispensable la vida de las niñas en el recinto. 



Asimismo, la necesidad de brindar a las alumnas una formación que facilitara su ingreso al mundo del trabajo motivó que se le diera carácter polivalente, agregando a la enseñanza científico-humanista tradicional algunas carreras técnicas. 



Por último, acaso la modificación más significativa consistió en terminar con su carácter de plantel femenino, adquiriendo la condición de mixto el año 2001.



En la actualidad, el Liceo Polivalente “Sara Braun”, de Punta Arenas, cuenta con más de 500 alumnos, distribuidos en doce cursos científico-humanistas y seis técnico-profesionales. 



Su larga trayectoria no le impide enfrentar esta celebración con nuevos desafíos. Uno de ellos es cambiar su nombre por el de Gabriela Mistral, lo que debería concretarse en los próximos meses, cumpliendo así el anhelo de toda la comunidad educativa. Del mismo modo, se prevé la incorporación de algunos cursos de enseñanza básica. 



En materia de infraestructura, existen proyectos pendientes para mejorar el gimnasio, concretar el patio cubierto y reparar salas, techumbre y dependencias, obras que esperamos puedan contar a la brevedad con financiamiento suficiente. 



Por ello, señor Presidente, Honorables colegas, quiero hacer llegar a la comunidad educativa del Liceo Polivalente “Sara Braun”, de Punta Arenas, en la persona de su Directora, doña María Cristina Domián, una copia del texto de esta intervención, con mis sinceras felicitaciones por este aniversario, las cuales hago extensivas a tantas generaciones de ex alumnas, alumnos, profesores y profesoras, funcionarios y funcionarias, y, además, con mis deseos de mucho éxito en el permanente empeño de mejorar cada día, en beneficio de los jóvenes de nuestra ciudad. 



He dicho.



--Se anuncia el envío de la comunicación pertinente, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
El señor NARANJO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Escalona. 

SOLUCIÓN A ALTA ACCIDENTABILIDAD DE BUZOS EN

LABORES ACUÍCOLAS EN DÉCIMA REGIÓN. OFICIOS
El señor ESCALONA.- Señor Presidente, en la ciudad de Puerto Montt y en las provincias de Chiloé y Palena se ha registrado en el último tiempo una fuerte preocupación tanto en los medios de comunicación como en las diferentes organizaciones sociales por la elevada accidentabilidad que ha ocurrido en la acuicultura, y específicamente entre los trabajadores que desempeñan el oficio de buzo.



Tal situación ha originado continuas muertes semana tras semana. Inclusive, lo reiterado de los accidentes con resultado fatal ha causado alarma pública.



En realidad, esto va más allá de la responsabilidad directa de los organismos de salud, que deben proveer los medios necesarios, como las cámaras hiperbáricas instaladas tanto por parte del sector privado como del público. También está relacionado con las normas laborales, que se encuentran en proceso de perfeccionamiento, como lo indica la discusión que hubo esta tarde sobre el proyecto de subcontratación.



En tal sentido, quiero solicitar que se oficie al señor Ministro del Trabajo para que en el Presupuesto de 2007 se consignen los recursos necesarios que permitan  a la Dirección del Trabajo  cumplir su tarea en esa Región,  lo  cual  significa  disponer  de  vehículos  de transporte marítimo -concretamente, lanchas-, ya que carecen de ellos. Producto de esto, no se puede llevar a cabo la labor de fiscalización en los centros de producción, sobre todo en los de salmones.



Junto a las obligaciones de los sectores de la Salud, del Trabajo, del Ministerio de Economía, y dadas las atribuciones que le corresponden también al Servicio Nacional de Pesca, existe igualmente una responsabilidad de la Armada de Chile, por tratarse de un territorio marítimo. Por ello, solicito asimismo que se oficie a la señora Ministra de Defensa Nacional y, por su intermedio, a la señora Subsecretaria de Marina, con el objeto de que se revisen los reglamentos relacionados con la actividad de los buzos, en particular por el cambio sufrido en ella con las modificaciones recientes.



De acuerdo con la reglamentación existente, para poder llevar a cabo sus actividades, los buzos no profesionales sólo pueden realizar labores hasta 20 metros de profundidad. Sin embargo, las jaulas en los centros de producción de salmones tienen mayor profundidad, sobre todo las redes exteriores que las protegen de la acción de los lobos marinos. Existe gran preocupación en la Región, por cuanto hay personal no suficientemente calificado desde el punto de vista profesional que está efectuando esa labor, lo cual aumenta el riesgo de accidentes fatales.



Un reciente reglamento de la Dirección General del Territorio Marítimo y Marina Mercante (DIRECTEMAR), organismo dependiente de la Armada de Chile, propone establecer otra categoría entre el buzo mariscador y el profesional, que sería el buzo intermedio.



Junto con solicitar una especial atención respecto de este tema, me agradaría que la Subsecretaría de Marina revisase en profundidad este punto, porque al no existir personal calificado que cumpla con todos los requerimientos que se necesitan sobre la materia, se corre el riesgo de que aumente la accidentabilidad.



Entre otros requisitos, debe establecerse  en forma definitiva que los buzos profesionales o intermedios no pueden realizar labores en el fondo marino, porque el buzo con preparación profesional suficiente debe resguardar la integridad física del que está llevando a cabo su labor en el fondo marino. No obstante, si el que debe velar por la seguridad de las personas en la superficie efectúa labores en el lecho marino, es muy difícil que la pueda garantizar.



La situación actual es fruto de un hecho positivo. La actividad de la salmonicultura ha tenido un desarrollo explosivo en los últimos años: el 2005 se exportaron mil 700 millones de dólares. El país no estaba preparado para un progreso de esta naturaleza.
 Pero, sin duda -e independientemente de su crecimiento-, el que ocurran reiterados accidentes con resultados fatales lesiona los intereses nacionales y los de las empresas dedicadas a la salmonicultura.



Por lo tanto, como no se trata de una materia relacionada con una sola disciplina -pues en ella están involucrados diferentes Ministerios-, y en el entendido de que la responsabilidad principal relativa al territorio marítimo corresponde a la Armada de Chile, deseo solicitar que se oficie a la señora Ministra de Defensa Nacional y, por su intermedio, a la Subsecretaría de Marina, para que los organismos especializados efectúen una revisión muy detallada de las disposiciones que se están arbitrando, sin perder de vista que hay una actividad productiva beneficiosa para Chile que no sólo necesita desarrollarse, sino a la vez no entorpecer su propia acción ni arriesgar al país a que la comunidad internacional nos acuse de dumping social. Por ello es necesario contar con todas las medidas que garanticen los derechos laborales y, en particular, la seguridad de los trabajadores que llevan a cabo su trabajo en el fondo marino.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, de conformidad con el Reglamento.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- En el tiempo que resta al Comité Socialista, tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, me referiré a diversas materias.

REEMPLAZO DE BUQUE DE INVESTIGACIÓN

 "VIDAL GORMAZ". OFICIOS

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, en primer término, solicito que se oficie al Ministerio de Defensa Nacional a fin de que informe sobre los pasos que está dando la Armada de Chile -cuestión que consideramos muy importante e interesante- respecto de la sustitución del buque de investigación "Vidal Gormaz".



El Senado aprobó la idea de que la nueva nave sea construida en los astilleros de ASMAR. Debo señalar que en tiempos normales la construcción de un buque científico dura entre 22 y 24 meses. Aunque en Talcahuano exista una alta tasa de cesantía, la experiencia, y particularmente el know how logrado por ASMAR en esta materia, permiten avalar plenamente su construcción en Chile.



En tal sentido, pido que también se oficie al Ministerio de Hacienda, porque existe un mandato muy claro del Senado de la República en orden a solicitar los recursos que se requieren para reemplazar esa digna y noble nave, que ha brindado innumerables servicios, pero que por desgracia está culminando su vida útil.



Los desafíos de investigación respecto de lo que significan 4 mil 500 kilómetros de costa, el que nuestra nación sea la quinta pesquera del mundo y la primera en exportación de salmones hacen necesario que la Armada y el país cuenten con un buque de investigación.



Por lo tanto, reitero el envío de oficios a los Ministerios indicados por tratarse de una petición anterior del Senado, a fin de que se asignen los recursos para construir dicha nave a la brevedad y de que sean incluidos de manera oficial para su implementación.



Tanto los trabajadores como la dirección de ASMAR están plenamente capacitados para cumplir con ese objetivo.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, de conformidad con el Reglamento.
SOLICITUD DE ANTECEDENTES SOBRE ACCIDENTABILIDAD

FERROVIARA EN LOS ÚLTIMOS DIEZ AÑOS. OFICIO



Del mismo modo, señor Presidente, pido que se oficie al Ministerio de Transportes con el objeto de obtener de Ferrocarriles del Estado todos los antecedentes que existen a la fecha sobre accidentabilidad ferroviaria en el país en los últimos diez años, con el fin de prever esta situación. La modernidad de Ferrocarriles ha sido importante, pero también queremos que efectivamente disminuyan los accidentes.



En especial, solicito antecedentes respecto del sector Barrio Norte de la Comuna de Concepción, en el acceso a Villa CAP por el paso nivel Andalién. Tal entrada a un conjunto importante de poblaciones no sólo es estrecha, sino que se inunda todos los años y en definitiva ha sido foco de accidentabilidad permanente. Por lo tanto, es urgente reemplazarla por un viaducto que permita un tránsito expedito a los vecinos de Barrio Norte y de Villa CAP. Sobre el particular, quiero que se me informe sobre qué proyectos hay, cuánto cuestan, así como los motivos de por qué ha pasado tanto tiempo sin implementarse una solución.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, de conformidad con el Reglamento.

RECURSOS PARA REPARACIÓN DE LICEO DE CORONEL. OFICIOS


Asimismo, pido que se oficie al Ministerio de Educación y a la Ilustre Municipalidad de Coronel, con el fin de que nos informen acerca de los daños que sufrió el Liceo de Coronel, ubicado en pleno centro de la ciudad, a raíz de un incendio. El siniestro provocó la destrucción del gimnasio. Entiendo que la SUBEDERE comprometió 49 millones de pesos para mejorar tal estructura.



Queremos que tanto el Gobierno Regional como  el Ministerio de Educación y la propia Municipalidad nos indiquen cuáles son los proyectos, con el objeto de solicitar urgentemente los fondos de emergencia para reemplazar el gimnasio del Liceo de Coronel y particularmente la infraestructura eléctrica, que quedó totalmente destruida.



Debo señalar que gracias a Dios no hubo vidas que lamentar, pero es muy urgente y necesaria la reparación.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, en conformidad al Reglamento.

ESTADO DE AVANCE DE CONSTRUCCIÓN DE CÁRCEL "EL MANZANO II". OFICIOS



Por otra parte, solicito que se oficie al Ministerio de Justicia para que nos informe sobre el estado de avance de la cárcel El Manzano II. El grado de hacinamiento  en que se encuentran los más de 2 mil presos en un recinto construido para albergar a 990 reclusos, y particularmente la urgente necesidad de aplicar planes de rehabilitación y de reinmersión, hacen necesario contar con este nuevo penal.



Sobre el particular, deseo que se me envíe un completo informe sobre los motivos que hubo para que la empresa encargada no construyera las obras, las medidas que se están tomando, los recursos que faltan para ir a una nueva licitación y, particularmente, el nuevo reglamento que se utilizará, porque la concesión fue mal planteada. Se produjo una diferencia de más de 25 millones de dólares respecto de la obra pactada inicialmente con la empresa constructora y en relación con los costos que se alcanzaron de manera definitiva


Esta situación requiere un informe acabado, profundo y, particularmente, que se establezca la fecha en que la cárcel entrará en funcionamiento. El personal de Gendarmería no da para más. Se encuentra en una situación de hacinamiento al igual que los presos, porque casi no hay diferencias. Y en tal sentido, es urgente no sólo el aumento de 3.800 gendarmes, que aprobamos en el Congreso Nacional, sino también que las cárceles concesionadas se construyan a la  brevedad.



Por lo tanto, solicito que se oficie al Ministerio de Justicia para que envíe el informe antes señalado.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

ALTO COSTO DE ELECTRICIDAD EN ISLA SANTA MARÍA. OFICIO



Asimismo, pido oficiar a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, para que informe respecto de la conexión eléctrica submarina de la Isla Santa María. Aquí se ha producido un hecho gravísimo. Sus 3.000 habitantes pagan casi 500 pesos por kilovatio, en circunstancias de que en el continente vale 90. Se trata de una situación de doble, triple y quíntuple castigo.



Existe un proyecto de la SUBDERE  respecto del cual deseo que se me informe detalladamente acerca de sus características, las platas del preestudio y, en definitiva, su financiamiento completo. Ello, a petición de los habitantes de la Isla Santa María que me lo han planteado en múltiples oportunidades, y que hace algunos días arribaron a Santiago encabezados por el Presidente de la Junta de Vecinos, señor José Leal, para demandar que a dicho territorio insular se le otorguen las mismas consideraciones de que gozan Juan Fernández e Isla de Pascua.



He dicho.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
El señor NARANJO (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité Demócrata Cristiano, tiene la palabra la Honorable señora Alvear.

EXENCIÓN DE RESTRICCIÓN VEHICULAR PARA FERIANTES DE REGIÓN METROPOLITANA. OFICIOS

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, deseo expresar la preocupación que me asiste respecto a un problema que he constatado en diversas visitas realizadas a ferias de mi circunscripción.



Todos sabemos que desde hace casi veinte años, en la mayor parte de la Región Metropolitana, rige como medida permanente durante el lapso marzo-diciembre una restricción vehicular de dos dígitos, de lunes a viernes, desde la 7:30 de la mañana hasta la 9 de la noche, que afecta a los vehículos anteriores al año 1992 que no cuentan con convertidor catalítico.



Esta restricción tiene por objeto reducir las emisiones del transporte en el período más complejo en términos de contaminación atmosférica, propósito que naturalmente compartimos. Ello, sin perjuicio de las medidas especiales y adicionales que adopta la autoridad regional cuando se producen situaciones de emergencia ambiental, también conocidos como “episodios críticos de contaminación”, durante los cuales las medidas de restricción, tanto a las fuentes físicas como a las fuentes móviles y a otras actividades, son mucho más estrictas. 



Así, en situaciones de alertas, preemergencias o emergencias ambientales, la restricción vehicular aumenta y se hace más estricta, alcanzando incluso a los vehículos que cuentan con convertidor catalítico.



Sin querer abrir un debate en este momento respecto de la efectividad o de la eficacia de la restricción vehicular, el cual espero que las autoridades propicien en la discusión del nuevo plan de descontaminación, deseo plantear a la Sala la situación de los feriantes de la Región Metropolitana, en particular del sector sur de la ciudad, de las comunas de San Bernardo y de Puente Alto.



En efecto, todos sabemos que se trata de personas de esfuerzo, muy sacrificadas, que día a día trabajan muy duro en condiciones muy complejas y que prestan un gran servicio a la comunidad. Pues bien, aquéllas no cuentan en muchos casos con el nivel de ingresos necesario para adquirir un vehículo exento de restricción vehicular permanente, razón por la cual muchas veces se ven seriamente impedidos de realizar su trabajo, con las evidentes consecuencias para su ingreso familiar.



Efectivamente, todos los habitantes de Santiago debemos hacer esfuerzos permanentes por mejorar la calidad del aire de la ciudad, y muchas veces debemos hacer algunos sacrificios. Sin embargo, tenemos que ser muy cuidadosos con las exigencias que se imponen, ya que eventualmente se puede afectar a una actividad muy importante, que constituye el sustento directo de un número considerable de personas, cuyo aporte a la contaminación de la ciudad es mínimo o marginal.



En tal sentido, dichas personas no pretenden simplemente marginarse de los esfuerzos por descontaminar; pero sí han manifestado que las autoridades, atendiendo su situación, flexibilicen las exigencias a este sector, de manera que puedan desarrollar normalmente su actividad.



Sobre el particular, dadas las características de la Región Metropolitana, los feriantes muchas veces acuden a las cinco y media de la mañana a los lugares donde se distribuyen verduras y frutas, y terminan de cargar sus camiones alrededor de las siete de la mañana, cuando recién se pueden trasladar a sus ferias, pero lamentablemente ello no es posible atendida la restricción vehicular.



Debido a que es tan mínimo lo que dicha situación representa y tan graves los efectos que produce, cual es la imposibilidad de percibir algún ingreso para sus familias durante esos días, llamo la atención respecto de este punto.



Por lo anterior, solicito que se oficie a los Ministerios Secretaría General de la Presidencia y de Transportes, y a la Dirección Ejecutiva de la CONAMA, a fin de que tomen conocimiento de esta circunstancia, indiquen qué alternativas existen para flexibilizar las exigencias de la restricción vehicular para los feriantes de la Región Metropolitana y sugieran un mecanismo para eximir de esta carga a quienes desempeñen tal actividad bajo determinadas condiciones y en horarios restringidos.



He dicho.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de la señora Senadora, conforme al Reglamento.
El señor NARANJO (Vicepresidente).- El Comité Mixto no hará uso de su tiempo.



En el turno del Comité Unión Demócrata Independiente, tiene la palabra el Honorable señor Pérez Varela.

DECLARACIÓN TARDÍA DE “ZONA LATENTE” EN COMUNAS DE OCTAVA REGIÓN, MEDIDAS ANTE EVENTUAL MAYOR CESANTÍA Y ESTRICTEZ DE NORMAS ANTICONTAMINACIÓN. OFICIOS

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, de acuerdo con las últimas cifras entregadas por el Instituto Nacional de Estadísticas en materia de desempleo, la Octava Región figura con el más alto porcentaje de cesantes y con el mayor número de comunas en que la desocupación se eleva sobre 14 por ciento.



Por lo tanto, existe un problema objetivo de cesantía, de pobreza y de falta de expectativas para miles de hombres, mujeres y jóvenes que habitan en la Octava Región. Y no observamos respuestas adecuadas para enfrentar una situación que afecta -reitero- a miles y miles de hogares.



Además, ello tiende a agravarse, a complicarse en términos muy concretos, debido a resoluciones de la propia autoridad. Este año, el Ministerio Secretaría General de la Presidencia dictó el decreto Nº  41, que declaró zona latente por material particulado respirable MP 10 el área geográfica comprendida por las comunas de Lota, Coronel, San Pedro de la Paz, Hualqui, Chiguayante, Concepción, Penco, Tomé, Hualpén y Talcahuano. Y la Contraloría General de la República tomó razón de este decreto el día 17 de mayo.



No deseo entrar a objetar las razones por las cuales la autoridad adoptó tal decisión ambiental, sino pedir que se oficie a los Ministerios del Interior y del Trabajo, al Intendente Regional, a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, para que se dé a conocer en la Región los programas que el Gobierno va a asumir al respecto para evitar que la declaración de zona de latencia signifique más desempleo. Porque del análisis que uno hace de la Ley General sobre Bases Generales del Medio Ambiente, esta situación, en el mejor de los casos, demora, obstaculiza y coloca barreras de entrada a los nuevos proyectos.



Por lo tanto, mi primera aprensión es que la autoridad informe al Senado las medidas que tiene en vista para paliar los efectos sociales de una declaración de esa naturaleza.



Además, la mayoría de los alcaldes de las comunas afectadas desconocen, no han sido informados de esta decisión de carácter ambiental de la autoridad que, sin duda, genera problemas de índole social y respecto de los cuales es importante hacerse parte.



Dije que no quería hacer cuestión acerca de la declaración ambiental emanada de la autoridad a través del decreto Nº 41. Sin embargo, tengo en mi poder el dictamen de la Contraloría que cursa con alcances dicho decreto -que ya he descrito- del Ministerio Secretaría General de la Presidencia. Y lo que me llama mucho la atención es que el órgano contralor expresa que la declaración de zona latente efectuada por el Ministerio antes mencionado, en virtud de las normas que establecen los niveles de material particulado respirable MP10 como concentración de 24 horas, habría sido superada con largueza en los años 2001, 2002, 2003 y 2004.



Es muy importante que la Ministra Secretaria General de la Presidencia o la Directora Ejecutiva de la CONAMA expliciten por qué si los resultados de las mediciones revelaban que la norma primaria de calidad del aire para material particulado respirable se hallaba superada ya en 2001 y 2002, tal declaración no se hizo en esos años.



Aún más, el órgano contralor expresa que la medida anual de material particulado respirable ya estaba claramente sobrepasada en los años 2002, 2003 y 2004.



Por lo tanto, hay un segundo problema acerca del tema en cuestión. 



El primero de ellos dice relación al impacto social que tendrá esta medida en materia de nuevos proyectos que, sin duda, se verán enfrentados a una barrera de entrada ante la cual será preciso contar con un plan para evitar el aumento de cesantía. 



En segundo término, es preciso que las autoridades de los organismos ambientales de nuestro país señalen por qué si las mediciones eran claras y efectivas, como ellos mismos las hicieron llegar mediante el decreto Nº 41 a la Contraloría General de la República, y demostraban que a partir de 2001 la norma estaba siendo transgredida en los hechos, no hubo declaración de zona latente ni saturada, que es, según el dictamen del órgano contralor,  la que correspondería aplicar.



Las normas ambientales están para cumplirlas. Por lo tanto, si la COREMA tiene esa función, y con sus propias mediciones demuestra que en los años 2001, 2002, 2003 la norma primaria de calidad del aire ya estaba claramente superada, debe haber a lo menos una explicación acerca de las razones por las cuales no adoptó una decisión, no informó a la autoridad y no se dictó el decreto en su oportunidad, sino que recién se hizo en marzo de 2006.





Por eso, respecto de este punto, pido oficiar al Ministerio Secretaría General de la Presidencia y a la Dirección Ejecutiva de la CONAMA.



En tercer lugar, deseo saber si existe al interior de los organismos ambientales una discusión sobre las normas de calidad del aire que hoy rigen en la materia, toda vez que el 11 de septiembre de 2001 -el mismo día del atentado a las Torres Gemelas- se dictó el decreto Nº 45 del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que elevó la rigurosidad de las mediciones de la norma primaria, como concentración de 24 horas y como concentración anual, lo cual ha hecho que en la actualidad un conjunto de ciudades estén cerca de ser declaradas zonas latentes o zonas saturadas.



El mejor ejemplo de ello es el decreto referido a la Octava Región que declara como zona latente a Hualqui, una comuna rural que, a ojo de buen vecino y sin ser experto en la materia, carece de toda contaminación. Nadie podría decir –se halla presente en la Sala el Honorable señor Navarro, quien representa a esa localidad en la Cámara Alta- que ella contamina. Sin embargo, va a ser declarada zona latente.



Lo mismo ocurre con la comuna de Lota -que se halla en mi circunscripción electoral-, donde no existe actividad alguna de carácter industrial.



Hoy esa ciudad se encamina hacia actividades de carácter turístico y de servicios. No obstante, también será declarada zona latente, lo cual generará una dificultad adicional en lo que respecta a programas de empleo y a materias de índole social, que se canalizan a través de proyectos.



Sólo un ejemplo, señor Presidente: en la actualidad, un programa habitacional para trescientas viviendas, que corresponde a los que se realizan mediante planes sociales, al no haber declaración de zona latente, no necesita un estudio de impacto ambiental, ya que se supone que esa tarea la asume el plano regulador. Pero al existir dicha declaración requerirá de tal análisis. Por lo tanto, a lo menos, implicará un retraso en la inversión.



¿Y a qué lugares afectará más? A comunas como las mencionadas: Lota, Tomé, Hualqui, etcétera, donde el mercado habitacional no se halla ampliamente desarrollado.



En consecuencia, acerca del tema que he planteado, hay tres aspectos que precisar.



El primero se refiere a qué va a hacer la autoridad ante el decreto Nº 41, del cual se tomó razón el 17 de mayo pasado, para que las cifras de cesantía no se disparen. En esto, resulta fundamental que la intendencia regional y las autoridades del gobierno central señalen cómo se va a enfrentar esa situación de carácter social.



El segundo dice relación a que la CONAMA y el Ministerio Secretaría General de la Presidencia expliquen por qué, si ya la norma primaria fue sobrepasada los años 2001, 2002, 2003 y 2004, recién en el 2006 se emite el decreto en comento; por qué no se dictó oportunamente antes, en el entendido de que si se hubiera hecho, a lo mejor no habríamos llegado a situaciones más graves en materia ambiental.



Y el tercero tiene que ver con proponer una discusión sobre el decreto Nº 45, publicado en el Diario Oficial de 11 de septiembre de 2001, acerca de la norma primaria para material particulado MP 10, como concentración de 24 horas y como concentración anual, disposiciones que, a nuestro juicio, resultan extraordinariamente rigurosas, estrictas, y hacen que muchas ciudades, incluso de zonas rurales, se hallen en una situación como la que he descrito, lo cual demuestra el excesivo rigor de normas que no representan adecuadamente la realidad del país.



He dicho.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del Senador, conforme al Reglamento.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Por haberse cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 18:56.

Manuel Ocaña Vergara,







Jefe de la Redacción
ANEXOS
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LEGISLATURA NÚMERO 354

SESION 24ª, ORDINARIA, EN MARTES 20 DE JUNIO DE 2.006



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Frei.



Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei, y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Asisten, asimismo, el señor Ministro del Interior, don Andrés Zaldívar, la señora Subsecretaria de Hacienda, doña María Olivia Recart y el señor Fiscal de la Unidad de Análisis Financiero, don Alvaro Del Barrio.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________________

ACTAS



Las actas de las sesiones vigésima segunda, ordinaria, de 13 de junio de 2006, y vigésima tercera, ordinaria de 14 de junio de 2006, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

___________________________

CUENTA

Mensajes



Ocho de Su Excelencia la señora Presidenta de la República:



Con los dos primeros, retira la urgencia y la hace presente, nuevamente, para el despacho de los asuntos que a continuación se indican, en el carácter que en cada caso se señala:



1) En el carácter de “discusión inmediata”, respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que prorroga la vigencia del mecanismo de estabilización de precios de combustibles derivados del petróleo, establecido en la ley N° 20.063, con las modificaciones que indica (Boletín N° 4.227-08), y



2) En el carácter de “suma”, respecto del proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Navarro, Girardi y Letelier, que permite conceder la libertad condicional a condenados por conductas terroristas y otros delitos, en causas relacionadas con reivindicaciones violentas de derechos consagrados en la ley N° 19.253 (Boletín N° 4.188-07).



-- Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con el tercero, hace presente la urgencia, en el carácter de “simple”, respecto del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea el Ministerio de Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención del Consumo y Tráfico de Drogas (Boletín N° 4.248-06).



-- Se tiene presente la urgencia y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con el cuarto, retira la urgencia que hiciera presente para el despacho del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 17.997, Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín N° 4.059-07).



-- Queda retirada la urgencia y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con el quinto, formula observaciones al proyecto de ley sobre el trabajo en régimen de subcontratación, el funcionamiento de las empresas de servicios transitorios y el contrato de trabajo de servicios transitorios (Boletín Nº 2.943-13).



-- Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



Con el sexto, inicia un proyecto de ley que otorga beneficios a deudores de crédito universitario que indica, por la prestación de servicios remunerados en las comunas de menor desarrollo del país (Boletín N° 4.237-04). 



-- Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, y a la Comisión de Hacienda.



Con el séptimo, inicia un proyecto de reforma constitucional que modifica las bases del sistema electoral (Boletín N° 4.245-07).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con el octavo, inicia un proyecto de ley que crea el Ministerio de Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención del Consumo y Tráfico de Drogas (con urgencia calificada de “simple”) (Boletín N° 4.248-06).



-- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, a la de Defensa Nacional y a la de Hacienda, en su caso.

Oficios



Tres de Su Excelencia la señora Presidenta de la República:



Con el primero, solicita el acuerdo del Senado para designar como miembro del Consejo Directivo de la Academia Judicial a don Humberto Nogueira Alcalá (con la urgencia a que se refiere el N° 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental) (Boletín N° S 865-05).  



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con el segundo, solicita el acuerdo del Senado para designar como miembro del Directorio del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes a doña Cecilia García-Huidobro Modorer (con la urgencia a que se refiere el N° 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental) (Boletín N° S 866-05).



-- Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



Con el tercero, solicita el acuerdo del Senado para designar como miembro del Directorio de Televisión Nacional de Chile, a don Ignacio Walker Prieto (con la urgencia a que se refiere el N° 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental) (Boletín N° S 867-05).



-- Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



Tres de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, informa que ha dado su aprobación a las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de ley que crea nuevos escalafones en las Plantas de la Policía de Investigaciones de Chile (Boletín N° 4.001-02).



-- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto a sus antecedentes.



Con el segundo, comunica que ha dado su aprobación al proyecto de ley que concede una bonificación por retiro voluntario a los funcionarios municipales que indica (Boletín N° 4.064-05).



-- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, y a la Comisión de Hacienda, en su caso. 



Con el tercero, informa que ha dado su aprobación al proyecto de ley que prorroga la vigencia del mecanismo de estabilización de precios de combustibles derivados del petróleo, establecido en la ley N° 20.063, con las modificaciones que indica (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Boletín N° 4.227-08).



-- Pasa a las Comisiones de Minería y Energía y a la de Hacienda, unidas.



Dos del Excelentísimo Tribunal Constitucional, mediante los cuales informa de dos requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad presentados a tramitación ante dicho tribunal, correspondientes a los roles números 473-2006 y 502-2006, que han sido acogidos a tramitación, decretándose, en uno, notificar a los órganos constitucionales interesados y, en el segundo, remitir copia del mismo y de dicha resolución al Senado, a fin que en el plazo de diez días presente sus observaciones y acompañe los antecedentes que estime pertinentes.



-- Se manda acusar recibo y se remiten a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, a fin de agregarlos a los previamente enviados.



De la Excelentísima Corte Suprema, por medio del cual comunica que ha elegido como integrante del Tribunal Calificador de Elecciones al Ministro señor Alberto Chaigneau del Campo, en reemplazo del Ministro señor José Luis Pérez Zañartu.



-- Se toma conocimiento.



Tres del señor Ministro de Obras Públicas:



Con los dos primeros, contesta dos oficios remitidos en nombre del Honorable Senador señor García, sobre el estado de avance de diversos proyectos de inversión y de vialidad de la Región de La Araucanía.



Con el tercero, responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Larraín, sobre cronograma de obras consideradas para las provincias de Linares y Cauquenes.



Del señor Ministro de Agricultura, mediante el cual contesta un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Larraín, sobre fiscalización de la producción, elaboración y comercio de vinos en las comunas de San Javier y Villa Alegre.



Tres del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones:



Con los dos primeros, contesta dos oficios remitidos en nombre del Honorable Senador señor García, sobre exigencias para la aprobación de la revisión técnica respecto de vehículos que transitan en zonas rurales, y sobre la presentación que respecto de la materia realizara la Asociación Gremial de Camioneros de Loncoche; la Asociación de Buses Rurales de Loncoche, y los transportistas de dicha comuna.



Con el tercero, responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre accidentes de tránsito en que se han visto involucrados buses interprovinciales. 



Del señor Subsecretario del Interior, por medio del cual responde un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Espina, sobre inversión del Fondo Social para la Absorción de Cesantía en la Ilustre Municipalidad de Angol.



Del señor Subsecretario de Telecomunicaciones, mediante el cual contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Letelier, relativo a la revisión de normas sobre licitación de señales de frecuencia modulada en Regiones. 



Del señor Director Nacional del Instituto de Desarrollo Agropecuario, por medio del cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Espina, sobre la situación crediticia de cinco agricultores de la Comunidad Lolcura, de la comuna de Collipulli.



Del señor Director General, Subrogante, de la Policía de Investigaciones de Chile, mediante el cual contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Espina, sobre dotación de personal en las comunas de Lautaro, Galvarino y Perquenco.



Del señor Vicepresidente Ejecutivo de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional, por medio del cual contesta un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Romero, sobre problemas en la tramitación de las pensiones de retiro.



De la señora Secretaria Regional Ministerial de Educación de la Región de La Araucanía, mediante el cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Espina, sobre la entrega de textos escolares a las escuelas de la comuna de Collipulli.



Del señor Fiscal Regional de Aysén por medio del cual contesta un oficio enviado en nombre de los Honorables Senadores señores Espina y Horvath, sobre los delitos de robo cometidos durante el año 2005. 



Del señor Director del Servicio de Salud Araucanía Sur, mediante el cual responde un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Espina, sobre falta de agua potable en la Posta de Coihueco, de la comuna de Lautaro.



Del señor Presidente del Juzgado de Familia de Copiapó y del señor Administrador del Juzgado de Familia de Vallenar, por medio de los cuales contestan dos oficios remitidos en nombre de los Honorables Senadores señores Espina y Prokurica, sobre el trámite de causas ingresadas a sus respectivos tribunales entre el 1 de octubre de 2005 y 31 de marzo de 2006. 



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Declaración de inadmisibilidad



Moción de los Honorables Senadores señores Kuschel, Longueira, Orpis y Prokurica, con la que presentan un proyecto de ley que modifica la forma de determinar el impuesto a las gasolinas para neutralizar el aumento de recaudación fiscal por su mayor valor.



-- Se declara inadmisible en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 65 de la Carta Fundamental y por corresponder a materias de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme a lo dispuesto en el inciso tercero y en el N° 1 del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República. 

o o o

 

Durante la sesión, se agrega a la cuenta el siguiente asunto:

Proyecto de Acuerdo

 

De los Honorables Senadores señores Allamand, Cantero, Chadwick y Larraín, mediante el cual proponen solicitar al señor Ministro de Educación revocar la decisión adoptada por la Secretaría de Estado a su cargo, en orden a marginar al país de la Prueba TIMSS 207 y disponer las medidas que permitan a Chile participar en esta medición (Boletín N° S 868-12).

 

-- Queda para el tiempo de votaciones de la próxima sesión ordinaria.

____________________



El señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Prokurica, quien le solicita recabe el asentimiento de la Sala con el objeto de remitir un oficio a S. E. la Presidenta de la República para que, si lo tiene a bien, se sirva considerar la posibilidad de presentar a tramitación legislativa un proyecto de ley que recoja las ideas de la Moción que presentara en conjunto con los Honorables Senadores señores Kuschel, Longueira y Orpis, relativa a la modificación de la forma de determinar el impuesto a las gasolinas para neutralizar el aumento de recaudación fiscal por su mayor valor, que fue declarada inadmisible por contener materias que son propias de la iniciativa legal exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República.



La Sala acuerda el envío del oficio correspondiente, en nombre de los Comités Partido Renovación Nacional e Independiente y Partido Unión Demócrata Independiente.
____________________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General informa que los Comités, en sesión de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:



1) Tratar, en Fácil Despacho de la sesión ordinaria de mañana, si estuvieren despachadas por la Comisiones respectivas, sendas solicitudes de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, en orden a  obtener el acuerdo del Senado para:



a) Designar como miembro del Consejo Directivo de la Academia Judicial, a don Humberto Nogueira Alcalá (con la urgencia a que se refiere el número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental) (Boletín N° S 865-05).



b) Designar como miembro del Directorio del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, a doña Cecilia García-Huidobro Modorer (con la urgencia a que se refiere el número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental) (Boletín N° S 866-05).



Asimismo, autorizar a las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, en el caso del literal a), y de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, en el caso de la letra b), para emitir sus informes oralmente, si fuere necesario.



2) Citar a sesión especial, para el día de mañana, a las 15:45 horas, a fin de tratar la solicitud de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, para designar como miembro del Directorio de Televisión Nacional de Chile, a don Ignacio Walter Prieto (con la urgencia a que se refiere el número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental) (Boletín N° S 867-05), facultando a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, para informar oralmente, si fuere necesario.



3) Tratar y despachar, en la sesión ordinaria del día de mañana, el proyecto de la ley de la Honorable Cámara de Diputados que prorroga la vigencia del mecanismo de estabilización de precios de combustibles derivados del petróleo, establecido en la ley N° 20.063, con las modificaciones que indica (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Boletín N° 4.227-08), con informe oral de las Comisiones de Hacienda y de Minería y Energía, unidas, si fuere necesario.



4) Abrir un nuevo plazo para presenta indicaciones, hasta el día lunes 3 de julio próximo, a las 12:00 horas, respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 17.997, Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional (Boletín N° 4.059-07).

________________



El señor Presidente otorga el uso de la palabra al Honorable Senador señor Muñoz Barra, quien informa a la Sala sobre la determinación que adoptó la Comisión de Relaciones Exteriores, por la unanimidad de sus integrantes, respecto de una invitación formulada por la Comisión de Relaciones Exteriores de la Cámara de Senadores y por la Comisión Política Internacional de la Cámara de Diputados, ambas del Congreso Boliviano, dando lectura a una declaración emitida por dicha Comisión sobre la materia.

________________



Luego, el señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Novoa, el que respecto del proyecto signado con el número 2 del Orden del Día, le solicita recabe el asentimiento unánime de la Sala, en orden a tratarlo, en el primer lugar y como si fuere de Fácil Despacho.



Consultada la Sala, se accede a lo solicitado.

________________



A continuación, el señor Presidente otorga el uso de la palabra al Honorable Senador señor Arancibia, quien le solicita recabe la unanimidad de la Sala con el objeto de tratar en Tabla de Fácil Despacho de la sesión ordinaria del día de mañana el proyecto, en tercer trámite constitucional, que modifica la ley Nº 18.892, General de Pesca y Acuicultura, con la finalidad de prohibir o regular, en su caso, la importación o cultivo de especies hidrobiológicas modificadas (Boletín Nº 2.753-03).



La Sala acuerda incorporar dicha iniciativa en la Tabla de Fácil Despacho de la sesión ordinaria siguiente, una vez dado cuenta del informe correspondiente.

ORDEN DEL DIA

Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que amplía el plazo para reclamar por el avalúo de 

bienes raíces no agrícolas



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia, como si fuera de Fácil Despacho, en conformidad al acuerdo adoptado precedentemente por la Sala.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que amplía el plazo para reclamar por el avalúo de bienes raíces no agrícolas, correspondiente al Boletín Nº 4.134-05.



Agrega el señor Secretario General que la Honorable Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, aprobó el proyecto despachado por el Senado, con la siguiente enmienda:

Artículo único


Ha reemplazado la expresión “30 de junio de 2006.”, por “último día del mes siguiente al de la publicación de la presente ley.”.

- - -



En discusión, ningún señor Senador hace uso de la palabra.



Cerrado el debate y puesta en votación la enmienda realizada por la Honorable Cámara de Diputados, es aprobada por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes. 



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Congreso Nacional es el siguiente

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Sólo para los efectos de lo dispuesto en la ley N° 20.002, el plazo de reclamación de los avalúos de bienes raíces no agrícolas se extenderá hasta el último día del mes siguiente al de la publicación de la presente ley.”.
________________

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que modifica la ley Nº 19.913, que creó la Unidad de Análisis Financiero, con segundo informe de la Comisión de Constitución, 

Legislación, Justicia y Reglamento



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.913, que creó la Unidad de Análisis Financiero, con segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, correspondiente al Boletín Nº 3.626-07, para cuyo despacho S. E. la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “simple”.



Previene el señor Secretario General que el informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento deja constancia que el párrafo segundo de la letra b) que el Nº 1 del artículo 1º del proyecto agrega al artículo 2º de la ley Nº 19.913 y el artículo 24, nuevo, incorporado a esta misma ley mediante el Nº 8 del artículo 1º de la iniciativa de ley, deben ser aprobados con rango orgánico constitucional, de conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 77 de la misma Carta Fundamental. Asimismo, expresa que el Senado, por oficio Nº 25.826, de 30 de agosto de 2005, remitió este proyecto a la Corte Suprema, en cumplimiento de lo preceptuado por los artículos 77 de la Ley Fundamental y 16 de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, respondiendo el Máximo Tribunal mediante el oficio Nº 126, de fecha 11 de octubre de 2005.



El señor Secretario General manifiesta que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento efectuó una serie de modificaciones al proyecto aprobado en general, las que fueron acordadas por unanimidad.



Agrega que, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento deja constancia de lo siguiente:

 

1.- Normas del proyecto que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: los números 2, 3, 4 y 7 del artículo 1º.

 

2.- Indicaciones aprobadas: la Nº 4 y la Nº 2) del oficio Nº 139-354.

 

3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: la Nº 3 y la Nº 1) del oficio Nº 139-354.

 

4.- Indicaciones rechazadas: no hay.

 

5.- Indicaciones declaradas inadmisibles: la Nº 1.

 

6.- Indicaciones retiradas: la Nº 2.

- - -



El señor Secretario General hace presente que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento somete a consideración de la Sala el proyecto aprobado en general, con las siguientes modificaciones:

Artículo 1º

Nº 1



- Reemplazar, en el párrafo segundo de la letra b) propuesta, la frase: “La resolución que rechace la solicitud será someramente fundada y la Unidad de Análisis Financiero podrá apelar de ella.”, por la siguiente: “Tanto la solicitud de antecedentes amparados por el secreto o reserva que haga la Unidad, como la resolución del tribunal, deberán fundarse en hechos específicos que las justifiquen, de los que se dejará expresa constancia en ambos documentos. Si la petición es rechazada, la Unidad de Análisis Financiero podrá apelar.”.
Nº 5



- Sustituirlo por el que sigue:



“5.- Agrégase al artículo 6º el siguiente inciso segundo:



“Igual prohibición regirá para quienes sean requeridos en conformidad a la letra b) del artículo 2°, y para las personas que presten servicios a cualquier título a las personas e instituciones aludidas en el inciso anterior, que hayan tenido conocimiento de la circunstancia de haberse requerido o remitido información a la Unidad de Análisis Financiero.”.

Nº 6



- Intercalar, entre las expresiones “Unidad,” y “destruyan”, la palabra “maliciosamente”.

Nº 8



- Reemplazarlo por el siguiente:



“8.- Intercálase, a continuación del artículo 18, el siguiente Título II, pasando el actual a ser Título III, corrigiéndose según corresponda la numeración de sus artículos:

“TITULO II

De las infracciones y sanciones



Artículo 19.- Las personas naturales o jurídicas que no cumplan con las obligaciones o deberes contenidos en esta ley, serán sancionadas por el Director de la Unidad, tomando en especial y estricta consideración la capacidad económica del infractor, como asimismo la  gravedad y las consecuencias del hecho u omisión realizada, de acuerdo a las siguientes normas: 


a) Serán infracciones leves el no dar cumplimiento a las instrucciones impartidas por la Unidad de Análisis Financiero en virtud del artículo 2º letra f) de esta ley; 


b) Serán infracciones menos graves las contravenciones a lo dispuesto en los artículos 4° y 5° de esta ley;


c) Serán infracciones graves el no dar cumplimiento a las obligaciones contenidas en los artículos 2º letra b)  y 3º de esta ley.


Artículo 20.- La comisión de las infracciones descritas en el artículo anterior estará sujeta a las sanciones que se señalan a continuación, de acuerdo a la gravedad y reiteración de los hechos materia de la infracción cometida:


1.- Sanciones por infracciones leves:


a) Amonestación, y


b) Multa a beneficio fiscal hasta por un monto equivalente a 800 Unidades de Fomento.


Para la aplicación de esta sanción, se deberá acreditar por la Unidad de Análisis Financiero que el infractor tenía conocimiento de la instrucción incumplida.


2.- Sanciones por infracciones menos graves:


a) Amonestación, y


b) Multa a beneficio fiscal hasta por un monto equivalente a 3.000 Unidades de Fomento. 


En el caso del incumplimiento de la obligación contenida en el artículo 4º, se tomará en especial consideración, además, el monto de los valores no declarados, no pudiendo en caso alguno, la multa superar el treinta por ciento de éstos.


3.- Sanciones por infracciones graves:


a) Amonestación, y 


b) Multa a beneficio fiscal por un monto que no podrá exceder de 5.000 Unidades de Fomento.


Tratándose de infracciones reiteradas, cualquiera sea su naturaleza, podrá aplicarse una multa de hasta tres veces el monto señalado. Se entenderá que hay reiteración, cuando se cometan dos o más infracciones de la misma naturaleza entre las cuales no medie un período superior a doce meses.


Artículo 21.- En el caso que la infracción haya sido cometida por una persona jurídica, las sanciones señaladas en el artículo precedente podrán, además, ser aplicadas a sus directores o representantes legales y que hayan concurrido con su voluntad a la materialización de la infracción. 


Artículo 22.- Los procedimientos administrativos para la aplicación de las sanciones administrativas previstas en este Título, se sujetarán a las siguientes reglas:


1.- El procedimiento se iniciará con una formulación precisa de los cargos, que señalará una descripción de los hechos que se estimen constitutivos de infracción y la fecha de su verificación, la norma eventualmente infringida y la disposición que establece la infracción, la sanción asignada y el plazo para formular descargos.


2.- La notificación de la resolución que da inicio al procedimiento administrativo descrito en este artículo se efectuará personalmente, de conformidad con las normas pertinentes del Código de Procedimiento Civil, entregándose copia íntegra al presunto infractor o a su representante legal, y podrá practicarse tanto en el domicilio que tenga registrado en la Unidad o en aquel que ejerza su profesión o industria, en el que haya designado ante el Servicio de Aduanas cuando corresponda, en las dependencias de la Unidad, o en cualquier lugar de acceso público. 


La notificación personal será practicada por un funcionario de la Unidad, designado al efecto por el Director de la Unidad de Análisis Financiero, y que tendrá carácter de ministro de fe. 


3.- Las demás notificaciones que tengan lugar en el procedimiento se efectuarán por escrito, mediante carta certificada dirigida al domicilio del requerido registrado en la Unidad o en aquel que ejerza su profesión o industria, o en el caso de las personas indicadas en el artículo 4°, en el designado ante el Servicio de Aduanas. Las notificaciones se entenderán practicadas a contar del quinto día siguiente a su recepción en la oficina de correos que corresponda.


4.- El requerido tendrá un plazo de diez días hábiles, contado desde la notificación, para contestar los cargos.


5.- Recibidos los descargos o transcurrido el plazo otorgado para ello, se abrirá un término probatorio de ocho días.


La Unidad dará lugar a las medidas o diligencias probatorias que solicite el requerido en sus descargos, siempre que resulten pertinentes y conducentes. En caso contrario, las rechazará mediante resolución motivada.


6.- Los hechos investigados y las responsabilidades de los infractores podrán acreditarse mediante cualquier medio de prueba admisible en derecho, los que se apreciarán de acuerdo a las reglas de la sana crítica.


7.- La resolución que ponga fin al procedimiento sancionatorio será fundada y resolverá todas las cuestiones planteadas en el expediente, pronunciándose sobre cada una de las alegaciones y defensas del supuesto infractor, y contendrá la declaración de la sanción que le imponga o su absolución. Esta resolución deberá dictarse dentro de los diez días siguientes a aquél en que se haya evacuado la última diligencia ordenada en el expediente.


8.- La resolución que aplique sanciones deberá indicar los recursos administrativos y judiciales que procedan contra ella en conformidad con esta ley, los órganos ante los que deban presentarse y el plazo para interponerlos.


Artículo 23.- En contra de las resoluciones de la Unidad que apliquen sanciones, se podrá interponer el recurso de reposición establecido en el artículo 59 de la ley Nº 19.880, dentro del plazo de cinco días, contado desde la notificación de la sanción. La Unidad dispondrá de diez días para resolver. 


La interposición de este recurso suspenderá el plazo para deducir el reclamo de ilegalidad a que se hace referencia en el artículo siguiente.


Artículo 24.- Los afectados por resoluciones de la Unidad que se originen en el procedimiento sancionatorio reglado en esta ley, que estimen que éstas no se ajustan a derecho, podrán deducir reclamo en contra de las mismas, dentro del plazo de diez días, contado desde la notificación del acto, ante la Corte de Apelaciones correspondiente al domicilio del sancionado.


Las sanciones que impongan multa serán siempre reclamables y no serán exigibles mientras no esté vencido el plazo para interponer la reclamación, o ésta no haya sido resuelta.


Una vez acogida a tramitación, la Corte de Apelaciones dará traslado de la reclamación a la Unidad, otorgándole un plazo de diez días para formular sus observaciones, contado desde que se notifique la reclamación interpuesta.


Evacuado el traslado por la Unidad, o vencido el plazo de que dispone para formular observaciones, el tribunal ordenará traer los autos en relación y la causa se agregará extraordinariamente a la tabla de la audiencia más próxima, previo sorteo de la Sala. 


La Corte podrá, si lo estima pertinente, abrir un término probatorio que no podrá exceder de siete días, y deberá escuchar los alegatos de las partes si una de éstas los pide.


La Corte dictará sentencia dentro del término de quince días.


Contra la resolución de la Corte de Apelaciones se podrá apelar ante la Corte Suprema, dentro del plazo de diez días, la que conocerá en la forma prevista en los incisos anteriores. 


Artículo 25.- La Unidad comunicará la aplicación de las sanciones una vez ejecutoriadas, a la Tesorería General de la República y al organismo que tenga la superintendencia de las entidades infractoras, si lo hubiere. 


Artículo 26.- Los plazos administrativos establecidos en este Título son de días hábiles, entendiéndose que son inhábiles los días sábado, domingo y festivos.”.”.

Nº 9



- Sustituir los guarismos “26” y “27”, este último la segunda vez que aparece mencionado, por “27” y “28”, respectivamente.

Nº 10



- Introducirle las siguientes modificaciones:



a) Sustituir su encabezado por el siguiente: “10.- Incorpórase el siguiente artículo 33 bis, nuevo:”.

b) Reemplazar, en el artículo propuesto, el guarismo “33” por “33 bis”, y la referencia a los artículos “26 y 27”, por otra, a los artículos “27 y 28”.

Artículo 2º



- Reemplazar, en el párrafo propuesto, la referencia a los artículos “26 y 27”, por otra, a los artículos “27 y 28”.



- Suprimir, en el párrafo propuesto, lo preceptuado a partir de la expresión “garantía,” y reemplazarlo por el texto que sigue: “otorgada por resolución fundada dictada en conformidad con el artículo 236 del Código Procesal Penal, podrá requerir la entrega de todo antecedente relacionado con cuentas corrientes bancarias, incluidos, entre otros, sus movimientos completos, saldos, estados de situación y demás antecedentes presentados para su apertura, de personas, comunidades, entidades o asociaciones de hecho que sean objeto de la investigación.”.
Artículo 3º



- Reemplazar, en el inciso propuesto, la referencia a los artículos “26 y 27”, por otra, a los artículos “27 y 28”.



- Reemplazar, en el inciso propuesto, lo preceptuado a partir de la expresión “garantía,”, por lo siguiente: “otorgada por resolución fundada dictada en conformidad con el artículo 236 del Código Procesal Penal, podrán requerir la entrega de todos los antecedentes o copias de documentos sobre depósitos, captaciones u otras operaciones de cualquier naturaleza, de personas, comunidades, entidades o asociaciones de hecho que sean objeto de la investigación.”.
- - -



El señor Presidente solicita el asentimiento unánime de la Corporación para que puedan ingresar a la Sala la señora Subsecretaria de Hacienda y el señor Fiscal de la Unidad de Análisis Financiero.



Así se acuerda.

- - -



Inmediatamente, el señor Presidente, de conformidad con lo dispuesto en el inciso primero del artículo 124 del Reglamento de la Corporación, anuncia que dará por aprobadas las disposiciones del proyecto de ley que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones en el segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, esto es, los números 2, 3, 4 y 7 del artículo 1º, salvo que algún señor Senador, con el acuerdo unánime de los señores Senadores presentes, solicite someter a discusión y votación los preceptos indicados.



Quedan en consecuencia, aprobadas las referidas disposiciones.

- - -



A continuación, el señor Presidente, en aplicación de lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 133 del Reglamento de la Corporación, anuncia que se votarán sin debate las enmiendas despachadas por unanimidad, salvo que algún señor Senador manifieste su intención de discutir la proposición de la Comisión.



El señor Secretario General señala que el párrafo segundo de la letra b) que el Nº 1 del artículo 1º del proyecto agrega al artículo 2º de la ley Nº 19.913 y el artículo 24, nuevo, incorporado a esta misma ley mediante el Nº 8 del artículo 1º de la iniciativa de ley, tienen rango de normas orgánico constitucionales.



Puestas en votación las referidas enmiendas, son aprobadas por 29 votos a favor, de un total de 38 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta manera, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto despachado por el Senado es el siguiente

PROYECTO DE LEY:

 

“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.913, que creó la Unidad de Análisis Financiero:



1.- Incorpórase, en el inciso primero del artículo 2°, la siguiente letra b), pasando las actuales letras b) a g), a ser letras c) a h), respectivamente:



“b) Solicitar a cualquiera de las personas naturales o jurídicas contempladas en el artículo 3° de esta ley, los antecedentes que con ocasión de la revisión de una operación sospechosa previamente reportada a la Unidad o detectada por ésta en ejercicio de sus atribuciones, resulten necesarios y conducentes para desarrollar o completar el análisis de dicha operación y los que deba recabar de conformidad con la letra g) del presente artículo. Las personas requeridas estarán obligadas a proporcionar la información solicitada, en el término que se les fije.



Si los antecedentes a que se refiere este literal estuvieren amparados por el secreto o reserva, o deban requerirse a una persona no contemplada en el artículo 3° de esta ley, la solicitud deberá ser autorizada previamente por el ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago, que el Presidente de dicha Corte designe por sorteo en el acto de hacerse el requerimiento. El ministro resolverá de inmediato, sin audiencia ni intervención de terceros. Tanto la solicitud de antecedentes amparados por el secreto o reserva que haga la Unidad, como la resolución del tribunal, deberán fundarse en hechos específicos que las justifiquen, de los que se dejará expresa constancia en ambos documentos. Si la petición es rechazada, la Unidad de Análisis Financiero podrá apelar. La apelación será conocida en cuenta y sin más trámite por la sala de cuentas de la mencionada Corte, tan pronto se reciban los antecedentes. El expediente se tramitará en forma secreta y será devuelto íntegramente a la Unidad, fallado que sea el recurso.



El otorgamiento de los antecedentes requeridos de conformidad a esta letra será gratuito y libre de toda clase de derechos e impuestos.



No quedarán sometidas a lo dispuesto en el presente literal, las personas que no están obligadas a declarar por razones de secreto, únicamente en aquello que se refiera a éste, en los términos que señala el artículo 303 del Código Procesal Penal.”.



2.- Agréganse, en el inciso primero del artículo 2º, los siguientes literales i) y j):



“i) Acceder, en la forma en que se convenga con el jefe superior de la entidad respectiva, a las informaciones y antecedentes existentes en las bases de datos de los organismos públicos que, con ocasión de la revisión de una operación sospechosa previamente reportada a la Unidad o detectada por ésta en ejercicio de sus atribuciones, resulten necesarios y conducentes para desarrollar o completar el análisis de dicha operación y a los que deba recabar de conformidad con la letra g) de este artículo. En el caso que algún antecedente se encuentre amparado por el secreto o reserva, se aplicará lo dispuesto en segundo párrafo del literal b) de este artículo.



j) Imponer las sanciones administrativas que establece esta ley.”.



3.- Modifícase el inciso primero del artículo 3°, del siguiente modo:



a) Reemplázase la expresión “los representantes legales de zonas francas”, por “las sociedades administradoras y los usuarios de zonas francas”.



b) Suprímese la palabra “generales” entre las expresiones “los agentes” y “de aduana”.



c) Sustitúyese la conjunción “y” que separa las expresiones “los notarios” y “los conservadores” por un punto y coma (;), e intercálese a continuación de esta última expresión, la frase “las administradoras de fondos de pensiones, y las sociedades anónimas deportivas profesionales, regidas por la ley N° 20.019”.



4.- Intercálase, en el inciso primero del artículo 4°, entre las expresiones “al portador,” y “hacia el país”, las palabras “desde y”; y sustitúyese en el mismo inciso, la expresión “las cuatrocientas cincuenta unidades de fomento” por “los diez mil dólares de los Estados Unidos de América”.



5.- Agrégase al artículo 6º el siguiente inciso segundo:



“Igual prohibición regirá para quienes sean requeridos en conformidad a la letra b) del artículo 2°, y para las personas que presten servicios a cualquier título a las personas e instituciones aludidas en el inciso anterior, que hayan tenido conocimiento de la circunstancia de haberse requerido o remitido información a la Unidad de Análisis Financiero.”.



6.- Agrégase, en el artículo 7°, el siguiente inciso segundo:



“La misma pena se aplicará a quienes, estando obligados de conformidad a esta ley a proporcionar información a la Unidad, maliciosamente destruyan, alteren u oculten los antecedentes o documentos que deban entregar, o entreguen antecedentes o documentos falsos.”.



7.- Incorpórase, en el artículo 13, el siguiente inciso segundo, pasando los actuales incisos segundo y siguientes, a ser tercero y siguientes:



“Lo previsto en el inciso anterior no obsta a la facultad del Director para dar a conocer o proporcionar información global y no personalizada, para fines exclusivamente estadísticos o de gestión.”.



8.- Intercálase, a continuación del artículo 18, el siguiente Título II, pasando el actual a ser Título III, corrigiéndose según corresponda la numeración de sus artículos:
“TITULO II

De las infracciones y sanciones



Artículo 19.- Las personas naturales o jurídicas que no cumplan con las obligaciones o deberes contenidos en esta ley, serán sancionadas por el Director de la Unidad, tomando en especial y estricta consideración la capacidad económica del infractor, como asimismo la  gravedad y las consecuencias del hecho u omisión realizada, de acuerdo a las siguientes normas: 


a)
Serán infracciones leves el no dar cumplimiento a las instrucciones impartidas por la Unidad de Análisis Financiero en virtud del artículo 2º letra f) de esta ley; 


b)
Serán infracciones menos graves las contravenciones a lo dispuesto en los artículos 4° y 5° de esta ley;


c)
Serán infracciones graves el no dar cumplimiento a las obligaciones contenidas en los artículos 2º letra b) y 3º de esta ley.


Artículo 20.- La comisión de las infracciones descritas en el artículo anterior estará sujeta a las sanciones que se señalan a continuación, de acuerdo a la gravedad y reiteración de los hechos materia de la infracción cometida:


1.-
Sanciones por infracciones leves:


a)
Amonestación, y


b)
Multa a beneficio fiscal hasta por un monto equivalente a 800 Unidades de Fomento.


Para la aplicación de esta sanción, se deberá acreditar por la Unidad de Análisis Financiero que el infractor tenía conocimiento de la instrucción incumplida.


2.-
Sanciones por infracciones menos graves:


a)
Amonestación, y


b)
Multa a beneficio fiscal hasta por un monto equivalente a 3.000 Unidades de Fomento. 


En el caso del incumplimiento de la obligación contenida en el artículo 4º, se tomará en especial consideración, además, el monto de los valores no declarados, no pudiendo en caso alguno, la multa superar el treinta por ciento de éstos.


3.-
Sanciones por infracciones graves:


a)
Amonestación, y 


b)
Multa a beneficio fiscal por un monto que no podrá exceder de 5.000 Unidades de Fomento.


Tratándose de infracciones reiteradas, cualquiera sea su naturaleza, podrá aplicarse una multa de hasta tres veces el monto señalado. Se entenderá que hay reiteración, cuando se cometan dos o más infracciones de la misma naturaleza entre las cuales no medie un período superior a doce meses.


Artículo 21.- En el caso que la infracción haya sido cometida por una persona jurídica, las sanciones señaladas en el artículo precedente podrán, además, ser aplicadas a sus directores o representantes legales y que hayan concurrido con su voluntad a la materialización de la infracción. 


Artículo 22.- Los procedimientos administrativos para la aplicación de las sanciones administrativas previstas en este Título, se sujetarán a las siguientes reglas:


1.- El procedimiento se iniciará con una formulación precisa de los cargos, que señalará una descripción de los hechos que se estimen constitutivos de infracción y la fecha de su verificación, la norma eventualmente infringida y la disposición que establece la infracción, la sanción asignada y el plazo para formular descargos.


2.- La notificación de la resolución que da inicio al procedimiento administrativo descrito en este artículo se efectuará personalmente, de conformidad con las normas pertinentes del Código de Procedimiento Civil, entregándose copia íntegra al presunto infractor o a su representante legal, y podrá practicarse tanto en el domicilio que tenga registrado en la Unidad o en aquel que ejerza su profesión o industria, en el que haya designado ante el Servicio de Aduanas cuando corresponda, en las dependencias de la Unidad, o en cualquier lugar de acceso público. 


La notificación personal será practicada por un funcionario de la Unidad, designado al efecto por el Director de la Unidad de Análisis Financiero, y que tendrá carácter de ministro de fe. 


3.- Las demás notificaciones que tengan lugar en el procedimiento se efectuarán por escrito mediante carta certificada dirigida al domicilio del requerido registrado en la Unidad o en aquel que ejerza su profesión o industria, o en el caso de las personas indicadas en el artículo 4°, en el designado ante el Servicio de Aduanas. Las notificaciones se entenderán practicadas a contar del quinto día siguiente a su recepción en la oficina de correos que corresponda.


4.- El requerido tendrá un plazo de diez días hábiles, contado desde la notificación, para contestar los cargos.


5.- Recibidos los descargos o transcurrido el plazo otorgado para ello, se abrirá un término probatorio de ocho días.


La Unidad dará lugar a las medidas o diligencias probatorias que solicite el requerido en sus descargos, siempre que resulten pertinentes y conducentes. En caso contrario, las rechazará mediante resolución motivada.


6.- Los hechos investigados y las responsabilidades de los infractores podrán acreditarse mediante cualquier medio de prueba admisible en derecho, los que se apreciarán de acuerdo a las reglas de la sana crítica.


7.- La resolución que ponga fin al procedimiento sancionatorio será fundada y resolverá todas las cuestiones planteadas en el expediente, pronunciándose sobre cada una de las alegaciones y defensas del supuesto infractor, y contendrá la declaración de la sanción que le imponga o su absolución. Esta resolución deberá dictarse dentro de los diez días siguientes a aquél en que se haya evacuado la última diligencia ordenada en el expediente.


8.- La resolución que aplique sanciones deberá indicar los recursos administrativos y judiciales que procedan contra ella en conformidad con esta ley, los órganos ante los que deban presentarse y el plazo para interponerlos.


Artículo 23.- En contra de las resoluciones de la Unidad que apliquen sanciones, se podrá interponer el recurso de reposición establecido en el artículo 59 de la ley Nº 19.880, dentro del plazo de cinco días, contado desde la notificación de la sanción. La Unidad dispondrá de diez días para resolver. 


La interposición de este recurso suspenderá el plazo para deducir el reclamo de ilegalidad a que se hace referencia en el artículo siguiente.


Artículo 24.- Los afectados por resoluciones de la Unidad que se originen en el procedimiento sancionatorio reglado en esta ley, que estimen que éstas no se ajustan a derecho, podrán deducir reclamo en contra de las mismas, dentro del plazo de diez días, contado desde la notificación del acto, ante la Corte de Apelaciones correspondiente al domicilio del sancionado.


Las sanciones que impongan multa serán siempre reclamables y no serán exigibles mientras no esté vencido el plazo para interponer la reclamación, o ésta no haya sido resuelta.


Una vez acogida a tramitación, la Corte de Apelaciones dará traslado de la reclamación a la Unidad, otorgándole un plazo de diez días para formular sus observaciones, contado desde que se notifique la reclamación interpuesta.


Evacuado el traslado por la Unidad, o vencido el plazo de que dispone para formular observaciones, el tribunal ordenará traer los autos en relación y la causa se agregará extraordinariamente a la tabla de la audiencia más próxima, previo sorteo de la Sala. 


La Corte podrá, si lo estima pertinente, abrir un término probatorio que no podrá exceder de siete días, y deberá escuchar los alegatos de las partes si una de éstas los pide.


La Corte dictará sentencia dentro del término de quince días.


Contra la resolución de la Corte de Apelaciones se podrá apelar ante la Corte Suprema, dentro del plazo de diez días, la que conocerá en la forma prevista en los incisos anteriores. 


Artículo 25.- La Unidad comunicará la aplicación de las sanciones una vez ejecutoriadas, a la Tesorería General de la República y al organismo que tenga la superintendencia de las entidades infractoras, si lo hubiere. 


Artículo 26.- Los plazos administrativos establecidos en este Título son de días hábiles, entendiéndose que son inhábiles los días sábado, domingo y festivos.”.


9.- Reemplázase, en los artículos 1º, 2º, 13, 23, 24, 25 y 27 de la ley Nº 19.913, la referencia a los artículos “19” y “20” por los guarismos “27” y “28”, según corresponda.


10.- Incorpórase el siguiente artículo 33 bis, nuevo:



“Artículo 33 bis.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 32, cuando en la investigación de los delitos contemplados en los artículos 27 y 28 de esta ley, tuviere lugar la entrega de los antecedentes o copias de documentos sujetos a secreto o reserva y no aparecieren antecedentes que permitieren desarrollar actividades conducentes al esclarecimiento de los hechos, no obstante lo previsto en el artículo 167 del Código Procesal Penal, el fiscal podrá archivar provisionalmente la investigación hasta que aparezcan mejores y nuevos antecedentes.”.



Artículo 2º.- Agrégase, en el inciso final del artículo 1° del decreto con fuerza de ley N° 707, de 1982, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley sobre Cuentas Corrientes Bancarias y Cheques, luego del punto aparte (.) que pasa a ser seguido(.), el siguiente párrafo:



“Asimismo, en las investigaciones seguidas por los delitos establecidos en los artículos 27 y 28 de la ley N° 19.913, el Ministerio Público, con autorización del juez de garantía, otorgada por resolución fundada dictada en conformidad con el artículo 236 del Código Procesal Penal, podrá requerir la entrega de todo antecedente relacionado con cuentas corrientes bancarias, incluidos, entre otros, sus movimientos completos, saldos, estados de situación y demás antecedentes presentados para su apertura, de personas, comunidades, entidades o asociaciones de hecho que sean objeto de la investigación.”.



Artículo 3º.- Agrégase, el siguiente inciso final, en el artículo 154 del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, que fija el texto refundido, sistematizado y concordado de la Ley General de Bancos:



“Con todo, en las investigaciones seguidas por los delitos establecidos en los artículos 27 y 28 de la ley N° 19.913, los fiscales del Ministerio Público, con autorización del juez de garantía, otorgada por resolución fundada dictada en conformidad con el artículo 236 del Código Procesal Penal, podrán requerir la entrega de todos los antecedentes o copias de documentos sobre depósitos, captaciones u otras operaciones de cualquier naturaleza, de personas, comunidades, entidades o asociaciones de hecho que sean objeto de la investigación.”.”.
______________________________



El señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día.

______________________________

TIEMPO DE VOTACIONES

Proyecto de acuerdo firmado por diversos señores Senadores mediante el cual se solicita a S. E. la señora Presidenta de la República que el satélite que nuestro país considera adquirir no tenga 

finalidades militares



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General informa que el proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables Senadores señora Alvear y señores Escalona, Flores, Girardi, Gómez, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Navarro, Núñez, Ruiz-Esquide y Sabag, correspondiente al Boletín Nº S 864-12, es del siguiente tenor

PROYECTO DE ACUERDO:

Considerando:



1.- Que Chile ha sido históricamente un firme partidario y promotor de la paz entre los pueblos.



2.- Que ha sido parte de la política internacional de nuestro país fomentar y acrecentar las relaciones de todo orden entre las naciones y, en particular, entre los países latinoamericanos basada en el diálogo, la mutua comprensión y la cooperación.



3.- Que estos principios orientadores de nuestras relaciones internacionales constituyen la base para construir una región donde prevalezca una paz duradera.



4.- Que la política internacional de Chile se ha basado en impedir la carrera armamentista, especialmente entre países vecinos por el alto costo que ésta tiene y, principalmente, porque los ingentes recursos que ella demanda corresponde, por un deber moral y ético, que se destinen a mejorar las condiciones de vida de amplios sectores de nuestros países que aún viven en la marginalidad y el abandono.



5.- Que la utilización por Chile de medios de tan alta sofisticación tecnológica, como es el caso de satélites artificiales, puede ser considerado legítimamente como un intento por acrecentar nuestras potencialidades bélicas.



En mérito de las consideraciones anteriores, el Senado acuerda solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet Jeria, que el satélite que nuestro país se propone adquirir no tenga finalidades militares.

- - -



El señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Horvath, quien solicita una explicación respecto del contenido del proyecto de acuerdo.



Sobre el particular, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Núñez y Ruiz-Esquide.



Sometido a votación el proyecto de acuerdo, se obtiene el siguiente resultado: 18 votos a favor, 16 en contra y 2 abstenciones.



Votan a favor los Honorables Senadores señora Alvear y señores Ávila, Escalona, Flores, Gazmuri, Girardi, Gómez, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Núñez, Ominami, Pizarro, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez. Fundamentan su voto los Honorables Senadores señores Ávila y Navarro.



Votan en contra los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Arancibia, Cantero, Chadwick, Coloma, Espina, García, Horvath, Kuschel, Larraín, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Romero. Fundamentan su voto los Honorables Senadores señores Arancibia, Cantero y Larraín.



Se abstienen los Honorables Senadores señores Frei y Zaldívar.



El señor Presidente expresa que, atendidas las abstenciones emitidas, debe repetirse la votación, en virtud de lo preceptuado por el artículo 178 del Reglamento del Senado.



Repetida la votación, se obtiene el resultado siguiente: 16 votos en contra, 14 a favor y 2 abstenciones.



Votan en contra los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Arancibia, Cantero, Chadwick, Coloma, Espina, García, Horvath, Kuschel, Larraín, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Romero.



Votan a favor los Honorables Senadores señora Alvear y señores Ávila, Escalona, Flores, Girardi, Gómez, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Núñez, Sabag y Vásquez.



Se abstienen los Honorables Senadores señores Frei y Zaldívar.



El señor Presidente indica que, de conformidad a lo establecido en el inciso segundo del artículo 178 del Reglamento de la Corporación, las abstenciones se consideran como favorables a la posición que obtuvo mayor número de votos, por lo que este proyecto de acuerdo queda rechazado.

____________



El señor Presidente informa que la Comisión de Trabajo y Previsión Social ha solicitado autorización para sesionar paralelamente con la Sala, durante el desarrollo de la sesión especial que se encuentra citada para el día de mañana, a las 12 horas.



Consultado el parecer de la Sala, no habiendo oposición, unánimemente se accede a lo solicitado.

____________

INCIDENTES



El señor Secretario General informa que los señores Senadores que a continuación se señalan, han solicitado se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



--De los Honorables Senadores señores Arancibia, García, Kuschel, Muñoz Barra, Ominami, Sabag y Vásquez, al señor Contralor General de la República, en orden a emitir un pronunciamiento acerca de las jornadas de trabajo del personal del sistema público de salud que se desempeña en horarios diferentes de la jornada ordinaria.



--Del Honorable Senador señor Espina, al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, respecto de la necesidad de flexibilizar las exigencias de las Plantas de Revisión Técnica que operan en las comunas de Angol, Renaico, Collipulli, Ercilla, Los Sauces, Purén, Lumaco, Traiguén, Victoria, Curacautín, Lonquimay, Melipeuco, Vilcún, Lautaro, Perquenco y Galvarino.



--Del Honorable Senador señor Frei, al señor Ministro de Educación y a la señora Ministra de Salud, acerca de la inclusión de la Carrera de Tecnología Médica en la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza.



--Del Honorable Senador señor Larraín, al señor Ministro de Hacienda, en cuanto a la necesidad de aumentar las subvenciones educacionales a niños con autismo y multideficit.



--Del Honorable Senador señor Naranjo:



1) Al señor Ministro de Obras Públicas, sobre la necesidad de revisar el estado del Puente Putagán, ubicado en la ruta que une Linares con la comuna de Yerbas Buenas.



2) A la señora Ministra de Salud, para que informe a esta Corporación respecto de los estudios de la normativa destinada a establecer que las convivientes podrán ser consideradas como cargas de los afiliados a FONASA.



3) A la señora Superintendenta de Electricidad y Combustibles, acerca de posibles irregularidades de la Empresa Hidroeléctrica Colbún-Machicura S. A. en la apertura de las compuertas del embalse, sin aviso previo, el día 6 de junio del año en curso.



--Del Honorable Senador señor Núñez, a la señora Superintendenta de Electricidad y Combustibles, en cuanto a las fallas de suministro eléctrico en localidades rurales de la comuna de Vallenar.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los señalados señores Senadores, en conformidad al Reglamento del Senado.

_________________



En el tiempo del Comité Mixto Partido Por la Democracia y Partido Radical Socialdemócrata, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Ávila, quien se refiere a las expresiones del señor Ministro de Relaciones Exteriores respecto del viaje que algunos señores parlamentarios hicieron a Bolivia.
_____________



En el tiempo del Comité Partido Renovación Nacional e Independiente, hacen uso de la palabra los siguientes señores Senadores:



1) El Honorable Senador señor Espina, quien se refiere a la situación que enfrentan los productores de trigo, especialmente en las Regiones del Sur de Chile.



Al respecto, el señor Senador solicita enviar oficio, en su nombre y en el de los Honorables Senadores señores Allamand, García, Kuschel y Romero, al Presidente de la Comisión Nacional de Distorsiones de Precios para que, si lo tiene a bien, analice la posibilidad de imponer derechos compensatorios a las exportaciones de harina desde Argentina, a contar del mes de diciembre de 2006.



Adhieren a esta solicitud de oficio los Honorables Senadores señores Frei, Muñoz Barra, Sabag y Vásquez.


El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre de los mencionados señores Senadores, en conformidad al Reglamento del Senado.


2) El Honorable Senador señor García, quien se refiere a la autorización parcial de las importaciones de carne proveniente de Brasil.



Al respecto, el señor Senador solicita enviar oficio, en su nombre, al señor Ministro de Agricultura para que, si lo tiene a bien, informe a esta Corporación sobre las razones que fundamentan la adopción de tal medida y se considere monitorear de manera permanente al sector ganadero de Brasil.


El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del mencionado señor Senador, en conformidad al Reglamento del Senado.



3) El Honorable Senador señor Kuschel, quien se refiere a la necesidad de contar con estudios profundos que fundamenten los proyectos de ley sobre creación de nuevas Regiones.



Al respecto, el señor Senador solicita enviar oficio, en su nombre, a los señores Ministros del Interior y de Hacienda para que, si lo tienen a bien, proporcionen a esta Corporación los estudios que existan en la materia.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del mencionado señor Senador, en conformidad al Reglamento del Senado.

_____________



En el tiempo del Comité Partido Socialista, hacen uso de la palabra los siguientes señores Senadores:



1) El Honorable Senador señor Muñoz Aburto, quien se refiere al nuevo aniversario de la fundación, en el año 1894, de la comuna de Porvenir, en la Región de Magallanes y de la Antártica Chilena.


Al respecto, el señor Senador solicita enviar oficio, en su nombre, a la señora Alcaldesa y a los señores Concejales de la Ilustre Municipalidad de Porvenir saludando, por su intermedio, a todos los habitantes de la comuna y acompañando la intervención que efectuara.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del mencionado señor Senador, en conformidad al Reglamento del Senado.



2) El Honorable Senador señor Letelier, quien se refiere a la situación financiera que afecta a las municipalidades de la provincia de Cardenal Caro y a algunas de la provincia de Colchagua.



Al respecto, el señor Senador solicita enviar oficio, en su nombre, al señor Ministro del Interior y a la señora Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo para que, si lo tienen a bien, informen a esta Corporación respecto del tema planteado.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del mencionado señor Senador, en conformidad al Reglamento del Senado.



3) El Honorable Senador señor Navarro, quien se refiere a las materias que se indican a continuación:



a) Planes de mejoramiento de los canales Papen, de la comuna de Chiguayante, Longuén, de la comuna de Concepción y Gaete, de la comuna de Talacahuano.



Al respecto, el señor Senador solicita enviar oficio, en su nombre, al señor Director de Obras Hidráulicas del Ministerio de Obras Públicas para que, si lo tiene a bien, informe a esta Corporación sobre las inversiones que se efectuarán con la finalidad de mejorar la estructura de los canales mencionados.



El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del mencionado señor Senador, en conformidad al Reglamento del Senado.



b) Término del Programa de adquisición de terrenos destinados a construcción habitacional, con participación de los comités de allegados.



Al respecto, el señor Senador solicita enviar oficio, en su nombre, a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo y al señor Director del Servicio de Vivienda y Urbanización de la Octava Región para que, si lo tienen a bien, informen a esta Corporación acerca de las razones por las que se puso término al referido programa.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del mencionado señor Senador, en conformidad al Reglamento del Senado.



c) Programa “Mil escuelas de fútbol”.



Al respecto, el señor Senador solicita enviar oficio, en su nombre, a la señora Subsecretaria de Deportes para que, si lo tiene a bien, informe a esta Corporación respecto de la implementación del Programa “Mil escuelas de fútbol”.



El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del mencionado señor Senador, en conformidad al Reglamento del Senado.



d) Necesidad de suprimir el peaje ubicado en Chaimávida.



Al respecto, el señor Senador solicita enviar oficio, en su nombre, al señor Ministro de Obras Públicas para que, si lo tiene a bien, informe a esta Corporación acerca de la fecha en que se pondrá término al mencionado peaje, indicando, asimismo, los proyectos viales que complementarán dicha medida.



El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del mencionado señor Senador, en conformidad al Reglamento del Senado.



e) Creación de la Región de Ñuble.



Al respecto, el señor Senador solicita enviar oficio, en su nombre, a la señora Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo, a la señora Intendenta de la Octava Región y al señor Alcalde de la Ilustre Municipalidad de Chillán para que, si lo tienen a bien, proporcionen a esta Corporación los estudios que se hayan efectuado sobre la materia.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del mencionado señor Senador, en conformidad al Reglamento del Senado.



f) Negativa de LAN CHILE a usar el sistema de mangas para el descenso de sus pasajeros.



Al respecto, el señor Senador solicita enviar oficio, en su nombre, al señor Director General de Aeronáutica Civil para que, si lo tiene a bien, informe a esta Corporación sobre el tema indicado.



El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del mencionado señor Senador, en conformidad al Reglamento del Senado.



g) Horario de trabajo de los guardias de seguridad de los malls de las Regiones Metropolitana y Octava.



Al respecto, el señor Senador solicita enviar oficio, en su nombre, a la señora Directora Nacional del Trabajo para que, si lo tiene a bien, informe a esta Corporación respecto de esta materia.



El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del mencionado señor Senador, en conformidad al Reglamento del Senado.



h) Ingreso de mercaderías a Bolivia, desde Iquique, mediante contrabando.



Al respecto, el señor Senador solicita enviar oficio, en su nombre, al señor General Director de Carabineros de Chile, al señor Director General de la Policía de Investigaciones de Chile, al señor Director Nacional del Servicio de Impuestos Internos y al señor Director Nacional del Servicio Nacional de Aduanas para que, si lo tienen a bien, informen a esta Corporación acerca del problema señalado.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del mencionado señor Senador, en conformidad al Reglamento del Senado.



i) Reflexión sobre las opiniones vertidas por algunas autoridades respecto del viaje de un grupo de parlamentarios chilenos a Bolivia.



j) Rol del Parlamento frente al sistema presidencial.

____________



Se deja constancia de que no hicieron uso de su tiempo en la Hora de Incidentes de esta sesión los Comités Partido Unión Demócrata Independiente y Partido Demócrata Cristiano.

_____________

Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS,

Secretario General del Senado.

SESION 25ª, ESPECIAL, EN MIÉRCOLES 21 DE JUNIO DE 2.006



Presidencia de los Honorables Senadores señores Frei, Presidente, y Naranjo, Vicepresidente.



Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei, y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Asisten, asimismo, el señor Ministro del Interior, don Andrés Zaldívar, el señor Ministro de Hacienda, don Andrés Velasco, la señora Ministra Secretaria General de la Presidencia, doña Paulina Veloso, el señor Ministro del Trabajo y Previsión Social, don Osvaldo Andrade, el señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, don Sergio Espejo y la señora Ministra de Minería y Presidenta de la Comisión Nacional de Energía, doña Karen Poniachik. 



Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________________

ORDEN DEL DÍA

Sesión especial de la Corporación convocada con el fin de analizar el impacto del alza de los 

combustibles en la economía nacional



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia, indicando que esta sesión especial ha sido convocada en virtud de lo dispuesto en el número 3 del artículo 67 del Reglamento de la Corporación.

_________________



El señor Presidente propone a la Sala distribuir las intervenciones que se efectuarán en esta sesión, de conformidad con el tiempo otorgado a los Comités para la hora de Incidentes.



Así se acuerda.

_________________



A continuación, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Prokurica, Orpis, Novoa y Gómez, la Honorable Senadora señora Matthei, los Honorables Senadores señores Muñoz Barra, García, Ominami, Arancibia, Sabag, Romero, Gazmuri y Pizarro, el señor Ministro de Hacienda y la señora Ministra de Minería y Presidenta de la Comisión Nacional de Energía.

- - -



El señor Presidente concede la palabra al señor Secretario General, quien da cuenta a la Sala de los siguientes asuntos:

Proyectos de Acuerdo

 

De diversos Honorables señores Senadores, mediante el cual proponen solicitar a S. E. la señora Presidenta de la República el envío de un proyecto de ley que modifique la actual estructura tributaria que afecta a las bencinas (Boletín N° S 870-12), y



De los Honorables Senadores señores Allamand, Coloma, Orpis y Romero, mediante el cual proponen respaldar la posición sustentada por nuestra Cancillería y recomendar al Gobierno, como conductor de las relaciones internacionales del país, rechazar la candidatura del Gobierno de Venezuela al Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, con la finalidad que indican (Boletín Nº S 871-12).
 

-- Quedan para el tiempo de votaciones de la próxima sesión ordinaria.

- - -



El señor Presidente señala que ha llegado la hora de término del Orden del Día y, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 97 del Reglamento del Senado, solicita el asentimiento unánime de la Sala, con el fin de prorrogarlo para que puedan hacer uso de la palabra señores Senadores pertenecientes a los Comités Partido Socialista, Partido Demócrata Cristiano y Mixto Partido Por la Democracia y Partido Radical Socialdemócrata.



La Sala no otorga el asentimiento unánime solicitado.

_____________________________



El señor Presidente anuncia que se ha cumplido el objetivo de esta sesión.

_______________________________



Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS,

Secretario General del Senado.

SESION 26ª, ESPECIAL, EN MIÉRCOLES 21 DE JUNIO DE 2.006


Presidencia del Honorable Senador señor Frei, Presidente del Senado.



Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei, y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Asiste, asimismo, el señor Ministro Secretario General de Gobierno, don Ricardo Lagos.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________

CUENTA

Informe



De la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, recaído en el oficio de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar como miembro del Directorio de Televisión Nacional de Chile, a don Ignacio Walker Prieto (con la urgencia a que se refiere el N° 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental) (Boletín N° S 867-05).



-- Queda para tabla.

______________

ORDEN DEL DIA

Solicitud de Su Excelencia la Presidenta de la República para designar como miembro del Directorio de Televisión Nacional de Chile a don Ignacio Walker Prieto, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y 

Tecnología


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia y declara que esta sesión especial tiene el carácter de pública, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 8º de la Constitución Política de la República.


El señor Secretario General señala que se trata de la Solicitud de Su Excelencia la Presidenta de la República para designar como miembro del Directorio de Televisión Nacional de Chile a don Ignacio Walter Prieto, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, correspondiente al Boletín Nº S 867-05, para cuyo despacho S. E. la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia contemplada en el número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental.


Agrega el señor Secretario General que la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Núñez y Ruiz-Esquide, informa a la Sala que en la designación como miembro del Directorio de Televisión Nacional de Chile en trámite se ha dado cumplimiento a los requisitos y formalidades previstos por nuestro ordenamiento jurídico.



Finalmente, el señor Secretario General hace presente que, de conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 4º de la ley Nº 19.132, que creó la Empresa Televisión Nacional de Chile, la designación debe contar para su aprobación con el voto conforme de la mayoría absoluta de los señores Senadores en ejercicio.

- - -



A continuación, el señor Presidente pone en discusión la solicitud de Su Excelencia la Presidenta de la República y concede la palabra al Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, en su calidad de Presidente de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

- - -



Cerrado el debate, el señor Presidente pone en votación la solicitud de Su Excelencia la Presidenta de la República, la que resulta aprobada por 28 votos a favor, de un total de 38 señores Senadores en ejercicio.



El señor Presidente expresa que, en consecuencia, queda designado como miembro del Directorio de Televisión Nacional de Chile, el señor Ignacio Walker Prieto.



Queda terminada la discusión de este asunto.

____________________






CARLOS HOFFMANN CONTRERAS





Secretario General del Senado

Orden del Día

Solicitud de Su Excelencia la Presidenta de la República para designar como miembro del Directorio de Televisión Nacional de Chile a don Ignacio Walter Prieto, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología (Boletín Nº S 867-05).
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SESION 27ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 21 DE JUNIO DE 2.006



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Frei.



Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei, y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Asisten, asimismo, el señor Ministro del Interior, don Andrés Zaldívar, el señor Ministro de Hacienda, don Andrés Velasco, el señor Ministro Secretario General de Gobierno, don Ricardo Lagos y el señor Ministro de Justicia, don Isidro Solís.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________________

ACTAS



Se dan por aprobadas las actas de las sesiones vigésima segunda, ordinaria, de 13 de junio de 2006, y vigésima tercera, ordinaria, de 14 de junio de 2006, que no han sido observadas.

___________________________

CUENTA

Oficios



Cinco de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, comunica que ha tomado conocimiento del rechazo, por parte del Senado, del proyecto de ley que modifica el Código Sanitario respecto de la receta médica (Boletín N° 3.915-11), a la vez que comunica la nómina de los Honorables señores Diputados que integrarán la Comisión Mixta que deberá formarse.



-- Se toma conocimiento, y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con el segundo, informa que ha prestado su aprobación al proyecto de ley que modifica el artículo 688 del Código Civil (Boletín N° 3.707-07).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con el tercero, comunica que ha dado su aprobación al proyecto de ley que establece la obligatoriedad de rotulación en alimentos transgénicos (Boletín N° 3.818-11). 



-- Pasa a la Comisión de Salud.



Con el cuarto, informa que ha aprobado el proyecto de ley que modifica la ley N° 19.518, permitiendo que las municipalidades puedan actuar como organismos técnicos de capacitación (OTEC) (Boletín N° 4.185-06).



-- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



Con el quinto, recaba el acuerdo del Senado en orden a archivar el proyecto de reforma constitucional que suprime la legislatura extraordinaria de sesiones del Congreso Nacional estableciendo un solo período ordinario de sesiones (Boletín N° 1.930-07).



-- Se accede al archivo solicitado.



Del señor Ministro del Interior, por medio del cual da respuesta a un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre medidas adoptadas para evitar la repetición de accidentes como el ocurrido en el Lago Maihue.



Del señor Ministro de Justicia, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Prokurica, sobre los gastos en campañas de publicidad o difusión de políticas públicas realizados por la Secretaría de Estado a su cargo, en el período que indica.



Cinco del señor Subsecretario de Obras Públicas:



Con el primero, responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Larraín, sobre la extensión del servicio de alcantarillado a la zona sur de Melozal, en la comuna de San Javier.



Con el segundo, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor García, sobre terrenos entregados a la Comunidad Currihuil Sandoval, en la comuna de Padre Las Casas. 



Con el tercero, responde un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre la factibilidad de crear una Oficina Especial de Vialidad en la XI Región.



Con el cuarto y quinto, contesta dos oficios enviados en nombre del Honorable Senador señor Espina, relativos a los efectos del aumento de tránsito en las vías cercanas al Centro de Manejo de Residuos Sólidos San José, y a las obras que es necesario ejecutar en el sector Toquihue, de la comuna de Victoria.



De la señora Directora Ejecutiva de la Corporación Nacional Forestal, por medio del cual responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, para que no se autorice la tala de árboles con ocasión de la construcción de caminos cuando ella no garantice la seguridad vial.



Del señor Presidente del Consejo de Defensa del Estado, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor García, sobre el estado de tramitación de la denuncia que presentara la Contraloría General de la República para que los tribunales investiguen los posibles delitos cometidos en la ejecución de las obras de “Mejoramiento de la Ruta 5 Sur, sector pasada por Temuco”. 



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informes



De la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, recaído en el oficio de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, por medio del cual solicita el acuerdo del Senado para designar como miembro del Directorio del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes a doña Cecilia García-Huidobro Modorer (con la urgencia a que se refiere el N° 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental) (Boletín N° S 866-05), y



De la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, recaído en el proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que modifica la ley Nº 18.892, General de Pesca y Acuicultura, con la finalidad de prohibir o regular, en su caso, la importación o cultivo de especies hidrobiológicas genéticamente modificadas (Boletín Nº 2.753-03).



-- Quedan para tabla.

Proyecto de Acuerdo



De diversos Honorables señores Senadores, mediante el cual proponen solicitar a Su Excelencia la señora Presidenta de la República constituir nuevamente la Comisión Nacional sobre Prisión Política y Tortura, y abrir un nuevo período de recepción de testimonios y evaluación de casos (Boletín N° S 869-12).



-- Queda para el tiempo de votaciones de la próxima sesión ordinaria.

Presentación de renuncia



Renuncia a su cargo presentada por el actual Secretario Jefe de Comisiones, don César Berguño Benavente, aprobada por la Comisión de Régimen Interior.



El señor Presidente consulta a la Sala en cuanto a la aceptación de la renuncia.



La Sala acepta la renuncia por unanimidad, encontrándose presentes 28 señores Senadores.



Inmediatamente, el señor Presidente informa a la Sala que la Comisión de Régimen Interior propone que se designe como Abogado Secretario Jefe de Comisiones a don Mario Labbé Araneda, a contar de la fecha en que quede vacante el cargo.



Sobre el particular, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide.



La Sala aprueba la designación como Abogado Secretario Jefe de Comisiones de don Mario Labbé Araneda, por unanimidad, encontrándose presentes 28 señores Senadores.

- - -


En seguida, el señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Horvath, quien le solicita recabe el asentimiento de la Sala para que el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece la obligatoriedad de rotulación en alimentos transgénicos (Boletín Nº 3.818-11) sea analizado también por la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, agregando que, en esta oportunidad, cabría decir que el texto del proyecto mencionado es una copia de otro presentado en el Senado.



El mismo señor Senador solicita al señor Presidente que el proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que modifica la ley Nº 18.892, General de Pesca y Acuicultura, con la finalidad de prohibir o regular, en su caso, la importación o cultivo de especies hidrobiológicas modificadas (Boletín Nº 2.753-03), sea incorporado a la Tabla de Fácil Despacho de la sesión en curso, de conformidad al acuerdo adoptado por la Sala en la sesión 24ª, ordinaria, de 20 de junio de 2006.



Consultada la Sala, se accede a lo solicitado respecto del proyecto signado con el Boletín Nº 3.818-11 y en cuanto a la iniciativa correspondiente al Boletín Nº 2.753-03 se procederá de acuerdo con la decisión adoptada en la sesión mencionada.



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Letelier, el que le solicita al Honorable Senador señor Horvath que retire la aseveración de que la iniciativa que establece la obligatoriedad de rotulación en alimentos transgénicos sería una copia de otra presentada en el Senado, puesto que él es uno de los autores y no tuvo conocimiento, hasta ahora, de la existencia de otro proyecto sobre la materia.



Sobre el particular, el Honorable Senador señor Horvath expresa que hace retiro de la palabra “copia”, señalando que se trata de una iniciativa “casi igual”.

- - -



Luego, el señor Presidente otorga la palabra al Honorable Senador señor Gómez, quien le solicita recabe el asentimiento de la Sala con el objetivo de que el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea el Ministerio de Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención del Consumo y Tráfico de Drogas (Boletín Nº 4.248-06), que en una primera decisión fue enviada a las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización, Defensa Nacional y Hacienda, solamente sea analizado por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y por la Comisión de Hacienda.



La Sala acuerda que la referida iniciativa sea analizada por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y por la Comisión de Hacienda.

- - -



Seguidamente, el señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Muñoz Barra, el que le solicita un pronunciamiento acerca del ámbito de competencia de la Comisión Especial de Ciencia, Tecnología e Innovación, que es presidida por el Honorable Senador señor Flores.



Sobre el particular, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide.



El señor Presidente señala que la referida Comisión fue nombrada con el objetivo de analizar el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Fondo de Innovación para la Competitividad (Boletín Nº 3.588-08).

- - -



Inmediatamente, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Espina, quien respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece la obligatoriedad de rotulación en alimentos transgénicos (Boletín Nº 3.818-11), le solicita que además de su análisis por las Comisiones de Salud y de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, sea estudiado por la Comisión de Agricultura.


Consultada la Sala, así se acuerda.

- - -



Seguidamente, el señor Presidente otorga la palabra al Honorable Senador señor Longueira, el que le solicita que la Secretaría del Senado le haga llegar todos los antecedentes relacionados con los oficios en que ha requerido información relativa a la concesión de la Costanera Norte, incluyendo las respuestas que pudieren haber llegado.



El señor Presidente indica que se enviará la información pertinente al Honorable Senador señor Longueira.

- - -



A continuación, el señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor García, quien le consulta acerca de la votación, en esta sesión, del proyecto de acuerdo que solicita a Su Excelencia la Presidenta de la República el envío de una iniciativa legal que modifique la actual estructura tributaria que afecta a las bencinas (Boletín Nº S 870-12).



El señor Secretario General explica a la Sala que se dio cuenta de dicho proyecto de acuerdo, en conjunto con el correspondiente al Boletín Nº S 871-12, en la sesión especial celebrada en la mañana del día de hoy, oportunidad en que el señor Presidente manifestó que serían votados en esta sesión ordinaria.



Luego, el mismo Honorable Senador señor García le solicita al señor Presidente que recabe el asentimiento de la Sala, en orden a ampliar el plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre pesca recreativa (Boletín Nº 3.424-21), hasta el día 10 de julio de 2006.



La Sala acuerda ampliar el plazo de indicaciones hasta las 12 horas del día 10 de julio de 2006.

___________________________

FÁCIL DESPACHO

Solicitud de S. E. la señora Presidenta de la República para designar como miembro del Directorio del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes a doña Cecilia García-Huidobro Modorer, con informe de la Comisión de 

Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata de la Solicitud de S. E. la señora Presidenta de la República para designar como miembro del Directorio del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes a doña Cecilia García-Huidobro Modorer, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, correspondiente al Boletín Nº S 866-05, para cuyo despacho la Primera Mandataria ha hecho presente la urgencia consagrada en el número 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República.



Agrega el señor Secretario General que la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Núñez y Ruiz-Esquide, informa a la Sala que en la designación como miembro del Directorio del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes de doña Cecilia García-Huidobro Modorer se ha dado cumplimiento a los requisitos y formalidades previstos por nuestro ordenamiento jurídico.



Finalmente, el señor Secretario General hace presente que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 54 del Reglamento de la Corporación, la designación debe contar para su aprobación con el voto conforme de la mayoría absoluta de los Senadores presentes. 



En discusión, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, Presidente de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



Cerrado el debate, el señor Presidente pone en votación la Solicitud de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, la que es aprobada por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



El señor Presidente expresa que, en consecuencia, queda designada como integrante del Directorio del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes la señora Cecilia García-Huidobro Modorer.



Queda terminada la discusión de este asunto.

_____________

Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que modifica la ley Nº 18.892, General de Pesca y Acuicultura, con la finalidad de prohibir o regular, en su caso, la importación o cultivo de especies hidrobiológicas modificadas, con informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y 

Acuicultura



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que modifica la ley Nº 18.892, General de Pesca y Acuicultura, con la finalidad de prohibir o regular, en su caso, la importación o cultivo de especies hidrobiológicas modificadas, con informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, correspondiente al Boletín Nº 2.753-03.



Agrega el señor Secretario General que la Honorable Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, aprobó el proyecto despachado por el Senado, con las siguientes enmiendas:

Artículo único

Número 1)



Ha reemplazado el guarismo “49” por “51”, las dos veces que aparece.

Número 2)



Ha efectuado las siguientes modificaciones:



- Ha intercalado una coma (,) entre la palabras “modificados” y el artículo “la”.



- Ha reemplazado la expresión “y de” por la frase “que incluye efectos del”, precedida de una coma (,).

- - -

Número nuevo



Ha intercalado el siguiente número 5), nuevo:



“5) Agrégase como artículo 118 bis, el siguiente:


“Artículo 118 bis.- El titular de la autorización otorgada por la Subsecretaría para realizar actividades de introducción, investigación, cultivo o comercialización de organismos genéticamente modificados, que no adoptare las medidas de protección y control establecidas de conformidad con el artículo 87 bis, será sancionado con multa de 50 a 1.000 UTM.


En aquellos casos en que la conducta descrita en el inciso anterior causare daño al medio ambiente acuático o a otras especies hidrobiológicas o en caso de reincidencia, el juez podrá aplicar las sanciones establecidas precedentemente, multiplicadas por tres o cuatro.”.

Número 5)



Ha pasado a ser 6), reemplazando el artículo 136 bis propuesto, por el siguiente:



“Artículo 136 bis.- El que realizare actividades de introducción, investigación, cultivo o comercialización con organismos genéticamente modificados sin contar con la autorización a que se refiere el artículo 87 bis será sancionado con multa de 100 a 3.000 UTM y con pena de presidio menor en su grado mínimo. De la misma forma será sancionado aquel que importare dichos organismos sin contar con la autorización a que se refiere el artículo 12, inciso tercero.


El que con dolo o culpa introdujere o mandare introducir organismos genéticamente modificados al mar, ríos, lagos o cualquier otro cuerpo de aguas, sin contar con la autorización a que se refiere el artículo 87 bis será sancionado con multa de 500 a 5.000 UTM y presidio menor en su grado medio.


En aquellos casos en que la conducta descrita en el inciso anterior causare daño al medio ambiente acuático o a otras especies hidrobiológicas  o en caso de reincidencia, se aplicará la pena aumentada en un grado.”.

Número 6)



Ha pasado a ser 7), sustituyendo el inciso segundo propuesto, por el siguiente:



“Si la internación se refiere a organismos genéticamente modificados, la pena será de multa de 100 a 3.000 UTM, clausura del establecimiento, temporal o definitiva, y pena de presidio menor en su grado mínimo a medio.”.
- - -



El señor Secretario General señala que la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura aprobó, por unanimidad, las enmiendas introducidas por la Honorable Cámara de Diputados al proyecto despachado por el Senado y propone a la Sala acoger en su totalidad las modificaciones efectuadas por dicha Corporación.

- - -



En discusión, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Horvath.



Cerrado el debate y puestas en votación las enmiendas efectuadas por la Honorable Cámara de Diputados al proyecto despachado por el Senado, resultan aprobadas por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Congreso Nacional es el siguiente

PROYECTO DE LEY:

 

 “Artículo único.- Modifícase la Ley Nº 18.892, General de Pesca y Acuicultura, de la siguiente forma:

 

1) Incorpórase el siguiente Nº 51) al artículo 2º:

 

“51) Organismo genéticamente modificado (OGM): Organismo cuyo material genético ha sido alterado en una forma que no ocurre naturalmente por cruzamiento y/o por recombinación natural.”.

 

2) Intercálase el siguiente inciso tercero en el artículo 12, pasando los incisos tercero y cuarto a ser cuarto y quinto, respectivamente:

 

“Tratándose de la importación de organismos genéticamente modificados, la Subsecretaría sólo podrá autorizarla, previa realización de un estudio sanitario, que incluye efectos del impacto ambiental.”.

 

3) Agrégase el siguiente inciso final al artículo 13:

 

“Por decreto supremo, expedido a través del Ministerio, se determinará el procedimiento y las demás condiciones que deberán cumplirse para la importación de organismos genéticamente modificados, que sean incluidos en la nómina a que alude el inciso anterior.”.

 

4) Agrégase como artículo 87 bis, el siguiente:

 

“Artículo 87 bis.- Por decreto supremo expedido a través del Ministerio, se determinarán las medidas de protección y control bajo las cuales se autorizará la introducción, investigación, cultivo y comercialización de organismos genéticamente modificados a fin de evitar su propagación al ambiente natural.

 

El reglamento, asimismo, determinará el registro en que deban inscribirse las personas que realicen las actividades anteriormente señaladas con organismos genéticamente modificados y el sistema de acreditación de origen de los mismos o de sus productos y las garantías pecuniarias que sean exigibles para asegurar la reparación de posibles daños ambientales.”.

 

5) Agrégase como artículo 118 bis, el siguiente:

 

“Artículo 118 bis.- El titular de la autorización otorgada por la Subsecretaría para realizar actividades de introducción, investigación, cultivo o comercialización de organismos genéticamente modificados, que no adoptare las medidas de protección y control establecidas de conformidad con el artículo 87 bis, será sancionado con multa de 50 a 1.000 UTM.
 

En aquellos casos en que la conducta descrita en el inciso anterior causare daño al medio ambiente acuático o a otras especies hidrobiológicas o en caso de reincidencia, el juez podrá aplicar las sanciones establecidas precedentemente, multiplicadas por tres o cuatro.”.
 

6) Agrégase como artículo 136 bis, el siguiente:

 

“Artículo 136 bis.- El que realizare actividades de introducción, investigación, cultivo o comercialización con organismos genéticamente modificados sin contar con la autorización a que se refiere el artículo 87 bis, será sancionado con multa de 100 a 3.000 UTM y con pena de presidio menor en su grado mínimo. De la misma forma será sancionado aquél que importare dichos organismos sin contar con la autorización a que se refiere el artículo 12, inciso tercero.
 

El que con dolo o culpa introdujere o mandare introducir organismos genéticamente modificados al mar, ríos, lagos o cualquier otro cuerpo de aguas, sin contar con la autorización a que se refiere el artículo 87 bis, será sancionado con multa de 500 a 5.000 UTM y presidio menor en su grado medio.
 

En aquellos casos en que la conducta descrita en el inciso anterior causare daño al medio ambiente acuático o a otras especies hidrobiológicas  o en caso de reincidencia, se aplicará la pena aumentada en un grado.”.
 

7) Agrégase el siguiente inciso segundo al artículo 137, pasando los incisos segundo, tercero y cuarto, a ser tercero, cuarto y quinto, respectivamente:
 

“Si la internación se refiere a organismos genéticamente modificados, la pena será de multa de 100 a 3.000 UTM, clausura del establecimiento, temporal o definitiva, y pena de presidio menor en su grado mínimo a medio.”.”.

________________

ORDEN DEL DIA

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que prorroga la vigencia del mecanismo de estabilización de precios de combustibles derivados del petróleo, establecido en la ley Nº 20.063, con informe de las Comisiones de Hacienda y de Minería y Energía, 

unidas



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señal que se trata del proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que prorroga la vigencia del mecanismo de estabilización de precios de combustibles derivados del petróleo, establecido en la ley Nº 20.063, con informe de las Comisiones de Hacienda y de Minería y Energía, unidas, correspondiente al Boletín Nº 4.227-08, para cuyo despacho S. E. la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”.



Previene que las Comisiones de Hacienda y de Minería y Energía, unidas, dejan constancia que discutieron en general y en particular la iniciativa de ley, atendido que cuenta con urgencia calificada de “discusión inmediata”, en virtud de lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación.



Agrega el señor Secretario General que las Comisiones de Hacienda y de Minería y Energía, unidas, en mérito de los antecedentes y del debate consignados en su informe aprobaron en general el proyecto de ley por 6 votos a favor, de los Honorables Senadores señores Escalona, Gómez, Núñez, Ominami, Sabag y Zaldívar; 2 votos en contra, de los Honorables Senadores señores Orpis y Prokurica, y 2 abstenciones de los Honorables Senadores señora Matthei y señor García. En cuanto a la discusión en particular, las Comisiones de Hacienda y de Minería, unidas, aprobaron el articulado de la iniciativa de ley, en los términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, con la misma votación precedentemente descrita, con excepción de las letras a) y b) del artículo 2º, que fueron aprobadas por 9 votos a favor, de los Honorables Senadores señores Escalona, García, Gómez, Núñez, Ominami, Orpis, Prokurica, Sabag y Zaldívar, y la abstención de la Honorable Senadora señora Matthei y propone, en consecuencia, a la Sala, su aprobación, cuyo texto es del siguiente tenor

PROYECTO DE LEY:



“Artículo 1º.- Prorrógase el Mecanismo de Estabilización de Precios de los Combustibles Derivados del Petróleo, dispuesto por la ley N° 20.063, de 2005, con las siguientes modificaciones:



1) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 1°, el guarismo “2006” por “2007”.



2) Modifícase el artículo 2°, de la siguiente forma:



a) Suprímese en el inciso segundo la palabra “determinado” y el párrafo final, pasando el punto (.) seguido que lo antecede a ser punto (.) final. 



b) Incorpórase el siguiente inciso cuarto, nuevo, pasando los actuales incisos cuarto, quinto, sexto, séptimo, octavo, noveno y décimo a ser quinto, sexto, séptimo, octavo, noveno, décimo y décimo primero, respectivamente:



“El diferencial de refinación a utilizar en la determinación del precio de referencia intermedio de los combustibles, corresponderá al que se extraiga del promedio móvil de los precios promedio semanales de los respectivos combustibles, en el período comprendido por “s” semanas hacia atrás contadas desde la semana respectiva. El informe de la Comisión Nacional de Energía a que se refiere el inciso primero deberá indicar la metodología de cálculo del citado promedio móvil.”.



c) Reemplázase el actual inciso cuarto, que ha pasado a ser quinto, por el siguiente:



“El valor del parámetro “n”, “m” o “s” tendrá una vigencia mínima de cuatro semanas, pudiendo ser modificado en el respectivo decreto que fija los precios de referencia, previo informe de la Comisión Nacional de Energía. No obstante lo anterior, los valores máximos de “n” y “s” corresponderán a 52 semanas y el valor máximo de “m” a seis meses.”.



d) Modifícase el actual inciso séptimo, que ha pasado a ser octavo, en los siguientes términos:



i) Suprímese la expresión “menor”.



ii) Reemplázase la expresión “promedio semanal” por “promedio de dos semanas”, y 



iii) Sustitúyese la frase final por la siguiente: “Para estos efectos se considerará un mercado relevante para cada combustible o el promedio de dos mercados relevantes para cada combustible.”. 



e) Modifícase el actual inciso octavo, que ha pasado a ser noveno, como se indica:



i) Sustitúyese la expresión “la semana anterior”, por “las dos semanas anteriores”, las dos veces que aparece.



ii) Reemplázase la expresión “primer día de la semana siguiente” por “día jueves siguiente”, las dos veces que aparece.



f) Agréganse los siguientes incisos finales:



“Sin perjuicio de lo establecido en los incisos anteriores, el monto de los créditos y/o impuestos será informado a más tardar el día martes previo a su entrada en vigencia.



Para los efectos de este artículo, se entenderá por semana al período de 7 días consecutivos cuyo comienzo y término será determinado por el decreto respectivo.”.



3) Incorpórase, al final del artículo 5°, el siguiente inciso: 



“A contar del 1 de Julio de 2006 y hasta el 30 de Junio de 2007, el Fondo operará con el saldo que registre al 30 de Junio de 2006.”.



4) Modifícase el artículo 6° de la siguiente manera:



a) Suprímese, en el inciso tercero, la frase “más la proyección de los ingresos financieros en que debiera incrementarse durante el mismo período” y la frase “y de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, tratándose de los ingresos financieros” y reemplázase la coma (,) que la antecede por un punto (.).



b) Reemplázase, en el inciso quinto, la frase  “observado en la fecha y forma que se establezca” por la expresión “fecha y modalidad que se establezcan” antecedida de una coma (,).



5) Modifícase el artículo 8° de la siguiente manera:



a) Reemplázase, en el inciso tercero, la palabra “julio” por “enero”.



b) Incorpórase, al final del artículo 8°, los siguientes incisos cuarto, quinto y sexto: 



“Si al 30 de junio de 2007 la cuenta referida en el inciso primero, menos el saldo señalado en el inciso anterior, registra un saldo a favor de ENAP, la empresa tendrá derecho a imputar dicho saldo a partir del 1 de enero de 2008 en la forma dispuesta en el decreto supremo referido en el inciso anterior. El Fisco podrá saldar dicha cuenta total o parcialmente mediante la capitalización de utilidades acumuladas en la forma que se disponga mediante decreto supremo expedido por el Ministerio de Hacienda y que deberá llevar también la firma del Ministro de Minería.



En caso que el saldo al 30 de junio de 2007 resulte a favor del Fisco, el Ministro de Hacienda dispondrá mediante resolución la forma de enterar dicho saldo al Fisco.



La Dirección de Presupuestos informará trimestralmente el saldo neto de la cuenta a que se refiere el inciso primero.”.



6) Suprímanse los artículos 9° permanente y primero, segundo, tercero y cuarto transitorios.



7) Sustitúyase el actual artículo sexto transitorio, que ha pasado a ser segundo transitorio, por el siguiente: 



“Artículo segundo.- El saldo de la cuenta especial a que se refiere el artículo 5° de esta ley, al 30 de junio de 2006, se mantendrá como parte de los recursos del Fondo de Compensación de los Ingresos del Cobre. El saldo del Fondo a que se refiere el artículo 1° de la presente ley, al término de su vigencia, en caso de ser positivo, recibirá el mismo tratamiento.”.



Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 19.764, modificada por la ley N° 19.935:



a) Sustitúyese en el inciso cuarto del artículo 1°, la expresión “del 1 de julio de 2006” por “de la fecha de vencimiento establecida en el inciso primero del artículo 1° de la ley N°20.063”.



b) Reemplázase en el inciso cuarto del artículo 2°, la expresión “del 1 de julio de 2006” por “de la fecha de vencimiento establecida en el inciso primero del artículo 1° de la ley N°20.063”.



Artículo 3°.- Las modificaciones a la ley N°20.063, entrarán en vigencia a partir del 1 de julio de 2006.



Artículo primero transitorio.- Los precios, créditos e impuestos fijados para la semana que se inicia el 26 de junio de 2006, se mantendrán vigentes hasta el 5 de julio de 2006, imputándose o enterándose los créditos o impuestos de las importaciones al  Fondo.



Artículo segundo transitorio.- En tanto no se realicen las modificaciones al Reglamento de la ley N° 20.063, serán aplicables sus normas vigentes en lo que resulte pertinente, pudiendo los decretos a que se refiere el artículo 2° establecer las normas reglamentarias complementarias que fueren necesarias de acuerdo con las modificaciones propuestas por la presente ley.”.

- - -



En discusión en general y en particular el proyecto de ley, hacen uso de la palabra el Honorable Senador señor Ominami, el señor Ministro de Hacienda, los Honorables Senadores señores García y Orpis, la Honorable Senadora señora Matthei, los Honorables Senadores señores Allamand, Novoa, Longueira, Escalona, Sabag, Gazmuri, Larraín, Letelier y Navarro.



Cerrado el debate y puesta en votación en general la iniciativa de ley, es aprobada por 20 votos a favor y 17 en contra.



Votan a favor los Honorables Senadores señora Alvear y señores Ávila, Escalona, Flores, Frei, Gazmuri, Girardi, Gómez, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Núñez, Ominami, Pizarro, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar. Fundamentan su voto los Honorable Senadores señora Alvear y señores Ávila, Escalona, Navarro, Ominami, Pizarro, Ruiz-Esquide y Vásquez.



Votan en contra los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Arancibia, Cantero, Chadwick, Coloma, Espina, García, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Romero. Fundamentan su voto los Honorables Senadores señores Allamand, Arancibia, Cantero, Coloma, Espina, García, Larraín, Longueira, Novoa, Orpis, Prokurica y Romero.

- - -



Durante el fundamento de su voto, el Honorable Senador señor Allamand deja constancia, en relación al tema de la apertura o no apertura del debate tributario, que no existe dicho debate entre el Gobierno y la Oposición, sino que la discusión se presenta entre la Concertación y el Gobierno.

- - -



Seguidamente, el señor Presidente declara que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 126 del Reglamento de la Corporación, se entienden aprobados todos los artículos del proyecto de ley que no han sido objeto de indicaciones.



De inmediato, el señor Secretario General expresa que corresponde ocuparse de la indicación presentada por el Honorable Senador señor Longueira, cuyo objetivo es sustituir en el numeral 1) del artículo 1º del proyecto de ley, que, a su vez, modifica el inciso primero del artículo 1º de la ley Nº 20.063, la expresión “30 de junio de 2006”, como aparece en el referido inciso primero de la ley Nº 20.063, por “31 de octubre de 2006”.



En discusión, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Longueira.



Cerrado el debate y puesta en votación la indicación mencionada, es rechazada por 19 votos en contra y 15 a favor.



Votan en contra los Honorables Senadores señora Alvear y señores Ávila, Escalona, Flores, Frei, Gazmuri, Gómez, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Núñez, Ominami, Pizarro, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Votan a favor los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Arancibia, Chadwick, Coloma, Espina, García, Kuschel, Larraín, Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Romero.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto despachado por el Senado es el transcrito anteriormente.

__________________

______________________________



El señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día.

______________________________

TIEMPO DE VOTACIONES

Proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables Senadores señores Allamand, Cantero, Chadwick y Larraín, en que se propone solicitar al señor Ministro de Educación que revoque la decisión que margina al país de la prueba TIMSS 2007 y, en definitiva, adoptar las medidas para que el país participe en esta 

medición, tanto en 4º como en 8º grado



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General informa que el proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables Senadores señores Allamand, Cantero, Chadwick y Larraín, correspondiente al Boletín Nº S 868-12, es del siguiente tenor

PROYECTO DE ACUERDO:

Considerando:
 

En forma reciente, y de acuerdo a lo revelado por los medios de comunicación, se ha informado de la decisión adoptada por el Ministerio de Educación de marginar al país de la prueba Trends in International Mathematics and Science Study (TIMSS) en el año 2007.
 

Las razones aportadas por la autoridad para tal errónea decisión apuntan a que habría un exceso de mediciones de carácter internacional y a la presunta conveniencia de espaciar estas evaluaciones para poder apreciar mejor los resultados de las mismas.
 

Ambas líneas arguméntales carecen de fundamento.
 

De un lado, hay que destacar que Chile ya ha participado en dos ocasiones en la prueba TIMSS, en los años 1999 y 2003, con lo cual, una participación en el año 2007 permitiría realizar una evaluación en base comparable sobre lo que ha ocurrido en cuatro años en un contexto internacional. Además, la riqueza de la serie de la prueba TIMSS es superior, en tamaño y cercanía, de las observaciones a las cuales puede arribarse mediante la prueba PISA y por la SERCE . A su vez, es poco explicable que Chile no haya participado en la prueba PISA del 2003 en matemáticas, cuando es precisamente en tal área de conocimientos donde el país refleja mayores falencias. Por último, dejar pasar la prueba TIMSS 2007 significaría esperar 8 años para contar con una nueva observación efectivamente comparable, tiempo excesivo en que el país carecerá de información muy útil para fundar medidas correctivas al deficiente sistema educacional chileno.
 

De otro lado, el que supuestamente no sería adecuado contar con estas mediciones en forma cercana y periódica es un razonamiento equivocado en sí mismo y, además, contradictorio con anteriores decisiones adoptadas por el Ministerio de Educación en la misma materia. Hasta hace poco, las mediciones debían ser periódicas y se actuaba en esa dirección; ahora, que hay consenso nacional que los resultados educacionales son lamentables y que el sistema educacional chileno atraviesa por una severa crisis, se opta por el distanciamiento de las mediciones.
 

Según la información disponible en el National Center for Education Statistics existen países que no han aplicado consecutivamente la prueba TIMSS. Sin embargo, los casos extremos, como son Singapur (mejor) y Sudáfrica (peor), han tomado sistemáticamente la prueba y han comprometido su participación en la versión 2007. Lo mismo ocurre respecto de países de alto rendimiento relativo, como son Australia, Corea del Sur, Eslovenia, Estados Unidos, Hong Kong, Italia, Japón, Latvia, Lituania y Rusia. Evidentemente, estos países conocen su nivel de rendimiento, pero han entendido la importancia del monitoreo para iluminar la toma de decisiones en educación.
 

Todo esto sustenta la necesidad de realizar la prueba TIMSS 2007, pues sus fortalezas no son sustituibles por ninguna de las pruebas programadas para este año.
 

En mérito de las consideraciones anteriores, el Senado acordó solicitar a Usía que revoque la decisión tomada por el Ministerio a su cargo, que margina al país de la prueba TIMSS 2007 y, en definitiva, adoptar las medidas para que el país participe en esta medición tanto en 4° como en 8° grado.
- - -



El señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Pizarro, quien solicita segunda discusión para este proyecto de acuerdo, en el sentido que se vote en la próxima sesión ordinaria que celebre el Senado.



El señor Secretario General expresa que en virtud de lo preceptuado por el artículo 100 del Reglamento de la Corporación, en el Tiempo de Votaciones no hay lugar a discusión, de manera que no cabe la segunda discusión.



Sobre el particular, el Honorable Senador señor Pizarro recuerda que hace un tiempo atrás se permitió efectuar discusión respecto de un proyecto de acuerdo, oportunidad en que la Secretaría del Senado no hizo presente la disposición ahora citada. Asimismo, deja constancia que el Senado es una Institución que no funciona dependiendo de las personas, sino que cada autoridad debe desarrollar su cometido de conformidad al ordenamiento jurídico.



Enseguida, el señor Presidente otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Larraín, Gazmuri, Letelier y Navarro.



El señor Presidente manifiesta que en el caso de los proyectos de acuerdo del Tiempo de Votaciones, no cabe aplazar su votación.



Sometido a votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 20 votos a favor, 7 en contra y 5 abstenciones.



Votan a favor los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Arancibia, Chadwick, Coloma, Espina, García, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Barra, Navarro, Novoa, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero y Zaldívar.



Votan en contra los Honorables Senadores señora Alvear y señores Escalona, Flores, Frei, Gazmuri, Naranjo y Sabag.



Se abstienen los Honorables Senadores señores Ávila, Muñoz Aburto, Núñez, Ruiz-Esquide y Vásquez.



El texto aprobado por el Senado es el transcrito anteriormente.

______________

Proyecto de acuerdo, presentado por diversos señores Senadores, mediante el cual proponen solicitar a Su Excelencia la señora Presidenta de la República el envío de un proyecto de ley que modifique la actual estructura tributaria que afecta 

a las bencinas



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General informa que el proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables Senadores señora Matthei y señores Arancibia, Bianchi, Chadwick, Coloma, García, Horvath, Kuschel, Larraín, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Romero, correspondiente al Boletín Nº S 870-12, es del siguiente tenor

Considerando:



Que los precios de los combustibles en Chile han aumentado sustancialmente, no sólo con motivo del precio internacional, sino especialmente por la carga impositiva que llega casi al 40%.



Que el impuesto específico -1,5 UTM por metro cúbico en el diesel y 6 UTM por metro cúbico en las bencinas-tuvo su origen en los años 80 para construir y mejorar caminos; que dicha responsabilidad es casi inexistente en la actualidad, puesto que la gran mayoría de las carreteras se han privatizado y, por lo tanto, los chilenos deben cancelar peaje para circular en ellas.



Que siendo uno de los impuestos que afecta a los combustibles en forma proporcional, esto es, un porcentaje del valor total y, por lo tanto, genera mayor recaudación fiscal a mayor precio internacional, resulta indispensable corregir la actual carga impositiva, de tal manera que con las alzas internacionales el Fisco recaude lo mismo y no más.



Que la actual estructura impositiva afecta especialmente a los chilenos de más escasos recursos y de la clase media, los que se ven mayormente impactados con las alzas de los combustibles, empobreciéndose cada día, para producir, en cambio, un enriquecimiento del Estado.



En mérito de las consideraciones anteriores, el Senado acordó solicitar a S. E. la Presidenta de la República que envíe un proyecto de ley para modificar la actual estructura tributaria que afecta a las bencinas, estableciéndose un sistema que rebaje la carga impositiva, esto es, el impuesto específico cada vez que suba el precio internacional de los combustibles, dando como resultado que el Estado recaude lo mismo y no más, como efecto del aumento del precio internacional.
- - -



Sometido a votación el proyecto de acuerdo, es rechazado por 17 votos en contra y 15 a favor.



Votan en contra los Honorables Senadores señores Ávila, Escalona, Flores, Frei, Gazmuri, Gómez, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Núñez, Ominami, Pizarro, Ruiz-Esquide, Vásquez y Zaldívar.



Votan a favor los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Arancibia, Chadwick, Coloma, Espina, García, Kuschel, Larraín, Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Romero.

________________

Proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables Senadores señores Allamand, Coloma, Orpis y Romero, mediante el cual proponen respaldar la posición sustentada por nuestra Cancillería y recomendar al Gobierno, como conductor de las relaciones internacionales del país, el rechazo de la candidatura del Gobierno de Venezuela al Consejo de Seguridad de las 

Naciones Unidas, con la finalidad que indican



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General informa que el proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables Senadores señores Allamand, Coloma, Orpis y Romero, correspondiente al Boletín Nº S 871-12, es del siguiente tenor

Considerando:



Que el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas es uno de los principales órganos de la comunidad internacional, responsable de la paz y la seguridad en el mundo, con una representación y funciones de señalada importancia.



Que la representación de la Región de Latinoamérica entre sus miembros no permanentes ha sido generalmente consensuada o, a lo menos, no sometida a objeciones y reparos de países o grupo de países miembros. La vía del consenso o, a lo menos, de que no existen objeciones fundadas, debe estimarse no sólo como la más conveniente, sino que necesaria.



Que América Latina requiere hoy día, más que nunca, coherencia y consecuencia, y una expresión regional auténtica y respetada. La importancia relativa de la Región en la conducción internacional debe ser mejorada. No contribuyen a dicho objetivo las querellas y divisiones internas, así como la ausencia de principios compartidos respecto de la soberanía e independencia de cada una de las naciones que la integran.



Que debería existir, en principio, simpatía para una candidatura de Venezuela, ya que se trata de un país tradicionalmente amigo, unido por vínculos que en condiciones normales debería contar con nuestro apoyo. Sin embargo, además de la falta de consenso que hoy suscita la postulación de su gobierno, éste ha venido provocando una situación de conflicto político con otros países de la Región igualmente respetables, que se quejan de haber sido objeto de actos que transgreden el principio de no intervención, base fundamental del sistema regional. La intervención del gobierno venezolano, al parecer constituye más bien una política de acción permanente por la frecuencia con que se ha suscitado.



Que la visita a nuestro país del Presidente electo del Perú es una especial ocasión para expresar con claridad nuestra vocación de amistad y solidaridad para con un país con quien no sólo tenemos una historia compartida, sino que un futuro abierto y lleno de posibilidades.



Que en tales circunstancias, no es razonable que Chile preste su apoyo y concurso a la candidatura venezolana que no sólo no genera consensos, sino que es fuente de división y conflictos al interior de la Región.



Que el Gobierno en esta materia ha señalado acertadamente que escuchará a todos los sectores.



En mérito de las consideraciones anteriores, el Senado acuerda respaldar la posición sustentada por la Cancillería y recomendar al Gobierno, que conduce las relaciones internacionales del país, rechazar la candidatura del gobierno de Venezuela y procurar obtener el máximo consenso regional para la elección de los representantes de América Latina ante el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas.
- - -



El señor Presidente otorga la palabra al Honorable Senador señor Pizarro, quien hace mención de un error que, en su parecer, contiene el proyecto de acuerdo.



Sometido a votación el proyecto de acuerdo, se obtiene el siguiente resultado: 16 votos en contra, 15 a favor y un pareo del Honorable Senador Sabag.



El señor Secretario General expresa que el pareo que aparece en el resultado de la votación electrónica corresponde a un error técnico.



Votan en contra los Honorables Senadores señores Ávila, Escalona, Flores, Frei, Gazmuri, Gómez, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Núñez, Ominami, Pizarro, Ruiz-Esquide y Vásquez.



Votan a favor los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Arancibia, Chadwick, Coloma, Espina, García, Kuschel, Larraín, Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Romero.



El señor Presidente indica que se repite la votación por observarse un defecto en la misma.



Repetida la votación, se rechaza el proyecto de acuerdo por 16 votos en contra y 15 a favor.



Votan en contra los Honorables Senadores señores Ávila, Escalona, Flores, Frei, Gazmuri, Gómez, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Núñez, Ominami, Pizarro, Ruiz-Esquide y Vásquez.



Votan a favor los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Arancibia, Chadwick, Coloma, Espina, García, Kuschel, Larraín, Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Romero.

______________

INCIDENTES



El señor Secretario General informa que los señores Senadores que a continuación se señalan, han solicitado se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



--Del Honorable Senador señor Cantero:



1) Al señor Ministro de Obras Públicas, respecto del funcionamiento del sistema de concesiones y de los avances en el estudio de las modificaciones que se pretende efectuar al decreto Nº 900, del Ministerio de Obras Públicas, del año 1996, Ley de Concesiones de Obras Públicas.



2) Al señor Director Nacional del Servicio de Registro Civil e Identificación, sobre situación que afecta a la señora Lidia Antonieta Garriga Caballero.



3) Al señor Director Nacional del Servicio Agrícola y Ganadero, acerca de la situación de restricción fitosanitaria que afecta a las Comunidades Indígenas Quechua de la Provincia de El Loa, Segunda Región.



--Del Honorable Senador señor Horvath, al señor Ministro del Interior, al señor General Director de Carabineros de Chile y a la señora Intendenta de la Región de Aysén, en cuanto a la necesidad de aumentar la dotación de Carabineros en la localidad de Villa Mañihuales, comuna de Aysén.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los señalados señores Senadores, en conformidad al Reglamento del Senado.

_________________



En el tiempo del Comité Partido Renovación Nacional e Independiente, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Prokurica, quien se refiere a la necesidad de que la comuna de Diego de Almagro cuente con una oficina del FONASA para atender los requerimientos de sus beneficiarios.



Al respecto, el señor Senador solicita enviar oficio, en su nombre, a Su Excelencia la Presidenta de la República y a la señora Ministra de Salud para que, si lo tienen a bien, analicen la situación expuesta.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del mencionado señor Senador, en conformidad al Reglamento del Senado.

__________________



En el tiempo del Comité Partido Socialista, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Navarro, quien se refiere a las siguientes materias:



1) Destinación a las municipalidades de un porcentaje de las multas pagadas por aplicación de la Ley General de Pesca y Acuicultura.



Al respecto, el señor Senador solicita enviar oficio, en su nombre, al señor Director General del Territorio Marítimo y Marina Mercante, al señor Director del Servicio Nacional de Pesca y al señor Presidente de la Asociación Chilena de Municipalidades para que, si lo tienen a bien, informen a esta Corporación respecto de la materia mencionada.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del mencionado señor Senador, en conformidad al Reglamento del Senado.



2) Funcionamiento del Programa Servicio País e incentivo a los profesionales que deciden quedarse en las zonas donde realizaron su aporte.



Al respecto, el señor Senador solicita enviar oficio, en su nombre, a la señora Ministra de Planificación para que, si lo tiene a bien, analice el tema descrito.



El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del mencionado señor Senador, en conformidad al Reglamento del Senado.



3) Resoluciones adoptadas por las autoridades de la salud en materia de externalización de los servicios.



Al respecto, el señor Senador solicita enviar oficio, en su nombre, a la señora Ministra de Salud para que, si lo tiene a bien, informe a esta Corporación sobre la inquietud planteada.



El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del mencionado señor Senador, en conformidad al Reglamento del Senado.



4) Aumento de la subvención destinada a la educación de los niños autistas.



Al respecto, el señor Senador solicita enviar oficio, en su nombre, al señor Ministro de Educación para que, si lo tiene a bien, informe a esta Corporación acerca de la materia señalada.



Sobre el particular, el Honorable Senador señor Letelier manifiesta su adhesión al oficio solicitado.



El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre de los mencionados señores Senadores, en conformidad al Reglamento del Senado.



5) Mediación en los juicios seguidos ante los Tribunales de Familia.



Al respecto, el señor Senador solicita enviar oficio, en su nombre, al señor Ministro de Justicia para que, si lo tiene a bien, informe a esta Corporación respecto del funcionamiento de la instancia de mediación y de los tribunales de familia.



El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del mencionado señor Senador, en conformidad al Reglamento del Senado.



6) Participación de Chile en la Asamblea General Extraordinaria de la Federación Iberoamericana de Ombudsman y envío de la iniciativa legal relativa a la figura del ombudsman.



Al respecto, el señor Senador solicita enviar oficio, en su nombre, a la señora Ministra Secretaria General de la Presidencia para que, si lo tiene a bien, informe a esta Corporación acerca de los temas indicados.



El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del mencionado señor Senador, en conformidad al Reglamento del Senado.

- - -



Seguidamente, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Letelier, quien se refiere a la situación que enfrentan sesenta establecimientos educacionales que se rigen por el decreto ley Nº 3.166, de 1980, en cuanto al acceso a financiamientos públicos.



Al respecto, el señor Senador solicita enviar oficio, en su nombre, al señor Ministro de Educación para que, si lo tiene a bien, informe a esta Corporación sobre la situación de los establecimientos educacionales mencionados.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del mencionado señor Senador, en conformidad al Reglamento del Senado.

____________



Se deja constancia de que no hicieron uso de su tiempo en la Hora de Incidentes de esta sesión los Comités Partido Unión Demócrata Independiente, Partido Demócrata Cristiano y Mixto Partido Por la Democracia y Partido Radical Socialdemócrata.

_____________

Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS,

Secretario General del Senado.

DOCUMENTOS
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MENSAJE DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA, CON EL QUE INICIA UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY Nº 18.314, A FIN DE ESTABLECER CUÁNDO CONSTITUIRÍAN DELITOS TERRORISTAS LOS ILÍCITOS QUE CONTEMPLA

(4298-07)

Honorable Senado:

En uso de mis facultades constitucionales, someto a vuestra consideración un proyecto de ley con el objeto de introducir una modificación en la ley N°18.314 que determina las conductas terroristas y fija su penalidad.

ANTECEDENTES DEL PROYECTO.

El problema que representan los llamados “delitos terroristas” afecta a la sociedad toda, en tanto se ataca -con estas conductas- los cimientos en los que se basa la institucionalidad democrática. En efecto, el terrorismo, en esencia, utiliza la violencia como herramienta para alcanzar el poder, afectando con ello los bienes jurídicos colectivos pero, más gravemente, atentando contra bienes jurídicos individuales de especial relevancia para nuestra sociedad, por cuanto ellos constituyen parte importante de los derechos humanos de las víctimas. La violencia terrorista representa un actuar sistemático y premeditado, destinado a capturar y mantener el poder político por la fuerza.

Ahora bien, por tratarse en su génesis, desarrollo y características, de un problema social y político que da cuenta de las particularidades de cada nación, no existe entre los distintos ordenamientos jurídicos de los Estados, una postura única respecto de qué debemos entender por delitos terroristas.

Sin perjuicio de lo anterior, es un principio reconocido en el Derecho Internacional que los delitos terroristas dicen relación con atentados especialmente graves a los derechos humanos. Por ello, es  una cuestión fundamental determinar los elementos que deben concurrir en una conducta antisocial para que ella sea entendida como conducta terrorista.

En tal sentido, la fundamentación de estos delitos dice relación con el grave atentado que ellos constituyen a la sociedad democráticamente organizada y a los derechos fundamentales de las personas.

La Constitución, en su artículo 9°, señala que el terrorismo “es por esencia contrario a los derechos humanos”. Dicha esencialidad ha de traducirse entonces, en la protección de determinados bienes jurídicos, frente a atentados especialmente graves. Por su parte, del Derecho Internacional se derivan algunos elementos centrales en cuanto a lo que ha de entenderse como terrorismo, señalándose a su respecto que éstos son actos especialmente graves, asociados a la violencia contra las personas con motivaciones políticas. Se trataría de delitos de suma gravedad, tanto en consideración de los medios (susceptibles de afectar potencialmente bienes jurídicos esenciales) como de los fines (animados a la subversión de la institucionalidad vigente), y por ende, delitos que atentan primordialmente contra la vida, integridad física o libertad de las personas.

Así, por ejemplo, el Convenio Internacional para la Represión de la Financiación del Terrorismo (1999), ratificado por Chile el 10 de Noviembre de 2001, define los delitos terroristas como cualquier “acto destinado a causar la muerte o lesiones corporales graves a un civil o a cualquier persona que no participe directamente en las hostilidades en una situación de conflicto armado, cuando, con el propósito de dicho acto, por su naturaleza o contexto, sea intimidar a una población u obligar a un gobierno o a una organización internacional a realizar un acto o abstenerse de hacerlo”.

La referencia a estos bienes jurídicos no ha sido antojadiza, sino que ha respondido a la necesidad de dar protección especial a aquellos bienes que se estiman en directa relación con el bien jurídico protegido, en éste caso de carácter colectivo, que estaría detrás de la normativa que reprime el terrorismo, esto es, la sociedad democráticamente organizada.

LAS MODIFICACIONES INTRODUCIDAS A LA PERSECUCIÓN DEL TERRORISMO.

El Gobierno militar reguló al terrorismo en la Constitución y en la ley.

El texto original de la Constitución declaró al terrorismo como contrario a los derechos humanos. También estableció que una ley de quórum calificado debía regular las conductas terroristas y fijar su penalidad. Además, establecía los efectos de ser condenado por estos delitos: quedaban inhabilitados por 15 años para ejercer empleos, funciones o actividades o cargos públicos; no cabía la amnistía ni el indulto. Finalmente, durante el procesamiento no cabía la libertad provisional.

El 17.05.1984 se dictó la ley Nº 18.314, que determina las conductas terroristas y fija su penalidad.

Con el advenimiento de la democracia, se han tenido que introducir importantes reformas en estas materias.

En primer lugar, en 1991, se modificó la Constitución, por una parte, regulando de manera distinta la amnistía y el indulto para estos delitos. Respecto de la amnistía y de los indultos generales, se estableció que éstos se podían dar; pero por una ley que debía reunir el apoyo de las 2/3 partes de los diputados y senadores en ejercicio (art. 63 Nº 16). En relación al indulto particular, se hizo una distinción. Respecto de los delitos cometidos con anterioridad al 11.03.1990, el Presidente puede conceder un indulto; la copia del decreto debe enviarse al Senado (disposición 7ª transitoria, Constitución). Respecto de los delitos cometidos después del 11.03.1990, no cabe el indulto particular (art. 9, Constitución).

Por la otra, en cuanto a la libertad provisional, la reforma de 1991 la permite, pero establece que la apelación de la resolución que se pronuncia sobre ella, debe ser pronunciada por una sala integrada exclusivamente por miembros titulares (artículo 19, letra e), inciso segundo).

En segundo lugar, la ley antiterrorista ha sido objeto de dos grandes modificaciones en democracia. Por una parte, mediante la ley Nº 19.027 (una de las leyes Cumplido) se establecieron las circunstancias que justifican calificar como delito terrorista unos hechos delictivos. También se eliminaron algunas conductas y se ajustaron las penas. Por la otra, mediante la ley Nº 19.806, se adecuó la ley antiterrorista a la reforma procesal penal.

ELEMENTOS QUE DISTINGUEN AL DELITO TERRORISTA DE LA LEY Nº 18.314.

En la actualidad, la ley Nº 18.314 entiende el delito terrorista en base a ciertos elementos, que se describen a continuación.

Desde luego, los delitos terroristas, en general, no son tipificaciones innovativas. Son los mismos delitos del Código Penal, como el homicidio, el secuestro, el incendio, la asociación ilícita. Sólo que estos delitos se sancionan con una pena mucho más alta que si fueran delitos comunes (artículo 2º, ley Nº 18.314).

Enseguida, lo que distingue al delito terrorista, es que se cometen con un propósito que la ley establece.

La ley Nº 18.314 establece dos finalidades alternativas. En primer lugar, la de cometer el delito con la finalidad de “producir en la población o en una parte de ella, el temor justificado de ser víctimas de delitos de la  misma especie”. La ley presume esta finalidad por el hecho de cometerse el delito mediante artificios, explosivos o incendiarios, usando armas de gran poder destructivo, empleando medios tóxicos, corrosivos o infecciosos, etc. En segundo lugar, el delito debe ser cometido “para arrancar resoluciones de la autoridad o imponerle exigencias” (artículo 1º, ley Nº 18.314).

A continuación, el delito terrorista también se caracteriza porque la tentativa es penada con la pena mínima señalada por la ley para el delito consumado. También porque la amenaza seria y verosímil de cometer delito terrorista, es castigada como tentativa (artículo 7º, ley Nº 18.314).

FUNDAMENTOS DEL PROYECTO.

El ámbito de los llamados “delitos terroristas” contenidos en la ley N°18.314 que determina conductas terroristas y fija su penalidad, es extremadamente amplio desde variados ángulos, pero especialmente desde el punto de vista de los bienes jurídicos protegidos. En este sentido, se han incluido conductas que atentan contra la vida, la integridad física, la libertad, la salud pública, el orden público y, finalmente, la propiedad.

El aumento de penas para delitos comunes, en la medida en que ellos son calificados como terroristas, se justifica por cuanto a través de estas acciones violentas encaminadas a destruir los cimientos de la institucionalidad democrática se afectan bienes jurídicos individuales que constituyen, a la vez, “derechos humanos fundamentales” indispensables para la vida en sociedad.

Siguiendo lo anterior resulta que no cualquier violación de derechos constituye terrorismo. Terrorismo es la violación organizada y sistemática de derechos humanos fundamentales (la vida, la integridad física y síquica y la libertad personal).

La ley N°18.314, como antes se señalara, protege variados bienes jurídicos, entre los cuales hoy se encuentra el de propiedad. Dicha protección a través de esta legislación especial no aparece adecuada.

En efecto, la legislación antiterrorista, justifica el aumento de penalidad respecto de los tipos penales comunes en la medida en que se sanciona atentados contra derechos humanos fundamentales, debiendo someterse la definición de conductas terroristas a los principios de proporcionalidad y razonabilidad. Ello significa que los bienes jurídicos protegidos por la legislación aludida,  deben ser concordantes con el carácter especialmente grave que se asigna al terrorismo a nivel universal y que la propia Constitución consagra al referirse a él como esencialmente contrario a los derechos humanos.

La gravedad excepcional que la Constitución y la legislación antiterrorista establecen, sólo puede justificarse en presencia de delitos de gravedad también excepcional. De ahí la necesidad de delimitar los bienes jurídicos relevantes, de cara a la gravedad de las conductas constitutivas de terrorismo, circunscribiéndolos a aquellos que atenten contra la vida, la integridad física, la libertad y la salud pública.

La no inclusión de la propiedad como uno del los bienes jurídicos directamente protegidos por la legislación antiterrorista, responde justamente a la necesidad de respetar los principios de proporcionalidad y ultima ratio, que deben ser el bastión de un derecho penal democrático en el contexto de un Estado de Derecho.

La protección de la propiedad, a través de la legislación antiterrorista, sólo podría entenderse adecuada y acogerse, en la medida en que a través de atentados en su contra, se pudiera lesionar o poner en peligro concreto, los bienes internacionalmente reconocidos como dignos de protección mediante esta legislación especial.

CONTENIDO DE LA PROPUESTA.

El proyecto que ahora someto a vuestra consideración consta de un artículo único, en virtud del cual se agrega un artículo 2° bis en la ley N° 18.314.

El nuevo artículo que se introduce delimita el ámbito de los bienes jurídicos protegidos a la vida, la integridad física, la libertad y, finalmente, la salud pública. Se excluye entonces, la propiedad.

El proyecto, en consecuencia, no modifica ningún tipo penal de los establecidos en la Ley Antiterrorista. Tampoco cambian las finalidades que se exigen para que estemos en presencia de un delito terrorista. De ahí que la propuesta comience señalando “sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos precedentes”.

En consecuencia, tengo el honor de someter a vuestra consideración, el siguiente

PROYECTO DE LEY:
“Artículo único.-
Agrégase a continuación del artículo segundo de la ley N° 18.314, que determina conductas terroristas y fija su penalidad, el siguiente artículo segundo bis:

“Artículo 2° bis.- Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos precedentes, sólo constituirán delitos terroristas aquellos que afecten la vida, la integridad física, la libertad y la salud pública.”.”.

Dios guarde a V.E.,

(Fdo.):Michelle Bachelet Jeria,
                                 Andrés Zaldívar Larraín,
Presidenta de la República.                                     Ministro del Interior.

Isidro Solís Palma,

Ministro de Justicia.

2

PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE ESTABLECE COMO MEDIDA CAUTELAR LA RETENCIÓN DE LICENCIA DE CONDUCIR, EN CASO DE UN CUASIDELITO COMO CONSECUENCIA DEL MANEJO DE UN VEHÍCULO

(4125-07)

Con motivo de la Moción, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

“Artículo Único.- Modifícase el artículo 155 del Código Procesal Penal, en el siguiente sentido:

1) Sustitúyese, en la letra f), la conjunción “y” y la coma (,) que le antecede, por un punto y coma (;).

2) Reemplázase, en la letra g), el punto aparte (.) por la conjunción “y”, precedida de una coma (,).

3) Agrégase una letra h), nueva, del siguiente tenor:

“h) La prohibición de conducir vehículos a tracción mecánica o animal. Para tales efectos se procederá a la retención de carné, permiso o licencia de conducir del imputado, cuando se investiguen hechos constitutivos de cuasidelitos, con resultado de muerte o de lesiones graves gravísimas, ejecutados por medio de vehículos mecánicos o a tracción animal. Mientras se encuentre vigente esta medida cautelar, cuya duración no podrá exceder de seis meses, no será procedente el otorgamiento de permisos provisorios para manejar vehículos.”.”

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): JORGE BURGOS VARELA, Presidente en Ejercicio de la Cámara de Diputados.-CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados

3

PROYECTO DE LEY, EN TERCER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA EL CÓDIGO DEL TRABAJO, RESPECTO DE LA ADMISIÓN DE MENORES DE EDAD AL EMPLEO Y DEL CUMPLIMIENTO DE LA OBLIGACIÓN ESCOLAR

(3235-13)

La Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, ha dado su aprobación al proyecto de ley de ese H. Senado que modifica el Código del Trabajo, en lo relativo a la admisión al empleo de los menores de edad y al cumplimiento de la obligación escolar, boletín N° 3235-13, con las siguientes enmiendas:

Artículo único

Ha pasado a ser artículo 1°, sustituido por el siguiente:

N° 1

Lo ha rechazado.

*****

Ha introducido el siguiente artículo nuevo:

“Artículo 2º.- Agrégase el siguiente artículo 18 bis en el Código del Trabajo:

“Artículo 18 bis.- En los casos señalados en los artículos 15, inciso segundo; 16, y 18, deberá cumplirse con lo dispuesto en los incisos segundo, tercero, y séptimo del articulo 13, según la edad y actividad de los menores.”.

******

Lo que tengo a honra comunicar a V.E., en respuesta a vuestro oficio Nº 25.345, de 9 de junio de 2006.

Acompaño la totalidad de los antecedentes.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.):JORGE BURGOS VARELA, Presidente en Ejercicio de la Cámara de Diputados.-CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario de la Cámara de Diputados
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INFORME DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR ORPIS, QUE MODIFICA LA LEY Nº 18.838, SOBRE CONSEJO NACIONAL DE TELEVISIÓN, CON EL OBJETO DE PROHIBIR EL EMPLEO DEL SISTEMA DE MEDICIÓN DE AUDIENCIA EN LÍNEA

(3543-15)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de informaros el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, enunciado en el rubro, originado en Moción del Honorable Senador señor Jaime Orpis.
- - - - - - - - -

Hacemos presente que la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, en virtud de lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 36 del Reglamento, informará sólo en general este proyecto de ley.

- - - - - - - -

A las sesiones en que vuestra Comisión analizó esta iniciativa legal, asistió el autor de la Moción, Honorable Senador señor Jaime Orpis.

Concurrieron, asimismo, especialmente invitadas, las siguientes personas:

A la sesión celebrada el 21 de julio de 2004, la Presidenta del Consejo Nacional de Televisión, señora Patricia Politzer y la Jefa del Departamento de Fomento de dicho Consejo, señora Bernardita Prado.

A la sesión realizada el 17 de agosto de 2004, el Presidente de la Asociación Nacional de Televisión (ANATEL), señor Jaime Bellolio Rodríguez; el Director Ejecutivo de la Asociación Nacional de Televisión (ANATEL), señor Javier Urrutia; el asesor de la Presidencia de la Asociación Nacional de Televisión (ANATEL), señor Enrique Aimone; la Asesora Legal de la Asociación Nacional de Televisión (ANATEL), señora Ángela Vivanco y el Secretario General de la Asociación Nacional de Televisión (ANATEL) señor Hernán Treviño.

A la misma sesión anterior, concurrieron, el Presidente del Colegio de Periodistas de Chile V Región, señor Audénico Barría; el Consejero Nacional del Colegio de Periodistas de Chile, señor Carlos Paredes y el Secretario General del Colegio de Periodistas de Chile, señor Miguel Tapia.

Asimismo, asistieron a dicha sesión, el Director General de la Sociedad Chilena del Derecho de Autor, señor Santiago Schuster y el Director de Estudios de la Sociedad Chilena del Derecho de Autor, señor Jorge Mahu.

A la sesión celebrada el 15 de Septiembre de 2004, concurrió el Presidente de la Asociación Nacional de Avisadores (ANDA), señor Mario Davis y el Presidente de la Asociación Chilena de Agencias de Publicidad (ACHAP), señor Henry Northcote.

Asistieron, además, a esta sesión, el Presidente de Time Ibope Chile, señor Elías Selman y el Gerente General de Time Ibope Chile, señor Patricio Moyano.

Por último, vuestra Comisión, recibió el 20 de abril de 2005, al Gerente de Estudios de Medición de Audiencia de la Corporación de Televisión Pontifica Universidad Católica de Chile-Canal 13, señor Sebastián Sierralta.

- - - - - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO PROPUESTO

La iniciativa legal en estudio tiene por finalidad prohibir a los prestadores de servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción y a los servicios limitados de televisión, el empleo de cualquier clase de sistemas de medición de audiencia en línea.
Para llevar a la práctica este objetivo se propone sancionar, de acuerdo a la gravedad de la infracción, en la forma prescrita en el artículo 33, de la ley Nº 18.838: amonestación; multa, no inferior a 20 ni superior a 200 (UTM); suspensión de las transmisiones hasta por 7 días y caducidad de la concesión.

ANTECEDENTES

1.- Jurídicos.

El proyecto de ley en informe se relaciona, entre otras, con las siguientes normas legales:

a) Artículo 19 número 12 de la Constitución Política de la República que consagra la libertad de opinión y de informar y establece que habrá un Consejo Nacional de Televisión,  organismo autónomo y con personalidad jurídica encargado de velar por el correcto funcionamiento de este medio de comunicación, y agrega que una ley de quórum calificado señalará la organización y demás funciones del Consejo, y

b) Ley Nº 18.838, que crea el Consejo Nacional de Televisión.

2.- De hecho.

La Moción en estudio señala que uno de los grandes cambios que ha sufrido nuestra sociedad en las últimas décadas es el fin de las luchas ideológicas, reemplazándose por una sociedad que amplía los espacios de libertad. Sin embargo, con todos los beneficios que puede llegar a tener un cambio social de esta naturaleza, existe el riesgo de terminar promoviendo el materialismo y el individualismo que concebidos como un fin en sí mismo pueden llegar a causar graves daños.

Reflejo de esta realidad es que hoy vivimos en una sociedad “on-line”, en que los contenidos han quedado relegados a un segundo plano. Prácticamente lo único que vale es el “rating”. Para determinar una parrilla programática, una postura política, una acción de Gobierno, el contenido queda subordinado a la medición. A pesar de tener mayores espacios de libertad hemos terminado siendo esclavos de lo que la gente quiere ver, oír o escuchar.

Quienes desean hacer un aporte constructivo a esta sociedad no tienen espacio. Los contenidos tienen cada vez menos espacio.

La creciente importancia de la televisión en la formación de la opinión pública y su innegable influencia en los patrones de conducta social, plantean la exigencia de una reflexión sobre las bases en que se desarrolla la prestación de servicios televisivos.

El consumo televisivo actualmente alcanza a casi cuatro horas diarias (tres horas cincuenta y seis minutos) del tiempo de las mujeres y algo más de tres (tres horas, seis minutos), en el caso de los hombres. De estos datos, fácil es concluir que los chilenos permanecen casi un cuarto de su tiempo activo frente a un televisor. En la citada medición, el consumo televisivo aumenta considerablemente en el horario llamado “prime time”, es decir, después de las ocho de la noche cuando ha terminado la jornada laboral. Bien podemos concluir, señala la Moción, que los chilenos emplean la mayoría del tiempo libre en ver televisión.

El 90% de los chilenos que viven en los centros urbanos considera que la televisión estimula el consumismo en los niños, mientras que el 71% opina que incentiva la violencia en las personas.

Existe también consenso en torno a la idea de que el sistema de medición de audiencia en línea, conocido como “people meter on line”, ha contribuido significativamente al paulatino proceso de deterioro de la calidad de los contenidos exhibidos. La necesidad de los medios de adecuar su oferta programática a las exigencias de la audiencia para competir eficazmente en el mercado publicitario principal fuente de ingresos de los canales de televisión abierta.

Chile optó por una televisión comercial. Por lo tanto, las mediciones de audiencia son determinantes para la inversión publicitaria las que, a la larga, han terminado estableciendo la parrilla programática en función de los “rating”.

Sin embargo, agrega la Moción, como sociedad  debemos buscar un equilibrio, de lo contrario, el costo será demasiado alto por el grado de penetración que tiene este medio. El depender sólo del “rating” termina sacrificando una televisión con mayores contenidos. Cuando se exhiben altos niveles de violencia sin duda ello termina traduciéndose en una sociedad mucho más violenta. Cuando cada vez  se exhibe una mayor cantidad de miseria humana que, sin duda, es parte de la naturaleza, pero paralelamente existe muy poco espacio para mostrar las virtudes humanas ocurre algo similar. Cuando se privilegia en extremo la entretención por sobre la información, se va produciendo una desvinculación de la ciudadanía con su propio entorno.

Las audiencias reflejan lo que he señalado. En el caso de las mujeres, al considerar los10 programas de televisión más vistos, siete corresponden entre reality show (5) y telenovelas (2). En el caso de los hombres las alternativas son un poco más variadas. Entre los 10 programas más vistos cuatro se reparten entre reality show (2), telenovelas (2); a lo menos existe un informativo y dos eventos deportivos.

Sin embargo, como sociedad debemos buscar un equilibrio, de lo contrario el costo será demasiado alto. En la actualidad ese equilibrio no existe. En general, se sacrifican los contenidos en función de los “rating”, y sin duda el sistema que provoca mayores distorsiones en ese sentido es la “medición en línea” denominado “people meter on line” que existe en muy pocas partes en el mundo.

Finalmente, señala la Moción, que no se trata de no medir las audiencias. De lo único que se trata es evitar utilizar un sistema “people meter on-line” que categóricamente produce un desequilibro entre contenidos y “rating”.

ESTRUCTURA DEL PROYECTO

La Moción en informe se encuentra estructurada sobre la base de un artículo único que propone agregar un inciso final al artículo 13 de la ley Nº 18.838, que crea el Consejo Nacional de Televisión.

El artículo 13 establece en su inciso primero que el Consejo no podrá intervenir en la programación de los servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción ni en la de los servicios limitados de televisión. Sin embargo, podrá: a) adoptar las medidas tendientes a evitar la difusión de películas que no corresponda calificar al Consejo de Calificación Cinematográfica y de programas o publicidad que atenten contra la moral, las buenas costumbres o el orden público; b) determinar la hora a partir de la cual podrá transmitirse material fílmico calificado para mayores de 18 años de edad por el Consejo de Calificación Cinematográfica, y c) fijar, de manera general, un porcentaje de hasta un 40% de producción chilena de los programas que transmitan los canales de servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción. Dentro de este porcentaje podrá incluir la exhibición de películas nacionales.

Su inciso segundo agrega que los canales de servicio de radiodifusión televisiva de libre recepción y de servicios limitados de televisión, serán exclusiva y directamente responsables de todo y cualquier programa, nacional o extranjero, que transmitan, aun cuando se trate de transmisiones o retransmisiones vía satélite.

Su inciso final prohíbe la transmisión o exhibición de películas calificadas con contenido pornográfico o excesivamente violento por el Consejo de Calificación Cinematográfica, en los servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción.

El inciso final que se propone agregar a este artículo, mediante la Moción, prohíbe a los prestadores de servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción y a los de servicios limitados de televisión, el empleo de cualquier clase de sistema de medición de audiencia en línea. La infracción a esta norma será sancionada, de acuerdo con su gravedad, en la forma prescrita en el artículo 33 de este texto legal.

El artículo 33 establece las siguientes sanciones:

1.- Amonestación.

2.- Multa no inferior a 20 ni superior a 200 unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia en una misma infracción, se podrá duplicar el máximo de la multa.

3.- Suspensión de las transmisiones, hasta por un plazo de 7 días, tratándose de infracción grave y reiterada.

4.- Caducidad de la concesión. Esta sólo procederá en los siguientes casos: a) no iniciación del servicio dentro del plazo señalado en la resolución que otorga la concesión, salvo caso fortuito o fuerza mayor; b) incumplimiento de las exigencias establecidas en los incisos primero y segundo del artículo 18; c) declaratoria de quiebra de la concesionaria, por resolución judicial ejecutoriada; d) suspensión de transmisiones, impuesta como sanción por resolución ejecutoriada del Consejo, por tres veces dentro de un mismo mes o por cinco veces dentro del año calendario, por alguna de las siguientes infracciones: 1) interrupción, injustificada o no autorizada previamente por el Consejo, de las transmisiones por más de cinco días; 2) incumplimiento de las normas técnicas por las cuales se rija la respectiva concesión, y 3) infracción de lo establecido en el inciso final del artículo 1° de esta ley.

Las concesionarias de servicios limitados de televisión sólo podrán ser sancionadas en virtud de infracción a lo dispuesto en el inciso final del artículo 1° de esta ley.

DISCUSIÓN EN GENERAL

Durante la discusión en general de esta iniciativa legal, la Comisión escuchó los siguientes planteamientos de las personas indicadas al inicio de este informe.

1.- La Presidenta del Consejo Nacional de Televisión, señora Patricia Politzer, expresó que existe consenso tanto nacional como internacional en torno a la relevancia de la televisión en el desarrollo político, social, cultural y económico de cada país. Si se considera que las personas ven un promedio de tres horas diarias de televisión, que en Chile un 79,4% ve televisión todos los días y que un 78% se informa básicamente a través de este medio, resulta obvio que éste no es cualquier medio de comunicación y que su responsabilidad social es innegable.

La industria de la televisión forma parte de la industria de la entretención y, como tal, es hoy una industria de alta exigencia y competitividad en todo el mundo.

El éxito de la gestión de cualquier canal de televisión es indispensable para su quehacer y entre las herramientas que tienen para su gestión está la de obtener buenos resultados y el estudio y la medición de audiencias son fundamentales para esa gestión. Así, desde esa perspectiva los canales de televisión no sólo tienen derecho sino que de alguna manera tienen la obligación profesional y empresarial de usar las mediciones de audiencias.
El llamado “people meter” es justamente uno de los sistemas de medición de audiencias más efectivos que se ha conocido hasta la fecha. En Chile, este sistema reemplazó en el año 1992 al llamado viejo “cuadernillo”, que era un sistema tradicional de encuesta que preguntaba acerca de lo que se había visto la noche anterior o el día anterior.

En ese sentido el “people meter” mejoró sustancialmente la calidad de la información que los canales de televisión y los avisadores pueden tener en relación a los televidentes, tanto desde el punto de vista cuantitativo, es decir cuánta gente esta viendo el programa, como desde el punto de vista socio-demográfico. Es decir, no sólo podemos saber cuánta gente esta viendo televisión sino que además podemos conocer qué tipo de gente, quiénes son, qué edad tienen, si son hombres, si son mujeres, qué nivel socio-económico tienen, etc.

El “people meter” es, sin embargo, sólo una de las variables que utilizan los canales de televisión para definir su programación. En esa perspectiva, la información que entrega el “people meter” entorno a las audiencias se analiza junto a otras variables como, por ejemplo, la línea editorial del medio, el equilibrio programático que pretende lograr un determinado canal de televisión o el público objetivo al cual quiere llegar el “people meter”. De este modo, la información sobre las audiencias es una más de todas estas variables.

Resulta fundamental distinguir entre lo que es el “people meter” como un sistema de medición de audiencia y el llamado “people meter on line”, que consiste en entregar a los canales de televisión información instantánea, minuto a minuto, sobre la audiencia que en ese mismo momento está viendo un determinado programa.

El “people meter on line”, dada su inmediatez, entrega información incompleta, exclusivamente cuantitativa sin distinguir los tipos de audiencias, y sus datos no son plenamente fidedignos, ya que éstos datos junto con ir directamente a los canales de televisión minuto a minuto, van paralelamente a una central de la empresa de medición de audiencia que revisa y corrige los errores que pueda tener esta medición “on line” para entregar la información exacta al día siguiente. Es por eso que muchas veces uno ve en la prensa que un programa tuvo un “ranting” según el canal que recibió la información “on line” pero no es el “rating” definitivo.

En ese sentido, el “people meter on line” no sirve como elemento de análisis junto a las demás variables y, por lo tanto, no se justificaría desde ese punto de vista.

Es decir, cuando se está dirigiendo un programa y recibiendo el “people meter on line” cuánta audiencia tiene ahí sólo actúa en relación a la variable del “people meter” de la audiencia que esta viendo en ese momento y no se considera o baja drásticamente la consideración de las otras variables como la línea editorial, el publico objetivo, el equilibrio programático.
El “people meter on line” sólo se utiliza en dos ciudades en el mundo, Santiago de Chile y Sao Paulo en Brasil.

El impacto del “people meter on line” es fundamentalmente la instantaneidad de la información cuantitativa, lo que podría provocar una distorsión en la programación en vivo sobre la base de motivaciones coyunturales de la audiencia. Tales distorsiones podrían traducirse en una disminución de la calidad de la programación al sobrevalorar solamente una de las múltiples variables que debieran influir en la programación televisiva.

Finalmente, señaló que el “people meter on line” es una variable y un sistema polémico. No obstante, la calidad de la televisión es una preocupación que existe en todo el mundo, es global y  va mucho más allá del “people meter on line”. Se deben buscar mecanismos para asegurar la calidad de los contenidos de la televisión más allá del “rating” y del sistema que se usa actualmente.
2.- El Presidente de la Asociación Nacional de Televisión, (ANATEL), señor Jaime Bellolio, informó, en primer término, que el sistema “people meter on line” es uno de los instrumentos de medición de que puede hacer uso la televisión en Chile, el cual se está usando por algunos de sus canales desde 1992. Sirve para determinar las preferencias relativas a la televisión abierta de acuerdo a las siguientes características actuales:

a) Se aplica en la actualidad sólo a 450 hogares de Santiago, contemplando un máximo de 4 aparatos por hogar. El total de personas que cubre la muestra es de 1.860 y se está implementando el sistema para aplicarlo próximamente en regiones.

b) Mide las preferencias del público de los segmentos ABC1, C2, C3 y D; (el 11,1 por ciento de los hogares de Santiago pertenece al segmento ABC1; al C2 pertenece el 22,2%; al C3 pertenece el 27,8% y al D el 38.9%.

c) Este instrumento es capaz de determinar minuto a minuto los canales abiertos que se están viendo en cada uno de los televisores de la casa y quiénes se encuentran presentes en sus audiencias.

Los canales asociados en Anatel que utilizan este sistema son los canales 7, 9, 11 y 13. El canal 4 utiliza el sistema “people meter” pero no en su modalidad “on line” y el canal 5 no utiliza el instrumento de medición “people meter” en ninguna de sus formas.

Para la utilización de este instrumento de medición por parte de los canales de televisión existe un convenio firmado por cada uno de las estaciones televisivas con Time Ibope que vence en el mes de mayo de 2007.

Enseguida, señaló que la Moción del Senador Orpis describe las características que tiene el sistema de Televisión.

Al respecto, el Presidente de ANATEL precisó que en su concepto un proyecto de ley cuyo objetivo es establecer la prohibición del uso de un sistema de medición de audiencia que, hasta ahora, es de uso libre y sin restricción legal alguna para su utilización, debe fundarse en datos estrictos que permitan demostrar la relación existente entre el uso de ese sistema y un efecto dañino para la sociedad y en el proyecto de ley no hay razones fundadas o datos que así lo comprueben.

Cuando se hace referencia a la calidad de la programación televisiva, el término puede utilizarse para varios aspectos de ésta, tales como los aspectos técnicos, el sustrato valórico, el contenido cultural, la adecuada segmentación de la programación de acuerdo al público, etc. Por ello, establecer prohibiciones relacionadas con la búsqueda de la “calidad” de la programación, cuando ésta no se ha definido jamás legalmente y es un término fácilmente subjetivable, resta fundamento al proyecto de ley e implica necesariamente fuertes riesgos, en el sentido de empezar a establecer prohibiciones basadas en bienes que no han sido definidos y que cada cual puede interpretar de una manera muy diversa.

No puede, en su opinión, presumirse dicho efecto de una situación general de la televisión que también se evidencia en aquellos países en que este sistema de medición no se ha implementado. Más aún, algunos canales chilenos no tienen este tipo de mediciones “on line” y otros no tienen ningún tipo de medición, y, sin embargo, el tipo de programación a que aluden las encuestas mencionadas en la Moción puede considerarse similar.

Para los canales, el “people meter on line” es una herramienta que se utiliza junto a otras como encuestas, focus, mediciones telefónicas, etc. no siendo por lo tanto el único instrumento a considerar para determinar la programación. Se trata, en verdad, de una herramienta más disponible en el mercado para el estudio de audiencias y su prohibición no garantiza que el mercado no encontrará otras formas que podrán calificarse o no de “adecuadas” que ésta para estudiar el comportamiento de los televidentes.

El uso del “people meter on line” no sólo se justifica de cara a la publicidad que los canales pueden obtener. Reducir su utilidad a ello es ignorar el resto de sus aplicaciones. En realidad, este sistema puede tener múltiples aplicaciones, entre ellas, la de determinar las preferencias del público para que el canal, de acuerdo a su línea editorial, sus valores y en cumplimiento de las directrices de la ley, determine sus contenidos seleccionando aquellos aspectos positivos de las preferencias del público.

Este instrumento opera desde hace aproximadamente diez años y los cambios en la programación se deben, fundamentalmente, a los cambios en las audiencias, hábitos, preferencias, fidelidad, opciones alternativas, transformaciones sociales y cambios económicos, los cuales son mucho más globales y no abarcan sólo a la televisión de nuestro país ni exclusivamente a los canales en que se usa el “people meter on line”.

La televisión en Chile es comercial y, para ello, necesita autofinanciarse como condición básica para su subsistencia y viabilidad. Cabe señalar que la industria de la televisión en su conjunto ha sido deficitaria en los últimos años, por lo cual ha tenido que hacer un esfuerzo importante para captar a sus audiencias con sus programas, ofreciendo una amplia gama de géneros diferentes.

A pesar de haber aumentado, en el último tiempo, los fondos concursables a través del Consejo Nacional de Televisión, esta cifra es inferior al 0,5% de la inversión publicitaria en televisión, lo que demuestra lo insignificante que es este “subsidio”. En otros países, claramente hay aportes relevantes para desarrollar proyectos y programas más centrados en los contenidos, los cuales también implican deberes correlativos de los canales subsidiados.

Los auspiciadores y las agencias para dirigir sus inversiones, utilizan el “rating”, el que se mide a través del “people meter” con toda la información que esta herramienta entrega (hombre/mujer, edades, grupos socioeconómicos, etc.) y esto seguiría sucediendo aunque no existiera el “sistema on line”.

La calidad de la televisión debe mirarse en un contexto amplio de un promedio de dieciocho horas diarias de televisión, donde claramente existen programas diversos como noticiarios (donde se informa mayoritariamente la población), reportajes, programas de servicio, etc. y no necesariamente debe mirarse en forma aislada algunos programas. En consecuencia, hay una amplia variedad de líneas editoriales y contenidos y son los televidentes los llamados a elegir y juzgar.

Dentro de las preferencias los aspectos educacionales y culturales del público son determinantes en su elección, respecto de los contenidos no sólo de la televisión sino de los demás medios de comunicación como la prensa y la radio. También en los últimos años han irrumpido fuertemente otras alternativas como la televisión por cable e Internet, con los cuales la televisión abierta debe competir y en ellos también se evidencia esta selección de contenidos.

En los últimos siete años, la inversión publicitaria en televisión no ha tenido incremento, por lo que esta industria se está “comoditizando” y su futuro está muy ligado a los costos y su flexibilidad para poder subsistir. Ello sin lugar a dudas es un factor clave que está afectando la calidad de algunos de sus programas, por lo general, los programas de mayor contenido requieren más recursos, y los canales “grandes” se ven enfrentados a competir con el resto en costos y tarifas, lo cual va en desmedro de poder soportar una mayor cantidad de programas caros. De hecho, así ha ocurrido en los últimos dos años, en que los canales más “chicos” han tomado una cuota importante de participación de mercado.

El proyecto de ley en análisis tiende a simplificar una situación que es compleja, e incurre en el error de considerar que las dificultades que presenta la televisión no sólo en Chile sino en la mayoría de los países occidentales, se resuelve fácilmente con la eliminación de un sistema de medición, lo que no ocurrirá. No sólo no hay pruebas sino que no hay modo de garantizar que la eliminación del “people meter on line” garantizará un cambio en los contenidos de la programación televisiva.

Por el contrario, se remarca la tendencia a imponer cada vez más restricciones a este medio de comunicación, lo que no le reporta mayor calidad a su programación sino un espacio de libertad cada vez más reducido y más asociado con la decisión estatal.

Un principio fundamental de la televisión abierta en Chile, como consta en los estatutos de ANATEL, es luchar por el principio de la autorregulación y evitar disposiciones legales que limiten aún más la actividad informativa y la libertad económica de los medios de comunicación, en particular de la televisión, que por su importancia está siendo constantemente objeto de injerencias en clara discriminación respecto de los otros medios.

Finalmente, el señor Presidente de ANATEL, realizó un análisis jurídico de esta iniciativa legal.

Al respecto manifestó que este proyecto de ley establece una prohibición para las concesionarias de televisión, que se introduce como inciso final al artículo 13 de la ley Nº 18.838, del Consejo Nacional de Televisión. Dicho artículo se refiere a las únicas injerencias que la ley admite al Consejo sobre la programación de los canales de televisión y en nada se relaciona con los instrumentos de medición de “rating” que los canales pueden usar al tiempo de transmitir estos programas o con anterioridad.

Cabe señalar que la infracción a los preceptos del artículo 13, entre los cuales se incluiría la prohibición que esta Moción pretende introducir, se sancionará de acuerdo a lo establecido en el artículo 33 de la misma ley, pudiendo imponerse al canal de televisión infractor desde una amonestación hasta la suspensión de las transmisiones por siete días.

Resulta importante tener presente que la televisión como medio de comunicación, se encuentra regida por el estatuto general establecido en la Ley Nº 19.733 sobre Libertades de opinión e información y ejercicio del periodismo. En dicha ley, sólo en casos muy justificados, se establecen normas específicas para ciertos medios, como sucede respecto de los que son objeto de concesiones, obligados a dar aviso previo respecto de los cambios de control en ellos a los órganos de la libre competencia, lo cual se aplica a la televisión y a la radio.

En consecuencia, la Ley N° 18.838, que crea el Consejo Nacional de Televisión, no es la ley de la televisión, sino que establece la composición y atribuciones del Consejo con la finalidad de dar materialidad al mandato constitucional del artículo 19, N° 12, en orden a que dicho órgano vele por el “correcto funcionamiento” de dicho medio de comunicación.

Por esta razón, y dada la naturaleza jurídica del texto legal aludido, es que la totalidad de sus normas se dirigen precisamente a establecer las condiciones y procedimientos mediante los cuales el Consejo realiza su función, por la cual como correlato de las facultades de éste, se imponen obligaciones y prohibiciones muy limitadas a las concesionarias de televisión.

El inciso final que se pretende agregar al artículo 13, mediante la Moción en análisis, se encuentra disociado del artículo mismo y de la ley N° 18.838 en su conjunto, por las siguientes razones:

a) Las normas aplicables a las concesionarias que ya han obtenido la calidad de tales, tienen por justificación el correcto funcionamiento de este medio de comunicación, respecto del cual vela el Consejo. En efecto, el artículo 1° de la ley N° 18.838 dispone que corresponderá al Consejo velar por el correcto funcionamiento de los servicios de televisión, y para tal fin, tendrá su supervigilancia y fiscalización, en cuanto al contenido de las emisiones que a través de ellos se efectúen, en conformidad con las normas de esta ley. Luego la disposición agrega que se entenderá por correcto funcionamiento de esos servicios el permanente respeto, a través de su programación, a los valores morales y culturales propios de la Nación; a la dignidad de las personas; a la protección de la familia; al pluralismo; a la democracia; a la paz; a la protección del medio ambiente, y a la formación espiritual e intelectual de la niñez y la juventud dentro de dicho marco valórico;

b) En ningún caso, la naturaleza constitucional y legal de las facultades del Consejo, alcanza a las demás actividades de las concesionarias de televisión, como sus actividades societarias, sus contratos internos, sus políticas de personal, contratación de publicidad, etc. Incluso restricciones relacionadas con la propaganda electoral no se encuentran en esta ley sino, como corresponde, en la Ley de Votaciones Populares y Escrutinios, Ley Orgánica Constitucional Nº 18.700;

c) Por esta razón, no se visualiza cómo se puede introducir, en este marco legal, una prohibición que, como se ha dicho, no encuentra ningún fundamento estricto más que la “impresión” o la “creencia de” y que no tiene relación alguna con las facultades legales del Consejo ni tampoco con las emisiones que a través de la televisión se efectúan.  Es efectivo que el autor del proyecto considera que el uso de los sistemas de medición afecta la calidad de la programación que se emite en cuanto a sus contenidos, pero también podría influir en ello que se contrataran para presentar programas a personas de poca cultura, o que los libretistas fueran malos, o que los escenarios fueran vulgares, y eso implicaría extender una infinidad de prohibiciones, encadenando cada decisión del canal a la posible influencia que representa en la calidad de los contenidos de su programación, al punto que podría prohibirse por ley que los principales cargos de una estación de televisión estuvieran en manos de personas con preparación insuficiente, porque también todo ello puede influir en la calidad de los programas;

d) Para que pudiera introducirse válidamente la prohibición de usar el sistema de medición en línea debería probarse de manera fehaciente que es a causa del uso de ese sistema de medición, que los canales que lo ocupan dejan de respetar, a través de su programación, a los valores morales y culturales propios de la Nación; a la dignidad de las personas; a la protección de la familia; al pluralismo; a la democracia; a la paz; a la protección del medio ambiente, y a la formación espiritual e intelectual de la niñez y la juventud dentro de dicho marco valórico, como así lo exige el artículo 1º de la propia ley. Ello implica un doble test:

Lo anterior implicaría la comprobación de que esos valores no son respetados por los canales de televisión que usan ese método, debiendo confrontarse con las sanciones que han recibido por parte del Consejo; y por otro lado, que los canales de televisión que no usan este sistema de medición respetarían plenamente dichos valores y, en consecuencia, no tienen sanciones por parte del Consejo.

De no ser posible comprobar las situaciones anteriores la Moción en debate no tendría justificación dentro del ámbito de la ley N° 18.838 puesto que representaría una prohibición sobre una actividad cuyo control no está encomendado constitucional ni legislativamente al Consejo y que, además, sustantivamente se aparta de la naturaleza de las facultades de éste.

Finalmente, señaló que las sanciones que, de acuerdo al ya mencionado artículo 33 de la Ley del Consejo Nacional de Televisión puede imponer el Consejo, sin duda se encuentran relacionadas con las propias funciones de éste según ya se ha explicado, por lo cual la ubicación del texto contenido en el proyecto también produce un efecto disociador, ya que se aplica una sanción relacionada con los contenidos de las emisiones a una conducta totalmente diversa e independiente de éstas, que resulta pertenecer al ámbito de las decisiones privadas de la concesionaria respecto al modo en el que mide su audiencia.

3.- La Asesora Legal de ANATEL, señora Ángela Vivanco, señaló que el proyecto de ley en estudio no sólo significa una severa prohibición para la industria de la televisión, sino que implica prohibir por ley una actividad comercial lícita que ha sido contratada entre privados, sin que exista ninguna causal de aquéllas que la Constitución Política de la República admite que sean invocadas para impedir su realización.

En efecto, el artículo 19 número 21 de la Carta Fundamental garantiza la libertad para realizar toda clase de actividades económicas, estableciéndose como única limitación que “no sean contrarias a la moral, al orden público o a la seguridad nacional”. Como es lógico, no se ha pretendido ni siquiera por el autor de la Moción señalar que las mediciones del “people meter on line” sean contrarias a la moral o a la seguridad nacional, por lo cual sólo queda por considerar la posibilidad que se trate de una actividad contraria al orden público cuando sus usuarias son las estaciones de televisión.

Sin duda, transformar en ilícita una determinada actividad o un sector de dicha actividad, si sólo queda como posibilidad que sea contraria al orden público, no puede encontrar su fundamento en “presunciones acerca de la calidad de ciertos productos”, sino que debe referirse a una calidad de tal modo determinada y fehacientemente comprobada, que directamente infrinja el ordenamiento jurídico y que, en consecuencia, redunde sobre aquellos aspectos reglados de la actividad de los particulares y no sobre aquéllos que son propios de la autonomía de la voluntad y de la libre actividad económica.

En la actualidad la empresa Time Ibope realiza lícitamente esta actividad y vende este servicio de acuerdo a contratos válidamente suscritos entre particulares. De ello derivan una serie de derechos y obligaciones entre las partes, situados en el ámbito del Derecho Privado y que en nada se relacionan con las normas de orden público aplicables a las estaciones de televisión, de acuerdo a las directrices dadas por la misma Constitución Política de la República.

Por esta razón, la medida propuesta resulta decididamente expropiatoria de los derechos adquiridos por las partes, lo cual infringe el artículo 19 número 24 de la Constitución Política de la República, sin que haya causal constitucional para intentar “expropiar” por esta vía, lo cual implica que serán varias las personas afectadas en sus derechos constitucionales a partir de esta pretendida prohibición.

Por último, el presente proyecto aparece como una nueva discriminación hacia la televisión, la cual se ha visto severamente afectada por varios proyectos que específicamente establecen prohibiciones y limitaciones para ella, sin que haya fundamento para afectar crecientemente su campo de acción, lo cual implica la vulneración del artículo 19 número 2 de la Constitución Política de la República, el cual garantiza la igualdad ante la ley a todas las personas, naturales y jurídicas.

Tal medida parece particularmente arbitraria dado que esta herramienta le garantiza un grado de transparencia adicional al mercado de la publicidad en el país, por lo cual esta prohibición no sólo afectará a Time Ibope y los canales de televisión, sino también a las agencias y avisadores.

El legislador debiera propender a la transparencia de la información, cualquiera ésta sea su naturaleza, y no al revés.

4.- El Presidente del Colegio de Periodistas V Región, señor Audénico Barría, manifestó que la entidad que representa considera conveniente que la industria televisiva cuente con un sistema de medición de audiencia, puesto que constituye una herramienta eficaz para definir la programación y a la vez, un instrumento de orientación para los avisadores.

No obstante lo anterior, concordó con la Moción en análisis, en cuanto resulta nocivo para la calidad de los programas la existencia de un sistema de medición de audiencia minuto a minuto, que en la práctica ha significado para los canales de televisión entrar en una despiadada competencia que ha privilegiado la entretención farandulera por sobre la información y la cultura.

El sistema de medición en línea, que aparenta ser representativo, es sólo una muestra selectiva y discriminatoria de la audiencia, por cuanto no considera la opinión de habitantes de escaso poder adquisitivo o que viven en regiones.

Finalmente, destacó que los perniciosos resultados del sistema de medición de audiencia minuto a minuto, son públicos y notorios si se analiza la pauta programática de las estaciones televisivas, e inducen a la sociedad a preferir programas alienantes y sin contenido por sobre aquellos basados en valores que la sociedad debe resguardar. Al mismo tiempo atenta contra el derecho de la ciudadanía de estar bien informados.
5.- El Director General de la Sociedad Chilena del Derecho de Autor, señor Santiago Schuster, señaló que el sistema de medición de audiencias, denominado “people meter”, marca en forma definitiva las pautas de programación de los canales de televisión en nuestro país. Esta herramienta de medición, define dos importantes parámetros de la programación: los intereses que existen en el mercado y los intereses percibidos de la audiencia.

Agregó que si bien existe la línea editorial de un canal de televisión, es evidente que la última palabra es sostenida por el veredicto de la audiencia y el interés del mercado, expresado en los avisadores. En un sistema de televisión que debe autofinanciarse, y en consecuencia, vivir del avisaje, es natural que al ser abandonada por los avisadores una oferta programática, los canales normalmente abandonan dicho programa.

De este modo, un programa puede ser suspendido o retirado de la programación si sus índices son malos, así como una teleserie puede ser prolongada en los términos más extendidos posibles, si la estadística es favorable.

Las preferencias de la audiencia son evidentemente bienvenidas, para evaluar el grado de aceptación del público. Sin embargo, un sistema de esta naturaleza, puede ser lesivo para la diversidad cultural y el derecho de los ciudadanos, en especial las minorías, a acceder a formas de expresión donde el solo veredicto de las mayorías de televidentes, constituye una forma de limitación de los ciudadanos a acceder a formas amplias de expresión cultural, así como restringe desde el otro ángulo la libertad de creación y de expresión.

El funcionamiento de una herramienta de decisión programática tan importante y definitoria en la oferta de los canales, no puede ser indiferente a los principios de libertad de creación, y de valoración y respeto a la diversidad cultural.

A continuación, resaltó la importancia de la información recientemente conocida de una organización en Estados Unidos “Don’t Count Us Out/Queremos ser contados”, donde una organización no gubernamental reclama por la clasificación que se ha hecho de las minorías afro-americanas y latinas, reclamando que estas comunidades deberían ser “contadas” en un porcentaje no inferior al 25%.

En su concepto este proyecto de ley abre la posibilidad de iniciar un debate sobre la forma en que son considerados los chilenos al momento de programar en el medio que mayor impacto cultural tiene en la ciudadanía. En Chile, la medición de audiencia televisiva presenta además una novedad no generalizada en otros territorios y que consiste en la “medición on line” que sólo se emplea en Sao Paulo y Santiago de Chile, ya que en Europa y Estados Unidos no se utiliza para resguardar la calidad de la programación, según consta de un artículo publicado en el Cuerpo de Artes y Letras, del Diario El Mercurio de Santiago, de fecha 13 de abril de 2003.

Por lo anterior, resulta necesario examinar, no sólo hasta qué punto este sistema podría afectar la programación de los medios televisivos, sino también hasta qué punto este sistema coarta la libertad de creación, enfoque que hasta ahora no se ha dado a este tema, ya que sólo se ha observado el fenómeno desde un punto de vista de la audiencia.

Enseguida, en relación a la libertad de creación, manifestó que la medición de audiencia “on line” afecta la libertad de creación, en la medida que los medios de televisión utilicen esta herramienta como una forma de cercenamiento o mutilación de las obras y presentaciones artísticas por el solo efecto de una disminución en el “rating” del momento.

La inmediatez de los resultados del “people meter on line”, en programas al aire, parecen no permitir un análisis razonable que pondere la naturaleza del contenido presentado, y determinaría que las creaciones o actuaciones de mayor elaboración y que necesitan de un mayor tiempo de exposición para ser apreciadas por el público no tienen posibilidades de exhibición. Esta es una materia a examen que abre esta iniciativa legal.

Si la medición “on line” determina que los directores, guionistas, músicos, actores, verán afectado o limitado el destino de sus creaciones y actuaciones en el marco de su mayor o menor aceptación por el “rating on line”, con la inmediatez de este recurso de medición instantánea de la audiencia, esto sería una forma de coartar la libertad de creación artística, que afectaría la garantía constitucional del número 25, del artículo 19 de la Constitución Política de la República.

6.- El Presidente de Time Ibope, señor Elías Selman, informó que Time Ibope es un Consorcio formado por una empresa chilena que tiene 25 años de experiencia en la elaboración de encuestas, investigación de medios y de mercado y por una empresa brasilera, que es IBOPE, que tiene 60 años, con presencia en 13 países de América Latina; una empresa norteamericana, que mide el “rating” en 40 países, incluyendo a los Estados Unidos de América y una empresa inglesa que mide el “rating” en 20 países. De este consorcio, la empresa mayoritaria es Time, que es chilena.

Time Ibope tiene presencia en Chile, Costa Rica, Ecuador, Perú, Panamá y Guatemala y el grupo IBOPE con sus socios americanos e ingleses están, además, en México, Argentina, Colombia, Venezuela, Brasil, Paraguay y Uruguay, con lo cual como grupo funciona en 14 países.
Utiliza como tamaño de muestra para medir el Gran Santiago 450 familias y 150 familias para medir 4 regiones, existiendo mucha discusión en cuanto a la conveniencia de usar esta cifra, para lo cual ilustró que en Bogotá se consideran 250 familias; en Lima, 450; en Sao Paulo, 750; en Río de Janeiro, 450; en Ciudad de México, 1.000; en Guadalajara, 450; en Monterrey, 450; en Quito, 250; en Madrid, 355; Valencia, 310; Cataluña, 440 y en Estados Unidos, 5.094.

De acuerdo a lo anterior, el tamaño de la muestra es bastante apropiado con la experiencia mundial en la materia.

El objetivo del estudio es proveer a la industria de la televisión y avisadores, no sólo del “rating” que es lo que actualmente está de moda, sino que la industria necesita conocer los hábitos de audiencia de las personas, no sólo de los hogares y proporcionar datos válidos y confiables.

Este estudio le sirve a los canales de televisión para programar y a los avisadores para comprar espacios publicitarios, el valor en que se transan los espacios publicitarios dependerá de las audiencias que Time Ibope mide.
Para la realización de este estudio, Time Ibope sigue las directrices de Global Guidelines for Television Audience Measurement, (GGTAM) que es un acuerdo mundial para hacer esta medición.
Las normas internacionales que regulan este estudio son; en primer lugar, una respuesta total a las necesidades del mercado, Time Ibope tiene una relación con la industria a través de una Comisión Técnica, que reúne a todos los actores y en donde se conocen los tipos de métodos utilizados, los procedimientos y las reglas de edición. Además, el estudio es auditado por empresas que se dedican a auditar estudios de medios, puesto que se trata de un estudio de gran relevancia para los canales de televisión porque mide también la gestión de sus directivos y se transan los espacios publicitarios.

A continuación, explicó que la muestra se realiza tomando por base a 4.000 familias que representan el universo de Santiago, es decir, deberían tener una estructura demográfica, sociológica idéntica o muy parecida a la que tiene el CENSO. Estas familias representan el universo maestro; después se utiliza una muestra operativa, en la cual los 450 casos en Santiago se toman de manera aleatoria a partir de los 4.000. Es un proceso que se realiza en dos etapas, con un algoritmo probabilístico para que el error estándar sea medible estadísticamente, se realiza sobre un marco suficiente, debe ser medible la precisión y la confiabilidad, lo que significa que al repetirse el procedimiento de muestreo 100 veces, por lo menos 95 veces se obtendrán los mismos números, con lo cual las preferencias por edad, sexo, deberían repetirse en un cierto intervalo en las 95 veces.

La muestra anterior se actualiza porque la población es un organismo vivo que crece en el tiempo, se deben actualizar los barrios para incorporar el desarrollo de las ciudades.

Los datos se recolectan a través de un sistema inalámbrico, a través del cual se instala un aparato de radio en cada una de los hogares de estas familias que trasmite la información de los cambios de estaciones televisivas, esa información se recibe en un concentrador telefónico que lo envía a las oficinas de Time Ibope, luego se procesa y se entrega a los canales de televisión o agencias de publicidad, por lo tanto, el “rating on line” tiene un desfase estimado de un minuto.

El “rating on line” es un indicador de la proporción de hogares - total - que está viendo un canal de televisión en un minuto determinado con un desfase de un minuto promedio.

Agregó que este instrumento de medición no es útil para construir la programación de un canal de televisión porque es un estimador muy grueso. Los canales de televisión planifican para audiencias, para mujeres, para hombres, para jóvenes, programas para niños, etc., y el “rating on line” sólo representa el total de hogares, por lo que no sirve para planificar y no se usa para definir los contenidos programáticos.
Este instrumento de medición tampoco se usa para planificar la publicidad porque los anunciantes dirigen sus mensajes a audiencias específicas, hombres, mujeres, dueñas de casa, a mujeres de determinado estrato.

El uso de un indicador limitado no determina la calidad de los contenidos de los programas de televisión como tampoco se usa para definir cuándo se colocan los mensajes publicitarios. Este indicador  se usa en el “horario prime time”, que va desde las 20:00 a 23:00 horas, que es el horario en que más personas ven televisión, en el cual el 20% de la programación total son programas que están hechos en vivo y el 80% de los programas están pregrabados.

En muchos otros países en que Time Ibope mide el “rating” sin que sea “on line” siempre existe un cuestionamiento en el sentido de que sería poco transparente porque los datos llegarían con horas de diferencia. Por el contrario, con la aplicación del “rating on line” se entrega una tranquilidad notable a la industria porque está automatizado y cualquiera intervención sería percibida de inmediato, no hay posibilidad de alterar los datos, lo que representa un importante beneficio y otorga credibilidad al mercado. En los países en que se aplica el “rating on line” hay menos controversia pública y privada sobre la validez y fiabilidad de los “rating”.

El “rating on line” sirve también a Time Ibope para el control de calidad, al permitir correcciones rápidas cuando se presentan problemas en determinados sectores de la ciudad, como podría ser un apagón eléctrico. De otro modo, debería esperarse otro día porque lo que no se mide en un determinado momento no puede hacerse después. Además, maximiza la velocidad de recepción de la información.

Chile ha sido pionero en la utilización de este instrumento de medición porque como no habían suficientes teléfonos fue necesario hacerlo a través de la radio. Actualmente, el sistema existe en Sao Paulo, Moscú, Río de Janeiro y Buenos Aires, sin perjuicio de las simulaciones que se realizan en México y en otros mercados para contar con un sistema de “rating on line”, precisamente por las ventajas que representa en términos de control operacional y de credibilidad.

Otro elemento que incide en que el “rating on line” sea la tendencia es que los costos de la comunicación inalámbrica han bajado, lo que hace más barato el servicio. La convergencia de la televisión e internet, ha creado la televisión interactiva en la cual existen una serie de servicios “on line” que se ofrecen en Estados Unidos para las familias que poseen televisión por cable, tales como “Respond TV”; “TiVO y Replay Tv”; “Kobalt”; “Scientific Atlanta”; “Cisco System”; “Con StreamWatch (Control de flujo)” que puede recopilar la información demográfica del telespectador.

La Empresa Microsoft ingresó a este ámbito y está desarrollando un producto que se coloca en las cajas de la televisión por cable y permite al operador conocer cuánto rato vieron televisión, quiénes vieron los programas y a qué hora se producen los mejores “rating”.

Finalmente, reiteró que el “rating on line” no tiene incidencia en la calidad de los contenidos de los programas de televisión, no sirve para hacer programas como tampoco para definir contenidos, sólo sirve a la empresa que presta el servicio para tener más tranquilidad con un mercado que siempre es desconfiado con las cifras de “rating” y para hacer una supervisión más rigurosa.

En cuanto a la calidad de la televisión manifestó que se trata de un debate internacional. La exacerbación de la competencia en la televisión comercial produce un deterioro en la calidad de la programación. Actualmente, en Estados Unidos existe un gran debate por el contenido de los informativos, se debate sin son entretenimiento o son informaciones, para lo cual se han creado instrumentos que miden la calidad de la televisión, que no es el “people meter”.
7.- El Presidente de la Asociación Nacional del Avisadores (ANDA), señor Mario Davis, informó, que la organización que representa agrupa a la mayoría de las empresas nacionales que como una parte importante de su gestión deben tener una comunicación constante con el público.

Enseguida, manifestó que esta entidad tiene una posición muy clara de la Moción en estudio, que contiene un reproche por los contenidos de los programas de televisión, preocupación que es compartida por los avisadores, excepto en dos aseveraciones: la primera, en el sentido de que existiría consenso de que el sistema de medición en línea ha contribuido al deterioro de la calidad de los contenidos exhibidos, apreciación que no es compartida toda vez que se trataría de una relación causa efecto muy controvertida. La tendencia en los países en que no existe medición en línea es que en todos los medios de comunicación hay una degradación de los contenidos.

La segunda aseveración dice relación con el hecho de que se ha afirmado que la inversión publicitaria influye en la programación de los canales de televisión, sin embargo, expresó que en los 25 años en que se ha desempeñado en esta actividad jamás un medio de comunicación le ha formulado una consulta sobre esta materia. Los canales de televisión son extremadamente celosos en sus atribuciones para definir la programación y las empresas avisadoras tienen otra función.

Para mejorar la calidad de los contenidos de los programas de televisión se pueden buscar diferentes fórmulas, sin embargo, la supresión de las mediciones en tiempo real, o en línea, no resulta apropiada por dos razones: una filosófica o conceptual, según la cual las mediciones, los diagnósticos y, en general, todos los instrumentos no son positivos ni negativos, lo positivo o negativo puede resultar del uso, pero no de los instrumentos, todas la ciencias físicas y sociales que son probabilísticas, luchan por contar con métricas que sean lo más precisas, específicas y frecuentes posibles.

La predicción y minimización de la incerteza son funciones inherentes a cualquier gestión, incluso de aquellas que tienen mercado cautivo, lo que no es el caso, así se trate de empresas de gobiernos u organización sin fines de lucro.

Asimismo, debe considerarse la equidad debida  a los diversos tipos de medios disponibles a la misma audiencia, porque en la prensa escrita y en la radio se usa un lenguaje muy procaz, contenidos muy discutibles y no estarían sujeta a este tipo de restricciones.

No cree, por razones prácticas, que la supresión de la medición “on-line” evite, ni siquiera desincentive, las prácticas que se reprochan. En efecto, el retiro, reemplazo o modificación significativa de programas tiene un alto costo y complejidades no menores, muchas veces traumáticas. No suelen decidirse con una sola medición. No se toman decisiones importantes con data precaria, sino que con muchos otros antecedentes porque son cambios caros y significativos, que pueden afectar el prestigio.

Además, debe considerarse que la información sobre audiencias siempre hay, siempre ha existido y si arroja cifras no acordes a los objetivos que determinen los canales, estos accionarán de acuerdo a sus políticas, al margen de si la información es instantánea o no.

A mayor abundamiento, señaló que todas las mediciones de audiencia, coincidentales o recordatorias, en línea o diferidas, son ex post facto. El valor principal de estos estudios es de constatación. No obstante, al igual que cualquier productor de bienes o servicios, los emisores de televisión tienen a su alcance todo el arsenal metodológico disponible para efectuar o encargar estudios predictivos de sus programas.

Las programaciones cambian de acuerdo a ciertos datos que los medios de comunicación poseen y no necesariamente se trata del sistema de medición en línea. Cuando se hacen programas y se contratan artistas con mucha publicidad previa es porque hay investigación predictiva. Por lo tanto, en términos prácticos esta Moción no tendría ninguna significación.

Otros datos importantes para considerar en esta materia es que el consumo de televisión y de los medios en general es bastante inelástico, se produce al margen de los contenidos, sin perjuicio de que existe un traspaso entre los diferentes canales de televisión, principalmente porque es gratis, lo que no sucede con tanta frecuencia en la prensa escrita.

La audiencia obedece a ciertos patrones de conducta, que se constatan en ciertas horas, en los fines de semana, en los programas deportivos, que se construyen con una data que no tiene porque ser “en línea” y existe un patrón bastante inelástico en el sentido de que las personas al ver una película pueden quedar más o menos contentas, sin embargo, igual cumplen con la necesidad de descansar y de relajo.

La inversión publicitaria también es muy inelástica y se relaciona con el producto interno bruto, es consecuencia de la economía, es un porcentaje de las ventas de las compañías y ajeno al “rating”. Se produce un mayor número de lanzamiento de productos, de renovación de productos, de promociones en épocas de estrechez económica. En general, la inversión publicitaria se sitúa, según si el país esté bien o mal económicamente, un 1% sobre o bajo el Producto Interno Bruto (PIB), situación que se repite en todos los países, Japón, en una oportunidad alcanzó el 2%, lo que demuestra que la decisión de la inversión no se relaciona con los programas de los canales de televisión.

Finalmente, en relación al “spread” informó que en comunicación se aconseja contar con el máximo de “spread” en todos los medios, no sólo en televisión. En este medio resulta ideal aparecer en los diferentes canales porque es muy negativo que toda la audiencia esté concentrada en un canal de televisión y que todos los avisadores quieran participar sólo en ese canal porque se produce una saturación publicitaria. Bajo el punto de vista de los avisadores resulta conveniente la existencia de un “spread”, es decir, que la audiencia se divida, que el avisaje y las tandas se dividan con lo cual los costos bajan. En los programas “peak” si toda la audiencia fuera a esos programas los costos aumentarían.

Por las razones anteriores, el hecho de eliminar el sistema de “people meter” no afecta en absoluto la manera de materializar el avisaje y tampoco afectará la materialización de la programación por parte de los avisadores. En países en que no existe este sistema de medición, o donde no es tan comercial, siempre hay un interés por ser los primeros.

En síntesis, señaló que por las razones conceptuales, filosóficas y básicas expresadas, existe una oposición valórica a esta iniciativa, sin perjuicio, de que en términos prácticos se considera que la eliminación de este sistema de medición no producirá los efectos deseados lo que se puede lograr a través de la adopción de medidas más complejas y extensas, como una coordinación con todos los responsables de los canales de televisión, en los cuales existen consejos pluralistas integrados por personas de muy buen nivel y bien inspirada y con ellos se puede conversar sobre la calidad de la programación que no por el hecho de ser de muy bajo nivel es sinónimo de triunfo.

Se debe avanzar, por una parte, en educación de audiencia y en conversaciones con los emisores y no en descartar una herramienta de medición que tiene su valor limitado.

8.- El Presidente de la Asociación Chilena de Agencias de Publicidad (ACHAP), señor Henry Northcote, concordó con los planteamientos anteriores, y precisó que sin perjuicio de compartir la preocupación por los contenidos de los programas de televisión teniendo presente que el 80% de la población nacional se informa a través de la televisión, con lo cual este es un medio de comunicación de mucha relevancia, la medición en línea no tiene ninguna relación con la calidad de los contenidos, el público elige ciertos contenidos en la programación y esta forma de medición sólo registra la preferencia de los televidentes.

El “people meter on line”, en su concepto, no tiene ningún vínculo con la calidad de los contenidos que responden al fenómeno social, a la educación promedio de los habitantes del país, lo que es mucho más complejo que un simple sistema de medición.

9.- El Gerente de Estudios de la Corporación de Televisión de la Pontificia Universidad Católica de Chile, Canal 13, señor Sebastián Sierralta, señaló respecto a la decisión de Canal 13 de dejar de utilizar el “people meter on line”, que las justificaciones son más bien propias del análisis de costo-beneficio que para Canal 13 tiene el uso de esta herramienta (análisis que naturalmente es diferente para otros canales, con otra misión, etc.).

La decisión parte del supuesto que la utilización del “on line” concentra más la atención en el corto plazo que en el largo plazo, y que además enfoca las decisiones en el plano de la acción más que de la reflexión. Se trata de maximizar el flujo de audiencia del canal como objetivo principal.

Indicó que en el análisis de si utilizar o no el “on line”, es que para Canal 13 la maximización del flujo de audiencia es un objetivo secundario, o al menos sólo complementario a otros objetivos propios de su misión como medio de comunicación.

En ese terreno, dado que la disponibilidad de la herramienta tiene un costo, y que el aporte que hace -para el caso de Canal 13- es secundario, decidieron prescindir de él, a favor de herramientas de análisis de la relación entre contenido y audiencia, que sean más acordes a los objetivos principales que tienen. Por ejemplo, el sistema de monitoreo de contenidos que están poniendo en marcha.

Por último, señaló que también es posible decir que existiendo la disponibilidad del sistema para todos, el que algunos canales contraten el servicio y otros no, es una muestra de que la industria es capaz de autorregularse sin ningún problema, y que el “on line” es sólo una herramienta más de las múltiples disponibles en el mercado, a las cuales recurren los canales de televisión y la industria en general, en función de sus objetivos y los costos y beneficios de cada una de esas herramientas.

- - - - - - - -

Durante la discusión en general el Honorable Senador señor Novoa señaló que los contenidos de la televisión están influidos por múltiples cosas. Cree que este proyecto de ley habría que plantearlo bajo una perspectiva distinta en el sentido de no prohibir el uso de este instrumento de medición sino más bien regularlo, en relación con el impacto que produce en los programas en vivo.

Respecto del tema de la constitucionalidad de esta iniciativa legal manifestó que es un tema que debe analizarse. En principio, cree que no hay una norma de constitucionalidad que esté expresamente transgredida, ya que hay muchas conductas que la ley puede prohibir. En este proyecto ley se está prohibiendo algo muy particular como es el sistema de medición de audiencia en línea. No se está prohibiendo el “people meter” general sino el “on line”.

La prohibición está acotada sólo a un instrumento de medición que podrá tener mayor o menor influencia en los contenidos de la programación.

El Honorable Senador señor Sabag manifestó que la motivación de fondo de este proyecto de ley, cual es, mejorar la calidad de la televisión la comparte pero cree que la medición de audiencia es un elemento significativo no sólo para los avisadores sino también para cualquier comunicador que escribe un libro, que hace un programa de radio o un programa de televisión, que quiere ser escuchado, leído o visto, para los cuales el saber el “rating” es fundamental.

Finalmente manifestó que todos los medios de comunicación necesitan medir el “rating” que es como la huincha del sastre, sin ella no tiene como tomar las medidas.

El Honorable Senador señor Muñoz Barra señaló que esta iniciativa legal al prohibir el empleo de cualquier clase de sistema de medición de audiencia en línea a los prestadores de servicio de radiodifusión televisiva de libre recepción está introduciéndose en la administración de actividades privadas o públicas que son autónomas en cuanto a su gestión.

Agregó que este proyecto de ley tiene una intención coyuntural que se enreda con otros conceptos ajenos a la iniciativa contenida en esta Moción. El “people meter” es un instrumento de medición ajeno a la calidad de la televisión y no puede prohibirse por ley, especialmente, cuando se está en presencia de empresas que se rigen por las normas del mercado.

Por otro parte, el término “calidad” es subjetivo dentro de la interpretación y de la aplicación, porque hay sectores sociales y culturales del país, que tienen una concepción definida de lo que entienden por cultura.

En ese sentido, señaló que algunas telenovelas pueden plantear una posición respecto de la familia que resulta hilarante y que entretiene, sin embargo, algunos pueden señalar que es pernicioso entrar dentro del concepto de calidad o de falta de calidad. Así dentro de la prensa escrita se considera el sistema de tiraje para determinar si es leída, que también es una forma de medición, y puede suceder que se estén considerando medios de prensa que no son los mejores desde el punto de vista cultural y se podría señalar que crean una deformación cultural en el país, sin embargo, se está apuntando al mercado que pone el avisaje.

A través de esta Moción se está conculcando un derecho constitucional, porque no se puede prohibir por ley que una empresa pueda realizar algún tipo de medición que no va a perjudicar a la televisión. En un sistema democrático, como es el que vivimos, existe libertad en todo sentido, y minorías que antiguamente eran consideradas tabú hoy tienen una presencia absolutamente transparente, por lo que insistió en que a pesar de existir una sana intención, la Moción está equivocada en el enfoque de lo que se ha planteado como el tener una televisión de mejor calidad para toda una sociedad que tiene una gama diferente en cuanto a gustos y a entender qué es la cultura.

Por otro lado, se preguntó qué sistema se adoptará cuando comience la televisión digital en que existirán 400 canales de televisión y cómo se regulará cuando un programa no se considere de una calidad apropiada. Actualmente, la regulación es la audiencia, luego, desde ese punto de vista señalar que este sistema de medición de audiencia en línea es un aspecto para impedir la calidad de los programas de televisión con una nueva realidad no tendrá ninguna injerencia.

La cultura y el desarrollo de los valores no están solamente en una escuela, en una universidad o un ente cultural, los propios medios de comunicación de difusión entregan un tipo de cultura y el individuo posteriormente escoge su opción. Es imposible controlar la calidad o mala calidad de un medio de difusión que cada día sorprende más.

Pretender eliminar el sistema de medición de audiencia en línea es un esfuerzo estéril en un mundo tan moderno. Cabe tener presente que la gran mayoría de los programas están envasados, sólo el 20% de los programas de televisión se realizan en vivo, por lo tanto, el efecto de esta medición es ínfimo. Si desapareciera este sistema de medición seguramente se creará otro instrumento similar para cumplir el mismo objetivo de la medición en línea, pudiendo incluso ser más audaz.

Finalmente señaló que esta medición en línea, ya sea por su presencia o ausencia, no modificará la calidad de los programas de televisión.

El Honorable Senador señor Pizarro manifestó que para entender esta iniciativa legal es necesario aclarar que solamente busca  prohibir el “people meter on line” no el “people meter”. Es necesario hacer esta aclaración ya que tal como se plantea se podría entender que es cualquier tipo de medición en línea.

En efecto, el sistema de medición de audiencia que están usando en la actualidad los canales de televisión es uno y la modalidad en línea es otro. Este último hace una entrega parcial de datos en el momento. En cambio, el sistema oficial de medición los entrega diferido a las 10:00 horas del día siguiente, teniendo como finalidad conocer las opiniones y valoraciones de la audiencia y otras formas de investigación de mercado.

Por lo tanto, de acuerdo a lo señalado anteriormente, el “people meter” es un instrumento que mide en un momento determinado la audiencia y  está concebido para los efectos de que los canales de televisión puedan vender de mejor manera su avisaje.  Asimismo, a las empresas avisadoras les interesa saber dónde y en qué momento colocan sus avisos.

Desde ese punto de vista es un tema netamente comercial, se trata de un instrumento operativo para el funcionamiento de la industria, por lo tanto, es comprensible apoyar su mantención porque sólo tiene ese objetivo, pudiendo ser positivo si se usa de manera adecuada o negativo si se le da un mal uso.

Sin embargo, necesariamente se produce una ligazón de este instrumento de medición con los contenidos de la programación, cuando un canal de televisión vende contenido, sea bueno, malo, deportivo, películas o cultura, para poder afirmar la venta este instrumento se transforma en algo fundamental.

Puede ser que los contenidos, en general, estén dados por los focus, por una red de información que tabulan previa al uso del “people meter”, pero este instrumento se ha transformado en la ratificación de todo aquello y es por eso que tiene tanta importancia y fuerza, con lo cual se llega a la conclusión de que a la larga influye en los contenidos.

Si no influye en el contenido del programa que se está dando en el momento, influirá en el contenido del programa del día siguiente porque se conocerá qué pasó frente a una misma situación con el “people meter”. De este modo, en la programación de la parrilla de oferta, influye demasiado lo que pueda suceder con este instrumento y es ahí donde está la preocupación de los señores Senadores.

Seguramente no cambiará mucho la situación con este instrumento o sin él, sin embargo, resulta importante dar una señal respecto de lo que pueda entregar la televisión a la comunidad.

Por otra parte, indicó que como la televisión es un bien común que pertenece a todos los chilenos y se ha entregado en concesión tiene que cumplir un determinado objetivo que es entretener, informar, entregar cultura, etc. Ello implica discutir cuál es la televisión que estamos dispuestos a aceptar en nuestra sociedad.  Ahí es donde la discusión se tiene que centrar, en discutir si tiene una libertad absoluta teniendo en consideración que el Estado ha dado las facilidades para que existan todos los canales, todas las emisiones cerradas o abiertas de televisión, sin entrar a conocer, a cuestionar o a condicionar el contenido de su programación, como sucede en las radios que son concesiones que entrega el Estado y que tienen que mantenerse producto de la programación que tienen y la audiencia que son capaces de generar, porque si una radio no la escucha nadie no venderá publicidad y sin publicidad no se puede financiar y cae en quiebra.

En Chile se optó por la televisión abierta y con un financiamiento que depende de lo que son capaces de generar los propios canales y el “people meter” es un instrumento que ayuda a que ese sistema se desenvuelva.

Pero si lo vamos a plantear como una prohibición porque entendemos que el “people meter on line” degenera el contenido de la televisión entonces quiere decir que tenemos que discutir si estamos dispuesto a seguir manteniendo una televisión en las condiciones que está ahora.

Por eso es que la aclaración inicial del “people meter on line” le parece que es acertada porque dentro del sistema que tenemos actualmente este instrumento de medición lleva a la exageración y  a situaciones extremas que pueden llegar a ser negativas.

La argumentación que significa la legitimidad de que los canales transmitan lo que la gente quiere ver, es parte de la discusión. Hay gente que quiere ver sólo deportes, hay canales de deportes, el que no quiera ver deportes no ve ese canal y ese canal determinará la audiencia, etc.

Pero cree que el problema es mucho más de fondo y que no sólo se puede centrar en el  problema de que este instrumento de medición pueda ayudar a mejorar los contenidos.

El Honorable Senador señor Prokurica expresó que no se trata de un tema fácil, sin embargo, en su opinión, el “people meter on line” no es el instrumento que mejorará la calidad de la televisión, pero su existencia tampoco contribuye a mejorarla, sino que más bien influye a que los canales de televisión entreguen lo más fácil.

Hizo presente que en reiteradas oportunidades se han criticado los contenidos de los programas de televisión porque ha decaído mucho el nivel. La televisión no es un mercado cualquiera, obedece a una concesión que entrega el Estado bajo ciertas condiciones y objetivos.

El Honorable Senador señor Orpis reiteró los fundamentos que dieron origen a su Moción y que se consignan en la parte inicial de este informe.

Frente a los cuestionamientos que se formularon respecto de la constitucionalidad de este proyecto de ley aclaró, en primer término, que lo que se prohíbe no es el desarrollo de una actividad económica como se ha señalado, sino la realización de una conducta.  Conducta que se prohíbe no a la empresa prestadora del servicio sino a los medios regulados por la Ley del Consejo Nacional de Televisión.  La conducta consiste en el empleo de este instrumento de medición de audiencia, no en el desarrollo de la medición de audiencia en general y ni siquiera del desarrollo de la medición de audiencia en línea, eso la empresa podría eventualmente seguir haciéndolo pero las empresas prestadoras de los servicios de teledifusión no podrían emplearlo para efectos de sus actividades y de sus decisiones programáticas.

Agregó que es necesario acotar la cuestión de constitucionalidad. Se ha señalado que se estaría infringiendo el artículo 19, Nº 21, de la Constitución Política, es decir, el derecho de desarrollar una actividad económica lícita, situación que descarta por las razones que acaba de señalar, en el sentido que lo prohibido es una conducta y no el desarrollo de la actividad.

Hay un diagnóstico basado en estudios, en cuanto a la influencia de este mecanismo en los contenidos entregados por la televisión y teniendo como fundamento el artículo 1º de la Ley del Consejo Nacional de Televisión que le asigna específicamente la labor de promover ciertos valores, cree que está completamente justificada desde el punto de vista del diagnóstico de los hechos y también desde el punto de vista jurídico.

Por otro lado, señaló que estamos hablando de una concesión que otorga el Estado, no hay un derecho de propiedad y desde el punto de vista de la concesión el Estado evidentemente que puede establecer condiciones así como lo hace al establecer las condiciones de seguridad en las carreteras. Aquí se está concesionando el espectro radioeléctrico que es un bien de todos los chilenos.

Agregó que hay otros mecanismos que pueden contribuir, sin duda, a mejorar la calidad de la televisión, pero al menos, en términos personales tiene el convencimiento de que este sistema de medición en línea ha terminado por exacerbar el tema de la audiencia por sobre los contenidos y, por lo tanto, su eliminación puede constituir y ser un paso para ir mejorando todo lo que es la calidad de la televisión.

Al respecto relató una experiencia personal para avalar esta iniciativa legal. Indicó que fue a un programa en canal 13, en que se abordó el tema del “people meter on line”; llamaron más de dos mil personas, alrededor del 70% de esas dos mil personas eran partidarias de eliminarlo porque consideraron que hoy día la calidad y los contenidos de la televisión son bajísimos.

En seguida, relató que participó en un programa en vivo, en “prime time” en donde cada panelista cuenta con un sistema de medición y a quienes tienen bajo “rating” no se les pregunta. Informó, asimismo, que en algunas ocasiones en entrevistas de televisión, cuando marcan buen “rating”, las alargan para mantener el “rating” y ganarle a los otros canales de televisión, de este modo, no es inocuo, ni neutro este sistema de medición.

La Moción en estudio no plantea eliminar los sistemas de medición, sino sólo la medición en línea, porque perfectamente se puede medir con más tranquilidad a posteriori.

Manifestó que en el tema publicitario no se guían por el “people meter on line”, por lo tanto, nunca ha estado de por medio el tema de la publicidad, sino que son mediciones a más largo plazo, más permanentes. De este modo, no es determinante para los publicistas como tampoco para la venta de publicidad.

Canal 13 privilegió el tema contenido por sobre la medición de audiencia en el instante, con lo cual no es indiferente para el tema de los contenidos porque por algo se adoptó la decisión. Si no hubiera relación entre los contenidos con la medición en línea, se podría haber mantenido, pero la decisión se debió a que privilegiaron los contenidos por sobre la medición en línea, con lo cual tiene una relación en ambos casos.

Señaló como antecedente para que la Comisión lo tenga presente que el “people meter on line” afecta los contenidos, y es por ello que fue estudiado durante el año 2003 por ANATEL para eliminarlo, mediante una autorregulación, no obstante, no pudo implementarse porque un canal de televisión no estuvo de acuerdo. Al interior de los canales, en general, están todos de acuerdo con eliminarlo, no sólo a nivel de periodista, sino que institucionalmente todos en forma unánime son partidarios, en su gran mayoría de eliminarlo.

La Moción intenta demostrar que hay vinculación entre lo que se transmite en la televisión abierta con las conductas de las personas.  No hay un estudio empírico. Sin embargo, el Consejo Nacional de Televisión cuenta con estudios que demuestran la forma en que la violencia influye en el tema, la televisión modifica conductas y tiene una gran influencia, en especial, dentro de los sectores más modestos de la sociedad, que no tienen acceso a Internet, ni a televisión por cable y que no son medidos por el “people meter on line”, porque al sector más modesto no le interesa el avisaje porque su poder de compra es mínimo.

Sin perjuicio de lo anterior, el señor Senador señaló que se puede discutir a través de cuál instrumento se puede lograr el objetivo perseguido por esta Moción. Se eligió la Ley del Consejo Nacional de Televisión porque el inciso 3° del artículo 1° establece la facultad de velar por los valores morales, culturales de la Nación y la dignidad de las personas, que se ve afectada, en algunos casos en aras del “rating”, con lo cual algunos canales de televisión han sido sancionados por el Consejo en materia de ética.

La Moción en estudio no resolverá definitivamente el problema, sin embargo, es necesario eliminar el “people meter on line”, colocar más fondos concursables y cuidar las concesiones del espectro radio eléctrico que otorga el Estado a los canales de televisión abierta que pertenecen a toda la comunidad, por lo que no resulta lógico estar sometido exclusivamente al tema del avisaje.

Finalmente, reiteró que se debe eliminar el sistema de medición en línea que provoca una distorsión que termina exacerbando lo que es el “rating” y buscar un equilibrio entre el contenido y el resto de la entretención.

- - - - - - - -

Sometida a votación la idea de legislar, vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones aprobó en general este proyecto de ley, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Jovino Novoa, Antonio Horvath y Jaime Orpis.

- - - - - -

En consecuencia, vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, os recomienda que aprobéis, en general, el proyecto de ley, cuyo tenor es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Introdúzcase el siguiente inciso final al artículo 13 de la Ley Nº 18.838 que crea el Consejo Nacional de Televisión:

“Prohíbese a los prestadores de servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción y a los de servicios limitados de televisión, el empleo de cualquier clase de sistema de medición de audiencia en línea.  La infracción a esta norma será sancionada, de acuerdo con su gravedad, en la forma prescrita en el artículo 33 de esta ley”.

- - - - - -

Tratado en sesiones celebradas los días 21 de julio; 11 y 17 de agosto y 15 de septiembre de 2004 y 20 de abril de 2005, con asistencia de los Honorables Senadores señores Jovino Novoa (Presidente), Roberto Muñoz Barra, Jorge Pizarro, Baldo Prokuriça y Hosaín Sabag.

Acordado en sesión celebrada el 14 de junio de 2006, con asistencia de los Honorables Senadores señores Jovino Novoa (Presidente), Antonio Horvath y Jaime Orpis.

Sala de la Comisión, a 15 de junio de 2006.

(Fdo.): ANA MARÍA JARAMILLO FUENZALIDA,

Abogado Secretario de la Comisión
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES NÚÑEZ, ESCALONA, LETELIER Y NAVARRO, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY Nº 18.168, GENERAL DE TELECOMUNICACIONES, EN CUANTO A PUBLICACIÓN DE LAS RESOLUCIONES QUE ASIGNAN CONCESIONES DE RADIODIFUSIÓN RADIAL

(4299-15)

Honorable Senado:

FUNDAMENTACIÓN:

La ley N°18.168, General de Telecomunicaciones, establece en su artículo 13ª, inciso quinto que la resolución del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones asignando una concesión de radiodifusión radial debe ser objeto de una doble publicación a través de un extracto preparado por la Subsecretaría de Telecomunicaciones.

En efecto, la citada norma dispone que el extracto de la resolución ministerial que asigna la concesión debe publicarse en el Diario Oficial y además en un diario de la capital de la provincia o a falta de éste de la capital de la región en la cual se ubicarán las instalaciones y equipos técnicos de la emisora.

La obligación impuesta por la ley tiene por finalidad dar la debida publicidad al otorgamiento de la concesión para los efectos que terceros puedan hacer valer sus eventuales derechos sobre la misma, oponiéndose a la concesión dentro de un plazo determinado.

Es decir, una empresa de radiodifusión o bien una persona natural que le ha sido adjudicada una concesión debe incurrir en un doble gasto toda vez que debe hacer dos publicaciones del extracto del decreto de concesión.

Es un hecho público y notorio que los costos de las referidas publicaciones son bastante onerosos, especialmente aquellas que deben practicarse en el Diario Oficial y en algunos diarios o períodicos de circulación regional y/o provincial

Por otro lado, es de conocimiento público que la distribución del Diario Oficial se efectúa principalmente a través del sistema de  suscripciones y que la venta directa al público se realiza en escasos establecimientos – kioscos – ubicados en el denominado barrio cívico de Santiago y en las oficinas principales de ese órgano ubicadas en el la capital. Es más, no es habitual y constituye una excepción encontrar el Diario Oficial a la venta en regiones y provincias del país.

A mayor abundamiento, la exigencia de doble publicación, no distingue entre la capacidad económica, patrimonial y empresarial de quienes son adjudicatarios de la concesión. De esta forma habitualmente se da el caso que una pequeña empresa regional de radiodifusión o bien una persona natural que pretende por primera vez incursionar en esta actividad y que generalmente no posee gran capacidad financiera, se encuentra en igual obligación que una empresa radiodifusora internacional o nacional que posee una cadena de radio emisoras y que evidentemente posee mayores recursos para enfrentar estos gastos administrativos o preoperacionales.

Adicionalmente, se debe agregar que una vez terminada la tramitación de la concesión por parte del Ministerio, éste otorgará la concesión por decreto supremo el cual, de acuerdo a lo sispuesto en el artículo 8° de la misma ley, exige que sea publicado en extenso en el Diario Oficial, a costa de la concesionaria.

En virtud de las consideraciones expuestas y con el objetivo de rebajar los costos en que deben incurrir las concesionarias y teniendo presente que no es posible discriminar entre grandes, medianos y pequeños concesionarios, es que se hace necesario suprimir la obligación de publicación en el Diario Oficial del extracto de la resolución ministerial que asigna la concesión, toda vez que la publicación en ese medio es excesivamente onerosa para pequeños y medianos radiodifusores, especialmente de regiones y, por otro, no se cumple cabalmente con el propósito de publicidad para garantizar los derechos eventuales de terceros.

.

Por tanto, y en virtud de los fundamentos expuestos, vengo en proponer al Honorable Senado, el siguiente:

PROYECTO DE LEY

“Artículo único: Sustitúyase el inciso quinto del artículo 13 A, de la Ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones, por el siguiente:

“El Ministro, cumplido los trámites precedentes, asignará la concesión o declarará desierto el concurso público o, de existir solicitudes con similares condiciones, llamará a licitación entre éstas. El Ministro, en los dos primeros casos o en el tercero, resuelta la licitación, dictará la resolución respectiva. Esta se publicará en extracto redactado por la Subsecretaría, por una sola vez en un diario de la capital de la provincia o a falta de éste de la capital de la región en la cual se ubicarán las instalaciones y equipos técnicos de la emisora.”

(Fdo.):Ricardo Núñez Muñoz,


Camilo Escalona Medina,

Senador.





Senador.

Juan Pablo Letelier Morel,



Alejandro Navarro Brain,

Senador.





Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES ARANCIBIA, ESPINA, GARCÍA, HORVATH, KUSCHEL, LARRAÍN, LONGUEIRA, NOVOA, PROKURICA, ROMERO Y RUIZ-ESQUIDE, MEDIANTE EL CUAL PROPONEN SOLICITAR A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA QUE INSTRUYA AL SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES A FIN DE CONDENAR Y REQUERIR AL GOBIERNO DE CUBA QUE PONGA FIN A LAS DETENCIONES POR MOTIVOS IDEOLÓGICOS Y DEJE EN LIBERTAD A TODAS LAS PERSONAS APRESADAS POR SER CONTRARIAS A ESE RÉGIMEN POLÍTICO

(S 873-12)

Honorable Senado:

CONSIDERANDO:

“Que el irrestricto respeto de los derechos humanos, que transversalmente es sostenido por los integrantes de esta Corporación, hace necesario solicitar formalmente al Gobierno cubano que ponga fin a las detenciones efectuadas por motivos ideológicos y deje en libertad a todas las personas apresadas por ser contrarias al régimen político de Fidel Castro.

Que en marzo de 2003, las autoridades sentenciaron a 75 disidentes a penas de prisión que iban de los 6 a los 28 años y con motivo de lo anterior, el 3 de abril de 2003, la Cámara de Diputados, en sesión 63ª, aprobó el proyecto de acuerdo N° 192, mediante el cual se solicitó a la Ministra de Relaciones Exteriores que recabara la información respecto de la relación existente entre las detenciones masivas efectuadas en Cuba y sobre la presentación a la Asamblea Nacional del Poder Popular de tal país del proyecto de reforma constitucional denominado “Proyecto Varela”.

Que según Amnistía Internacional, a marzo del presente año habían 72 presos de conciencia en Cuba; de ellos, 62 fueron encarcelados durante la represión de marzo de 2003, figurando en ese grupo disidentes políticos, periodistas independientes y abogados de derechos humanos juzgados sumariamente en abril de 2003 y que, pese a que a lo largo de 2004 y 2005 quedaron en libertad condicional un total de 22 presos de conciencia, en su mayoría por razones médicas, se siguieron produciendo encarcelamientos de críticos al gobierno.

Estos disidentes encarcelados, que cumplen sentencias con un promedio de 20 años, además sufren maltrato y malas condiciones en las prisiones, siendo Cuba uno de los pocos países del mundo, y el único del Hemisferio Occidental, que niega el acceso a las prisiones al Comité Internacional de la Cruz Roja, situación que acontece desde 1989.

Que, con todo, en los informes sobre Cuba de Human Rights Watch, se señala que, a principios de julio de 2005, la Comisión Cubana de Derechos Humanos y Reconciliación Nacional, un grupo local defensor de los derechos humanos, publicó una lista de 306 presos que, según la organización, estaban encarcelados por motivos políticos. La lista incluyó los nombres de 13 disidentes pacíficos que habían sido arrestados y detenidos en la primera mitad de 2005, de los que 11 estaban detenidos acusados de “estado peligroso”.

Que, por otra parte y teniendo presente los pronunciamientos de la antigua Comisión de Derechos Humanos de la ONU, por ejemplo a mediados de abril de 2004, que aprobó por 22 votos a favor y 21 en contra, la adopción de una resolución en la que se lamentaban "los hechos ocurridos el año pasado en Cuba en relación con algunas condenas a disidentes políticos y periodistas", en referencia a las duras sentencias impuestas a los disidentes en abril de 2003, votando una serie de países latinoamericanos votaron a favor de la resolución”,

Que lo señalado en los párrafos anteriores es de interés internacional y desde luego que de Naciones Unidas y su Alto Comisionado para los Derechos Humanos, el que ha nombrado un delegado especial para supervisar la situación cubana y que al efecto realizó un informe el 20 de enero del presente año. En él, la Sra. Representante del Alto Comisionado, Christine Chanet, se refiere a las detenciones de marzo de 2003, como la “ola de represión sin precedentes, con el pretexto de que el representante de los intereses estadounidenses en La Habana intervenía activamente en la oposición política”, y recuerda las detenciones realizadas a miembros de la sociedad civil, denunciando que “Sesenta personas siguen detenidas arbitrariamente según la opinión Nº 9/2003 del Grupo de Trabajo sobre la detención arbitraria” (...), sumándose a ellas “los nuevos arrestos y detenciones que se produjeron en 2005”.

Que finalmente, atendido el hecho de que el informe señalado en el párrafo anterior recomienda al Gobierno de Cuba, que:

a) “Cesen los procesos de ciudadanos que ejercen los derechos garantizados por los artículos 18, 19, 20, 21 y 22 de la Declaración Universal de Derechos Humanos;

b) Ponga en libertad a las personas detenidas que no hayan cometido ninguna violencia contra personas o bienes;

c) Revise las leyes que tipifican como delito el ejercicio de las libertades de expresión, de manifestación, de reunión y de asociación, en particular la Ley Nº 88 y el artículo 91 del Código Penal, para que esas disposiciones legislativas se ajusten a los artículos mencionados de la Declaración Universal de Derechos Humanos”, entre otras, es que se propone el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Se solicita a S.E. la Presidenta de la República que instruya al Ministro de Relaciones Exteriores a fin de condenar y requerir al Gobierno de Cuba -haciendo presente la preocupación internacional sobre esta materia - que ponga fin a las detenciones por motivos ideológicos y deje en libertad a todas las personas apresadas por ser contrarias al régimen político de Fidel Castro, en virtud de la aplicación del Art. 91 del Código Penal de Cuba y la Ley 88 de 1998, sobre Protección de la Independencia Nacional y la Economía de Cuba.”

(Fdo.): Jorge Arancibia  Reyes,

Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES ALLAMAND, HORVATH, LONGUEIRA Y NAVARRO, POR MEDIO DEL CUAL PROPONEN ADOPTAR DIVERSAS MEDIDAS EN BENEFICIO DE LA CONSERVACIÓN DE LAS BALLENAS Y LA PRESERVACIÓN DE LOS ECOSISTEMAS OCEÁNICOS

(S 874-12)

Honorable Senado:

Proyecto de Acuerdo de diversos Honorables señores Senadores, mediante el cual proponen realizar una serie de acciones relativas a la protección de las ballenas:

Considerando:

1.- Que la continua  expansión de la caza de la ballena con supuestos fines científicos constituye un amenaza para la conservación  de poblaciones de ballenas cuyo estado de preservación  es, en el mejor de los casos, incierto;

2.- Que Chile tiene la obligación de defender la preservación los recursos vivos marinos, en particular aquellas especies en peligro de extinción como la ballena;

3.- Que  la Comisión Ballenera Internacional (CBI) atraviesa por un período crítico en su historia debido a la presión que ejercen algunas naciones balleneras por alterar, mediante votaciones coyunturales, los fines y objetivos de la Convención Internacional para la Regulación de la Ballena;

Resuelve:

1.- Apoyar la labor que realiza el Ministerio de Relaciones Exteriores en relación con la búsqueda de enfoques nuevos y constructivos para resolver las diferencias existentes en la CBI; mediante el fortalecimiento del uso no letal de cetáceos; el turismo de observación de cetáceos, la ampliación de los santuarios balleneros y áreas marinas protegidas, y promoviendo una mayor  participación de países en desarrollo en la CBI, entre otras.

2.- Promover que el Senado realice gestiones ante poderes legislativos de los países que actualmente no están en condiciones de participar plenamente en la CBI para que reincorporen a la organización y convengan con ellos una política conjunta de reincorporarse a sus labores.

3.- Hacer gestiones ante los parlamentos de países de la región que no son miembros de la CBI, a fin de que adhieran a la Convención Internacional para la Regulación de la Ballena, y así participen en la Comisión Ballenera Internacional.

4.- Solicitar al Ejecutivo que otorgue la  mayor prioridad al  tema de la preservación de la ballena  como un aspecto destacado de la política exterior de Chile, mediante mecanismos apropiados de colaboración entre el Ejecutivo, el Legislativo la Universidades, Centros de Investigación y demás actores de la sociedad civil.
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INFORME DE LA COMISIÓN MIXTA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE ESTABLECE UN SISTEMA NACIONAL DE ASEGURAMIENTO DE LA CALIDAD DE LA EDUCACIÓN SUPERIOR

(3224-04)

HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS

HONORABLE SENADO:

La Comisión Mixta constituida en conformidad a lo dispuesto por el artículo 68 de la Constitución Política, tiene el honor de proponeros la forma y modo de resolver las divergencias surgidas entre ambas Cámaras del Congreso Nacional, durante la tramitación del proyecto de ley individualizado en el epígrafe.

La Cámara de Diputados, por Oficio de fecha 18 de abril de 2006, comunicó la designación como integrantes de la Comisión Mixta de los Honorables Diputados Honorables Diputados señora Carolina Tohá Morales y señores Maximiano Errázuriz Eguiguren, José Antonio Kast Rist, Carlos Montes Cisternas y Carlos Olivares Zepeda.

El Senado, en sesión de fecha 2 de mayo de 2006, nombró al efecto a los Honorables Senadores miembros de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

Previa citación del señor Presidente del Senado, la Comisión Mixta se constituyó el día 3 de mayo de 2006, con la asistencia de sus miembros. Eligió por unanimidad como Presidente al Honorable Senador señor Mariano Ruiz-Esquide Jara, quien lo es también de la Comisión de  Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología del Senado, y de inmediato se abocó al cumplimiento de su cometido.

A las sesiones que celebró la Comisión Mixta concurrieron del Ministerio de Educación: el Ministro, señor Martín Nicolás Zilic; la Subsecretaria de Educación, señora Pilar Romaguera; el Jefe de la División de Educación Superior, señor Julio Castro; el Jefe del Departamento Jurídico del Ministerio, señor Rodrigo González; el Jefe del Departamento Jurídico División Educación Superior, señor Cristián Inzulza, y el asesor, señor Claudio Vásquez.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

De la proposición de la Comisión Mixta, corresponde votar con quórum de ley orgánica constitucional, los artículos 3°; 4°; 7° letras g) y h), nueva (que pasó a ser letra i); 8°, letras a), c) y d); 29 (que pasó a ser 31), 39 (que pasó a ser 42), artículo 53, (que pasó a ser artículo 55).

- - -

MATERIA DE LAS DIVERGENCIAS

La controversia se ha originado en el rechazo de la Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, de algunas de las modificaciones introducidas por el Senado, en segundo trámite, al proyecto aprobado por aquélla en primer trámite.

A continuación, se efectúa una relación de las diferencias suscitadas entre ambas Corporaciones durante la tramitación del proyecto, así como de los acuerdos adoptados al respecto.

- - -

ARTÍCULOS 3º, 4° Y 5°

La Cámara de Diputados, en primer trámite constitucional, en su artículo 3°, señala que el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior será coordinado por un comité e indica quienes lo integrarán.

En el artículo 4° se refiere a la función del Comité Coordinador, y posteriormente, en el artículo 5° establece las veces que deberá sesionar durante el año.

El Senado, en segundo trámite, eliminó estos tres artículos y la Cámara de Diputados en tercer trámite, rechazó la eliminación hecha por el Senado.

El Honorable Senador señor Cantero propuso la votación conjunta de los artículos 3°, 4° y 5° que se refieren al Comité de Coordinación.

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación indicó que estos tres artículos consagran la creación de un ente coordinador que tiene por objeto organizar las distintas actividades de los órganos públicos encargados de dirigir la educación superior, a saber: el Consejo de Educación Superior, la Comisión Nacional de Acreditación y el Ministerio de Educación, a  través de su División de Educación Superior.

Por su parte, el Honorable Diputado señor Kast sostuvo que la inclusión de la creación de un Comité Coordinador en esta iniciativa legal implicaría una mayor burocratización del sistema de la educación superior. En este sentido, acotó que preferiría que no se formalice la creación de esta instancia.

La Honorable Diputada señora Tohá precisó que para implementar un Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior se requiere de una instancia de coordinación entre los distintos organismos involucrados. De este modo, sostuvo que consideraba fundamental la aprobación de estos artículos.

El Honorable Senador señor Larraín señaló que los órganos que conforman el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior son todos organismos autónomos y como tales no pueden ser coordinados por otro ente, porque implicaría una restricción a su independencia. A lo más, agregó, podría establecerse una coordinación de hecho no institucionalizada.

El Honorable Diputado señor Errázuriz añadió que la labor de esta instancia de coordinación sería poco eficaz porque carece de fuerza coercitiva.

El Honorable Diputado señor Montes señaló que se requiere de la creación de este Comité Coordinador porque cada uno de los organismos que integran el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior tienen un fin propio y, por lo mismo, explicó que es conveniente que exista una instancia coordinadora para alcanzar un fin conjunto.

En votación la supresión de los artículos 3°, 4° y 5° es rechazada por cinco votos en contra de la supresión y cuatro a favor. Votan por mantener los artículos, los Honorables Senadores señores Navarro y Ruiz-Esquide y los Honorables Diputados señora Tohá y señores Montes y Olivares y por la supresión los Honorables Senadores señores Cantero y Larraín y los Honorables Diputados señores Errázuriz y Kast.
ARTÍCULO 7°

Letra g)

La letra g) del artículo 7° del texto de la Cámara de Diputados, señala que el Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación es uno de los miembros de la Comisión Nacional de Acreditación.

El Senado, en segundo trámite constitucional eliminó la letra g), dejando fuera de la Comisión Nacional de Acreditación al Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación.

La Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, rechazó esta eliminación hecha por el Senado.

En relación a esta materia, el Honorable Diputado señor Errázuriz indicó que la integración de la Comisión Nacional de Acreditación es de alto tecnicismos e independencia. Luego, señaló que la presencia del Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación sería atentar contra estos dos caracteres.

En votación la supresión de la letra g) del artículo 7°, se rechaza por cinco votos en contra de la supresión y cuatro a favor de ella. Votan por la supresión los Honorables Senadores señores Cantero y Larraín y los Honorables Diputados señores Errázuriz y Kast. Votan por mantener la letra g) los Honorables Senadores señores Navarro y Ruiz-Esquide y los Honorables Diputados señora Tohá y señores Montes y Olivares.

Letra h), nueva

El Senado, en segundo trámite constitucional intercaló una letra h), nueva, en el artículo 7°, la cual fue rechazada por la Cámara de Diputados en tercer trámite.

Se refiere a la representación estudiantil que integrará la Comisión Nacional de Acreditación.

El Honorable Diputado señor Errázuriz reconoció el aporte que los dirigentes estudiantiles podrían hacer a la Comisión Nacional de Acreditación. No obstante, acotó que le parece inadecuado que dicha participación se restrinja al 5% de los alumnos de mejor rendimiento y que duren sólo dos años en sus cargos.

La Honorable Diputada señora Tohá comentó que la mayoría de los Honorables Diputados votaron favorablemente la inclusión de esta letra. No obstante, no fue aprobada porque no alcanzó el quórum requerido. Por otra parte, precisó que esta iniciativa no implica una fórmula encubierta de participación de las Federación de Estudiantes, ya que la intervención de éstas se restringe a elegir a los representantes estudiantiles en reunión convocada con el Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación.

El Honorable Diputado señor Kast arguyó que  no está de acuerdo con la inclusión de esta nueva letra h) porque atenta contra el carácter técnico y académico de los integrantes de la Comisión, ya que formaliza la participación de estudiantes de pregrado.

El Honorable Diputado señor Olivares señaló que considera muy positivo que la Comisión también esté integrada por representantes estudiantiles, porque constituye un forma para incorporar a los sujetos de la educación.

El Honorable Senador señor Navarro sostuvo que sería conveniente regular el procedimiento de elección de los representantes estudiantiles por las Federaciones de Estudiantes.

El Ministro de Educación indicó que este procedimiento será regulado en el respectivo reglamento.

El Honorable Senador señor Cantero expresó que no está en contra de la participación estudiantil, pero añadió que considera que los presupuestos requeridos para su intervención son poco prácticos, por lo mismo propone que el reglamento precise todos los presupuestos de esta participación.

El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide instó a los Honorables miembros de esta Comisión a aprobar esta nueva letra h) pero solicitó al Ejecutivo que se comprometa a precisar los presupuestos de esta participación en un reglamento, especialmente el procedimiento de elección, el rendimiento académico y la antigüedad de dichos representantes en los establecimientos de educación superior.

El Honorable Senador señor Larraín comentó que considera fundamental que los estudiantes tengan representación en la Comisión, pero agregó que debe replantearse el presupuesto que establece que dichos representantes deben pertenecer a los dos últimos años de su carrera.

Acto seguido, el Honorable Senador señor Cantero sugirió definir la antigüedad de los representantes estudiantiles en los establecimientos de educación superior a que pertenecen, prescribiendo que éstos deben al menos haber aprobado el tercer año o sexto semestre, en su caso, de la Carrera en estén inscritos.

La Comisión Mixta acogió la proposición formulada por el Honorable Senador señor Cantero, reemplazando en la letra h), nueva, la frase “pertenecer a los dos últimos años de su carrera”, por “tener aprobados, al menos, tres años o seis semestres, en su caso, de la carrera en que estén inscritos”. Aprobó la inclusión de la letra h), nueva, propuesta por el Senado, con la modificación descrita y consultándola como letra i).

En votación la inclusión de la letra h), nueva, se aprueba con modificaciones, por siete votos a favor, uno en contra y una abstención. Votan a favor los Honorables Senadores señores Cantero, Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide y los Honorables Diputados señora Tohá y señores Montes y Olivares. Vota en contra el Honorable Diputado señor Kast y se abstiene el Honorable Diputados señor Errázuriz.

Con posterioridad, la Comisión Mixta, por la unanimidad de sus miembros presentes, acordó reabrir el debate en relación a la letra h) nueva, debido a un proposición formulada por el Honorable Diputado señor Kast quien sostuvo que sería más adecuado que la propia Comisión Nacional de Acreditación fuera la que convocara a las Federaciones de Estudiantes para elegir a los representantes estudiantiles.

Por su parte, el Honorable Diputado señor Errázuriz indicó que apoyaría la propuesta del Honorable Diputado señor Kast y acotó que consideraba más adecuado que la propia norma regulara este sistema eleccionario.

El Honorable Diputado señor Montes propuso que el proceso de elección de los representantes estudiantiles fuera encabezado únicamente por los Presidentes de las Federaciones de Estudiantes.

El Honorable Senador señor Navarro manifestó su disconformidad con el sistema de elección establecido en esta norma, sosteniendo que en la práctica sería muy dificultoso aplicarlo. En consecuencia, arguyó que la ley debía ser más explícita y fijar los criterios mínimos de este proceso eleccionario.

El Honorable Senador señor Cantero señaló que apoyaba la autonomía de los estudiantes. De este modo, indicó que los Presidentes de las Federaciones de Estudiantes debían elegir a sus representantes conforme a un reglamento que elaborara el Ministerio de Educación.

El Honorable Senador señor Núñez manifestó no estar de acuerdo con los términos en que se planteaba esta participación estudiantil, por lo cual señaló que no apoyaría esta modificación.

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación propuso modificar esta letra reemplazando su última frase por la siguiente: “Los representantes de los estudiantes serán elegidos por los Presidentes de las Federaciones de Estudiantes, de acuerdo a un procedimiento que establezca el Reglamento de deberá dictarse antes que se constituya la Comisión”.

El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide propuso primero votar si los representes estudiantiles serían elegidos por los Presidentes de las Federaciones de Estudiantes y luego si un reglamento regularía este proceso eleccionario.

En votación la proposición si los representantes de los estudiantes serían elegidos por los Presidentes de las Federaciones de Estudiantes, se aprueba por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide y los Honorables Diputados señores Errázuriz, Kast y Montes.

En votación la proposición de que un reglamento regularía este proceso eleccionario y se dictaría antes de la constitución de la Comisión, se aprueba con los votos a favor de los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, y Ruiz-Esquide y los Honorables Diputados señores Errázuriz, Kast y Montes. Votan en contra, los Honorables Senadores señores Navarro y Núñez.

ARTÍCULO 8°

Letra a)

Este artículo se refiere a las funciones de la Comisión y en su literal a) señala que ésta deberá pronunciarse sobre la acreditación institucional de las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica autónomos. Este texto, aprobado en primer trámite por la Cámara de Diputados, fue modificado en segundo trámite en el Senado, agregando que este pronunciamiento de la Comisión estaría supeditado al hecho de haber participado en esta verificación. En tercer trámite la Cámara de Diputados rechazó la modificación hecha por el Senado.

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación indicó que la modificación propuesta por el Senado es restrictiva porque reduce la función de la Comisión a pronunciarse únicamente respecto de la acreditación de las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica autónomos en cuya verificación haya participado.

Por su parte, el Honorable Diputado señor Kast señaló que para él esta modificación clarifica la aplicación de esta normativa.

El Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación explicó que la Comisión debe pronunciarse  sobre la acreditación de todas las entidades autónomas y no sólo respecto de aquellas en cuya verificación hubiera participado.

En votación la modificación propuesta por el Senado al literal a) del artículo 8°, es rechazada por ocho votos contra uno. Votan por el rechazo los Honorables Senadores señores Cantero, Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide y los Honorables Diputados señora Tohá y señores Errázuriz, Montes y Olivares. Vota a favor de la modificación del Senado el Honorable Diputados señor Kast.

Letra c)

En ella el Senado, en segundo trámite, realiza una concordancia a un artículo: reemplaza la referencia hecha al artículo 43 por otra al artículo 40.

El Honorable Diputado señor Montes aclaró que la letra c) de este artículo consiste en un asunto de concordancia legal, por lo que instó a los miembros de la Comisión a aprobar el texto propuesto por el Senado.

En votación la concordancia propuesta por el Senado, se aprueba por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Cantero, Larraín, Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide y de los Honorables Diputados señora Tohá y señores Errázuriz, Kast, Montes y Olivares.

Letra d)

La letra d) aprobada por la Cámara de Diputados en primer trámite es sustituida por otra en el Senado, en segundo trámite constitucional.

Se refiere a las materias sobre las que deberá pronunciarse la Comisión de Acreditación.

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación indicó que debe reponerse el texto propuesto por la Cámara, porque así se regulará la acreditación de los programas de postgrado en la letra c) y los de pregrado en la letra d).

En votación el texto propuesto por la Cámara de Diputados, se aprueba por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Cantero, Larraín, Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide y de los Honorables Diputados señora Tohá y señores Errázuriz, Kast, Montes y Olivares.

ARTÍCULO 10

La Cámara de Diputados, en primer trámite aprobó el artículo 10 que señala que el Secretario Ejecutivo será el ministro de fe de la Comisión.

El Senado propuso consultar este artículo como primero del Párrafo 2°, reemplazándolo por otro que define y precisa las funciones del Secretario Ejecutivo. La Cámara, en tercer trámite, rechazó la proposición del Senado.

Al respecto el Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación señaló que el Ejecutivo propone mantener el texto aprobado por el Senado reemplazando la letra c) que tiene por objeto permitir que la Comisión ejecute los acuerdos que haya adoptado.

A continuación, propuso que en la letra b) del texto aprobado por el Senado se reemplace la referencia a los “comités ejecutivos” por “comités consultivos” y planteó que la Secretaría haga lo mismo cada vez que en el texto del proyecto de ley aparezca esta referencia.

En votación el texto propuesto por el Senado, se aprueba, con la modificación propuesta por el Ejecutivo, por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Cantero, Larraín, Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide y de los Honorables Diputados señora Tohá y señores Errázuriz, Kast, Montes y Olivares.

ARTÍCULO 10, NUEVO

Letra c)

El Senado, en segundo trámite constitucional, intercaló un Párrafo 3°, nuevo, referido al Patrimonio de la Comisión, y un artículo 10, nuevo, con dos incisos: El primer inciso con encabezamiento y literales de la a) a la f) y un inciso segundo. La Cámara de Diputados en el tercer trámite, rechazó los literales c), d), e) y f).

El Honorable Diputado señor Errázuriz comentó que no le parece adecuado que la Comisión reciba aportes o donaciones de personas naturales o jurídicas por la prestación de servicios, porque es un órgano sin fines de lucro que se debe costear con recursos provenientes de la Ley de Presupuestos.

Por su parte, el Honorable Senador señor Larraín propuso desechar las letras c), d) e) y f), incorporarando una letra c) nueva de carácter genérico del siguiente tenor: “c) Los demás aportes que perciba en conformidad a la ley”, y manteniendo el inciso segundo.

La Comisión Mixta acogió la proposición del Honorable Senador señor Larraín.

En votación la proposición del Senado, se aprueba con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Cantero, Larraín, Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide y de los Honorables Diputados señora Tohá y señores Errázuriz, Kast, Montes y Olivares.

ARTÍCULO 17

El artículo 17 aprobado por la Cámara de Diputados es sustituido por otro que propone el Senado en segundo trámite constitucional y se refiere al deber de la Comisión de fijar y revisar periódicamente las pautas de evaluación. Este último es rechazado por la Cámara de Diputados en tercer trámite.

El Honorable Senador señor Larraín precisó que el texto propuesto por el Senado fija los criterios de evaluación que debe seguir la Comisión al momento de desarrollar un proceso de acreditación. Luego, agregó que considera fundamental que la ley fije dichos criterios, porque el dejar esta atribución al arbitrio de la Comisión podría constituir una válvula de indiscrecionalidad administrativa, que podría generar incertidumbre para las instituciones que se someten a dicho proceso.

El Honorable Diputado señor Errázuriz añadió que el artículo propuesto por el Senado es una ayuda para la Comisión, porque le fija de antemano los criterios o pautas para su actuación. Asimismo, concordó con el Honorable Senador señor Larraín en el sentido que este articulado es una garantía para las instituciones que se someten al proceso de acreditación.

La Honorable Diputada señora Tohá señaló que aprobará el texto propuesto por el Senado, pero comentó que no le parece adecuada la redacción del encabezado del inciso segundo, porque establece que en un proceso de acreditación sólo se podrán considerar los criterios que esta norma indica. En este sentido, precisó que considera más apropiada la redacción del encabezado del inciso segundo del texto propuesto por la Cámara de Diputados.

Por su parte, el Honorable Diputado señor Kast opinó que apoyará el texto propuesto por el Senado, porque da las pautas básicas para que la Comisión comience a funcionar.

Luego, el Honorable Senador señor Navarro manifestó su disconformidad con el texto propuesto por el Senado, porque impide que la Comisión tenga la facultad de revisar periódicamente los criterios que emplea en un proceso de acreditación.

El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide planteó a la Comisión aprobar el texto propuesto por el Senado y luego votar en forma separada si se opta por la redacción del encabezado del inciso segundo de la Cámara o del Senado. Agregó, que en el evento que se elija la redacción propuesta por la Cámara, se deberá modificar dicho texto en el siguiente sentido: “Dichas pautas deben considerar los siguientes aspectos:”.

Luego, el Honorable Senador señor Navarro acotó que le parecía inadecuado los términos en que se formulan las letras a),b) y c) del artículo propuesto por el Senado.

En votación el inciso primero del artículo 17 propuesto por el Senado, se aprueba por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Cantero, Larraín, Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide y de los Honorables Diputados señora Tohá y señores Errázuriz, Kast, Montes y Olivares.

En votación el inciso segundo del artículo 17 propuesto por la Cámara, se aprueba, con modificaciones, por siete votos a favor y tres en contra. Votan a favor los Honorables Senadores señores Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide y los Honorables Diputados señora Tohá y señores Errázuriz, Montes y Olivares. Votan en contra los Honorables Senadores señores Cantero y Larraín y el Honorable Diputado señor Kast.

ARTÍCULO 18

El Senado, en segundo trámite constitucional, reemplazó el artículo 18 aprobado por la Cámara de Diputados en su primer trámite, sustituyéndolo por otro, el que a su vez la Cámara rechazó en el tercer trámite.

El mencionado artículo se refiere al proceso de evaluación.

La Cámara de Diputados propone que los pares evaluadores sean personas naturales o jurídicas y que su designación la efectuará la Comisión, en tanto que el Senado opta por la confección de un registro en el que se inscribirán los pares evaluadores, siendo éstos sólo personas naturales.  En su inciso segundo, la proposición del Senado señala que la incorporación a dicho registro se realizará por medio de la presentación de antecedentes ante la Comisión, la que a su vez efectuará llamados públicos con tal propósito, a lo menos una vez cada dos años.

El Senado intercala un inciso que prescribe que la Comisión abrirá un registro de agencias de evaluación institucional.

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación señaló que este artículo es fundamental para el proyecto de ley, porque establece la forma en que se realizará el proceso de acreditación.

Agregó que la propuesta de la Cámara de Diputados dispone que la acreditación institucional se realizará por pares evaluadores designados por la Comisión.

Por otra parte, acotó que el texto del Senado prescribe que el proceso de evaluación externa será ejercido por comités de pares evaluadores, denominados agencias de evaluación institucional y que el Senado propone que la propia institución que se acredita elija a los pares evaluadores que conocerán de su proceso de acreditación.

Acto seguido, expresó que considera más apropiado el texto propuesto por la Cámara, ya que otorga más garantía al Sistema Nacional de Acreditación.

El Honorable Diputado señor Errázuriz indicó que le parece más adecuado el texto propuesto por el Senado, porque considera más conveniente que las instituciones que serán evaluadas tengan la facultad de escoger a los pares evaluadores que participarán en su proceso de acreditación. Asimismo, comentó que esta postura no vulnera la imparcialidad de la integración del comité evaluador, porque la institución deberá elegir entre las personas naturales o jurídicas que estén previamente inscritas en un registro público.  Añadió que al momento de inscribirse en este registro público la Comisión deberá evaluar la idoneidad de estas personas.

El Honorable Diputado señor Kast precisó que la Comisión tendrá la facultad de escoger y de eliminar a las personas que integran este registro público de pares evaluadores, por tal motivo manifestó su adhesión por la propuesta del Senado.

Por su parte, el Honorable Senador señor Navarro manifestó su desconfianza con la inclusión de pares evaluadores conformados por personas jurídicas extranjeras constituidas en el extranjero, porque considera más complicada la comprobación de su idoneidad y su sometimiento a las leyes chilenas.

A continuación, se refirió al inciso séptimo del texto propuesto por la Cámara e indicó que propone intercalar que los pares evaluadores no podrán realizar evaluaciones a las instituciones de educación superior “en las que hubiere cursado estudios de pre o postgrado”. Acto seguido, acotó que propone esta fórmula con el objeto de velar por la imparcialidad de los agentes evaluadores .

La Honorable Diputada señora Tohá expuso que para dotar de credibilidad al Sistema de Acreditación Nacional los pares evaluadores deben ser designados por la Comisión y no por las instituciones de educación superior. Agregó que en caso que la institución a evaluar no esté conforme con la designación, podrá ejercer su derecho a veto.

El Ministro de Educación concordó con el planteamiento de la Honorable Diputada señora Tohá y enfatizó que la credibilidad del proceso de acreditación únicamente se obtiene con el texto propuesto por la Cámara.

El Honorable Senador señor Núñez señaló que prefiere el texto de la Cámara de Diputados. No obstante, acotó que propone modificar el inciso tercero en la parte final, aumentado la experiencia exigida a los pares evaluadores personas jurídicas de tres a cinco años.

El Asesor del Jefe de División de Educación Superior del Ministerio de Educación comentó que en el texto del Senado se establece un sistema de inscripción en el registro público de pares evaluadores de carácter automático.

El Honorable Diputado señor Kast expuso que en el caso de las asesorías contables son las propias empresas las que escogen a las personas que los auditarán y esta situación no implica un atentado contra la credibilidad del sistema. De este modo, precisó que aprobará el texto propuesto por el Senado. Por otra parte, señaló que concuerda con la propuesta del Honorable Senador señor Núñez.

El Honorable Senador señor Cantero señaló que el texto propuesto por el Senado no involucra una falta de objetividad ni de credibilidad.

A continuación, el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide planteó en primer término votar por el articulado propuesto por la Cámara y por el Senado y, en segundo lugar,  instó a los miembros de la Comisión a pronunciarse sobre las nuevas proposiciones formuladas.

En votación el texto de la Cámara de Diputados, se aprueba por seis votos contra cuatro. Votan a favor del texto de la Cámara de Diputados, los Honorables Senadores señores Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide, y los Honorables Diputados señora Tohá y señores Montes y Olivares. Votan en contra los Honorables Senadores señores Arancibia y Cantero y los Honorables Diputados señores Errázuriz y Kast.

En votación la proposición del Honorable Senador señor Núñez, para sustituir en el inciso tercero el guarismo “tres” por “cinco”, se aprueba por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Arancibia, Cantero, Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide y los Honorables Diputados señora Tohá y señores Errázuriz, Kast, Montes y Olivares.

En votación la proposición del Honorable Senador señor Navarro para intercalar en el inciso séptimo entre los términos “superior” y “con” la frase: “en las que hubiere cursado estudios de pre o postgrado o”, se aprueba por seis votos a favor, tres en contra y una abstención. Votan a favor los Honorables Senadores señores Arancibia y Navarro y los Honorables Diputados señora Tohá y señores Kast, Montes y Olivares. Votan en contra los Honorables Senadores señores Cantero, Núñez y Ruiz-Esquide. Se abstiene el Honorable Diputados señor Errázuriz.

ARTÍCULO 19

Incisos primero y segundo

Se refieren al tiempo o período por el que se concederá la acreditación institucional. En tercer trámite constitucional, la Cámara de Diputados rechazó las modificaciones introducidas por el Senado en el segundo trámite, tanto en el primero como en el segundo inciso.

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación indicó que el inciso primero de este artículo establece el plazo máximo por el cual se puede otorgar una acreditación institucional.

Luego, el Honorable Diputado señor Montes explicó que en el inciso segundo es preferible optar por el término aceptable, porque es más consistente con el proceso de acreditación.
En votación la modificación introducida por el Senado en el inciso primero, es rechazada por ocho votos en contra y dos a favor. Votan en contra los Honorables Senadores señores Arancibia, Cantero, Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide y los Honorables Diputados señora Tohá y señores Montes y Olivares. Votan a favor del texto del Senado, los Honorables Diputados señores Errázuriz y Kast.

El Honorable Senador señor Cantero propone, en el inciso segundo, intercalar entre las expresiones “de cumplimiento” y “de acuerdo”, el siguiente párrafo: “calificado como muy bueno será acreditada por un período de cinco años y si su nivel de cumplimiento es calificado de bueno, será acreditada por tres años”.

En votación esta proposición, da como resultado cinco votos contra, cuatro a favor y una abstención. Votan a favor los Honorables Senadores señores Arancibia, Cantero y Ruiz-Esquide y el Honorable Diputado señor Errázuriz. Votan en contra los Honorables Senadores señores Navarro y Núñez y los Honorables Diputados señora Tohá y señores Montes y Olivares. Se abstiene el Honorable Diputado señor Kast.

Como la abstención incide en el resultado, conforme al Reglamento del Senado se procede a repetir la votación.

En esta segunda votación, se rechaza la proposición del Honorable Senador señor Cantero, por cuatro votos a favor y seis en contra. Votan a favor los Honorables Senadores señores Arancibia, Cantero y Ruiz-Esquide y el Honorable Diputado señor Errázuriz y en contra los Honorables Senadores señores Navarro y Núñez y los Honorables Diputados señora Tohá y señores Kast, Montes y Olivares.

A continuación, se procede a votar la modificación introducida por el Senado en el inciso segundo en el segundo trámite constitucional y rechazada por la Cámara en tercer trámite.

En votación la modificación propuesta para el inciso segundo, se produce un empate. Votan a favor de ella los Honorables Senadores señores Arancibia, Cantero y Ruiz-Esquide y los Honorables Diputados señores Errázuriz y Kast. En contra, votan los Honorables Senadores señores Navarro y Núñez, y los Honorables Diputados señora Tohá y señores Montes y Olivares.

Repetida la votación, conforme al Reglamento de la Corporación, se rechaza la modificación propuesta por el Senado en segundo trámite, por seis votos en contra y cuatro a favor. Votan en contra los Honorables Senadores señores Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide y los Honorables Diputados señora Tohá y señores Montes y Olivares. Votan a favor del texto del Senado los Honorables Senadores señores Arancibia y Cantero y los Honorables Diputados señores Errázuriz y Kast.

ARTÍCULO 20

Este artículo se refiere a la situación en que la Comisión rechace el informe presentado por los pares evaluadores, en cuyo caso la Institución podrá solicitar la realización de una nueva evaluación por pares evaluadores distintos.

El Senado, en segundo trámite introdujo una modificación a este artículo en la que reemplaza la frase “los pares evaluadores” por “los comités de pares evaluadores o agencias de acreditación institucional”.

Esta modificación introducida por el Senado fue rechazada por la Cámara de Diputados en tercer trámite.

El Jefe del Departamento Jurídico del Ministerio de Educación señaló que la modificación propuesta por el Senado carece de sentido, ya que al aprobarse el artículo 18 se estableció que el proceso de acreditación externa sería realizada por pares evaluadores.

El Honorable Senador señor Navarro sugirió introducir una modificación a este artículo que consiste en aumentar el plazo de 15 días a 30 días, para que la institución de educación superior cuyo informe de evaluación haya sido rechazado por la Comisión solicite una segunda evaluación por pares evaluadores distintos.

La Honorable Diputada señora Tohá indicó que aprobará el texto propuesto por la Cámara de Diputados, con la modificación sugerida por el Honorable Senador señor Navarro.

En votación el artículo 20 propuesto por la Cámara de Diputados, se aprueba, con la modificación propuesta, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Larraín, Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide y los Honorables Diputados señora Tohá y señores Errázuriz, Kast, Montes y Olivares.

ARTÍCULO 23

Este artículo aprobado por la Cámara de Diputados, fue eliminado por el Senado en su segundo trámite, y posteriormente, la Cámara de Diputados rechazó su eliminación.

Se refiere a que la Comisión deberá informar al Ministerio de Educación en los casos en que tome conocimiento que la institución evaluada ha incurrido en alguna de las situaciones contempladas en los artículos 57, 67 o 74 de la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza, los que señalan los casos en que se cancelará la personalidad jurídica y se revocará el reconocimiento oficial a las Instituciones de Educación Superior.

Es necesario hacer presente que durante la tramitación de este proyecto de ley la LOCE sufrió cambios en su artículado debido a un decreto con fuerza de ley N° 1 de 21 de febrero de 2006, el cual fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza, por lo que los artículos 53, 63 y 70 contenidos en el texto aprobado por la Cámara de Diputados, corresponden ahora a los artículos 57, 67 y 74, respectivamente.

El Honorable Diputado señor Kast señaló que aprobará la supresión de este artículo, porque esta norma ya estaría contenida en los artículos 57, 67 y 74 de la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza, en donde se establece la facultad del Ministerio de Educación de cancelar la personalidad jurídica y de revocar el reconocimiento oficial a las institución de educación superior.

El Honorable Senador señor Larraín sostuvo que la Comisión Nacional de Acreditación tiene competencia para pronunciarse sobre los procesos de acreditación y no para cuestionar la subsistencia de estas entidades.

En votación el artículo 23 propuesto por la Cámara de Diputados, se aprueba por seis votos a favor y cuatro en contra. Votan a favor del artículo los Honorables Senadores señores Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide y los Honorables Diputados señora Tohá y señores Montes y Olivares. Votan en contra, los Honorables Senadores señores Cantero y Larraín y los Honorables Diputados señores Errázuriz y Kast.

TÍTULO III

El Senado propone reemplazar su epígrafe por el siguiente:

“De la acreditación de carreras y programas de pregrado y postgrado”.

Esta modificación del Senado, fue rechazada por la Cámara de Diputados en tercer trámite.

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación sugirió optar por el texto aprobado por la Cámara de Diputados, porque concuerda con el epígrafe del Título IV, en el cual se reglamenta el proceso de acreditación de los programas de postgrado. De este modo, instó a los miembros de la Comisión a restringir el ámbito de aplicación del Título III a la acreditación de carreras y programas de pregrado.

En votación el Epígrafe propuesto por la Cámara de Diputados, se aprueba por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Larraín, Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide y los Honorables Diputados señora Tohá y señores Errázuriz, Kast, Montes y Olivares.

ARTÍCULO 25

Incisos primero y tercero

La Cámara de Diputados rechazó en tercer trámite las modificaciones introducidas por el Senado en los incisos primero y tercero de este artículo.

En ellos, la Cámara rechaza la inclusión de la palabra  “postgrado”, a continuación de la palabra “pregrado”.

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación propuso agregar un nuevo inciso cuarto a este artículo, con el objeto de fijar un plazo máximo de siete años para la acreditación de las carreras y programas de pregrado.

El Honorable Diputado señor Kast expuso que le parece adecuado este plazo, porque concuerda con el plazo máximo establecido para la acreditación institucional, según lo dispuesto en el artículo 19 de este proyecto de ley.

En votación el artículo 25 propuesto por la Cámara de Diputados, se aprueba por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Larraín, Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide y los Honorables Diputados señora Tohá y señores Errázuriz, Kast, Montes y Olivares.

En votación el inciso cuarto propuesto por el Ejecutivo, se aprueba por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Larraín, Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide y los Honorables Diputados señora Tohá y señores Errázuriz, Kast, Montes y Olivares.

ARTÍCULO 24, NUEVO

Este artículo introducido por el Senado en segundo trámite, fue rechazado por la Cámara de Diputados en tercer trámite.

El mencionado artículo determina cuales son los parámetros que serán la base sobre los que se realizará la evaluación de las carreras de pregrado y de postgrado, que corresponden al perfil de egreso de la respectiva carrera o programa y al conjunto de recursos y procesos mínimos que permiten asegurar el cumplimiento del perfil de egreso definido para la respectiva carrera o programa.

El Honorable Senador señor Núñez propuso eliminar en el encabezado de este artículo el término “postgrado”, porque según lo acordado el Título III se referirá únicamente a la acreditación de las carreras y programas de pregrado.

Por otra parte, la Honorable Diputada señora Tohá indicó que la Cámara de Diputados rechazó la incorporación de este nuevo artículo, porque vislumbra un cierto grado de incertidumbre en un proceso de acreditación en que la propia institución a evaluar fije el perfil de sus egresados.

El Honorable Diputado señor Olivares concordó con la Honorable Diputada señora Tohá y agregó que esta norma no fomenta la calidad de las instituciones de educación superior.

El Honorable Senador señor Larraín señaló que la inclusión de esta norma es fundamental, porque las instituciones de educación superior deben fijar el perfil de sus egresados, teniendo como base el conjunto de recursos y procesos mínimos que aseguren el cumplimiento del perfil definido para cada carrera o programa.  En consecuencia, arguyó que la Comisión Nacional de Acreditación deberá evaluar el cumplimiento de este perfil, en concordancia con la estructura curricular, los recursos humanos, los elementos de apoyo a la enseñanza y el aprendizaje, la modalidad de enseñanza, los aspectos pedagógicos, la infraestructura y los recursos físicos que se dispongan para alcanzar este perfil.

El Honorable Diputado señor Kast agregó que este artículo permitirá que las instituciones de educación puedan innovar y diferenciarse unas de otras.

La Honorable Diputada señora Tohá puntualizó que la autoridad a lo menos debe fijar las pautas mínimas de lo que debe fijarse como perfil.

El Honorable Senador señor Núñez dejó de manifiesto que aprobará la inclusión de este artículo, porque considera que con él se fija el marco mínimo de lo que tendrá que certificar la entidad evaluadora.

El Honorable Senador señor Navarro enfatizó que es necesario que la autoridad fije el perfil mínimo para las distintas carreras.

El Honorable Diputado señor Montes señaló que aprobará el texto propuesto por el Senado y agregó que del tenor de este artículo vislumbra que se establece un parámetro mínimo en la norma, al exigirse la debida congruencia entre el perfil propuesto y los recursos y procesos mínimos para alcanzarlo.

El Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación comentó que en todo proceso de acreditación deben considerarse, la menos, dos aspectos: por un lado, la revisión del estado arte de la disciplina y, por otro, el cumplimiento del perfil de egreso que se fijó la institución de educación superior.

El Honorable Senador señor Cantero sostuvo que la fijación del perfil de egreso por la propia institución a evaluar sirve para transparentar el desarrollo de las competencias de las personas que se están formando y, también, para verificar si este perfil es concordante con los recursos e infraestructura que dispone la institución de educación superior.

El Honorable Diputado señor Errázuriz comentó que este tema se relaciona con la calidad de los egresados.

El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide aclaró que este artículo busca establecer una congruencia entre lo que ofrece la institución de educación superior y el resultado de sus egresados. Agregó que si se deja la facultad de fijar el perfil de egreso a las universidades, se debe establecer, a lo menos, por la autoridad un piso mínimo de exigencia para cada carrera.

El Honorable Senador señor Larraín explicó que este piso mínimo de exigencia está tácitamente establecido por el estado del arte de cada disciplina, lo que es perfectamente evaluable.

A continuación, la Honorable Diputada señora Tohá consultó si la Comisión Nacional de Acreditación mientras realiza un proceso de acreditación a una institución de educación superior detecta que a una carrera se le ha fijado un perfil de egreso bajísimo, podría la Comisión bajo esas circunstancias adoptar alguna medida.

El Honorable Senador señor Larraín respondió que la Comisión debe evaluar que la institución cumpla con el perfil de egreso propuesto, tendiendo como base el estado del arte de dicha carrera y los recursos e infraestructura de que dispone para cumplirlo. Acto seguido, con el objeto de superar las divergencias, propuso en la letra a) de este artículo eliminar las siguientes frases “, por una parte,” y “”, por la otra,”.

En votación el artículo 24, nuevo, propuesto por el Senado, se aprueba con las modificaciones propuestas por los Honorables Senadores Núñez y Larraín, con nueve votos a favor y una abstención. Votan a favor, los Honorables Senadores señores Cantero, Larraín, Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide y los Honorables Diputados señora Tohá y señores Errázuriz, Montes y Olivares. Se abstiene el Honorable Diputado señor Kast.

ARTÍCULO 27

El Senado eliminó el artículo 27 de la Cámara de Diputados y la Cámara, a su vez, rechazó esta supresión.

Este artículo se refiere a que las agencias acreditadotas deberán informar al Ministerio de Educación en los casos en que tomen conocimiento que alguna carrera o programa haya incurrido en alguna de las situaciones contempladas en los artículos 57, 67 o 74 de la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza, los que señalan los casos en que se cancelará la personalidad jurídica y se revocará el reconocimiento oficial a las Instituciones de Educación Superior.

Es necesario hacer presente que durante la tramitación de este proyecto de ley la LOCE sufrió cambios en su artículado debido a un decreto con fuerza de ley N° 1 de 21 de febrero de 2006, el cual fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza, por lo que los artículos 53, 63 y 70 contenidos en el texto aprobado por la Cámara de Diputados, corresponden ahora a los artículos 57, 67 y 74, respectivamente.

El Honorable Senador señor Larraín señaló que para mantener una concordancia con el artículo 23 debe aprobarse el texto propuesto por la Cámara de Diputados.

El Honorable Senador señor Núñez explicó que no se puede asimilar una carrera a un programa de pregrado, porque los programas son más flexibles y, normalmente, complementan a una carrera. De este modo, planteó eliminar la referencia que se hace en este artículo a los programas.

El Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación aclaró que no se puede eliminar la referencia a los programas de pregrado, porque se excluiría a las carreras que otorgan el Grado de Licenciado.

A continuación, el Honorable Senador señor Núñez propuso reemplazar la frase “en una determinada carrera o programa” por otra del siguiente tenor: “determinadas carreras y programas de pregrado”.
En votación el artículo propuesto pór la Cámara de Diputados, se aprueba con la modificación propuesta por el Honorable Senador señor Núñez, por siete votos a favor y uno en contra. Votan a favor, los Honorables Senadores señores Cantero, Núñez y Ruiz-Esquide y los Honorables Diputados señora Tohá y señores Errázuriz, Montes y Olivares. Vota en contra el Honorable Diputado señor Kast.

ARTÍCULO 29

El Senado eliminó el artículo 29 de la Cámara de Diputados y la Cámara, a su vez, rechazó esta supresión.

Este artículo se refiere a que la Comisión podrá desarrollar directamente el proceso de acreditación en aquellos casos en que no exista ninguna agencia autorizada para acreditar carreras profesionales  o técnicas o programas de pregrado en una determinada área del conocimiento.

El Jefe de la División de Educación Superior recomendó aprobar el texto propuesto por la Cámara de Diputados, puesto que regula el caso en que no exista ninguna agencia autorizada para acreditar carreras profesionales o programas de pregrado en una determinada área del conocimiento. Acotó que en tal situación se faculta a la  institución de educación superior para solicitarle a la Comisión Nacional de Acreditación que ella misma desarrolle dicho proceso de acreditación.

Luego, el Asesor Jurídico del Jefe de la División de Educación Superior agregó que sería conveniente mantener el artículo aprobado en primer trámite constitucional, porque es concordante con la facultad que se entrega a la Comisión Nacional de Acreditación para pronunciarse sobre la acreditación de los programas de pregrado de las instituciones autónomas.

En votación el artículo 29 se aprueba mantener el texto aprobado por la Cámara de Diputados en su primer trámite constitucional, por seis votos a favor y dos en contra. Votan a favor los Honorables Senadores señores Cantero y Ruiz-Esquide y los Honorables Diputados señora Tohá y señores Errázuriz, Montes y Olivares. Votan en contra el Honorable Senador señor Larraín y el Honorable Diputado señor Kast.

ARTÍCULO 26, NUEVO

El Senado agregó, en segundo trámite constitucional, este artículo 26, nuevo, el que fue rechazado por la Cámara de Diputados en tercer trámite.

Este artículo señala que la acreditación de programas o carreras de pregrado y postgrado estará precedida de una autoevaluación que la institución solicitante pondrá a disposición de la agencia acreditadora antes de que ésta inicie su labor.

El Honorable Diputado señor Kast indicó que la autoevaluación que se propone en este artículo forma parte de todo proceso normal de acreditación.

El Honorable Diputado señor Errázuriz añadió que esta autoevaluación guarda concordancia con la disposición en que se establecen los requisitos y condiciones mínimas de operación de las agencias de acreditación.

En votación el artículo 26, nuevo, propuesto por el Senado, se aprueba mantener la disposición, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cantero, Larraín, Núñez y Ruiz-Esquide, y los Honorables Diputados señora Tohá y señores Errázuriz, Kast, Montes y Olivares.

ARTÍCULO 31

La Cámara de Diputados aprobó el artículo 31, en primer trámite constitucional, el cual fue sustituido por otro aprobado por el Senado en el segundo trámite.

La Cámara de Diputados rechazó esta modificación.

El mencionado artículo se refiere a los requisitos  que considerarán las agencias de acreditación para cumplir sus funciones.

El Senado aumenta el número de requisitos, tales como la publicidad, constatación de equipos de evaluación apropiados, difusión de sus decisiones, mecanismos de revisión periódica de su funcionamiento y existencia de mecanismos de colaboración con otras agencias de aseguramiento de la calidad y de actualización de sus funciones.

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación explicó que de acuerdo a lo aprobado por esta Comisión las agencias de acreditación sólo se encargan de desarrollar la acreditación de las carreras de pregrado y programas de magíster y especialidades en el área de la salud, ya que la acreditación de los postgrados debe ser realizada por la Comisión Nacional de Acreditación. Por tal motivo, el Ejecutivo propone sustituir en el encabezado del texto aprobado por el Senado la frase “agencias de acreditación de carreras y programas de pregrado y postgrado“ por “agencias de acreditación de carreras de pregrado y programas de magíster y especialidades en el área de la salud”.

En votación el artículo 31 aprobado por el Senado con la proposición del Ejecutivo de sustituir en el encabezado del texto aprobado por el Senado la frase “agencias de acreditación de carreras y programas de pregrado y postgrado“ por “agencias de acreditación de carreras de pregrado y programas de magíster y especialidades en el área de la salud”, se aprueba por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cantero, Larraín, Núñez y Ruiz-Esquide, y los Honorables Diputados señora Tohá y señores Errázuriz, Kast, Montes y Olivares.

ARTÍCULO 32

Inciso segundo

La Cámara de Diputados rechazó el inciso segundo propuesto por el Senado.

En este inciso, el Senado propone que el reglamento que la Comisión dictará para establecer la forma y condiciones para el desarrollo de los procesos de autorización de las agencias de acreditación de carreras y programas contemplará el postgrtado además del pregrado.

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación expuso que dada la explicación formulada para el caso del artículo 31, corresponde nuevamente sustituir la frase “agencias de acreditación de carreras y programas de pregrado y postgrado“ por “agencias de acreditación de carreras de pregrado y programas de magíster y especialidades en el área de la salud”.

En votación la proposición del Ejecutivo para el inciso segundo, se aprueba por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Larraín, Núñez y Ruiz-Esquide, y los Honorables Diputados señora Tohá y señores Errázuriz, Kast, Montes y Olivares.

ARTÍCULO 33

Inciso primero

La Cámara de Diputados rechazó la modificación hecha por el Senado al inciso primero de este artículo, en el que determina que la Comisión autorizará a la agencia de acreditación de carreras y programas de pregrado y de postgrado, en tanto que el artículo propuesto por la Cámara sólo contemplaba el pregrado.

Asimismo, en tanto el artículo de la Cámara extendía la autorización por un plazo de siete años, el Senado la restringía a cinco.

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación señaló que el Ejecutivo plantea la sustitución del inciso primero de este artículo para mantener la concordancia con los artículos anteriores, en los cuales se ha establecido que las agencias de acreditación sólo desarrollarán los procesos de acreditación de las carreras y programas de pregrado y de los programas de maestrías y de especialidades en el área de la salud. Con respecto a la autorización de las agencias de acreditación, precisó que el Ejecutivo se inclinaba a mantener el plazo de 7 años propuesto por la Cámara de Diputados.

El Honorable Diputado señor Errázuriz expresó que le parecía más apropiado restingir el plazo de autorización de las agencias de acreditación a 5 años.

El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide propuso a los miembros de la Comisión pronunciarse primero sobre la proposición del Ejecutivo y luego votar si el plazo de duración de la autorización de las agencias de acreditación sería de 5 o 7 años.

En votación la proposición del Ejecutivo para establecer en el inciso primero que la Comisión autorizará a la agencia de acreditación de carreras y programas de pregrado y de programas de maestría y de especialidad en el área de la salud que cumpla íntegramente con los requisitos y condiciones de operación respectivos, se aprueba por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Larraín, Núñez y Ruiz-Esquide, y los Honorables Diputados señora Tohá y señores Errázuriz, Kast, Montes y Olivares.

A continuación se vota si la autorización se extenderá por un plazo de 7 años. En votación esta proposición, votan a favor de ella el Honorable Senador señor Larraín y los Honorables Diputados señora Tohá y señores Kast y Olivares. Votan en contra los Honorables Senadores señores Cantero, Núñez y Ruiz-Esquide y el Honorable Diputado señor Errázuriz. Se abstiene el Honorable Diputado señor Montes.
Por incidir la abstención en el resultado, se procede a repetir la votación. En esta segunda votación, se aprueba el plazo de 7 años, con los votos favorables del Honorable Senador señor Larraín y los Honorables Diputados señora Tohá y señores Kast, Montes y Olivares y los votos en contra de los Honorables Senadores señores Cantero, Núñez y Ruiz-Esquide y el Honorable Diputado señor Errázuriz.

ARTÍCULO 34

La Cámara de Diputados rechaza la modificación que el Senado hiciera a este artículo, en cuanto a extender a los postgrados la autorización que otorgue la Comisión a las agencias de acreditación de carreras y programas de pregrado.

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación expuso que el Ejecutivo plantea la sustitución de la frase “agencias de acreditación de carreras y programas de pregrado y postgrado “ por “agencias de acreditación de carreras de pregrado y programas de magíster y especialidades en el área de la salud”, para mantener la concordancia con los artículos anteriores.

En votación la proposición formulada por el Ejecutivo, se aprueba por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Larraín, Núñez y Ruiz-Esquide, y los Honorables Diputados señora Tohá y señores Errázuriz, Kast, Montes y Olivares.

ARTÍCULO 36

Letra b)

La Cámara de Diputados rechaza la modificación que el Senado hiciera a este artículo en su letra b).

El mencionado artículo, señala las obligaciones a las que estarán sujetas las agencias acreditadoras, una vez obtenido el reconocimiento de la Comisión, y en su letra b), determina que una de estas obligaciones consiste en desarrollar los procesos de acreditación de las carreras y programas de pregrado que se lo soliciten. A lo cual el Senado agrega también las carreras y programas de postgrado, lo que fue objeto del rechazo de la Cámara de Diputados en su tercer trámite.

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación expuso que el Ejecutivo propone una letra b) que permita mantener la concordancia con los artículos anteriores, formulada en los siguientes términos: “Desarrollar los procesos de acreditación de las carreras de pregrado y programas de maestría y de especialidades del área de la salud que así se los soliciten, conforme a los criterios y procedimientos de evaluación que se les autoricen.”.

En votación la proposición formulada por el Ejecutivo, se aprueba por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Larraín, Núñez y Ruiz-Esquide, y los Honorables Diputados señora Tohá y señores Errázuriz, Kast, Montes y Olivares.

ARTÍCULO 39

La Cámara de Diputados rechazó en su tercer trámite el artículo que el Senado propuso en el segundo.

El referido artículo precisa la aplicación de sanciones y que previas a su aplicación habrá notificación al afectado para que presente sus descargos ante la Comisión. Se refiere también a las reclamaciones y si procede o no recurso respecto de las señaladas resoluciones.

El Honorable Diputado señor Errázuriz propuso agregar en la parte final del inciso segundo la siguiente frase: “La parte afectada podrá siempre recurrir de protección ante los Tribunales Ordinarios de Justicia de conformidad al N° 11 del artículo 19 de la Constitución Política. El plazo de 15 días a que se refiere el N° 1 del Auto Acordado de la Corte Suprema sobre tramitación y fallo del recurso de protección de las garantías constitucionales, de 26 de junio de 1992, se contará a partir de la fecha en que se notifique la resolución del Consejo o de vencido el plazo de 30 días ya señalado.”

Precisó que el fundamento para introducir esta nueva frase era permitir que el afectado conociera en forma clara y transparente las reglas sobre tramitación del respectivo recurso, con el objeto de incidir positivamente en la admisibilidad de los mismos.

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación comentó que el Auto Acordado es un acto autónomo de la Corte Suprema y como tal no puede ser modificado por una norma de rango legal. De este modo, instó a los miembros de la Comisión a aprobar el texto propuesto por la Cámara de Diputados, agregando que los plazos que allí se indican son de días hábiles.

El Honorable Diputado señor Montes manifestó su conformidad con la propuesta del Honorable Diputado señor Errázuriz.

Finalmente, el Asesor Jurídico del Jefe de la División de Educación Superior planteó modificar la propuesta del Honorable Diputado señor Errázuriz, excluyendo la referencia al Auto Acordado de la Corte Suprema.

Primero se procede a votar el texto propuesto por el Senado en el segundo trámite constitucional, el que se aprueba por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Larraín, Núñez y Ruiz-Esquide, y los Honorables Diputados señora Tohá y señores Errázuriz, Kast, Montes y Olivares.

A continuación, se vota la proposición formulada por el Honorable Diputado señor Errázuriz, para el inciso segundo de este artículo, la que se aprueba con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Larraín, Núñez y Ruiz-Esquide, y los Honorables Diputados señora Tohá y señores Errázuriz, Kast, Montes y Olivares.

ARTÍCULO 43

La Cámara de Diputados, en tercer trámite, rechazó todas las modificaciones introducidas a este artículo por el Senado, en segundo trámite constitucional.

El mencionado artículo se refiere a la acreditación de los programas de postgrado. El texto de la Cámara se refiere a los postgrados y el Senado lo restringe a los programas de magíster. Asimismo, el texto de la Cámara exige que el nivel de cumplimiento de los criterios de evaluación sea “aceptable”, en tanto que el Senado determina que deben ser “buenos”.

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación indicó que el Ejecutivo propone sustituir todo el artículo 43, con el objeto de concordar este artículo con lo aprobado anteriormente.

El Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación agregó que conforme a lo aprobado anteriormente, la acreditación de los doctorados se realizará por medio de la Comisión Nacional de Acreditación y la de las maestrías y especialidades en el área de la salud, a través de las agencias de acreditación. Asimismo, precisó que la fórmula propuesta tiene por objeto dar garantía a los procesos de acreditación de los doctorados.

El Honorable Senador señor Larraín aclaró que son dos cosas distintas el pronunciarse sobre una proceso de acreditación y realizar una acreditación. Luego, señaló que no tiene sentido que la acreditación de los doctorados sea realizada por la Comisión Nacional de Acreditación, porque dada la especialidad de los mismos considera que sería más apropiado que sean acreditados por agencias acreditadoras internacionales. En consecuencia, expuso que le parece más pertinente el texto propuesto por el Senado.

El Honorable Diputado señor Kast agregó que las agencias también deberían conocer de los procesos de acreditación de los programas de postgrados.

El Honorable Diputado señor Montes señaló que se inclina por el texto propuesto por la Cámara de Diputados, porque le parece más flexible.

El Honorable Senador señor Larraín planteó aprobar el inciso primero y segundo del articulado aprobado por la Cámara de Diputados y los incisos tercero, cuarto y quinto de la proposición del Ejecutivo.

Acto seguido, el Asesor del Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación previno que en los incisos primero y segundo del texto aprobado por la Cámara de Diputados debería agregarse la referencia a los magíster y especialidades en el área de la salud.

En votación la proposición del Honorable Senador señor Larraín en orden a aprobar el inciso primero y segundo del articulado aprobado por la Cámara de Diputados y los incisos tercero, cuarto y quinto de la proposición del Ejecutivo, agregando a los incisos primero y segundo del texto aprobado por la Cámara de Diputados la referencia a los magíster y especialidades en el área de la salud, se aprueba en estos términos el artículo 43, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Larraín, Núñez y Ruiz-Esquide, y los Honorables Diputados señora Tohá y señores Errázuriz, Kast, Montes y Olivares.

ARTÍCULO 53

Este artículo modifica la ley N° 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza, a fin de adaptar algunos de sus artículos a este proyecto de ley en estudio.

Cabe señalar que el artículo aprobado por la Cámara de Diputados no siguió la numeración correlativa de los artículos de la LOCE que se modificaban, porque así venía en el Mensaje. El Senado ordenó la numeración, conforme a la numeración de los artículos de la LOCE que fueron modificados e introdujo algunas enmiendas, las que fueron rechazadas por la Cámara de Diputados en tercer trámite constitucional.

Asimismo, es necesario hacer presente que durante la tramitación de este proyecto de ley la LOCE sufrió cambios en su artículado debido a un decreto con fuerza de ley N° 1 de 21 de febrero de 2006, el cual fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza.

En el artículo 53 del proyecto en estudio, se hace referencia a los siguientes artículos de la LOCE:

Artículo 37 (actual artículo 41); artículo 41 (actual artículo 45); artículo 42 (actual artículo 46); artículo 43 (actual artículo 47); artículo 69 (actual artículo 73); artículo 82 (actual artículo 86); artículo segundo transitorio (se mantiene igual); artículo tercero transitorio (se mantiene igual); artículo 35 (actual artículo 39); artículo 37 (actual artículo 41); artículo 38 (actual artículo 42); artículo 39 (actual artículo 43); artículo 53 (actual artículo 57); artículo 63 (actual artículo 67); artículo 64 (actual artículo 68); artículo 65 (actual artículo 69); artículo 66 (actual artículo 70); artículo 67 (actual artículo 71); artículo 68 (actual artículo 72); artículo 69 (actual artículo 73); artículo 70 (actual artículo 74).

NUMERALES 1 AL 23

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación señaló que hasta el numeral 23 entre el texto aprobado por la Cámara de Diputados y el Senado no existen mayores diferencias, ya que en el Senado sólo se hizo un ordenamiento de los numerales teniendo como base las referencias a la LOCE. Luego, acotó que en estos primeros 23 numerales sólo se plantea reemplazar la palabra “licenciamiento” por “acreditación” y trasladar la acreditación de los centros de formación técnica del Ministerio de Educación al Consejo Superior de Educación.

En votación el ordenamiento del Senado hasta el numeral 23, se aprueba por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Larraín, Núñez y Ruiz-Esquide, y los Honorables Diputados señora Tohá y señores Errázuriz, Kast, Montes y Olivares.

NUMERALES 24, 25 Y 26

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación precisó que estos numerales facultan al Ministerio de Educación para revocar el reconocimiento oficial de una carrera o sede de una universidad, o instituto de educación superior o centro de formación técnica, que haya incurrido en las causales descritas en los artículos 57, 67 y 74 de la LOCE, respectivamente.

Por otra parte, propuso, con el objeto de transparentar este proceso, que esta prerrogativa fuera ejercida previo acuerdo del Consejo Superior de Educación.

El Honorable Diputado señor Montes comentó que estos numerales fueron planteados en la Cámara de Diputados, como una forma de evitar los abusos que comenten ciertas instituciones de educación superior, que imparten carreras o licenciaturas de bajísimo nivel. Agregó que en la actualidad el Ministerio de Educación puede revocar el reconocimiento oficial a las instituciones de educación superior que hayan  cometido faltas graves, conforme a lo prescrito en los artículos 57, 67 y 74 de la LOCE.

El Honorable Diputado señor Errázuriz señaló que está de acuerdo con aprobar la facultad del Ministerio de clausurar sedes o carreras, siempre que ésta se ejerza previo acuerdo del Consejo Superior de Educación.

El Honorable Diputado señor Kast planteó  fijar un quórum para la decisión que adopte el Consejo Superior de Educación sobre esta materia. Acto seguido, indicó que debe exigirse la unanimidad de o los 2/3 de sus integrantes.

El Honorable Senador señor Núñez sostuvo que no es recomendable fijar un quórum para las actuaciones del Consejo Superior de Educación, porque normalmente actúan por unanimidad.

Por su parte, el Honorable Senador señor Larraín argumentó que con esta prerrogativa se le da un enorme poder al Ministerio de Educación y al Consejo Superior de Educación, por tal motivo considera que es fundamental que el Consejo adopte esta decisión por la unanimidad de sus miembros.

Luego, el Honorable Diputado señor Montes comentó que la unanimidad es un quórum altísimo, por tal motivo propuso que esta decisión sea aprobada por la mayoría de los integrantes del Consejo Superior de Educación.

El Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación señaló que en esta materia lo relevante para el Ejecutivo es que se conceda la facultad para que el Ministerio de Educación pueda cerrar carreras o sedes. Asimismo, indicó que normalmente cuando el Consejo aprueba una decisión de esta envergadura lo hace por la unanimidad de sus miembros.

El Honorable Diputado señor Olivares acotó que la propia integración del Consejo Superior de Educación garantiza la seriedad de las decisiones que adopta esta entidad. En consecuencia, expuso que apoyará el quórum de la mayoría de sus miembros.

El Honorable Diputado señor Kast en esta materia hizo reserva de constitucionalidad.

El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide argumentó que por la naturaleza colegiada del Consejo Superior de Educación debe fijársele un quórum para su actuación.

Finalmente, con el objeto de aunar criterios, el Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación propuso que el Consejo resuelva sobre esta materia, en una sesión especialmente convocada para tal efecto, escuchando a la parte afectada y adoptando la decisión con el acuerdo de la mayoría de sus miembros.

Conforme a esta proposición anteriormente formulada, se modificaron los numerales 8, 10 y 17, referidos a los artículos 57, 67 y 74 de la LOCE, respectivamente, porque son los que se refieren a la forma como se debe adoptar el acuerdo del Consejo Superior de Educación.

Consecuencialmente, se mantienen los numerales 24, 25 y 26 del texto aprobado por la Cámara de Diputados.

En votación esta proposición, se aprueba por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Larraín, Núñez y Ruiz-Esquide, y los Honorables Diputados señora Tohá y señores Errázuriz, Kast, Montes y Olivares.

ARTÍCULO PRIMERO TRANSITORIO

La Cámara de Diputados rechazó una concordancia hecha por el Senado, debido al cambio de numeración de los artículos en el texto del Senado.

El Honorable Diputado señor Montes aclaró que este artículo sólo presenta un problema de concordancia.

En votación la modificación aprobada por el Senado en segundo trámite constitucional, se aprueba por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Navarro Núñez y Ruiz-Esquide, y los Honorables Diputados señora Tohá y señores Errázuriz, Kast, Montes y Olivares.

ARTÍCULO CUARTO TRANSITORIO

La Cámara de Diputados rechazó la modificación introducida por el Senado .este artículo.

El Senado agregó los postgrados a los pregrados que establecía el texto de la Cámara y señaló que los pronunciamientos sobre acreditación institucional emitidos por la Comisión, hasta la fecha de entrada en vigencia de la ley de acreditación, para todos los efectos legales, tendrán el mismo valor y vigencia por todo el tiempo para el que fueron otorgadas. En tanto el texto aprobado por la Cámara de Diputados, señala que los mencionados pronunciamientos, una vez que entre en vigencia esta ley, deberán ser certificados por la Comisión Nacional de Acreditación indicada en el Título I del Capítulo II de esta ley, a fin de adquirir validez en los términos del presente cuerpo legal.

El Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación expuso que le parece más apropiado el texto aprobado por el Senado, porque le da certeza y credibilidad a los pronunciamientos sobre acreditación institucional emitidos hasta la fecha por la Comisión de Evaluación de Calidad de Programas de Pregrado y Postgrado de Instituciones Autónomas de Educación Superior.

En votación el artículo 4° transitorio aprobado por el Senado en segundo trámite constitucional, se aprueba por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide, y los Honorables Diputados señora Tohá y señores Errázuriz, Kast, Montes y Olivares.

ARTÍCULO QUINTO TRANSITORIO

El artículo quinto transitorio propuesto por el Senado, que sustituía al texto de la Cámara, fue rechazado por la Cámara de Diputados en su tercer trámite constitucional.

El texto de la Cámara de Diputados indica que mientras la Comisión Nacional de Acreditación no defina los criterios de evaluación, para carreras profesionales y técnicas y programas de pregrado, éstos serán los señalados por la Comisión de Evaluación de Calidad de Programas de Pregrado de Instituciones Autónomas de Educación Superior.

En tanto el texto propuesto por el Senado, señala que sin perjuicio de la facultad de la Comisión Nacional de Acreditación para constituir los Comités Técnicos a que se refiere esta ley, ella podrá aprobar y dar continuidad a las pautas de evaluación en actual aplicación, aprobadas por la Comisión de Evaluación de Calidad de Programas de Pregrado y por la Comisión de Evaluación de Calidad de Programas de Postgrado.

En el inciso segundo agrega que mientras la Comisión Nacional de Acreditación no defina las pautas de evaluación de los programas de postgrado, ellas corresponderán a las definidas por la Comisión de Evaluación de la Calidad de los Programas de Postgrado de las Universidades Autónomas.”.

El Ejecutivo propone el artículo 5° transitorio que se transcribe a continuación y que se aprueba sin debate:

“Artículo 5° transitorio: Mientras la Comisión Nacional de Acreditación no defina las pautas y procedimientos para la acreditación institucional, conforme a lo indicado en el artículo 15, o no haya autorizado agencias de acreditación para carreras profesionales o técnicas y programas de pregrado, las pautas, criterios y procedimientos para carreras, programas e instituciones corresponderán a aquellos aprobados por la Comisión de Evaluación de Calidad de Programas de Pregrado.

Mientras la Comisión Nacional de Acreditación no defina las pautas de evaluación de programas de postgrado a que se refiere el artículo 44, ellos corresponderán a aquellos definidos por la Comisión de Evaluación de Calidad de Programas de Postgrado.

Las respectivas Comisiones de Evaluación de Calidad de Pregrado y de Postgrado deberán completar los procesos de acreditación correspondientes a las carreras, programas o instituciones que a la fecha de la publicación de la presente ley les hubieran hecho entrega de sus respectivos informes de autoevaluación o de evaluación interna. Estos procesos deberán completarse en un plazo máximo de ocho meses, contados desde la fecha de publicación de la ley.”.

En votación la proposición del Ejecutivo, se aprueba por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide, y los Honorables Diputados señora Tohá y señores Errázuriz, Kast, Montes y Olivares.

ARTÍCULO SEXTO TRANSITORIO

La Cámara de Diputados rechazó, en tercer trámite, la supresión de este artículo hecha por el Senado en segundo trámite constitucional. El artículo determina que corresponderá a la Comisión Nacional de Acreditación desarrollar una propuesta para el establecimiento de un Sistema Nacional de Certificación y Habilitación Profesional, para lo cual deberá promover una amplia participación de los distintos actores involucrados y que dicha propuesta deberá ser presentada al Presidente de la República dentro del plazo de dos años contado desde la entrada en vigencia de esta ley.

El Honorable Diputado señor Errázuriz señaló que el texto aprobado por la Cámara de Diputados se aleja de la idea matriz del proyecto de ley, por tal motivo votará por su supresión. Además, indicó que no tiene sentido aprobar este artículo transitorio, porque las funciones de la Comisión Nacional de Acreditación ya están enumeradas en artículos permanentes.

La Honorable Diputada señora Tohá hizo hincapié en la necesidad de contar con un sistema de certificación de títulos. Añadió que le parece más adecuado encargar este mandato al Ministerio de Educación.

El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide manifestó su apoyo a la proposición de la Honorable Diputada señora Tohá, pero además planteó una modificación, consistente en eliminar la frase final de este artículo y establecer que esta propuesta sea presentada dentro del plazo de dos años.

En votación el texto aprobado por la Cámara de Diputados, se produce un empate. Votan a favor del texto aprobado por la Cámara de Diputados, los Honorables Senadores señores Navarro y Ruiz-Esquide y los Honorables Diputados señora Tohá y señor Montes. Votan en contra el Honorable Senador señor Núñez y los Honorables Diputados señores Errázuriz, Kast y Olivares.

Repetida la votación para dirimir el empate, se aprueba el texto de la Cámara de Diputados con la modificación propuesta. Votan a favor los Honorables Senadores señores Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide y los Honorables Diputados señora Tohá y señores Montes y Olivares. Votan en contra, los Honorables Diputados señores Errázuriz y Kast.

- - -

PROPOSICIONES DE LA COMISIÓN MIXTA

En mérito de lo expuesto y de los acuerdos adoptados, vuestra Comisión Mixta tiene el honor de poneros en consideración para salvar las diferencias entre ambas Cámaras del Congreso Nacional, las siguientes proposiciones:

ARTÍCULO 3º

Consultarlo conforme al texto de la Cámara de Diputados en primer trámite constitucional.

ARTÍCULO 4º

Consultarlo conforme al texto de la Cámara de Diputados en primer trámite constitucional.

ARTÍCULO 5º

Consultarlo conforme al texto de la Cámara de Diputados en primer trámite constitucional.

ARTÍCULO 7º

Letra g)

Contemplarla conforme al texto de la Cámara de Diputados:

“g) El Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación;”.

Letra h, nueva), texto del Senado

Consultarla como letra i), nueva, del siguiente tenor:

“i) Dos representantes estudiantiles de instituciones de educación superior autónomas acreditadas, debiendo uno de ellos pertenecer a una institución regional y el otro a una institución metropolitana. Los representantes de los estudiantes deberán tener aprobados al menos tres años o seis semestres, en su caso, de la carrera en que estén inscritos y encontrarse dentro del 5% de los alumnos de mejor rendimiento de su generación, y durarán dos años en sus cargos. Los representantes de los estudiantes serán elegidos por los Presidentes de las Federaciones de Estudiantes de acuerdo a un procedimiento que establezca el Reglamento que deberá dictarse antes que se constituya la Comisión.”.

ARTÍCULO 8°

Letra a)

Consultarla de acuerdo al texto de la Cámara de Diputados.

Letra c)

Aprobarla, sustituyendo en el texto de la Cámara de Diputados la referencia hecha al artículo 43 por otra al artículo 46.

Letra d)

Contemplarla según el texto de la Cámara de Diputados, sustituyendo la referencia hecha al artículo 29, por otra al artículo 31 y suprimir la conjunción “y” reemplazando la coma (,) que la antecede por un punto y coma (;).

ARTÍCULO 10

Consultarlo como primer artículo del Párrafo 2º conforme al texto propuesto por el Senado, con las siguientes modificaciones:

Letra b)

Reemplazar el vocablo “ejecutivos” por “consultivos”, cada vez que aparezca.

Letra c)

Sustituirla por la siguiente:

“c) Ejecutar los acuerdos que la Comisión adopte pudiendo, para estos efectos, celebrar los actos y contratos que sean necesarios, y”.

ARTÍCULO 10, NUEVO, TEXTO DEL SENADO

(Pasa a ser artículo 13)

Consultarlo conforme al texto propuesto por el Senado, con las siguientes modificaciones:

Letra c)

Sustituirla por la siguiente:

“c) los demás aportes que perciba en conformidad a la ley.”.

Letras d), e), f)

Suprimirlas.

ARTÍCULO 17

(Pasa a ser artículo 18)

Consultarlo conforme al texto propuesto por el Senado, con la siguiente modificación:

Sustituir el encabezamiento del inciso segundo, por el siguiente:

“Dichas pautas deben considerar los siguientes aspectos:”.

ARTÍCULO 18

(Ha pasado a ser artículo 19)

Consultarlo como el texto aprobado por la Cámara de Diputados, con las siguientes modificaciones:

Inciso tercero

Sustituir “tres años”, por “cinco años”.

Inciso séptimo

Intercalar entre las palabras “educación superior” y la preposición “con”, la siguiente frase:

“en las que hubiere cursado estudios de pre o postgrado o”.

ARTÍCULO 19

(Pasa a ser artículo 20)

Inciso primero

Consultarlo como el texto propuesto por la Cámara de Diputados.

Inciso segundo

Consultarlo como el texto propuesto por la Cámara de Diputados.

ARTÍCULO 20

(Ha pasado a ser artículo 21)

Consultarlo como el texto aprobado por la Cámara de Diputados, con la siguiente modificación:

Reemplazar el numeral “15” por el numeral “30”.

La referencia hecha al artículo 18, se hace al artículo 19 del texto propuesto por la Comisión Mixta.

ARTÍCULO 23

(Ha pasado a ser artículo 24)

Consultarlo conforme al texto aprobado por la Cámara de Diputados.

Los artículos 53, 63 y 70 de la LOCE, han pasado a ser artículos 57, 67 y 74, respectivamente. (D.F.L. N°1 de 21 de febrero de 2006).

TÍTULO III

Consultarlo como el texto propuesto por la Cámara de Diputados.

ARTÍCULO 25

(Ha pasado a ser artículo 26)

Inciso primero

Consultarlo conforme al texto propuesto por la Cámara de Diputados.

Inciso tercero

Consultarlo conforme al texto propuesto por la Cámara de Diputados.

Inciso cuarto

A proposición del Ejecutivo, se agrega el siguiente inciso cuarto:

“La acreditación de carreras y programas de pregrado se extenderá hasta por un plazo de siete años, según el grado de cumplimiento de los criterios de evaluación.”.

ARTÍCULO 24, NUEVO

(Ha pasado a ser artículo 28)

Consultarlo conforme al texto propuesto por el Senado, con las siguientes modificaciones:

En el encabezado de este artículo, suprimir la expresión “y postgrado”.

En la letra a), suprimir las expresiones “, por una parte,“ y “, por la otra,”.

ARTÍCULO 27

(Ha pasado a ser artículo 29)

Consultarlo conforme al texto propuesto por la Cámara de Diputados, con la siguiente modificación:

Sustituir la frase “una determinada carrera o programa” por “determinadas carreras y programas de pregrado”.

Los artículos 53, 63 y 70 de la LOCE, han pasado a ser artículos 57, 67 y 74, respectivamente. (D.F.L. N°1 de 21 de febrero de 2006).

ARTÍCULO 29

(Ha pasado a ser artículo 31)

Consultarlo conforme al texto aprobado por la Cámara de Diputados.

ARTÍCULO 26, NUEVO

Consultarlo como artículo 32, conforme al texto propuesto por el Senado.

ARTÍCULO 31

Consultarlo como artículo 34, conforme al texto propuesto por el Senado, sustituyendo en su encabezado la frase “carreras y programas de pregrado y postgrado,” por “carreras de pregrado y programas de magíster y especialidades en el área de la salud,”.

ARTÍCULO 32

(Ha pasado a ser artículo 35)

Inciso segundo

Consultarlo conforme al texto aprobado por la Cámara de Diputados, sustituyendo la frase “agencias de acreditación de carreras y programas de pregrado” por “agencias de acreditación de carreras de pregrado y programas de magíster y especialidades en el área de la salud”.

ARTÍCULO 33

(Ha pasado a ser artículo 36)

Inciso primero

Sustituirlo por el siguiente:

“La Comisión autorizará a la agencia de acreditación de carreras y programas de pregrado y de programas de maestría y de especialidad en el área de la salud que cumpla íntegramente con los requisitos y condiciones de operación respectivos. La autorización se extenderá por un plazo de 7 años.”.

ARTÍCULO 34

Ha pasado a ser artículo 37, sustituyendo la frase “agencias de acreditación de carreras y programas de pregrado y postgrado”, por “agencias de acreditación de carreras de pregrado y programas de magíster y especialidades en el área de la salud”.

ARTÍCULO 36

(Ha pasado a ser artículo 39)

Consultarlo conforme al texto aprobado por la Cámara de Diputados, reemplazando su letra b) por la siguiente:

Letra b)

“b) Desarrollar los procesos de acreditación de las carreras de pregrado y programas de maestría y de especialidades del área de la salud que así se los soliciten, conforme a los criterios y procedimientos de evaluación que se les autoricen;”.

ARTÍCULO 39

(Ha pasado a ser artículo 42)

Consultarlo conforme al texto aprobado por el Senado, sustituyendo en el inciso segundo la oración: “La parte afectada podrá siempre recurrir de protección ante los tribunales ordinarios de justicia.”, por la siguiente: “La parte afectada podrá siempre recurrir de protección contra la resolución del Consejo Superior de Educación ante los tribunales ordinarios de justicia.”.
ARTÍCULO 43

(Ha pasado a ser artículo 46)

Reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 46.- La acreditación de programas de pregrado y magíster y especialidades en el área de la salud será realizada por instituciones nacionales, extranjeras o internacionales, que se denominarán agencias acreditadoras, autorizadas en conformidad con las normas del Título III.

En todo caso, si no existieran agencias acreditadoras para un determinado programa de pregrado y magíster y especialidades en el área de la salud, o si la institución lo prefiere, la Comisión podrá realizar dicha acreditación.

En el caso en que un programa de postgrado no cumpla íntegramente con los criterios de evaluación, pero presente, a juicio de la agencia o Comisión, según sea el caso, un nivel de cumplimiento aceptable de los mismos, podrá acreditársele bajo condición de que dé cumplimiento a las observaciones que surjan del proceso, dentro de los plazos que la agencia o Comisión fije. Si el nivel de cumplimiento de los criterios de evaluación no es aceptable, la agencia o Comisión no acreditará el respectivo programa.

La acreditación de programas de postgrado se extenderá por un plazo de hasta 10 años, según el grado de cumplimiento de los criterios de evaluación.

Las instituciones de educación superior podrán, en caso de rechazo de una solicitud de acreditación de un programa de postgrado, apelar ante el Consejo Superior de Educación, dentro del plazo de quince días hábiles a contar de la fecha de la notificación de la decisión recurrida. El Consejo tendrá un plazo de 30 días hábiles para resolver. Lo anterior, será sin perjuicio de la interposición del recurso de reposición ante la misma Comisión.”.

ARTÍCULO 53

(Ha pasado a ser artículo 55)

Consultarlo conforme al ordenamiento numérico que le dio el Senado, con las modificaciones que a continuación se indican:

NÚMERO 8

8.- Reemplazar en el artículo 57 la expresión “informe” por el vocablo “acuerdo”, e intercalar entre la frase “Consejo Superior de Educación,” y “escuchada la entidad afectada”, la expresión “adoptado por mayoría de sus miembros, en sesión convocada para ese solo efecto,”.

NÚMERO 10

10.- Reemplazar en el artículo 67 la expresión “informe” por el vocablo “acuerdo”, e intercalar entre la frase “Consejo Superior de Educación” y “escuchada la entidad afectada”, la expresión “adoptado por mayoría de sus miembros, en sesión convocada para ese solo efecto,”.

NÚMERO 17

17.- Intercalar en el inciso primero del artículo 74, a continuación de la expresión “del Ministerio de Educación,” la oración “previo acuerdo del Consejo Superior de Educación adoptado por mayoría de sus miembros en sesión convocada para ese solo efecto y”, y suprimir la letra b) modificándose la correlación literal subsiguiente.
NUMERALES 24, 25 Y 26 DEL TEXTO APROBADO POR LA CÁMARA DE DIPUTADOS

Consultarlos conforme al texto aprobado por la Cámara de Diputados, como numerales 18, 19 y 20, respectivamente.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

ARTÍCULO 1º

Consultarlo conforme al texto aprobado por la Cámara de Diputados.

ARTÍCULO 4º

(Ha pasado a ser artículo 3° transitorio)

Consultarlo conforme al texto aprobado por el Senado.

ARTÍCULO 5º

(Ha pasado a ser artículo 4° transitorio)

Consultarlo conforme a la proposición formulada por el Ejecutivo:

“Artículo 4°.- Mientras la Comisión Nacional de Acreditación no defina las pautas y procedimientos para la acreditación institucional, conforme a lo indicado en el artículo 15, o no haya autorizado agencias de acreditación para carreras profesionales o técnicas y programas de pregrado, las pautas, criterios y procedimientos para carreras, programas e instituciones corresponderán a aquellos aprobados por la Comisión de Evaluación de Calidad de Programas de Pregrado.

Mientras la Comisión Nacional de Acreditación no defina las pautas de evaluación de programas de postgrado a que se refiere el artículo 44, ellos corresponderán a aquellos definidos por la Comisión de Evaluación de Calidad de Programas de Postgrado.

Las respectivas Comisiones de Evaluación de Calidad de Pregrado y de Postgrado deberán completar los procesos de acreditación correspondientes a las carreras, programas o instituciones que a la fecha de la publicación de la presente ley les hubieran hecho entrega de sus respectivos informes de autoevaluación o de evaluación interna. Estos procesos deberán completarse en un plazo máximo de ocho meses, contados desde la fecha de publicación de la ley.”.

ARTÍCULO 6º

(Ha pasado a ser artículo 5° transitorio)

Consultarlo conforme al texto propuesto por la Cámara de Diputados, con modificaciones:

“Artículo 5°.- Corresponderá al Ministerio de Educación desarrollar una propuesta para el establecimiento de un Sistema Nacional de Certificación y Habilitación Profesional, para lo cual deberá promover una amplia participación de los distintos actores involucrados. Dicha propuesta deberá ser presentada dentro del plazo de dos años contado desde la entrada en vigencia de esta ley.”.

- - -

Finalmente, cabe hacer presente, a título meramente informativo, que de ser aprobadas las proposiciones de la Comisión Mixta, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY

"Capítulo I

Del Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior

Título I

Normas Generales

Artículo 1º.- Establécese el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior, que comprenderá las siguientes funciones:

a) De información, que tendrá por objeto la identificación, recolección y difusión de los antecedentes necesarios para la gestión del sistema y la información pública.

b) De licenciamiento de instituciones nuevas de educación superior, que se realizará en conformidad a lo dispuesto en la ley N° 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza.

c) De acreditación institucional, que consistirá en el proceso de análisis de los mecanismos existentes al interior de las instituciones autónomas de educación superior para asegurar su calidad, considerando tanto la existencia de dichos mecanismos, como su aplicación y resultados.

d) De acreditación de carreras o programas, que consistirá en el proceso de verificación de la calidad de las carreras o programas ofrecidos por las instituciones autónomas de educación superior, en función de sus propósitos declarados y de los criterios establecidos por las respectivas comunidades académicas y profesionales.

Artículo 2º.- El licenciamiento de instituciones nuevas de educación superior, corresponde al Consejo Superior de Educación o al Ministerio de Educación si procediere, en conformidad con las normas de la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza.

TÍTULO II

Del Comité de Coordinación

Artículo 3º.- El Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior será coordinado por un comité integrado por:

a) El Vicepresidente del Consejo Superior de Educación;

b) El Presidente de la Comisión Nacional de Acreditación, y

c) El Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación.

Corresponderá al Secretario Ejecutivo del Consejo Superior de Educación actuar como secretario de este comité.

Artículo 4º.- Corresponderá al Comité Coordinador velar por la adecuada coordinación de las actividades de los distintos organismos que integran este sistema, sin perjuicio de las atribuciones que las demás leyes concedan a cada uno de los organismos que lo componen.

Artículo 5º.- El Comité Coordinador sesionará, a lo menos, tres veces en el año, pudiendo reunirse extraordinariamente a petición de cualquiera de sus miembros o por solicitud fundada de alguno de los integrantes de los órganos que componen el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior.

Un Reglamento definirá la forma de funcionamiento del Comité Coordinador.

Capítulo II

De las funciones de acreditación institucional y de acreditación de carreras y programas

Título I

De la Comisión Nacional de Acreditación

Párrafo 1º

De la Comisión

Artículo 6°.- Créase la Comisión Nacional de Acreditación, en adelante la Comisión, organismo autónomo que gozará de personalidad jurídica y patrimonio propio cuya función será verificar y promover la calidad de las Universidades, Institutos Profesionales y Centros de Formación Técnica autónomos, y de las carreras y programas que ellos ofrecen.

La Comisión Nacional de Acreditación, en el desempeño de sus funciones, gozará de autonomía y se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministerio de Educación.

Artículo 7º.-  La Comisión Nacional de Acreditación estará integrada de la siguiente forma:

a) Un académico de reconocida trayectoria designado por el Presidente de la República, quien la presidirá;

b) Tres académicos universitarios, que en su conjunto y de acuerdo a su experiencia y grados académicos, sean representativos de los ámbitos de gestión institucional, docencia de pregrado y formación de postgrado, incluyendo, en este último caso, al nivel de doctorado, designados por el Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas. De ellos, a lo menos uno deberá estar vinculado a alguna universidad de una región distinta a la Metropolitana;

c) Dos académicos universitarios con amplia trayectoria en gestión institucional o en formación de pregrado y/o postgrado, designados por los rectores de las universidades privadas autónomas que no reciben el aporte fiscal establecido en el artículo 1°, del decreto con fuerza de ley N° 4, de 1981, del Ministerio de Educación, en reunión convocada por el Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación;

d) Un docente con amplia trayectoria en gestión institucional o en formación profesional no universitaria, designado por los rectores de los institutos profesionales que gocen de plena autonomía, en reunión convocada por el Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación;

e) Un docente con amplia trayectoria en gestión de instituciones de nivel técnico o en formación técnica, designado por los rectores de los centros de formación técnica autónomos, en reunión convocada por el Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación;

f) Dos académicos con amplia trayectoria en investigación científica o tecnológica, designados por la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica, CONICYT;

g) El Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación;

h) Dos figuras destacadas, una del sector productivo nacional y, la otra, miembro de una asociación profesional o disciplinaria del país, que serán designados por los miembros de la Comisión señalados en las letras precedentes;

i) Dos representantes estudiantiles de instituciones de educación superior autónomas acreditadas, debiendo uno de ellos pertenecer a una institución regional y el otro a una institución metropolitana. Los representantes de los estudiantes deberán tener aprobados al menos tres años o seis semestres, en su caso, de la carrera en que estén inscritos y encontrarse dentro del 5% de los alumnos de mejor rendimiento de su generación, y durarán dos años en sus cargos. Los representantes de los estudiantes serán elegidos por los Presidentes de las Federaciones de Estudiantes, de acuerdo a un procedimiento que establezca el Reglamento que deberá dictarse antes que se constituya la Comisión, y

j) El Secretario Ejecutivo, que tendrá sólo derecho a voz.

Los integrantes de la Comisión señalados en las letras a), b), c), d), e), f) y h), durarán cuatro años en sus cargos, y podrán ser designados nuevamente por una sola vez. La renovación de tales integrantes se realizará cada dos años, de acuerdo al mecanismo de alternancia que se defina en el reglamento de la ley.

Los miembros de la Comisión no actuarán en representación de las entidades que concurrieron a su designación.

Las vacantes que se produzcan serán llenadas dentro de los 30 días siguientes de producida la vacancia, siguiendo el mismo procedimiento indicado precedentemente. El reemplazante durará en funciones por el tiempo que reste para completar el período del miembro reemplazado. Son inhábiles para integrar la Comisión aquellas personas que desempeñen funciones directivas superiores en alguna institución de educación superior.

La Comisión designará de entre los integrantes señalados en las letras b), c), d), e), f) y h) un Vicepresidente que subrogará al Presidente en caso de ausencia y que permanecerá dos años en esa calidad, pudiendo ser reelegido.

Para sesionar, la Comisión requerirá de la mayoría absoluta de sus miembros y sus acuerdos se adoptarán por mayoría absoluta de los integrantes presentes. En caso de producirse un empate, se tomará una segunda votación. De persistir el empate, corresponderá al Presidente el voto dirimente para resolver la materia. La Comisión deberá celebrar, como mínimo, dos sesiones al mes.

Los miembros de la Comisión que se encuentren vinculados con alguna institución de educación superior, ya sea en cuanto a su propiedad, intereses patrimoniales o desarrollen labores remuneradas en ella, se encontrarán inhabilitados para participar en las discusiones y votaciones que se refieran a la respectiva institución.

Asimismo, serán incompatibles aquellas actividades de los miembros de la Comisión que impliquen una relación laboral o la participación en juntas directivas o consultivas, cualquiera sea su denominación, de las Instituciones de Educación Superior sujetas a los procesos de Acreditación regulados en la presente ley. Esta incompatibilidad subsistirá hasta seis meses después de haber cesado en sus funciones en la Comisión.

Del mismo modo, será incompatible el cargo de miembro de la Comisión con la participación en una agencia acreditadora, ya sea en cuanto a su propiedad, intereses patrimoniales o desarrollen labores remuneradas en ella.

Todo miembro de la Comisión respecto del cual se configure algún tipo de inhabilidad o se produzca algún hecho que le reste imparcialidad deberá informarlo de inmediato al Secretario de la Comisión, quien procederá a dejar constancia en actas de las inhabilidades cuando éstas concurran. Deberá, asimismo, comunicarlo a los demás integrantes de la Comisión, absteniéndose en el acto de conocer del asunto.

Anualmente, los miembros de la Comisión deberán hacer una declaración de intereses, sin perjuicio de la obligación de informar en cualquier momento de todo cambio de circunstancias que puedan restarles imparcialidad.

Toda decisión o pronunciamiento que la Comisión adopte con participación de un miembro respecto del cual existía alguna causal de inhabilidad deberá ser revisado por la Comisión, pudiendo además ser impugnado dentro de un plazo de 6 meses contados desde que éste fue emitido.

Los miembros de la Comisión respecto de los cuales se haya verificado alguna de las incompatibilidades antes descritas sin que se hubieren inhabilitado como corresponda serán suspendidos en su cargo y no podrán cumplir funciones similares en la Comisión por un período de 5 años.

Las inhabilidades descritas en los incisos precedentes serán aplicables también a los miembros de la Secretaría Ejecutiva de la Comisión, a los integrantes de los Comités Consultivos y a los pares evaluadores.

Los miembros de la Comisión, así como los miembros de la Secretaría Ejecutiva o de los Comités Consultivos, deberán guardar reserva de toda la información obtenida directa o indirectamente en virtud de sus cargos, la que sólo podrá ser divulgada de acuerdo a los procedimientos y fines contemplados en la presente ley.

Los integrantes de la Comisión tendrán derecho a gozar de una dieta por sesión que asistan, que podrá ascender hasta 4 unidades tributarias mensuales con un máximo de 25 unidades tributarias mensuales por mes, conforme a las normas del reglamento interno de la Comisión. Esta asignación será incompatible con toda otra remuneración de carácter público para el personal regido por la ley N° 18.834.

Artículo 8º.- Corresponderán a la Comisión las siguientes funciones:

a) Pronunciarse sobre la acreditación institucional de las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica autónomos;

b) Pronunciarse acerca de las solicitudes de autorización que le presenten las agencias encargadas de la acreditación de carreras y programas de pregrado, programas de Magíster y programas de especialidad en el área de la salud, y supervigilar su funcionamiento;

c) Pronunciarse sobre la acreditación de los programas de postgrado de las universidades autónomas, en el caso previsto en el artículo 46;

d) Pronunciarse sobre la acreditación de los programas de pregrado de las instituciones autónomas, en el caso previsto en el artículo  31;

e) Mantener sistemas de información pública que contengan las decisiones relevantes relativas a los procesos de acreditación y autorización a su cargo;

f) Dar respuesta a los requerimientos efectuados por el Ministerio de Educación, y

g) Desarrollar toda otra actividad necesaria para el cumplimiento de sus funciones.

Artículo 9º.- Serán atribuciones de la Comisión:

a) Designar al Secretario Ejecutivo, el que permanecerá en su cargo mientras cuente con la confianza de la Comisión;

b) Disponer la creación de comités consultivos en todos aquellos casos en que sea necesaria la asesoría de expertos para el adecuado cumplimiento de sus funciones y designar sus integrantes, determinando su organización y condiciones de funcionamiento;

c) Conocer de los reclamos que presenten las instituciones de educación superior respecto de los pronunciamientos de las agencias de acreditación de carreras y programas de pregrado y postgrado;

d) Encomendar la ejecución de acciones o servicios a personas o instituciones públicas o privadas, para el debido cumplimiento de sus funciones;

e) Impartir instrucciones de carácter general a las instituciones de educación superior, sobre la forma y oportunidad en que deberán informar al público respecto de las distintas acreditaciones que le hayan sido otorgadas, que no detenten o que le hayan sido dejadas sin efecto;

f) Percibir los montos de los aranceles que se cobrarán en conformidad con el artículo 14;

g) Celebrar contratos, con personas naturales o jurídicas, para el desempeño de las tareas o funciones, que le encomiende la ley;

h) Establecer su reglamento interno de funcionamiento;

i) Aplicar las sanciones que establece la ley, y

j) Desarrollar toda otra actividad que diga relación con sus objetivos.

Párrafo 2º

De la estructura interna y funcionamiento de la Comisión

Artículo 10.- Existirá un Secretario Ejecutivo, que será el ministro de fe de la Comisión, correspondiéndole, además, desempeñar las siguientes funciones:

a) Ejercer las funciones de administración del personal de la Secretaría Ejecutiva de la Comisión;

b) Coordinar el trabajo de los comités consultivos;

c) Ejecutar los acuerdos que la Comisión adopte pudiendo, para estos efectos, celebrar los actos y contratos que sean necesarios, y

d) Contratar personal para la Secretaría Ejecutiva, a honorarios o a contrata, cuando el cumplimiento de  las funciones de la Comisión así lo requiera.

Artículo 11.- La Comisión contará con una Secretaría Ejecutiva, dirigida por el Secretario Ejecutivo, cuya función será apoyar el desarrollo de los procesos que la ley encomienda a la Comisión.

El personal de la Secretaría Ejecutiva de la Comisión, incluido su Secretario Ejecutivo, se regirá por la legislación común.

Artículo 12.- La Comisión dispondrá la creación de a lo menos 3 comités consultivos que la asesorarán en la implementación y desarrollo de los procesos de evaluación previstos en esta ley y, especialmente, en la definición y revisión de criterios de evaluación y procedimientos específicos, así como en las demás materias en que ésta lo estime necesario. Deberá constituirse, a lo menos, un comité para la acreditación institucional, uno para la acreditación de carreras y programas de pregrado y uno para la acreditación de carreras y programas de postgrado.

Tales comités consultivos serán grupos de expertos, nacionales o extranjeros, a quienes les corresponderá analizar la información que se les proporcione en el ámbito de sus competencias y presentar a la Comisión propuestas fundadas para su pronunciamiento. Las proposiciones y recomendaciones que formulen los comités consultivos no serán vinculantes para la Comisión, aunque constituirán un antecedente importante que ésta considerará especialmente al tiempo de adoptar sus acuerdos.

Cada comité consultivo estará integrado por un número de miembros no inferior a cinco ni superior a quince, debiendo sus integrantes ser designados por medio de un concurso público de antecedentes. Los miembros designados deberán cumplir con los mismos requisitos que fija esta ley para los pares evaluadores y durarán cuatro años en esta función, pudiendo ser removidos de manera anticipada, mediante resolución fundada de la Comisión.

Los integrantes de los comités consultivos tendrán derecho a gozar de una dieta por sesión que asistan, que podrá ascender hasta 2 unidades tributarias mensuales con un máximo de 16 unidades tributarias mensuales por mes. Esta asignación será incompatible con toda otra remuneración de carácter público para el personal regido por la ley N° 18.834.

Corresponderá a la Comisión reglamentar la forma y condiciones de funcionamiento de cada comité consultivo.

En todo caso, los comités funcionarán sólo por el período que sea necesario para el adecuado cumplimiento de las tareas encomendadas por la Comisión, y sus actas serán públicas.

Párrafo 3º

Del Patrimonio

Artículo 13.- El patrimonio de la Comisión estará formado por:

a) Los recursos que aporte la Ley de Presupuestos u otras leyes especiales;

b) Los aranceles que perciba de acuerdo a esta ley;

c) Los demás aportes que perciba en conformidad a la ley.

La Comisión tendrá uso, goce y disposición de los bienes muebles e inmuebles que les sean destinados para su buen funcionamiento.

Artículo 14.- Anualmente, la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda fijará los montos de los aranceles que se cobrarán por el desarrollo de los procesos establecidos en esta ley. Dichos aranceles podrán pagarse hasta en diez mensualidades y constituirán ingresos propios de la Comisión.

En el caso de los procesos de acreditación institucional que sean realizados a través de pares evaluadores personas jurídicas, el mencionado arancel estará compuesto por el valor del honorario de dicha persona jurídica, más un monto fijo por gastos de administración que se determinará anualmente, mediante resolución de la Comisión, la que se publicará en un diario de circulación nacional.

TÍTULO II

De la acreditación institucional

Artículo 15.- Las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica autónomos podrán someterse a procesos de acreditación institucional ante la Comisión, los que tendrán por objeto evaluar el cumplimiento de su proyecto institucional y verificar la existencia de mecanismos eficaces de autorregulación y de aseguramiento de la calidad al interior de las instituciones de educación superior, y propender al fortalecimiento de su capacidad de autorregulación y al mejoramiento continuo de su calidad.

La opción por el proceso de acreditación será voluntaria y, en su desarrollo, la Comisión deberá tener en especial consideración la autonomía de cada institución. En todo caso, las instituciones de educación superior deberán reconocer y respetar siempre los principios de pluralismo, tolerancia, libertad de pensamiento y de expresión, libertad de asociación y participación de sus miembros en la vida institucional, dentro de los límites establecidos por la Constitución Política de la República y las leyes.

Un reglamento de la Comisión establecerá la forma, condiciones y requisitos para el desarrollo de los procesos de acreditación institucional, los que, en todo caso, deberán considerar las etapas de autoevaluación institucional, evaluación externa y pronunciamiento de la Comisión.

Artículo 16.- El desarrollo de los procesos de acreditación institucional deberá, en todo caso, considerar las siguientes etapas:

a) Autoevaluación interna. Consiste en un proceso analítico que consulta diferentes fuentes, tanto internas como externas a la institución, que, identificando los mecanismos de autorregulación existentes y las fortalezas y debilidades de la institución con relación a ellos, busca verificar el cumplimiento oportuno y satisfactorio de los objetivos y propósitos definidos en su misión y fines institucionales.

b) Evaluación externa. Consiste en un proceso tendiente a certificar que la institución  cuenta con las condiciones necesarias para asegurar un avance sistemático hacia el logro de sus propósitos declarados, a partir de la evaluación de las políticas y mecanismos de autorregulación vigentes en ella.

c) Pronunciamiento de la Comisión. Consiste en el juicio emitido por la Comisión en base a la ponderación de los antecedentes recabados, mediante el cual se determina acreditar o no acreditar a la institución, en virtud de la existencia y nivel de desarrollo de sus políticas y mecanismos de aseguramiento de la calidad.

En todo caso, en el proceso de acreditación institucional, las instituciones deberán facilitar la participación de las organizaciones estudiantiles y de funcionarios en autoevaluación, garantizándoles, además, el pleno acceso a toda la información que se genere en las etapas de la evaluación externa y en el pronunciamiento de la Comisión.

El reglamento de la Comisión establecerá la forma, condiciones y requisitos específicos para el desarrollo de los procesos de acreditación institucional.

Artículo 17.- La acreditación institucional se realizará en funciones específicas de la actividad de las instituciones de educación superior. Las entidades que se presenten al proceso deberán acreditarse siempre en los ámbitos de docencia de pregrado y gestión institucional.

Adicionalmente, las instituciones podrán optar por la acreditación de otras áreas, tales como la investigación, la docencia de postgrado, y la vinculación con el medio.

Un reglamento de la Comisión de Acreditación determinará el contenido de cada una de las áreas y los elementos que serán objeto de evaluación en cada una de ellas.

Artículo 18.- Corresponderá a la Comisión fijar y revisar periódicamente las pautas de evaluación para el desarrollo de los procesos de acreditación institucional, a propuesta de un comité consultivo de acreditación institucional.

Dichas pautas deben considerar los siguientes aspectos:

1.- La institución debe contar con políticas y mecanismos de aseguramiento de la calidad referidos a las funciones que le son propias, implementarlas sistemáticamente y aplicar los resultados en su desarrollo institucional. Para estos efectos:

a) Debe contar con propósitos y fines institucionales claros que orienten adecuadamente su desarrollo y con políticas y mecanismos formales y eficientes que velen por el cumplimiento de los propósitos declarados en su misión institucional.

b) Debe demostrar que sus políticas y mecanismos de aseguramiento de la calidad se aplican sistemáticamente en los diversos niveles institucionales de manera eficiente y eficaz.

c) Debe evidenciar resultados concordantes con los propósitos institucionales declarados y cautelados mediante las políticas y mecanismos de autorregulación.

d) Debe demostrar que tiene capacidad para efectuar los ajustes y cambios necesarios para mejorar su calidad y avanzar consistentemente hacia el logro de sus propósitos declarados.

2.- La gestión estratégica institucional debe realizarse sobre la base de la misión declarada, de modo tal de resguardar el cumplimiento de los propósitos institucionales. Para ello, la institución debe contar con adecuados mecanismos de evaluación, planificación y seguimiento de las acciones planificadas. La gestión estratégica debe considerar, a lo menos, los siguientes aspectos:

a) Diagnóstico estratégico de la institución, tomando en consideración elementos internos y externos.

b) Establecimiento de prioridades institucionales a mediano y largo plazo.

c) Traducción de esas prioridades a la formulación y puesta en práctica de planes de desarrollo.

d) Verificación del grado de avance hacia las metas establecidas.

e) Utilización de los resultados de la verificación para ajustar metas, acciones y recursos.

f) Capacidad de análisis institucional y de manejo de información para la gestión.

3.- La gestión de la docencia de pregrado debe realizarse mediante políticas y mecanismos que resguarden un nivel satisfactorio de la docencia impartida. Estos deben referirse, al menos, al diseño y provisión de carreras y programas, en todas las sedes de la institución, al proceso de enseñanza, a las calificaciones y dedicación del personal docente, a los recursos materiales, instalaciones e infraestructura, a la progresión de los estudiantes y al seguimiento de egresados.

Adicionalmente, la institución podrá acreditar también que cuenta con políticas y mecanismos para asegurar el cumplimiento de sus propósitos en otras funciones institucionales, tales como la investigación, el postgrado, la vinculación con el medio o la infraestructura y recursos, entre otras. Para tales efectos, debe garantizar que cuenta con políticas institucionales claramente definidas, una organización apropiada para llevarlas a cabo, personal debidamente calificado y con dedicación académica suficiente, recursos materiales, de infraestructura e instalaciones apropiados y, finalmente, demostrar que el desarrollo de las funciones sometidas a la acreditación conducen a resultados de calidad.

Artículo 19.-  El proceso de evaluación externa a que se refiere el artículo 15 inciso final, deberá ser realizado por pares evaluadores designados para ese fin por la Comisión, en conformidad con las normas de este artículo.

Los pares evaluadores serán personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras, que deberán encontrarse incorporadas en un registro público que la Comisión llevará a ese efecto. La incorporación al Registro de Pares Evaluadores se realizará por medio de presentación de antecedentes ante la Comisión, quien deberá efectuar llamados públicos, a lo menos una vez cada dos años. Por acuerdo de la Comisión se podrán efectuar concursos con una mayor periodicidad.

Para ser considerados en el registro, los pares evaluadores personas naturales deberán tener, al menos, diez años de ejercicio académico o profesional y ser reconocidos en su área de especialidad. Las personas jurídicas, por su parte, deberán estar constituidas, en Chile o en el extranjero, con el objeto de realizar estudios, investigaciones y/o servicios de consultoría sobre temas educacionales y certificar, a lo menos, cinco años de experiencia en dichas actividades.

Las personas jurídicas a que se refiere el presente artículo podrán acreditar la experiencia exigida en el inciso anterior, cuando sean conformadas, a lo menos, por tres académicos o profesionales que demuestren cumplir con las exigencias establecidas para los pares evaluadores personas naturales.

La Comisión designará, en consulta con la institución que se acredita, a las personas naturales que actuarán como pares evaluadores en un determinado proceso de acreditación institucional, de entre aquellas que figuren en el registro establecido en el inciso segundo. Sin perjuicio de lo anterior, la institución a ser evaluada tendrá derecho a vetar a uno o más de los pares propuestos, sin expresión de causa, hasta por tres veces. En caso de no lograrse acuerdo entre la Comisión y la institución de educación superior, la Comisión solicitará un pronunciamiento al Consejo Superior de Educación, entidad que determinará la composición definitiva de la comisión de pares evaluadores. La designación de pares evaluadores por parte del Consejo Superior de Educación será inapelable.

En el caso de que la institución de educación superior opte por ser evaluada por una persona jurídica, de entre aquellas que figuren en el registro establecido en el inciso segundo, la Comisión designará de una terna  propuesta por dicha institución, a la persona jurídica que actuará como par evaluador en ese determinado proceso de acreditación institucional.

En todo caso, los pares evaluadores no podrán realizar evaluaciones en aquellas instituciones de educación superior en las que hubiere cursado estudios de pre o postgrado o con las que mantengan algún tipo de relación contractual, directiva o de propiedad, como tampoco en aquellas con las que hubiese tenido alguno de estos vínculos, hasta transcurrido dos años desde que él hubiese terminado.

Tratándose de pares evaluadores personas jurídicas, éstas no podrán tener con las instituciones de educación superior a ser evaluada, ninguna de las relaciones descritas en los artículos 96, 97, 98, 99 y 100 de la ley Nº 18.045. Para estos efectos serán aplicables dichas normas también a las corporaciones universitarias.

Artículo 20.- La acreditación institucional se otorgará por un plazo de siete años a la institución de educación superior evaluada que, considerando el informe emitido por los pares evaluadores, cumpla íntegramente con los criterios de evaluación.

Si la institución evaluada no cumple íntegramente con dichos criterios, pero presenta un nivel de cumplimiento aceptable, la Comisión podrá acreditarla por un período inferior, de acuerdo al grado de adecuación a los criterios de evaluación que, a su juicio, ésta presente.

En los casos indicados en el inciso anterior, la Comisión formulará las observaciones derivadas del proceso de evaluación, las que deberán ser subsanadas por la institución de educación superior respectiva, antes del término del período de acreditación otorgado. El cumplimiento de lo dispuesto en este inciso será especialmente considerado por la Comisión en el siguiente proceso de acreditación.

Artículo 21.- En el caso que la Comisión rechazare el informe presentado por los pares evaluadores, la institución podrá solicitar, dentro del plazo de 30 días contado desde la fecha de notificación del primer informe, la realización de una nueva evaluación por pares evaluadores distintos, designados en conformidad con lo establecido en el artículo 19. Si el informe emanado de esta segunda revisión recomendare la acreditación de la institución, éste deberá ser acogido por la Comisión.

Artículo 22.- Si el nivel de cumplimiento de los criterios de evaluación no es aceptable, la Comisión no otorgará la acreditación y formulará las observaciones pertinentes. El siguiente proceso de evaluación considerará especialmente dichas observaciones y las medidas adoptadas por la institución para subsanarlas.

En todo caso, y sin perjuicio de lo señalado en el artículo 21, la institución no podrá someterse a un nuevo proceso de acreditación antes del plazo de dos años, contado desde el pronunciamiento negativo de la Comisión.

Artículo 23.- La institución de educación superior afectada por las decisiones que la Comisión adopte en conformidad con lo establecido en los dos artículos precedentes, podrá apelar ante el Consejo Superior de Educación, dentro del plazo de quince días hábiles. Lo anterior, no obstará a la interposición del correspondiente reclamo ante la misma Comisión.

Admitida la apelación a tramitación, el Consejo solicitará informe a la Comisión la que deberá evacuarlo en un plazo de 10 días hábiles.

El Consejo Superior de Educación se pronunciará por resolución fundada sobre la apelación dentro del plazo de treinta días hábiles, contado desde la presentación del recurso.

Artículo 24.- Si como resultado del proceso de acreditación, la Comisión toma conocimiento de que la institución evaluada ha incurrido en alguna de las situaciones contempladas en los artículos 57, 67 ó 74 de la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza, según corresponda, deberá poner los antecedentes en conocimiento del Ministerio de Educación a fin de que este organismo proceda en conformidad con lo dispuesto en dichas normas.

Artículo 25.- Durante la vigencia de la acreditación, las instituciones deberán informar a la Comisión, acompañando un informe de autoevaluación, respecto de los cambios significativos que se produzcan en su estructura o funcionamiento, tales como apertura de carreras en nuevas áreas del conocimiento, establecimiento de nuevas sedes institucionales, desarrollo de nuevas modalidades de enseñanza, y cambios sustanciales en la propiedad, dirección o administración de una institución.

TÍTULO III

De la autorización y supervisión de las agencias de acreditación de carreras  y programas de pregrado

Párrafo 1º

Del objeto de la acreditación
Artículo 26.- La acreditación de carreras profesionales y técnicas y programas de pregrado será realizada por instituciones nacionales, extranjeras o internacionales, que se denominarán agencias acreditadoras, autorizadas en conformidad con las normas del presente título.

Dicha acreditación tendrá por objeto certificar la calidad de las carreras y los programas ofrecidos por las instituciones autónomas de educación superior, en función de los propósitos declarados por la institución que los imparte y los estándares nacionales e internacionales de cada profesión o disciplina y en función del respectivo proyecto de desarrollo académico.

La opción por los procesos de acreditación de carreras y programas de pregrado será voluntaria y, en el desarrollo de los mismos, las agencias autorizadas y la Comisión deberán cautelar la autonomía de cada institución.

La acreditación de carreras y programas de pregrado se extenderá hasta por un plazo de siete años, según el grado de cumplimiento de los criterios de evaluación.

Artículo 27.- Sin perjuicio de lo anterior, las carreras y programas de estudio conducentes a los títulos profesionales de Médico Cirujano, Profesor de Educación Básica, Profesor de Educación Media, Profesor de Educación Diferencial y Educador de Párvulos, deberán someterse obligatoriamente al proceso de acreditación establecido en este párrafo. En el caso de las carreras y programas indicados, la acreditación se aplicará siempre desde el primer año de funcionamiento de la respectiva carrera o programa.

Las carreras y programas actualmente vigentes deberán someterse al proceso de acreditación en un plazo no superior a dos años contados desde la fecha de publicación de esta ley.

Las carreras y programas de los señalados en el inciso primero que no cumplan con lo dispuesto en este artículo, sea porque no se presentan al proceso de acreditación o porque no logran ser acreditadas, no podrán acceder a ningún tipo de recursos otorgados directamente por el Estado o que cuenten con su garantía, para el financiamiento de los estudios de sus nuevos alumnos.

Artículo 28.- El proceso de acreditación de carreras y programas de pregrado se realizará, sobre la base de dos parámetros de evaluación:

a) El perfil de egreso de la respectiva carrera o programa.

La definición del perfil de egreso deberá considerar el estado de desarrollo y actualización de los fundamentos científicos, disciplinarios o tecnológicos que subyacen a la formación que se propone entregar y las orientaciones fundamentales provenientes de la declaración de misión y los propósitos y fines de la institución.

b) El conjunto de recursos y procesos mínimos que permiten asegurar el cumplimiento del perfil de egreso definido para la respectiva carrera o programa. De esta forma, la estructura curricular, los recursos humanos, los elementos de apoyo a la enseñanza y el aprendizaje, la modalidad de enseñanza y los aspectos pedagógicos, la infraestructura y los recursos físicos deben ordenarse en función del logro de dicho perfil.

Artículo 29.- Las agencias acreditadoras que, en el cumplimiento de sus funciones, tomen conocimiento de que en determinadas carreras y programas de pregrado se han producido situaciones que pueden ser constitutivas de alguna de las causales señaladas en los artículos 57, 67 y 74 de la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza, deberán poner los antecedentes respectivos en conocimiento del Ministerio de Educación, a fin de que dicho organismo proceda de acuerdo con lo dispuesto en dichas normas.

Artículo 30.- Las instituciones de educación superior podrán apelar a la Comisión de las decisiones de acreditación que adopten las agencias autorizadas. Esta apelación deberá presentarse dentro del plazo de 30 días contados desde la fecha de comunicación de la decisión de acreditación recurrida. La Comisión se pronunciará, por resolución fundada, dentro de un plazo de 30 días contados desde la fecha de presentación del recurso.

Artículo 31.- En los casos en que no exista ninguna agencia autorizada para acreditar carreras profesionales o técnicas o programas de pregrado en una determinada área del conocimiento, a solicitud de una institución de educación superior, corresponderá a la Comisión desarrollar directamente tales procesos de acreditación, conforme al reglamento que dictará para ese efecto. El reglamento incluirá los respectivos criterios de evaluación.

En este caso particular, la institución podrá apelar de las decisiones de acreditación de la Comisión ante el Consejo Superior de Educación, dentro del plazo de treinta días.

Artículo 32.- La acreditación de programas o carreras de pregrado y postgrado estará precedida de una autoevaluación que la institución solicitante pondrá a disposición de la agencia acreditadora antes de que ésta inicie su labor.
Artículo 33.- La acreditación en la que no tenga participación la Comisión, no comprometerá la responsabilidad de la misma.

Párrafo 2°

De la autorización y supervisión de las agencias de acreditación

Artículo 34.- Corresponderá a la Comisión autorizar y supervisar el adecuado funcionamiento de las agencias de acreditación de carreras de pregrado y programas de magíster y especialidades en el área de la salud, sobre la base de los requisitos y condiciones de operación que fije, a propuesta de un comité consultivo de acreditación de pregrado y postgrado. Tales requisitos y condiciones de operación considerarán, al menos, los siguientes elementos:

a) La definición explícita por parte de la agencia de sus objetivos, en consideración al contexto cultural e histórico en que se desempeña. El aseguramiento de la calidad debe ser una actividad central de la agencia, y sus propósitos deben expresarse en políticas claras y en un plan de gestión definido.

b) La existencia y aplicación de mecanismos apropiados para garantizar la independencia de sus juicios y la de los evaluadores con los que trabaja.

c) La idoneidad de sus recursos, tanto humanos como financieros, de acuerdo a las tareas que realiza.

d) La existencia y aplicación de criterios de evaluación que sean equivalentes, en lo sustancial, a los que defina la Comisión.

e) La existencia y aplicación de procedimientos que sean replicables y verificables, y que contemplen, a lo menos, una instancia de auto evaluación y otra de evaluación externa.

f) Mecanismos de publicidad y transparencia de los criterios y procedimientos de evaluación, los cuales deberán ser conocidos por las instituciones y garantizar un trato no discriminatorio.

g) La existencia y aplicación de mecanismos tendientes a garantizar que los evaluadores externos que contrata se constituyan en equipos de evaluación apropiados a los requerimientos de las carreras evaluadas, que no presentan conflictos de interés, que han sido apropiadamente capacitados y que actuarán con independencia.

h) La existencia y aplicación de adecuados mecanismos de difusión de sus decisiones.

i) La existencia de mecanismos de revisión periódica de su funcionamiento.

j) La existencia de mecanismos de colaboración con otras agencias de aseguramiento de la calidad y de actualización de sus funciones, considerando el medio nacional e internacional.

Artículo 35.- El proceso de evaluación de solicitudes de autorización considerará el cumplimiento de los requisitos establecidos en el artículo anterior. La evaluación considerará, además, el conjunto de observaciones, recomendaciones o indicaciones que la Comisión haya formulado a la agencia, en el marco de anteriores procesos de autorización o supervisión, si éstos existieran.

Un reglamento de la Comisión establecerá la forma, condiciones y requisitos para el desarrollo de los procesos de autorización de agencias de acreditación de carreras de pregrado y programas de magíster y especialidades en el área de la salud.

Artículo 36.- La Comisión autorizará a la agencia de acreditación de carreras y programas de pregrado y de programas de maestría y de especialidad en el área de la salud que cumpla íntegramente con los requisitos y condiciones de operación respectivos. La autorización se extenderá por un plazo de 7 años.

En los casos en que la agencia de acreditación no cumpla íntegramente con los requisitos y condiciones de operación, la Comisión formulará las observaciones que deberán ser subsanadas por la entidad de manera previa a su autorización.

Artículo 37.- La autorización que se otorgue a las agencias de acreditación de carreras de pregrado y programas de magíster y especialidades en el área de la salud se extenderá exclusivamente a aquellas áreas disciplinarias que la Comisión señale en cada caso, conforme al contenido de cada solicitud y los antecedentes de la evaluación.

Artículo 38.- Para efectos de la supervisión de las agencias acreditadoras, la Comisión realizará evaluaciones selectivas, determinadas aleatoriamente, y requerirá las informaciones pertinentes.

Las agencias acreditadoras deberán presentar a la Comisión una memoria anual acerca de sus actividades, entregar los informes que den cuenta de los procesos de acreditación realizados e informar de todos aquellos cambios significativos que se produzcan en su estructura y funcionamiento, los que serán evaluados conforme a los requisitos y condiciones de operación.

Párrafo 3°

De las obligaciones y sanciones

Artículo 39.- Las agencias acreditadoras, una vez obtenido el reconocimiento de la Comisión, estarán sujetas a las siguientes obligaciones:

a) Dar cumplimiento a los requisitos y condiciones de operación que defina la Comisión, conforme a lo prevenido en el artículo 34;

b) Desarrollar los procesos de acreditación de las carreras de pregrado y programas de maestría y de especialidades del área de la salud que así se los soliciten, conforme a los criterios y procedimientos de evaluación que se les autoricen;

c) Proporcionar a la Comisión los antecedentes que ésta les solicite, en el marco del proceso de supervisión;

d) Subsanar las observaciones que les formule la Comisión;

e) Informar a la Comisión de todos aquellos cambios significativos que se produzcan en su estructura y funcionamiento, los que serán evaluados conforme a los requisitos y condiciones de operación, y

f) Presentar a la Comisión una memoria anual acerca de sus actividades.

Artículo 40.- Las infracciones al artículo precedente serán sancionadas por la Comisión con alguna de las siguientes medidas:

a) Amonestación por escrito;

b) Multa a beneficio fiscal por un monto equivalente en moneda de curso legal, al momento del pago efectivo, de hasta 100 unidades tributarias mensuales;

c) Suspensión de la autorización, y

d) Término anticipado de la autorización.

Artículo 41.- Para los efectos de la aplicación de las sanciones indicadas en el artículo anterior, la Comisión considerará especialmente los requisitos y condiciones de operación establecidos, así como de las obligaciones establecidas en el artículo 39.

Se aplicará la medida de amonestación por escrito en los casos en que las agencias de acreditación no proporcionen oportunamente a la Comisión la información señalada en las letras c), e) y f) del artículo 39.

Se aplicará la medida de multa a las agencias de acreditación que incurran reiteradamente en la causal de amonestación por escrito, que no den cumplimiento a los requisitos o condiciones de operación que sustentan su autorización, o no apliquen a cabalidad los procedimientos y criterios de evaluación que le han sido aprobados para el desarrollo de los procesos de acreditación de carreras y programas. En este caso, la Comisión formulará las observaciones que deben ser subsanadas por la agencia, indicando los plazos establecidos para ello.

Se aplicará la medida de suspensión de la autorización a las agencias de acreditación que incurran reiteradamente en alguna de las causales precedentes, o que no hayan subsanado adecuadamente y a satisfacción de la Comisión las observaciones que les hayan sido formuladas. En este caso, la entidad afectada deberá adoptar las medidas que sean necesarias para dar adecuada solución a las observaciones dispuestas por la Comisión al momento de suspender la autorización, dentro de los plazos que ésta determine, como condición para levantar la suspensión aplicada. Subsanados los problemas que la causaron, la suspensión será levantada de inmediato por la Comisión.

Se aplicará la medida de término anticipado de la autorización en los casos en que las agencias no hayan adoptado las medidas necesarias para solucionar oportunamente las observaciones de la Comisión al momento de suspender la autorización o cuando las medidas implementadas no sean conducentes a dicho fin o no produzcan los efectos perseguidos. Además, procederá la aplicación de la medida de término anticipado de la autorización en aquellos casos en que la Comisión constate que la agencia ha incurrido en grave y manifiesto incumplimiento de los requisitos y condiciones de operación establecidos.

Artículo 42.- En forma previa a la aplicación de la sanción, se notificará a la afectada de los cargos que se formulan en su contra, para que presente sus descargos a la Comisión dentro del plazo de diez días hábiles, contados desde la notificación de los cargos.

De la resolución que imponga una sanción, se podrá apelar ante el Consejo Superior de Educación dentro del plazo de diez días hábiles contados desde la notificación de dicha resolución. El referido Consejo tendrá un plazo de treinta días para resolver. La parte afectada podrá siempre recurrir de protección contra la resolución del Consejo Superior de Educación ante los tribunales ordinarios de justicia.

Aplicada una multa ésta deberá ser pagada, en la Tesorería Regional del domicilio de la sancionada, dentro del término de diez días contado desde la notificación de la resolución respectiva.
Artículo 43.- Las notificaciones se harán personalmente o por carta certificada enviada al domicilio que el notificado tenga registrado en la Comisión. Las notificaciones por carta certificada se entenderán practicadas al quinto día hábil de aquel en que sean expedidas, lo que deberá constar en un libro que llevará la Comisión.

TÍTULO IV

De la acreditación de programas de postgrado

Artículo 44.- La acreditación de programas de postgrado correspondientes a magíster, doctorado y especialidades en el área de la salud y de otros niveles equivalentes que obedezcan a otra denominación, tendrá por objeto certificar la calidad de los programas ofrecidos por las instituciones autónomas de educación superior, en función de los propósitos declarados por la institución que los imparta y los criterios o estándares establecidos para este fin por la comunidad científica o disciplinaria correspondiente.

La acreditación de programas de postgrado será voluntaria.

Un reglamento de la Comisión establecerá la forma, condiciones y requisitos para el desarrollo de los procesos de acreditación de programas de postgrado.

Artículo 45.- Corresponderá a la Comisión fijar y revisar periódicamente los criterios de evaluación para la acreditación de programas de postgrado, a propuesta de un comité consultivo de acreditación de postgrado.

Artículo 46.- La acreditación de programas de pregrado, magíster, doctorado y especialidades en el área de la salud será realizada por instituciones nacionales, extranjeras o internacionales, que se denominarán agencias acreditadoras, autorizadas en conformidad con las normas del Título III.

En todo caso, si no existieran agencias acreditadoras para un determinado programa de pregrado y magíster y especialidades en el área de la salud, o si la institución lo prefiere, la Comisión podrá realizar dicha acreditación.

En el caso en que un programa de postgrado no cumpla íntegramente con los criterios de evaluación, pero presente, a juicio de la agencia o Comisión, según sea el caso, un nivel de cumplimiento aceptable de los mismos, podrá acreditársele bajo condición de que dé cumplimiento a las observaciones que surjan del proceso, dentro de los plazos que la agencia o Comisión fije. Si el nivel de cumplimiento de los criterios de evaluación no es aceptable, la agencia o Comisión no acreditará el respectivo programa.

La acreditación de programas de postgrado se extenderá por un plazo de hasta 10 años, según el grado de cumplimiento de los criterios de evaluación.

Las instituciones de educación superior podrán, en caso de rechazo de una solicitud de acreditación de un programa de postgrado, apelar ante el Consejo Superior de Educación, dentro del plazo de quince días hábiles a contar de la fecha de la notificación de la decisión recurrida. El Consejo tendrá un plazo de 30 días hábiles para resolver. Lo anterior, será sin perjuicio de la interposición del recurso de reposición ante la misma Comisión.

TÍTULO V

De las medidas de publicidad de las decisiones

Artículo 47.- Corresponderá a la Comisión mantener un sistema de información pública que contenga las decisiones que adopte en relación con la acreditación institucional de las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica autónomos; la autorización y supervisión de las agencias de acreditación de carreras y programas de pregrado y postgrado, y la acreditación de programas de postgrado.

Deberá la Comisión, además, hacer públicos y mantener el acceso público a los informes, actas y estudios que realicen las agencias acreditadoras y los pares evaluadores en el ejercicio de sus funciones.

Asimismo, deberá mantener un registro público con las carreras profesionales y técnicas y programas de pregrado y postgrado y los programas de especialidad en el área de salud, acreditados en conformidad con esta ley.

Artículo 48.- Todas las instituciones de educación superior estarán obligadas a incorporar en su publicidad información que dé cuenta de su participación en el proceso de acreditación institucional. Para estos efectos deberán indicar, a lo menos:

a) Si se encuentran participando en el proceso de acreditación.

b) Áreas en las que postuló a la acreditación.

c) Resultado del proceso de acreditación.

La Comisión Nacional de Acreditación emitirá el instructivo que regulará la forma en que debe entregarse esta información.

CAPÍTULO III
Del Sistema Nacional de Información de la Educación Superior

Artículo 49.- Corresponderá al Ministerio de Educación, a través de su División de Educación Superior, desarrollar y mantener un Sistema Nacional de Información de la Educación Superior, que contenga los antecedentes necesarios para la adecuada aplicación de las políticas públicas destinadas al sector de educación superior, para la gestión institucional y para la información pública de manera de lograr una amplia y completa transparencia académica, administrativa y contable de las instituciones de educación superior.

Artículo 50.- Para estos efectos, las instituciones de educación superior deberán recoger y proporcionar a la División de Educación Superior el conjunto básico de información que ésta determine, la que considerará, a lo menos, datos estadísticos relativos a alumnos, docentes, recursos, infraestructura y resultados del proceso académico, así como la relativa a la naturaleza jurídica de la institución; a su situación patrimonial y financiera y al balance anual debidamente auditado, y a la individualización de sus socios y directivos.

Un reglamento del Ministerio de Educación determinará la información específica que se requerirá, así como las especificaciones técnicas de la misma.

Artículo 51.- Corresponderá a la División de Educación Superior recoger la información proporcionada por las instituciones, validarla, procesarla cuando corresponda, y distribuirla anualmente a los distintos usuarios, de acuerdo a los procedimientos establecidos en el reglamento.

Artículo 52.- La no entrega de la información requerida, la entrega incompleta de dicha información o la inexactitud de la misma, serán sancionadas por el Ministerio de Educación con alguna de las siguientes medidas:

a) Amonestación por escrito, y

b) Multa a beneficio fiscal por un monto equivalente en moneda de curso legal, al momento del pago efectivo, de hasta 100 unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia, se podrá duplicar la multa.

Artículo 53.- En forma previa a la aplicación de una sanción, se notificará al afectado de los cargos que se formulan en su contra, para que presente sus descargos al Ministerio de Educación dentro del plazo de diez días, contado desde la notificación de los cargos.

Aplicada una multa ésta deberá ser pagada, en la Tesorería Regional del domicilio del sancionado, dentro del término de diez días contado desde la notificación de la resolución respectiva.

Artículo 54.- Las notificaciones se harán personalmente o por carta certificada enviada al domicilio legal de la respectiva institución de educación superior. Las notificaciones por carta certificada se entenderán practicadas al quinto día de aquel en que sean expedidas, lo que deberá constar en un libro que llevará el Ministerio de Educación.

CAPÍTULO FINAL
Artículo 55.- Modifícase la ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza, del siguiente modo:

1.- Reemplázase, en el epígrafe del Párrafo 2º, del Título III, la expresión "Sistema de Acreditación", por "Sistema de Licenciamiento".

2.- Sustitúyese la palabra "acreditación" por "licenciamiento", que se utiliza en los artículos 41, letras b), c) y d); 45, inciso tercero; 46, incisos primero y segundo; 47, inciso primero; 73, incisos segundo, tercero y cuarto; 86, incisos primero y segundo; 2º transitorio, inciso primero; y 3º transitorio, incisos primero y segundo.

3.- Sustitúyese la expresión "la acreditación" por "el licenciamiento" que se utiliza en los artículos 42, inciso primero; 43, incisos primero y segundo; y 2º transitorio, inciso segundo.

4.- Reemplázase en el artículo 41 letra a) la vocal “e” ubicada entre las palabras “universidades” e “institutos profesionales” por una coma, y agrégase a continuación de la expresión “institutos profesionales” la frase “y centros de formación técnica".

5.- Elimínase en el inciso primero del artículo 43, la palabra “profesionales”.

6.- Reemplázase en el inciso primero del artículo 46, la expresión “universidades e institutos profesionales” por la frase “universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica”.

7.- Agrégase en el artículo 47 a continuación de la palabra “profesionales” la expresión “o técnicos de nivel superior”.

8.- Reemplázase en el artículo 57 la expresión “informe” por el vocablo “acuerdo” e intercalar entre la frase “Consejo Superior de Educación,” y “escuchada la entidad afectada”, la expresión “adoptado por mayoría de sus miembros, en sesión convocada para ese solo efecto,”.

9.- Agrégase el siguiente inciso nuevo en el artículo 57:

“Será responsabilidad del Ministerio velar por el adecuado resguardo de la información acerca de los procesos iniciados en virtud de este artículo hasta que se haya dictado la resolución definitiva y no queden recursos pendientes por parte de la entidad afectada.”.

10.- Reemplázase en el artículo 67 la expresión “informe” por el vocablo “acuerdo”, e intercalar entre la frase “Consejo Superior de Educación” y “escuchada la entidad afectada”, la expresión “adoptado por mayoría de sus miembros, en sesión convocada para ese solo efecto,”.

11.- Reemplázase en la última frase de la letra d) del inciso segundo del artículo 68, la expresión “Ministerio de Educación” por “Consejo Superior de Educación”.

12.- Introdúcense las siguientes enmiendas al artículo 69:

a) Intercálase en su inciso primero entre las expresiones “instrumento constitutivo” y “debidamente autorizado”, la frase “de la persona jurídica organizadora” y elimínase la oración final que figura a continuación de la expresión “debidamente autorizado”, agregándose un punto aparte después de la palabra “autorizado”.

b) Intercálase en el inciso tercero, a continuación de la expresión “las modificaciones” y la coma (,), la frase “al instrumento constitutivo”.

c) Elimínase en el inciso cuarto la expresión “y del proyecto institucional y sus reformas”.

13.- Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 70:

a) Elimínase en el inciso primero la expresión “y como asimismo formular observaciones al proyecto institucional”, reemplazándose la coma que le antecede por punto aparte.

b) Elimínase en el inciso segundo la expresión “y su proyecto institucional” y reemplázase la palabra “noventa” por “sesenta”.

14.- Reemplázase el artículo 71, por el siguiente:

“Artículo 71. Las modificaciones del instrumento constitutivo deberán entregarse al Ministerio de Educación para su registro dentro del plazo de treinta días contado desde la fecha de la escritura pública de modificación respectiva, aplicándose en lo demás lo que sea pertinente de los artículos 69 y 70 de la presente ley orgánica.”.

15.- Reemplázase el artículo 72 por el siguiente:

“Artículo 72. Los centros de formación técnica se entenderán reconocidos oficialmente una vez que hubieren cumplido los siguientes requisitos:

a) Estar inscritos en el Registro de Centros de Formación Técnica según lo establece el artículo 69;

b) Contar con los recursos docentes, didácticos, económicos, financieros y físicos necesarios para cumplir sus funciones, debidamente certificado por el Consejo Superior de Educación, y

c) Contar con el certificado del Consejo Superior de Educación en que conste que dicho organismo ha aprobado el respectivo proyecto institucional y los correspondientes programas y que llevará a efecto la verificación progresiva de su desarrollo institucional.”.

16.- Reemplázase el artículo 73 por el siguiente:

“Artículo 73. El Ministerio de Educación deberá, en un plazo de treinta días contados desde la recepción de los antecedentes requeridos, dictar el decreto de reconocimiento oficial o de rechazo. Si no lo hiciere se entenderá que el centro se encuentra reconocido oficialmente.

Los centros de formación técnica sólo podrán iniciar sus actividades docentes una vez obtenido su reconocimiento oficial.”.

17.- Intercálase en el inciso primero del artículo 74, a continuación de la expresión “del Ministerio de Educación,” la oración “previo acuerdo del Consejo Superior de Educación adoptado por mayoría de sus miembros en sesión convocada para ese solo efecto y”, y suprímase la letra b), modificándose la correlación literal subsiguiente.
18.- Agrégase el siguiente inciso tercero en el artículo 57:

“En los casos en que la causal respectiva se verifique sólo respecto de una o más carreras o sedes de una determinada universidad, el Ministerio podrá disponer que solamente se revoque el reconocimiento oficial respecto de la carrera o sede afectada, subsistiendo la personalidad jurídica y el reconocimiento oficial de la institución.”.

19.- Intercálase el siguiente inciso tercero en el artículo 67:

“En los casos en que la causal respectiva se verifique sólo respecto de una o más carreras o sedes de un determinado instituto profesional, el Ministerio podrá disponer que solamente se revoque el reconocimiento oficial respecto de la carrera o sede afectada, subsistiendo el reconocimiento oficial de la institución.”.

20.-Intercálese el siguiente nuevo inciso tercero en el artículo 74:

“En los casos en que la causal respectiva se verifique sólo respecto de una o más carreras o sedes de un determinado centro de formación técnica, el Ministerio podrá disponer que solamente se revoque el reconocimiento oficial respecto de la carrera o sede afectada, subsistiendo el reconocimiento oficial de la institución.”.

Artículo 56.- El mayor gasto que irrogue la aplicación del Capítulo II de la presente ley, será financiado con cargo a los dineros recaudados por la aplicación de los aranceles a que se refiere el artículo 14, aquellos ingresos que reporten otras actividades que la Comisión desarrolle y los recursos que se consulten anualmente en la Ley de Presupuestos.

Artículos transitorios
Artículo 1°.- La primera designación de los integrantes de la Comisión Nacional de Acreditación indicados en las letras a), b), c), d), e) y f), del inciso primero del artículo 7º, deberá efectuarse dentro del plazo máximo de 30 días contado desde la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial.

Artículo 2°.- Los pronunciamientos sobre la acreditación de carreras profesionales y técnicas y programas de pregrado, y sobre la acreditación de programas de postgrado emitidos hasta la fecha de entrada en vigencia de esta ley, por la Comisión de Evaluación de Calidad de Programas de Pregrado de Instituciones Autónomas de Educación Superior, establecida por el decreto N° 51, de 1999, del Ministerio de Educación, y la Comisión de Evaluación de Calidad de Programas de Postgrado de Universidades Autónomas, creada por el decreto N° 225, de 1999, del Ministerio de Educación, tendrán pleno valor por todo el tiempo para el que fueron acordadas y se entenderán equivalentes a la acreditación establecida por esta ley.

Artículo 3°.- Los pronunciamientos sobre acreditación institucional emitidos hasta la fecha de entrada en vigencia de esta ley por la Comisión de Evaluación de Calidad de Programas de Pregrado y Postgrado de Instituciones Autónomas de Educación Superior, establecida por el decreto N° 51, de 1999, del Ministerio de Educación, tendrán, para todos los efectos legales, el mismo valor y vigencia por todo el tiempo para el que fueron otorgadas, que los pronunciamientos de acreditación que adopten la Comisión Nacional de Acreditación indicada en el Título I del Capítulo II de esta ley.

Artículo 4°.- Mientras la Comisión Nacional de Acreditación no defina las pautas y procedimientos para la acreditación institucional, conforme a lo indicado en el artículo 15, o no haya autorizado agencias de acreditación para carreras profesionales o técnicas y programas de pregrado, las pautas, criterios y procedimientos para carreras, programas e instituciones corresponderán a aquellos aprobados por la Comisión de Evaluación de Calidad de Programas de Pregrado.

Mientras la Comisión Nacional de Acreditación no defina las pautas de evaluación de programas de postgrado a que se refiere el artículo 44, ellos corresponderán a aquellos definidos por la Comisión de Evaluación de Calidad de Programas de Postgrado.

Las respectivas Comisiones de Evaluación de Calidad de Pregrado y de Postgrado deberán completar los procesos de acreditación correspondientes a las carreras, programas o instituciones que a la fecha de la publicación de la presente ley les hubieran hecho entrega de sus respectivos informes de autoevaluación o de evaluación interna. Estos procesos deberán completarse en un plazo máximo de ocho meses, contados desde la fecha de publicación de la ley.

Artículo 5°.- Corresponderá al Ministerio de Educación desarrollar una propuesta para el establecimiento de un Sistema Nacional de Certificación y Habilitación Profesional, para lo cual deberá promover una amplia participación de los distintos actores involucrados. Dicha propuesta deberá ser presentada dentro del plazo de dos años contado desde la entrada en vigencia de esta ley.

Artículo 6°.- Los centros de formación técnica creados de acuerdo al decreto con fuerza de ley Nº 24, de 1981, del Ministerio de Educación, que a la fecha de la dictación de esta ley no hubieran optado por sujetarse al sistema de acreditación regulado por la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza podrán, en cualquier momento, someterse a la acreditación ante el Consejo Superior de Educación, o mantenerse en el sistema de supervisión ante el Ministerio de Educación.

Los centros de formación técnica que, a la fecha de vigencia de esta ley, se encuentran en proceso de acreditación ante el Ministerio de Educación, deberán presentar, en un plazo máximo de dos años contado desde la publicación de esta ley, su proyecto institucional al Consejo Superior de Educación para que este organismo continúe el mencionado proceso de acreditación.

En todo caso, mantendrán vigencia ante el Consejo Superior de Educación todas las resoluciones adoptadas por el Ministerio de Educación en relación con los Centros de Formación Técnica en acreditación, debiendo dicho Consejo continuar el proceso de acreditación por el plazo legal que le restare a cada centro.”.

- - -

Acordado en sesiones celebradas los días 3, 10 y 17 de mayo y 14 y 21 de junio de 2006, con asistencia de los Honorables Senadores señores Mariano Ruiz-Esquide Jara (Presidente), Carlos Cantero Ojeda, Andrés Chadwick Piñera (Hernán Larraín Fernández, Jorge Arancibia Reyes), Alejandro Navarro Brain y Ricardo Núñez Muñoz, y de los Honorables Diputados señora Carolina Tohá Morales y señores Maximiano Errázuriz Eguiguren, José Antonio Kast Rist, Carlos Montes Cisternas y Carlos Olivares Zepeda.

Sala de la Comisión Mixta, a 29 de junio de 2006.

(Fdo.):MARÍA ISABEL DAMILANO PADILLA,

Secretario.
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